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			El muro de Donald: los liberales  frente al populismo 


			 


			EL POPULISMO AL ATAQUE 


			 


			El conflicto político de la segunda mitad del siglo XX fue entre la derecha y la izquierda. El gran conflicto de la primera mitad del siglo XXI será entre los populistas y los defensores de la democracia liberal. 


			Donald Trump gobierna los Estados Unidos, una nación de 330 millones de personas; 170 millones de europeos viven en países con al menos un político populista en el gabinete;1 en América Latina, al populismo de Nicolás Maduro de Venezuela, Daniel Ortega en Nicaragua y Evo Morales en Bolivia recientemente se le ha sumado la versión izquierdista de Andrés Manuel López Obrador en México —un país de 130 millones de habitantes— y la versión derechista de Jair Bolsonaro en Brasil, una nación aún más grande, de 210 millones de personas. Corresponde incluir también a las Filipinas, con más de 100 millones de personas, y a Turquía, con una población que bordea los 80 millones. Esta contabilidad rápida arroja, vemos, más de mil millones de personas que viven en la actualidad bajo gobernantes populistas. Y si además sumamos a la India de Narendra Modi, un líder con rasgos que se asemejan mucho al populismo, esta suma asciende a más de 2.400 millones de personas, casi un tercio de la humanidad. 


			Un optimista podría pensar que esa epidemia que ha azotado a diversas partes del planeta no ha llegado ni va a llegar a Chile. Pero tal conjetura al menos parece arriesgada y podría resultar catastróficamente errada. 


			Chile suele ser un reflejo fiel de los ciclos políticos globales. En la década del sesenta, la revolución estudiantil estalló en París, Nueva York y Berkeley y acto seguido en las universidades chilenas; nuestro 11 de septiembre de 1973 llegó tras golpes de Estado similares en Argentina, Brasil y Uruguay;2 volvimos a la democracia en 1990, pero solo después de que los mismos tres países lo hubieran logrado; al cabo de la crisis financiera internacional de 2008-09, los indignados salieron a la calle en innumerables países —y por supuesto también en Chile a partir del 2011—. 


			Hoy el populismo avanza. ¿Replicará una vez más Chile el ciclo global? El riesgo merece al menos empezar a tomar ya las debidas precauciones. 


			La definición más común del populismo es de índole económica. Es populista un gobierno que gasta y se endeuda en exceso, aunque ello pueda acarrear una crisis inflacionaria o financiera en el futuro. Esas políticas económicas que son «pan para hoy y hambre para mañana» tienen una larga historia en América Latina. Fueron populistas en este sentido Juan Domingo Perón en Argentina y Getulio Vargas en Brasil, al igual que Salvador Allende en Chile, Alan García en Perú —por lo menos durante su primer período—, Daniel Ortega en Nicaragua y tantos otros. En todos los casos, el «pato» no lo pagaron los ricos, que casi siempre pudieron sacar a tiempo su dinero del país, sino las clases media y baja, que perdieron sus empleos y presenciaron atónitas cómo la hiperinflación o los colapsos bancarios consumían sus ahorros. 


			A pesar de sus reiterados y espectaculares fracasos, el populismo económico dista mucho de desaparecer. En años recientes, Hugo Chávez y Nicolás Maduro han aplicado en Venezuela acaso la versión más extrema del populismo que conozca nuestra región, y de paso han destruido la economía de ese país. Los planes económicos de Trump, con su énfasis en los aumentos del gasto en defensa, las rebajas de impuestos para los ricos, y el proteccionismo comercial, son de insoslayable orientación populista. 


			En el Chile actual, la estabilidad monetaria y fiscal hasta ahora parecen seguir a buen recaudo —«toquemos madera» para que eso no cambie—, pero la tristemente célebre retroexcavadora del senador Jaime Quintana, con su promesa de cambios radicales «aquí y ahora», sin dar tiempo para pensar, evaluar, diseñar y aplicar con cuidado esos cambios, preocupándose de sus consecuencias futuras, bastante tuvo de populismo. Y las promesas que los partidos de derecha hacen ritualmente en cada ciclo electoral —entregar más beneficios, bajar los impuestos y reducir el déficit fiscal, todo al mismo tiempo— tienen un innegable tufillo populista. 


			Como vemos, el populismo de índole económica es una amenaza permanente. Sin embargo, hoy es mucho más amenazante el populismo político. 


			¿Qué tienen en común Donald Trump y Nicolás Maduro, Viktor Orbán y Andrés Manuel López Obrador, Rodrigo Duterte y Daniel Ortega, Jean-Marie Le Pen y Pablo Iglesias? Un modo populista de hacer política. 


			El populismo avanza no solo porque lo adoptan líderes carismáticos, o porque gana votos haciendo caso omiso de las reglas de la ortodoxia económica, sino porque ofrece una alternativa política e ideológica potente, amparada en una tríada peligrosa: la negación de la complejidad, el antipluralismo y una versión torcida de la legitimidad política y la representación. 


			¿Construir más escuelas o más hospitales? ¿Liberalizar o restringir el aborto? ¿Cómo detener el calentamiento global? Las decisiones colectivas son complejas. No tienen respuestas fáciles. Que existan diversos puntos de vista sobre qué hacer y cómo hacerlo resulta natural y legítimo. Esa es la esencia del pluralismo, que a su vez es uno de los elementos constitutivos de la democracia liberal. 


			Los populistas niegan todo esto. Según afirmó el sociólogo Ralf Dahrendorf, «el populismo es simple, la democracia es compleja».3 ¿Preocupa la inmigración ilegal? Construyamos un muro que nos separe del vecino, exige Trump. Para qué enredarnos con las múltiples causas y consecuencias de los flujos migratorios, cuando basta con proponer una solución que parece resolverlo todo (aunque en realidad no arregle nada). 


			Y si todo problema social tiene una solución simple, entonces la persistencia de tales problemas solo puede deberse a que alguien no quiere o no permite que se solucionen. En la versión izquierdista del populismo, ese villano es la elite; en la versión derechista, junto con la elite el villano también puede ser el otro, la minoría, el inmigrante, el extranjero. 


			Los populistas saben cómo convertir el simplismo en el tipo de descalificación que rinde en las urnas. Según Arthur Finkelstein, decano de los consultores políticos de derecha en Estados Unidos, consejero de Nixon, Reagan, Netanyahu y Orbán, mentor de Roger Stone y de varios otros asesores de Trump, «el tipo que dice “Tengo un plan de siete puntos para mejorar las pensiones” siempre pierde frente al tipo que dice “¡Que se vayan todos! ¡Fuera de aquí!”».4 


			Para Cas Mudde y Cristóbal Rovira, el populismo es una «ideología delgada» que se puede combinar con posiciones sustantivas de toda clase –por ejemplo, con el nacionalismo excluyente en la derecha o con el anticapitalismo en la izquierda–. El corazón de esa «ideología delgada» es la oposición entre pueblo virtuoso y elite corrupta, junto con la convicción de que la voluntad del pueblo (virtuoso) siempre debe primar.5 Añade Jan-Werner Müller, politólogo de la Universidad de Princeton, que esta «interpretación moralista de la política» es central al modo populista de hacer política.6 Quien sustenta la postura supuestamente unitaria del pueblo es moral; los demás son inmorales, representantes de intereses foráneos o lacayos de una elite corrupta. 


			Hugo Chávez fue el exponente más claro de este estilo, pero ciertamente no el único. Pablo Iglesias y sus compañeros de Podemos dividen a España entre quienes pertenecen a «la casta» y los que no. «Recuperemos el control», lema de los Brexiteers británicos, deja claro quiénes supuestamente han usurpado tal control: los extranjeros que ejercen el poder desde Bruselas y la elite entreguista de Londres que acepta, con mucho gusto, instructivos foráneos. 


			Para quienes detentan esta visión, no cualquiera puede hablar y actuar por el pueblo. Los populistas pretenden —y esto es clave para entender el fenómeno— la delegación exclusiva. Trump alardeó en su discurso ante la Convención del Partido Republicano: «Yo soy el único que puede arreglar esto». La voz del pueblo, sostienen los populistas, solo puede expresarse a través de... liderazgos populistas. 


			Por ello, los pesos y contrapesos propios de la democracia liberal, con sus interminables debates parlamentarios, no se justifican: si la voz del pueblo es única y buena, ¿quién podría querer contradecirla o, menos aún, contrapesarla? Los complejos mecanismos de representación parlamentaria tampoco son necesarios, porque la voluntad unitaria del pueblo se puede expresar a través de un solo voto o, mejor aún, a través de un líder que ya sabe lo que el pueblo quiere. Por eso, agrega Müller, los populistas tienen problemas con las instituciones representativas solo cuando no son ellos mismos quienes las controlan. Y aunque gustan de los plebiscitos, recurren a ellos solo cuando estiman que el pueblo confirmará la opinión del líder. 


			Por todo lo anterior, el populismo es profundamente «iliberal», y puede llegar a ser derechamente antidemocrático. La democracia, así, a secas, es el gobierno de la mayoría. La democracia liberal profundiza esta definición, al añadir el reconocimiento de la diversidad de perspectivas e intereses, y la existencia de mecanismos para garantizar que, dada esa diversidad, la mayoría no le ponga el pie encima a la minoría y vulnere sus derechos. Hay un corto trecho desde el populismo a la democracia iliberal de, por ejemplo, la Hungría de Orbán, la Turquía de Erdoğan, o la Venezuela de los primeros años de Chávez.7 Y otro corto trecho desde esa etapa iliberal a la dictadura sin tapujos de Nicolás Maduro. 


			Definido así el populismo, podría pensarse que en el Chile post 1990 ha sido relativamente escaso. Pero en la elección del 2013 hubo por primera vez candidatos —como Franco Parisi y Roxana Miranda— que usaron el contraste entre un pueblo virtuoso y una elite corrupta como su caballo de batalla. 


			No se detuvo ahí la cosa. En la elección del 2017 José Antonio Kast desarrolló una narrativa populista de manual para mostrar, como afirmó Cristóbal Bellolio, que «Kast está del lado del verdadero pueblo y su adversario es la elite».8 El discurso de «los poderosos de siempre» enarbolado por la antigua Nueva Mayoría, y la pretensión del Frente Amplio de ser el único detentor de la moral frente a una elite política y económica corrupta, también tienen bastante de populismo. En abril de 2018, la encuesta Criteria mostraba a Beatriz Sánchez encabezando las preferencias para una futura presidencia, seguida de José Antonio Kast. En diciembre del mismo año, Kast superaba a Sánchez por un leve margen. Desde entonces, ambos han seguido en la punta de ese sondeo.9 


			Y como ha ocurrido repetidamente en Europa, los partidos tradicionales se mueven hacia los extremos en un intento —casi siempre inútil— de robarles las banderas a los populistas.10 Hoy la crítica al «modelo» del ala izquierda de la ex Nueva Mayoría es idéntica a la del Frente Amplio. Y cuando el gobierno de Sebastián Piñera apiña decenas de inmigrantes en un avión militar y los deporta con un gran operativo de prensa, no está haciendo otra cosa que tratar de evitar que el nuevo populismo lo desborde por la derecha. 


			Ni en la derecha ni en la izquierda chilena existe aún un populismo comparable al que vemos en otros países de la región y del mundo. Pero quien sostenga que las tendencias populistas no tienen cabida en Chile está practicando el hábito del avestruz: enterrar la cabeza y negar la realidad. 


			 


			SE BUSCAN IDEAS


			 


			Las posturas del populismo podrán ser cuestionables, pero está cada día más claro que eso no obsta para que sean políticamente atractivas. Al populismo no se le combate simplemente tildándolo de tal; se le combate con ideas. Y los actores principales de la política chilena están notablemente desprovistos de ideas. 


			La Concertación gobernó Chile por veinte años y dejó como legado un país más próspero, más democrático y con menos temores. Pero no legó ideas. 


			El partido demócrata de Bill Clinton y Barack Obama, el laborismo británico bajo Tony Blair, el socialismo español en la época de Felipe González y la centroizquierda brasileña en la era de Fernando Henrique Cardoso se reinventaron con debates intensos sobre cómo conjugar libertad e igualdad, con cuánto mercado y cuánto Estado, cuánta apertura al exterior y cuánto desarrollo hacia adentro. Poco o nada de esto ocurrió en Chile. 


			Los gobiernos de la Concertación consolidaron un importante rol para el mercado en la vida económica del país, pero nunca discutieron por qué eso era bueno ni qué límites se debían fijar. Firmaron acuerdos de libre comercio, pero rara vez explicaron por qué abrirse al mundo era deseable para Chile. Construyeron un sistema de servicios sociales con prestadores públicos y privados, pero no explicitaron ni las fortalezas ni las debilidades de ese sistema. Permitieron un papel importante para la educación particular, pero no discutieron los pros y contras de esa decisión. 


			El resultado es que, enfrentados a la crítica del Frente Amplio de que solo se perpetuaron desigualdades, muchos ex concertacionistas no tienen palabras para explicar el sentido de lo obrado. Algunos optan por guardar silencio. Otros —los más—, ya sea por carencia de argumentos o por conveniencia política de corto plazo, prefieren darles la razón a esos críticos y concluyen ruborizados que en veinte años no se hizo otra cosa que administrar el «modelo de Pinochet». Es decir, cuando son blanco de la crítica clásicamente populista de que la centroizquierda habría actuado para favorecer a la «elite» y en desmedro del «pueblo», en vez de desmentir esa crítica con argumentos, simplemente ceden y se entregan a ella. 


			Así las cosas, los partidos tradicionales del carril izquierdo de la política nacional no tienen los argumentos para erigirse en un bastión efectivo contra el populismo. Con los partidos tradicionales de derecha ocurre algo similar. 


			El primer gobierno de Sebastián Piñera se empeñó en que sus principios serían aplicados por «los mejores», pero no invirtió mucho tiempo y energías en explicar cuáles eran esos principios. Tuvo un adecuado desempeño económico, pero cuesta dar con una idea nueva que ese gobierno haya aportado a la conversación nacional. 


			Los partidos de derecha además hacen gala, con importantes pero escasas excepciones, de su antiintelectualismo. Abundan los centros de estudios de derecha, pero tienden a producir más análisis económicos y sectoriales que narrativas conceptuales sobre los principios del sector. 


			Existe, claro está, un conjunto de ideas propias de la derecha chilena del último medio siglo, que en este libro llamamos la doctrina «Chicago-gremialista». Pero esa doctrina, como veremos, tiene mucho más que decir sobre la no interferencia del Estado en la economía que sobre el valor intrínseco de la democracia y del pluralismo, o sobre la importancia de la inclusión y la igual ciudadanía. Por ello, es perfectamente compatible con discursos y prácticas populistas. 


			Es cierto que la derecha «piñerista», hoy de regreso en el gobierno, parece no tomarse muy en serio esta doctrina. Echa mano a ella cuando le resulta conveniente y a menudo la deja de lado, provocando así la crítica de que Piñera no defiende «los principios del sector». Pero el presidente y su círculo tampoco han mostrado mayor interés en elaborar principios alternativos, cosa que los pone en desventaja a la hora de construir una narrativa acerca de por qué hacen lo que hacen. La consecuencia es que en ese espacio ideológico conservador, hasta el momento casi vacío, empiezan a instalarse los vagones de un nuevo populismo de derecha. 


			 


			EL PASADO YA VIENE


			 


			Luchar contra los populismos es fundamental, pero también lo es avanzar hacia el desarrollo económico y social inclusivo. Como mostró la elección presidencial del 2017, en este ámbito las ideas también escasean. Ganó esa elección el candidato que hizo del crecimiento económico su mantra. Sebastián Piñera argumentó que la libertad económica resulta clave para obtener dicho crecimiento; pero más allá de proponer ciertas simplificaciones tributarias y regulatorias, se quedó en las generalidades a la hora de explicar a los electores cómo lograría esa expansión. Basta, pareció decir, con que un candidato de derecha llegue a habitar La Moneda para que se desaten los «espíritus animales» de los que habló John Maynard Keynes y retornen la inversión y el crecimiento. Eso acaso sea cierto por unos meses. ¿Y más adelante? ¿Con qué medidas pretendía superar fallas de mercado, diversificar las exportaciones y aumentar la productividad? El entonces candidato a la presidencia no respondió. 


			Piñera hizo algún intento por presentar a su sector político como una derecha «social» y ya no solo «económica», pero dijo poco sobre cómo asegurar las condiciones materiales y sociales para que todos —incluidos los más pobres— puedan desarrollar sus proyectos de vida con autonomía. Tampoco llegó a aclarar si a su sector le preocupan realmente las agudas e injustas desigualdades que cruzan nuestra sociedad o, por el contrario, se conforma con combatir la pobreza extrema sin tocar los fundamentos de la sociedad clasista y jerárquica en la que vivimos. 


			Por su parte, sus principales rivales en la pasada elección —Alejandro Guillier y Beatriz Sánchez— hablaron mucho menos sobre la necesidad de retomar el crecimiento económico, y mucho más sobre la necesidad de avanzar en derechos sociales e igualdad. Los «candidatos de la igualdad» pusieron —como está en boga— mucho énfasis en el financiamiento de la educación superior, incluyendo la condonación de deudas a exuniversitarios. Pero sobre las causas de fondo de la desigualdad —el descuido sistemático de la niñez, la deserción escolar, la calidad insuficiente de la educación, el dispar acceso a las nuevas tecnologías, el escaso empleo para mujeres y jóvenes, la segregación urbana, la discriminación laboral, el clasismo— tuvieron poco y nada que decir. Los discursos de Guillier y de Sánchez tampoco apelaron a las experiencias de esos millones de personas que han buscado en el consumo autonomía e identidad y en la educación particular las oportunidades que demasiadas veces la educación pública no ofrece. 


			Fue una elección acerca del pasado, no del futuro. 


			El mayor damnificado en la elección del 2017 fue el centro político —o los centros políticos—. La Democracia Cristiana perdió un tercio de sus diputados y levantó una candidatura presidencial que obtuvo muy pocos votos. El expresidente Lagos apoyó a numerosos candidatos al Congreso y apenas uno de ellos tuvo éxito. Amplitud y Ciudadanos, dos partidos nuevos, no lograron elegir ni a un solo parlamentario. Evópoli obtuvo un mejor resultado, pero a costa de tener que compartir el paraguas electoral con la UDI, desdibujando así su perfil centrista. Como en el poema de William Butler Yeats de hace un siglo: «Todo se desmorona, el centro cede».11 


			Desde la vuelta a la democracia en 1990, nunca el centro político había estado tan debilitado. 


			Este fracaso tuvo múltiples causas de táctica y estrategia política. Pero también fue un fracaso de las ideas. O, mejor dicho, fue un fracaso debido —al menos en parte— a la ausencia de estas. El centro en sus diversas tradiciones —liberal, socialcristiana, socialdemócrata— no escapa a la crítica de que se ha ido quedando con mucha praxis y poca doctrina. Hoy no existe un conjunto distintivo y reconocible de ideas que sea propio del centro y que pueda servir de base tanto para la construcción de una sociedad más justa como para el combate contra el populismo en cualquiera de sus variantes. 


			 


			EL DESAFÍO


			 


			Al igual que tantos millones de compatriotas que decidieron no votar en la elección del 2017, y también como muchos otros que renuentemente sí lo hicieron, los autores de este libro no nos conformamos con lo que los principales candidatos y sus coaliciones plantearon —y dejaron de plantear— en la última elección. 


			Más aún: no estamos satisfechos con la política que hoy predomina en Chile —en la izquierda, en la derecha, y en lo que queda del centro—. El marco actual del debate político ni ayuda a clarificar los enormes retos que Chile enfrenta ni da luces sobre cómo abordarlos. Y vemos con preocupación cómo la inexistencia de proyectos políticos convocantes deja el campo abierto al populismo. 


			Escribir este libro es, por lo tanto, un acto de rebeldía. Pero también un acto de esperanza: creemos que las cosas no tienen por qué ser como son. Estamos ciertos de que hay ideas que pueden mejorar nuestro debate político y ayudarnos a construir una sociedad más próspera y justa. Nuestro propósito es desarrollar esas ideas y mostrar cómo y por qué son distintas a las que predominan en el discurso político actual, y en qué sentido permiten ir más allá de las gastadas oposiciones entre libertad e igualdad, y entre Estado y mercado, que dominan hasta hoy nuestros debates. Creemos que lo que aquí llamaremos «liberalismo igualitario» es una potente alternativa, tanto al «Chicago-gremialismo» de la derecha (también llamado «neoliberalismo» por muchos) como al socialismo «a la Atria» que actualmente domina tanto en el Frente Amplio como en buena parte de la ex Nueva Mayoría. 


			Nuestra perspectiva es de centro.12 Los autores de este libro creemos que las tareas de lograr un desarrollo inclusivo y ponerle atajo al populismo son más difíciles sin un centro político potente. Pero ese centro no debe ser solo un accidente geográfico —una parada en el trayecto entre izquierda y derecha—, sino lo que el sociólogo británico Anthony Giddens llamó un «centro radical», es decir, ideológicamente intenso.13 Más que un centro a secas, exclusivamente pragmático, debe ser un centro con apellido. Liberal, progresista e igualitario, que combine los valores de la libertad y la igualdad y apele a ambos simultáneamente. 


			Creemos que esta postura corresponde a la de una gran mayoría de chilenos que no se opone al esfuerzo y el mérito pero sí al privilegio, que quiere gozar de derechos sociales y a la vez que se recompense la iniciativa individual, que busca libertad para desplegar su proyecto de vida sin por ello renunciar a vivir en una comunidad democrática de iguales. 


			Este libro busca articular teóricamente esta perspectiva y mostrar que estos objetivos son deseables y compatibles entre sí. 


			 


			EL ARGUMENTO


			 


			Las ideas que Chile necesita son muy distintas a las de derechas e izquierdas convencionales.14 La derecha «Chicago-gremialista» —aquella que desde el retorno a la democracia ha dominado política e intelectualmente al sector— se funda en un cierto ideal de libertad. Pero este ideal, como veremos en el capítulo 2 de este libro, implica exclusivamente una «libertad negativa» o de no interferencia por parte de terceros en la acción propia. Entendida así la libertad, y postulada como el principio político más importante de todos, la defensa de la no interferencia le pone estrictos límites a la intervención del Estado en la vida social. 


			La libertad entendida como no interferencia es un ideal político importante. Sin embargo, situarlo como principio supremo de la acción política es un error, puesto que nos lleva a desviar la mirada del asunto de fondo: cómo generar las condiciones materiales y sociales que permitan a todos vivir vidas efectivamente libres. La derecha ha quedado atrapada en un conjunto de principios que le impiden admitir que ciertas desigualdades (materiales y sociales) sí son políticamente relevantes. 


			Pero el camino de la derecha no es el único. Veremos en el capítulo 2 que al poner también sobre la mesa otras dos concepciones de libertad —la libertad entendida como no dominación y la libertad como ejercicio de capacidades—, es posible generar una comprensión más profunda de lo que significa ser libre. Ello a su vez constituye una justificación para que el Estado tenga más musculatura —e interfiera más activamente en la vida social— que lo que permite la idea de Estado mínimo tradicionalmente defendida por la derecha. 


			Si la bandera de la derecha es la libertad, la de la izquierda suele ser la igualdad. Pero no es útil hablar de igualdad —sostenemos en el capítulo 3— sin especificar a qué tipo de igualdad aspiramos: no es lo mismo la igualdad de ingresos que de oportunidades, y ambas son distintas a la igualdad de derechos. 


			Más aún: satisfacer ciertos tipos de igualdad implica inevitablemente aceptar desigualdades en otros espacios. Tampoco es lo mismo aspirar a la igualdad plena (de algo) que a acotar o disminuir ciertas desigualdades relevantes. 


			Para decidir sobre esto —qué desigualdades son las problemáticas, qué prioridad tiene cada una respecto a otras y cuánta desigualdad es tolerable en cada caso— necesitamos una teoría de la justicia. Acerca de todo ello la izquierda chilena ha reflexionado poco o nada. 


			El «nuevo paradigma» de los derechos sociales articulado por Fernando Atria es una excepción importante —aunque limitada a solo un aspecto— a esta desprolijidad de la izquierda. Atria sostiene que los derechos sociales consisten en la provisión igualitaria y «descomodificada» de ciertos bienes y servicios. Coincidimos con Atria en que los derechos sociales son parte de lo que implica ser ciudadano en una comunidad democrática. Pero diferimos en la manera de comprender qué son los derechos sociales, y en las formas institucionales y obligaciones políticas que su satisfacción exige. 


			Nos parece que los derechos sociales deben ser entendidos como el acceso garantizado a ciertas prestaciones. Esta es una comprensión más útil, más flexible y —en algunos sentidos importantes— más igualitaria que la definición de Atria. 


			No es un asunto solo de definiciones: una y otra concepción tienen consecuencias muy distintas para la justicia social. Los derechos son importantes, pero al centrarse en sus formas de provisión (sin lucro, con proveedores públicos, etc.) y no en los resultados (como la calidad o el acceso oportuno a la educación y la salud), la izquierda chilena distrae la atención de los factores que de verdad podrían ayudar a igualar oportunidades. Y al reducir el ideal de la igualdad a la satisfacción de derechos sociales, invisibiliza otras tareas tanto o más importantes para lograr una sociedad de iguales. 


			Habiendo identificado las —a nuestro juicio— carencias conceptuales de los proyectos de derecha e izquierda tradicional, en el capítulo 4 desarrollamos las bases filosóficas de nuestra propuesta liberal igualitaria. Argumentamos que el objetivo básico de la comunidad política es asegurar a todos las bases sociales de su libertad. Pero, y a diferencia de la derecha, esta libertad no la entendemos exclusivamente como no interferencia. Para nosotros la libertad implica que las personas no estén sujetas a dominación alguna y puedan desarrollar las «capacidades» —el término es del economista y filósofo indio Amartya Sen— para vivir vidas sustantivamente libres. 


			Esto significa que libertad e igualdad no son enemigos sino complementos: ciertos tipos de igualdad son necesarios para garantizar la libertad. Es lo que la filósofa norteamericana Elizabeth Anderson llama «igualdad democrática». Ocurre cuando al interior de una sociedad democrática evitamos relaciones sociales opresivas y en el espacio público nos tratamos como iguales.15 


			Este enfoque permite precisar qué nos debemos unos ciudadanos a los otros y qué tipos de intervención del Estado —ya sea redistribución de ingresos, educación, salud, o muchas otras— se justifican. Nos debemos mutuamente, por ejemplo, el derecho a una educación que nos permita desarrollar las destrezas y talentos suficientes para desempeñarnos como iguales ciudadanos, y para ser tratados como tales. 


			La igualdad democrática también da un giro clave: desde la justicia como «igualdad distributiva» (quién recibe cuánto de qué cosa) hacia la «igualdad relacional» (quiénes sí y quiénes no están en condiciones de ser tratados como iguales ciudadanos, y por qué). Los problemas de trato desigual —que nos afectan tanto, si no más, que los de desigualdad puramente material— pasan al centro de la discusión. El sexismo, el racismo y el clasismo no son solamente actitudes personales lamentables, sino formas de trato constitutivamente injustas que violan la igualdad democrática. 


			Chile es un país clasista no solo porque hay desigualdad; al contrario, buena parte de la desigualdad se puede explicar por la persistencia y fuerza del clasismo. Ignorar esto lleva a proponer soluciones puramente institucionales para problemas que son ante todo culturales y relacionales. El combate al clasismo —tanto desde la política como desde la sociedad civil— debe ser un componente central de la lucha por una sociedad más justa y un antídoto indispensable ante la tentación populista. 


			A muchos políticos chilenos les obsesiona el debate entre el Estado y el mercado. Aquí damos un giro conceptual a esta interminable disputa. En el capítulo 5 intentamos dilucidar tres críticas filosóficas al capitalismo: la de Jean-Jacques Rousseau, la cual afirma que las «sociedades comerciales» fomentan el egoísmo y disuelven los vínculos comunitarios; la de Michael Sandel, que argumenta que ciertas transacciones de mercado degradan los bienes y servicios que allí se transan; y finalmente la clásica elaboración de Karl Marx, para quien las relaciones capitalistas inevitablemente son de «explotación» de un grupo humano por parte de otro. 


			Estas críticas tienen elementos certeros y otros erróneos. Pero incluso cuando aciertan, entregan argumentos para gobernar el mercado, no para deshacerse de él. Más aún: no hay solo un tipo de capitalismo o un sistema único de mercado. El famoso «modelo» inalterable que a los críticos tanto les gusta denostar no existe. Como existen muchos tipos de mercado, y diversas variedades de capitalismo, las críticas de Rousseau, Marx y Sandel nos ayudan a optar entre las versiones más o menos deseables —o, lo que es lo mismo, para entender qué límites y modos— de regulación institucional son necesarios. 


			La comprensión más útil tanto del mercado como del Estado —sostenemos en el capítulo 6— es como instrumentos para alcanzar la libertad, la justicia y la prosperidad. Estos objetivos son lo importante, no los instrumentos. Por eso el mercado no merece la adoración acrítica que le prodigan los conservadores de derecha, ni la condena absoluta a que lo someten los estatistas de izquierda. Algo similar pero a la inversa se aplica a los juicios respecto del Estado. 


			Uno de los usos del mercado es generar y transmitir información —la que junto con el conocimiento humano son bienes escasos, porque la capacidad cognitiva humana resulta limitada—. No sabemos ni podemos saber todo lo que necesitamos saber para organizar una sociedad perfecta. Por eso la vida en sociedad requiere una cuota importante de humildad intelectual. Las políticas públicas son mejores cuando se formulan gradualmente, con diseños abiertos al ensayo y error, de modo de ir aprendiendo y mejorando en el camino. 


			Todo eso es parte de lo que llamamos en este libro el talante reformista o liberal, que discutimos en el capítulo 7. Apelamos a la distinción que hizo famosa el filósofo Isaiah Berlin entre el zorro que sabe algo de muchas cosas y el erizo que sabe solo una cosa pero la sabe bien. 


			Los reformistas suelen ser zorros. Les disgustan los dogmas y las certezas exageradas. Desconfían de las utopías. No pretenden tener respuesta para todo. Entienden que el único camino es el del aprendizaje arduo y paulatino. Esta praxis de reformas graduales pero sostenidas y acumulativas es la que promete ser más efectiva para construir cambios sociales profundos y duraderos. 


			Albert Rivera, presidente del partido Ciudadanos de España, lo ha dicho muy bien: «La verdadera revolución es la evolución. El verdadero cambio no pasa por poner patas arriba lo que funciona, pasa por cuestionar lo que no funciona».16 


			Ahora, ni el «reformismo» ni el «gradualismo» son conceptos que hacen latir más rápido el corazón. Por eso los reformistas y liberales compiten en desventaja con los populistas de toda especie, que apelan a las emociones (algunas de ellas viles, como la xenofobia y el prejuicio, según vemos por estos días) para obtener apoyo popular. 


			Pero nada de eso significa que una épica propiamente liberal sea imposible, argumentamos en el capítulo 8. Al revés: tenemos la convicción de que las instituciones liberales —partiendo por la democracia— y los valores liberales —como la autonomía, la tolerancia y el respeto— son las que mejor permiten llevar adelante vidas sustantivamente libres, con dignidad y oportunidades. 


			Creemos además que las ideas liberales son el mejor antídoto frente a la arremetida populista. Los partidos tradicionales piensan que derrotarán a los populistas imitándolos. Se equivocan. Cada vez que un populista reniega del valor del pluralismo y la diversidad, corresponde reafirmarlo. Y cada vez que un populista amenaza la democracia, es imperativo defenderla. 


			En el capítulo 8 desarrollamos los componentes centrales de esa épica liberal, y presentamos ejemplos de discursos políticos que permiten generar entusiasmo y emoción en apoyo de las ideas democráticas, liberales y progresistas. 


			Un líder que ha cumplido con especial destreza este cometido es el Primer Ministro de Canadá, Justin Trudeau. Son muchos los países —plantea— diversos en raza, religión y cultura que profesan los valores de la diversidad y la tolerancia. Pero Canadá, según Trudeau, «es el único lugar que se define a sí mismo por esos valores. Por eso somos la sola nación del mundo que es fuerte no a pesar de nuestras diferencias, sino que debido a ellas».17 Trudeau, y también Emmanuel Macron, son exponentes de un nuevo «patriotismo liberal» que resulta clave a la hora de plantear los ideales del liberalismo con la efectividad política que merecen. 


			El libro cierra con el capítulo 9, en el que abordamos ciertos debates y desafíos de nuestra política actual. Más que resumir lo dicho allí, valga aquí solo una idea: para ponerle atajo al populismo hay que terminar con la deslegitimación de la política. Nuestra política está deslegitimada por múltiples malas prácticas, pero también por la falta de ideas que doten de sentido la acción colectiva. Sin ellas la política pronto se transforma en una simple lucha entre intereses fácticos. Sin una apelación al interés público, la política democrática no puede aspirar a la legitimidad de estar al servicio de todos. Y una política capturada por unos pocos es presa fácil del populismo. 


			A pesar de que los argumentos del libro son fundamentalmente teóricos, este no es ni pretende ser un texto puramente filosófico, orientado a descubrir los principios últimos de la justicia o del orden social. Es ante todo un libro político, en el sentido de que su reflexión siempre busca iluminar los problemas colectivos. 


			No obstante, tampoco es ni pretende ser un libro programático, ni menos un catálogo o recetario de soluciones a problemas inmediatos. Nos motiva la convicción de que en este momento de la discusión política chilena, todos los sectores nos debemos un ejercicio de reflexión más profundo que la mera elaboración tecnocrática de una lista de «problemáticas» y «solucionáticas». 


			Por lo mismo, somos también conscientes de las limitaciones temáticas del libro. Poco dice acerca de temas fundamentales como la energía, el cambio climático, el impacto del avance tecnológico, la descentralización, la inmigración, el multiculturalismo y tantos otros. Este libro solo busca contribuir con una reflexión sobre algunas coordenadas conceptuales necesarias para abordar esos asuntos. 


			Nos hemos puesto la vara alta: aspiramos a dotar de contenido y consistencia teórica a un proyecto político liberal igualitario para Chile. Esperamos no desilusionar. 


			 


			ETIQUETAS, ETIQUETAS


			 


			Los autores de este libro discutimos mucho —entre nosotros y con otros— acerca de etiquetas. Hemos hablado de fortalecer el «centro» político. Pero este debe ser un centro con apellidos, y hemos optado por llamarlo un centro «liberal». 


			¿Por qué hablar de centro? ¿Y por qué llamarlo liberal? Ninguna de las dos opciones está exenta de peligros. 


			Hablar de centro, derecha e izquierda —nos hicieron ver muchos— está pasado de moda; nos remite a conceptos y divisiones del pasado; genera anticuerpos innecesarios. En suma, nos enreda más que iluminarnos. 


			Compartimos estas aprensiones. Desconfiamos de la aproximación puramente «geográfica» a las ideas políticas. Pero en este libro usamos la nomenclatura de derecha, centro e izquierda por la misma razón que usamos un GPS al manejar un auto. La pantalla del GPS no revela los detalles del terreno que recorremos, a menudo se equivoca, y suele estar atrasado respecto de los barrios recién urbanizados de la ciudad. Pero ayuda a ubicarse y a ser ubicado. 


			Claro que no cualquier definición del centro nos deja conformes. En Chile se suele identificar el centro como aquel lugar en que se alcanza el equilibrio, se forjan acuerdos y se evitan extremismos de lado y lado. 


			Ese papel del centro político es muy importante. Lo asumió la Concertación y así logró darle a Chile dos de las mejores décadas de nuestra historia. 


			El problema con esa definición es que se presta para que sus adversarios políticos presenten al centro como enemigo del cambio, cuando la realidad es exactamente la contraria. Tanto desde el punto de vista teórico como en la historia política de Chile, el centrista liberal es (y ha sido) ante todo reformista. Está a favor del cambio. Las reformas que anhela son profundas, no cosméticas. Difícil resulta concebir algo más «radical», en el sentido de Giddens, que una sociedad que supere el clasismo y la discriminación, y en la que las personas sean libres para desarrollar sus proyectos de vida. 


			La otra pregunta clave es por qué usar, en primer lugar, la palabra «liberal». A menudo nos recomendaron que no lo hiciéramos. Se confunde con «neoliberal» y ciertas ideas de la derecha, nos advirtieron; también llama a confusión con los llamados liberals norteamericanos, algunos de los cuales pertenecen a la izquierda tradicional. 


			Al final, nos pareció que hay un solo camino de coherencia intelectual. Nuestras ideas son tributarias de la tradición liberal que comienza con Locke y Mill, pasa por Rawls y culmina por estos días en pensadores como Amartya Sen, Martha Nussbaum y Elizabeth Anderson. La historia de la emancipación política y social de los ciudadanos de Occidente no se entiende sin el ideario liberal. De hecho, ni el socialismo ni la socialdemocracia serían posibles sin las ideas de la tradición liberal. 


			«Si por liberalismo se entiende confianza en el ser humano, acepto ser calificado de liberal», escribe Emmanuel Macron, «porque lo que yo defiendo debe permitir que todos encuentren en su país una vida conforme a sus anhelos más profundos».18 


			Hablar de ideas como las que propondremos sin hablar de liberalismo es como hablar de fútbol sin mencionar nunca a los jugadores, el árbitro y la pelota. No es ni posible ni deseable. Pero advertimos al lector que usamos la palabra «liberal» en al menos cuatro sentidos distintos, que es preciso distinguir. Uno es para referirnos al proyecto político específico (de centro liberal) que buscamos ayudar a construir. 


			Un segundo sentido es para referirnos a la corriente filosófica «liberal igualitaria» de la cual nos sentimos parte en un sentido intelectual, pero que obviamente trasciende cualquier encarnación política concreta que se le dé a sus principios. 


			Un tercer sentido es para referirnos a un modo de hacer las cosas —lo llamamos el «talante» liberal— que es reformista, gradualista y escéptico respecto a teorías que todo lo explican y a recetas que todo lo curan. 


			Y finalmente, a veces hablamos de liberalismo en un sentido político o institucional, cuya manifestación es el constitucionalismo democrático y la protección de derechos individuales que le acompañan —y que los populismos amenazan—. 


			Estamos plenamente conscientes de que estos cuatro sentidos de la palabra liberal no tienen por qué ir siempre juntos, y que muchas personas podrán identificarse con algunos sentidos de esta palabra y no con otros. Por ejemplo, un socialista perfectamente puede identificarse con el liberalismo constitucional (el cuarto sentido identificado), sin por ello compartir el proyecto político (de centro liberal). Otros pueden compartir el talante liberal (nuestro tercer sentido) sin aceptar por ello el liberalismo igualitario como filosofía política (el segundo sentido); y así sucesivamente. 


			Si bien creemos que hay cierta relación entre el liberalismo filosófico, el político-institucional y el epistémico (que alimenta al «talante» liberal), esta asociación está lejos de ser absoluta o inevitable.19 Por ello, no nos interesa reservar la palabra liberal para aquellos que adscriben a todos los sentidos de esta palabra usados aquí, ni menos entrar en estériles discusiones respecto a cuál es el liberalismo auténtico o a quiénes son los genuinos liberales.20 Solo nos interesa construir un argumento a favor de un proyecto político que contenga todos los elementos aquí mencionados, sin pretender por ello una comprensión monolítica ni exclusiva del liberalismo. 


			Pero, como ya advertimos, no cualquier tipo de liberalismo nos acomoda. El rótulo «liberalismo igualitarista» se suele aplicar al enfoque de John Rawls, Amartya Sen y Elizabeth Anderson; pero Norberto Bobbio usaba el término «social liberalismo», popular en Europa, mientras el filósofo español Daniel Innerarity se define como «socioliberal»;21 y hay quienes, centrados más en la práctica que en la teoría, abogan por «liberalismo democrático». Aunque en un sentido filosófico el concepto de «liberalismo igualitario» es el más certero, y el de «liberalismo progresista» el más político, en el texto hemos usado todas estas etiquetas. 


			Al fin y al cabo, más que el título de la canción lo que importa es la letra. Y de la calidad de esa letra los jueces serán ustedes, nuestros lectores. 
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			El ave de Nino: la derecha y la libertad 


			 


			¿LOS DEFENSORES DE LA LIBERTAD? 


			 


			Mientras Sebastián Piñera visitaba España en agosto de 2014 —en plena discusión de la reforma tributaria en el Congreso de Chile—, el entonces expresidente declaró que «las reformas del gobierno de Bachelet van en contra de la filosofía de la libertad».1 Agregó que «las ideas de la libertad dan buenos resultados» y citó diferencias recientes en el crecimiento económico entre países de América Latina, presumiblemente más y menos «libres», para demostrarlo. Tomadas en serio, estas afirmaciones tienen algo de sorpresivas. Por supuesto, siempre habrá políticas que nos puedan parecer buenas o malas, pero otra cosa muy distinta es decir que «van en contra de la “filosofía” de la libertad». ¿Cuál sería, exactamente, esta filosofía? ¿Por qué las reformas de Bachelet irían en contra de ella? Piñera no lo explicó en dicha ocasión, así como tampoco dijo cuáles serían esas «ideas de la libertad». 


			El expresidente no es el único en la derecha que usa este lenguaje algo grandilocuente sobre «filosofía» e «ideas» de la libertad. A la derecha chilena en general le gusta hablar hiperbólicamente sobre el valor de la libertad y sobre cómo los políticos de derecha son sus grandes defensores. Con la fuerza de la libertad fue el no-tan-humilde título del libro del exsenador Jovino Novoa, escrito para defender las posturas tradicionales de su sector. 


			Ejemplos de este entusiasmo libertario sobran: la declaración de principios de la UDI usa siete veces la expresión «sociedad libre» para justificar su adherencia a diversos principios; la Fundación Avanza Chile, del mismo Piñera, tiene entre sus objetivos «difundir, promover y defender las ideas, valores y principios de la libertad»;2 el 2014, un senador de Renovación Nacional propuso cambiar el nombre de la coalición Alianza por Chile para llamarla «Alianza por la Libertad».3 


			El uso reiterado de las palabras «libre» o «libertad» no partió ayer. Ya en el verano de 1974 el cómico Bigote Arrocet homenajeó a Pinochet cantando «Libre», del español Nino Bravo: 


			 


			Libre, como el sol cuando amanece, 
yo soy libre como el mar 
como el ave que escapó de su prisión 
y puede, al fin, volar 
como el viento que recoge mi lamento 
y mi pesar, 
camino sin cesar 
detrás de la verdad 
y sabré lo que es al fin, la libertad. 


			 


			Esa noche la Quinta Vergara se vino abajo en una ovación. Pinochet, sentado en la primera fila, sonreía complacido. Sin duda, la libertad parece ser un valor importante para la derecha. 


			 


			¿QUÉ DERECHA?


			 


			¿De qué derecha hablamos? Es importante aclararlo, porque han existido varias en Chile. 


			Aquí nos centraremos en la variante más conservadora y —en términos de peso político— la principal. Encarnada en la UDI y la mayor parte de RN, esta derecha ha eclipsado tanto a variantes más liberales como a las nacional-populares que fueron parte de su historia.4 Ideológicamente, la figura de mayor influencia en el pensamiento de ambos partidos fue Jaime Guzmán, junto al peso en lo económico de los Chicago Boys, creando así una fusión que Novoa llama en su libro el «Chicago-gremialismo».5 


			Desde una perspectiva teórica, el académico Hugo Herrera6 ha caracterizado a esta derecha como a la vez cristiana y liberal —en lo económico—, para diferenciarla de otras corrientes —algunas no cristianas, algunas económicamente no liberales— que han existido y quizá aún existen en algunos sectores de la derecha.7 


			Las ideas de esta derecha Chicago-gremialista combinan tres elementos: conservadurismo en asuntos de moral personal, en el sentido de proteger el statu quo heredado en estos temas, de acuerdo a las doctrinas de la Iglesia católica; una versión muy extrema y dogmática del laissez faire, o no interferencia estatal en materias económicas, inspirada en aspectos de la filosofía del austríaco Friedrich Hayek y las enseñanzas de Milton Friedman y la Escuela de Chicago de los años sesenta y setenta; y una actitud frente a la democracia, que si bien superó su hostilidad original a esta, sigue comprendiéndola en formas más bien elitistas e instrumentales. 


			Este sector se identifica con el valor supremo de la libertad —en contraste con la igualdad, que para ellos sería el valor supremo de la izquierda— y se considera, como vimos, el gran defensor de esas «ideas de la libertad». 


			Alguien podría preguntar: ¿es justa esta caracterización de la derecha actual? ¿Acaso la derecha, durante el primer gobierno de Piñera, no subió los impuestos a las empresas, aprobó el posnatal de seis meses e impulsó el Acuerdo de Vida en Pareja? En la campaña presidencial del 2017, ¿no prometió Piñera mantener y hasta extender la gratuidad en educación superior? ¿No muestra todo esto que la derecha actual es muy distinta a la de los años ochenta o noventa? 


			Nuestra respuesta: sí y no. Por cierto que el paso del tiempo, el cambio generacional y —sobre todo— la necesidad de ganar elecciones han moderado y matizado el discurso de la derecha. Pero justamente el pragmatismo con el que gobernó Piñera motivó la queja del senador Novoa en el libro ya mencionado, donde lo acusó de no gobernar con los principios «del sector». De hecho, buena parte de la oposición a los proyectos de Piñera mencionados vino de la misma derecha —a tal punto que, debido a la oposición de la UDI, el Acuerdo de Vida en Pareja no vio la luz sino bajo el gobierno de Bachelet. La misma fuerza conservadora se movilizó, en los primeros meses del segundo gobierno de Piñera, contra el proyecto de ley de identidad de género. 


			El punto crucial es que la derecha «piñerista» no ha elaborado un conjunto articulado de ideas y principios que se distancie de manera clara de la doctrina Chicago-gremialista, o que al menos indique hasta qué punto la comparte o cuándo habría que seguirla y cuándo no. Lo suyo ha sido algo así como una praxis sin teoría, una calculada ambigüedad que recurre al discurso de «la libertad» cuando le conviene y lo abandona discretamente cuando no, sin proponer principios alternativos.8 Como en la canción de Los Tres, uno bien podría pedirle a esa derecha piñerista: «no más acciones, queremos palabras». 


			Más aún: en el gabinete inicial del segundo gobierno de Piñera fueron numerosos los ministros provenientes de centros de estudio conservadores como Libertad y Desarrollo y la Fundación para el Progreso, y muy escasos los domiciliados en instituciones más centristas como el Centro de Estudios Públicos u Horizontal. Esto sugiere que el núcleo propiamente ideológico de la derecha sigue estando en la tendencia Chicago-gremialista, por diluida que en ocasiones pueda aparecer ante la necesidad de ganar elecciones. 


			Por lo tanto, vaya la aclaración: consideramos que las ideas que siguen dominando el pensamiento de la parte mayoritaria de la derecha permanecen ancladas en las «ideas de la libertad» de raigambre guzmaniana o Chicago-gremialista. Es esta herencia intelectual, y no cada medida concreta de tal o cual gobierno, la que este capítulo examina y critica. 


			 


			¿CUÁL LIBERTAD?


			 


			Ahora bien, ¿a qué tipo de libertad se refiere esta derecha exactamente? Todos los sectores políticos, desde el marxista más ortodoxo hasta el libertario más acérrimo, coinciden en que la libertad es un objetivo político fundamental. Entonces ¿por qué la derecha insiste tanto en ella como elemento diferenciador, como el valor más importante de todos? ¿O será, más bien, que bajo el uso de la misma palabra por distintos sectores, se esconden significados muy diversos y hasta incompatibles? En suma, ¿de qué libertad nos habla la derecha cuando nos habla de libertad? 


			Partamos con un ejemplo. Imaginemos a una persona caminando, a tranco firme, por la calle. El sujeto se dirige a una botillería, compra un ron y luego regresa caminando a su casa. A primera vista, esta persona es libre en cuanto ejerció la opción de desplazarse por la ciudad y de comprar el artículo que deseaba. En otras palabras, ejerció tanto su libertad de movimiento como su libertad económica. Hizo lo que quería sin que nadie ni nada se interpusiera en su camino, por lo que costaría llamarla una persona no libre. Pero supongamos ahora que esta persona salió a comprar ron porque es alcohólica. Peor aún, tiene dos hijas, pero usa el dinero de los gastos de la casa en su adicción. El sujeto sabe que esto está mal y se detesta a sí mismo por no tener la fuerza de voluntad para dejar de comportarse así, pero es un adicto y no lo puede evitar. Sabiendo todo esto, ¿todavía diríamos que este sujeto es «libre»? Por un lado, nadie se interpuso en su camino; por el otro, es alguien incapaz de actuar en su propio interés y de acuerdo a sus deseos más profundos. 


			Un viaje a Inglaterra puede iluminar esta disyuntiva. El 31 de octubre de 1958, en su charla inaugural como profesor de Teoría Política y Social del magnífico All Souls College, de la Universidad de Oxford, el filósofo británico Isaiah Berlin planteó una famosa distinción entre dos tipos de libertad.9 En dicho escrito, llamado justamente Dos conceptos de la libertad, Berlin distinguió entre una concepción «negativa» y otra «positiva» de la libertad. Esta última, en su sentido negativo, es un estado de cosas en que una persona puede perseguir sus fines sin que interfieran ni el gobierno ni terceros. Esta concepción está en la base de los derechos civiles clásicos, como la libertad de firmar contratos, de asociarse con otros, de no ser detenido sin causa y tantos más. Desde esta perspectiva, uno es libre en la medida en que cuenta con un amplio rango de opciones, o múltiples ámbitos, donde nadie le puede decir cuál opción escoger, y donde no se prohíbe ni se impone ninguna acción. Esta libertad es «negativa» en el sentido de que hay una ausencia de obstáculos y, por ende, podemos también llamarla «libertad como no interferencia»: soy libre en la medida en que nadie interfiere con mis acciones. En el ejemplo del tipo que va a comprar ron, claramente él es libre en el sentido negativo, en tanto nadie interfirió con dicha acción. El Estado no lo obligó a comprar —eso sería una interferencia— ni tampoco se lo prohibió. Tampoco hubo otras personas que se cruzaran en su camino, frustrando así su intención de alcoholizarse. 


			Por otra parte, dijo Berlin, está la libertad «positiva»: la libertad del que controla y dirige su vida en las direcciones que desea y que es, por eso mismo, sujeto o autor de su vida y no una mera víctima de las circunstancias, movido para aquí y para allá por los azares del destino. Esta libertad está vinculada a la presencia de control, autodominio o autorrealización individual. Desde esta perspectiva, es evidente que el alcohólico que compra ron no es libre, pues no es amo de su destino al no controlar sus impulsos y no lograr por ello realizar sus fines últimos como ser humano, como ser un buen padre. Por supuesto, hay muchas razones aparte del alcoholismo —la pobreza extrema, el no tener derecho a participar de las decisiones colectivas, la dependencia sicológica de la voluntad de otras personas y tantas otras— por las cuales una persona puede no ser dueña de su destino. Lo que importa no es el motivo, sino el hecho de estar en control, de ser (o no) autónomo para perseguir la realización de los propios fines. 


			Berlin enfatizó en su texto que en la historia humana, la libertad en su sentido positivo ha sido manipulada para justificar regímenes autoritarios o totalitarios.10 Por otra parte, esta manipulación sería más difícil de llevar a cabo cuando la libertad se define de forma puramente negativa. Pero eso no implica, como se apresuraron a concluir muchos, que Berlin nos esté diciendo que la libertad negativa es «la» manera correcta de concebir la libertad, y que la otra es un mero error conceptual que invariablemente nos lleva al totalitarismo. De hecho, Berlin consideraba ambas concepciones como válidas y creía necesario proteger y balancear ambos tipos de libertad.11 


			Sin embargo, esta fijación en la libertad negativa ha caracterizado a buena parte de la tradición liberal clásica y, por cierto, a la tradición libertaria moderna. Autores como Hayek y el norteamericano Robert Nozick adscriben a esta visión: la libertad, conceptualmente, consistiría exclusivamente en proteger espacios personales de la no interferencia de terceros y del Estado. 


			De esta visión es heredera la derecha chilena. Para ella la libertad es no interferencia y nada más. Sería la única libertad digna de ese nombre y, a la vez, el bien político supremo a proteger.12 Cuando Sebastián Piñera y tantas otras personas de derecha nos hablan de las «ideas de la libertad», es importante entender que es esta libertad —la no interferencia— la que tienen en mente. 


			 


			¿ES LA LIBERTAD NEGATIVA LA ÚNICA LIBERTAD VERDADERA?


			 


			Imaginemos tres situaciones. Primero, un naufragio estilo Titanic, con Leonardo DiCaprio a momentos de morir, mientras Kate Winslet lo mira impotente. Pero, esta vez, se acerca un pequeño barco que ofrece rescatar a los náufragos a cambio de un millón de dólares por persona. Los que están a punto de morir naturalmente aceptan, aunque ello implique pasar el resto de sus días pagando la deuda. 


			Segunda situación: Santiago, año 2016. Un mendigo que vive en la calle pide dinero para comprar comida y subsistir. Come, toma y quizá fuma en la medida en que consigue ayuda. 


			Tercera situación: sur de Estados Unidos, año 1975. Una joven afroamericana es discriminada en su búsqueda de trabajo. Necesita alimentar a una familia, por lo que más temprano que tarde acepta una oferta laboral que recibe de un empresario con olfato para ahorrar costos: el mismo trabajo, pero a menor sueldo que sus colegas de tez blanca. 


			¿Qué tienen en común estos tres casos? Dos aspectos de interés para nosotros. El primero es que en ninguno de ellos hay interferencia alguna con la libertad (negativa) de las personas, ya que las transacciones son voluntarias y consentidas. Por ello, desde dicho punto de vista, son igual de libres que cualquier otra persona. 


			Los náufragos tienen total libertad para rechazar la oferta del rescatista; si no la aceptan, este no los ahogará, sino que simplemente se va.13 Desde luego, es un caso límite: difícilmente ese acuerdo «voluntario» sería reconocido como válido en algún país, dada la inminente muerte de una de las partes. Se trata no de un acuerdo sino de una extorsión, tendemos a pensar. Y lo es. Pero el ejemplo ilustra el caso extremo de algo que ocurre todo el tiempo en mayor o menor medida: el poder de negociación entre las partes de un acuerdo puede ser vastamente desigual y esto da lugar a situaciones de dominación aun en situaciones que son, en lo formal, perfectamente voluntarias.14 Por ello, uno debe cuidarse, y este es un error en el que suelen caer los que creen a pie juntillas en las virtudes de la no interferencia, de suponer que cualquier distribución de ingresos es justa por el solo hecho de que se haya llegado a ella por medio de transacciones voluntarias en el mercado. 


			Volvamos a nuestros casos. El mendigo quizá no depende de un solo benefactor para comer —como los náufragos sí dependen del único rescatista—, pero aun así su dependencia del resto es clara. Aquí tampoco hay violación de la libertad negativa. Si él no recibe ayuda de otros, e incluso si muere de hambre por ello, no puede alegar que hayan interferido con su espacio de libertad. 


			Algo parecido ocurre con la mujer que acepta un trabajo por un salario reducido. Lo hace en virtud de su bajo poder de negociación —es discriminada y no puede evitarlo—, pero nadie la obliga a aceptar ese trato. Al igual que el rescatista, su empleador no está obligando a nadie. La libertad negativa de esa mujer no ha sido afectada. 


			Pero incluso con la libertad negativa intacta, ¿podemos razonablemente decir, en cualquiera de estos tres casos, que los protagonistas son tan libres como cualquier otra persona? Claramente, no. De hecho, estos tres ejemplos comparten una segunda característica: sus circunstancias de vida implican que están a merced de la voluntad de otras personas, más que de la propia. Y, sin embargo, vivir de acuerdo a la voluntad propia, más que la ajena, es prácticamente la definición de lo que usualmente entendemos por libertad. Desde esta perspectiva, aunque tengan su libertad negativa intacta, no son libres. El irlandés Philip Pettit y otros pensadores de la escuela llamada neorrepublicana han enfatizado esta conclusión, insistiendo en que más que «no interferencia», el ideal político de libertad al que debiéramos aspirar es la «no dominación», es decir, una condición tal en que nadie está sujeto a la voluntad arbitraria de otra persona.15 


			Esta idea de libertad como no dominación —la más antigua de todas— fue definida originalmente en oposición a la esclavitud, que es la forma más pura de falta de libertad.16 Los náufragos, el mendigo y la mujer discriminada en busca de empleo no son esclavos —ese es el caso límite—, pero su situación de vulnerabilidad extrema los hace estar a merced de otros en formas que violan severamente su autodeterminación, aun si nadie interfiere con ellos. 


			Por cierto, la no dominación y la no interferencia pueden entrar en conflicto. Como es sabido, fue Solón, viejo legislador de Atenas, quien prohibió empeñar la propia libertad para conseguir préstamos. Es decir, impidió que en caso de que alguien no pudiera saldar una deuda, esta persona pagara transformándose en esclavo de su acreedor. La consecuencia fue un notorio aumento del poder político de los pobres, cuya ciudadanía ahora era incondicional, dado que no la podían perder por deudas. El cambio alimentó así la transformación de Atenas desde una oligarquía hacia una democracia.17 


			En otras palabras, Solón redujo la libertad negativa contractual de los pobres —ya no podían ofrecer su libertad como garantía en un préstamo—, para aumentar su libertad como no dominación, y así asegurar una mayor igualdad política de los atenienses. Esta libertad como no dominación es también la que diferencia al ciudadano de una democracia del súbdito de una tiranía o de una dictadura: solo el primero no está sujeto a la voluntad arbitraria de otro. Esto es cierto incluso si la dictadura interfiere menos en el día a día que la democracia con la vida cotidiana de las personas. 


			 


			DE LA LIBERTAD NEGATIVA A LA SUSTANTIVA


			 


			Pero hay una tercera idea de libertad —además de la no interferencia y la no dominación— que necesitamos considerar. Veamos otro ejemplo. Situémonos en el año 2012 e imaginemos a los padres de una niña que cursa tercero básico. Disconformes con el colegio municipal donde ella estudia, buscan cambiarla a un colegio particular subvencionado. De los cuatro colegios que quedan a distancia razonable de su casa, dos son demasiado caros —todavía hay copago— y los otros dos, luego de entrevista con los padres, deciden rechazar su admisión. A la niña no le queda más que seguir en el colegio donde está. 


			Este caso es similar a los que vimos recién, puesto que aquí tampoco hay violación de la libertad negativa ni de la niña ni de sus padres. Pero como ella ya está en un colegio, su situación aparece algo menos desesperada que en los casos anteriores y sería exagerado decir que en este caso hay dominación en el sentido descrito anteriormente. Sin embargo, es un caso donde la «libertad formal» de los padres de escoger entre colegios según su proyecto educativo no se traduce en una «libertad sustantiva» de poder hacerlo. En teoría, su libertad educativa es total; en la práctica, es casi nula. 


			Esta tensión entre libertad negativa y libertad efectiva de escoger entre opciones apunta a un problema mucho más general. Pensemos en los muy pobres, en los que no saben leer, en los discriminados, en los enfermos. En todos estos casos la libertad efectiva de vivir de acuerdo a la propia voluntad se ve seriamente disminuida. 


			Visto así, ¿son realmente libres dichas personas? 


			El gran filósofo y economista indio Amartya Sen sugirió responder esta pregunta del siguiente modo: una persona posee recursos personales como habilidades cognitivas y no cognitivas, características psicológicas, estado de salud, etc.; tiene también recursos materiales, como el dinero; y participa de ciertas relaciones sociales, como ser ciudadana libre o súbdito, tener amigos o no, ser miembro de una casta discriminada o no, y así sucesivamente. A partir de los recursos y relaciones que tenga a su haber, tendrá la posibilidad efectiva o real de seguir ciertos caminos de vida y no otros. 


			A su vez, las personas tienen razones para valorar ciertos estados de ser, como ser futbolista profesional, dentista, político, católico practicante, persona saludable, etc., y estados de hacer, como jugar tenis, ir a misa, viajar, comer, escribir, etc. Cada uno de estos estados constituyen «funcionamientos». Pues bien, las «capacidades» de una persona son todas las diferentes combinaciones posibles de funcionamientos que ella podría efectivamente lograr, dados sus recursos personales, materiales y sociales. Para Sen, las capacidades de una persona son equivalentes a su «libertad sustantiva», pues resumen todas las opciones que esa persona efectivamente (y no solo formalmente) tiene. Al final, las personas elegimos ciertos caminos de vida y no otros. Es decir, realizamos solo algunos funcionamientos entre todos los posibles; pero nuestra libertad sustantiva consiste en el conjunto de opciones que podríamos haber tomado. Así, la libertad de las personas se expande en la medida que aumentan sus capacidades u opciones efectivas. 


			Las consecuencias de esta forma de pensar la libertad son claras y potentes. Al igual que la libertad como no dominación, la libertad sustantiva puede entrar en conflicto con la libertad negativa. Por ejemplo, cobrar impuestos para financiar buenos consultorios y buenas escuelas limita la libertad negativa, pues los impuestos son una imposición, es decir, una interferencia. Pero, por otra parte, tales impuestos aumentan significativamente la libertad sustantiva de aquellos que recibirán educación y salud, permitiéndoles ser y hacer muchas más cosas con su vida que si no tuvieran acceso a esos bienes esenciales.18 


			Queda claro, entonces, que asegurar ciertos mínimos de libertad efectiva supondrá cierta disminución de la libertad negativa mediante impuestos, leyes que prohíban la discriminación en las contrataciones o la selección en los colegios, entre otras. Esta es una tensión ineludible. 


			Este es un punto que en buena parte de la derecha chilena genera enormes resistencias. Como defensores de la libertad negativa, alegan que esta es la única definición conceptualmente rigurosa de la libertad. Interpretando erróneamente a Berlin, suponen que toda otra definición de libertad es «positiva» y, por ende, conducente a alguna forma de autoritarismo. 


			Según esa tesis, los auténticos liberales solo pueden defender la no interferencia. Cualquier noción de libertad sustantiva estaría confundiendo libertad con poder: una cosa es que yo sea libre para ir al cine y otra cosa distinta es que yo pueda ir al cine. Lo primero solo requiere que nadie interfiera con mi deseo de ir al cine; lo segundo requiere que yo tenga el dinero para la entrada y los medios para desplazarme hasta el cine. Y, agregan, a lo primero tengo derecho; a lo segundo, no. Aunque somos libres de ir a Japón, no todos podemos hacerlo. 


			Pero ¿es cierto que la no interferencia provee una interpretación más rigurosa o más precisa de la libertad como tal? Creemos que no. 


			Todas las definiciones de libertad tienen un sustrato común: todas ellas refieren a un agente X, que está impedido por un factor Y de ser o hacer Z.19 Para los amantes de la libertad negativa, el único factor Y que cuenta es la interferencia de terceras personas. Pero si X no puede ser o hacer Z, perfectamente podría ser porque no cuenta con los medios para hacerlo (otro Y), o porque está en una relación de dominación que se lo impide (aún otro Y).20 No es evidente, entonces, por qué la no interferencia debiera tener un lugar privilegiado a la hora de pensar la libertad, como único impedimento (el único Y) que políticamente debemos considerar. 


			De hecho, hay muchas maneras en que otras personas y las instituciones sociales pueden ayudar o dificultar que una persona logre sus fines, siendo el grado de no interferencia solo una de ellas. Imaginemos una sociedad que está en condiciones de remover ciertos factores que impiden que cada uno viva de acuerdo a su voluntad —por ejemplo, garantizando ciertos funcionamientos básicos, como saber leer, estar sano, etc., que eviten las peores formas de dominación—. Pero a pesar de poder, decide no hacerlo. ¿Es razonable decir que esa sociedad está comprometida con la libertad individual, simplemente porque interfiere mínimamente con cada cual? Creemos que no. Por ello un proyecto político que busque defender la libertad debe preocuparse de todos los determinantes de la libertad individual y no solo de uno. 


			¿Significa esto que estamos en contra de la libertad negativa? En absoluto. La experiencia de los socialismos reales del siglo XX fue contundente: es indispensable proteger espacios de no interferencia individual en todos los planos —económico, civil y político— si es que algo que merezca el nombre de libertad ha de preservarse. 


			Lo mismo nos enseñó la cruenta experiencia de la dictadura en Chile, donde las desapariciones, torturas y ejecuciones mostraron crudamente lo que significa vivir sin contar con derechos civiles y humanos básicos; esos mismos derechos que la izquierda anteriormente había minimizado como meros derechos «formales» o «burgueses». La inviolabilidad de los espacios personales de acción y decisión debe ser el corazón de cualquier proyecto que ponga la libertad en su centro. 


			Por supuesto que no estar sujeto a la violencia o a la interferencia arbitraria de terceros es una condición fundamental de la libertad y cualquier concepción de libertad que ignore este punto tendrá severas deficiencias. Nuestro punto es otro. La no interferencia es necesaria pero insuficiente para la libertad. No podemos olvidar que la libertad es valiosa para los seres humanos precisamente en la medida en que les permita escoger entre distintas opciones y caminos de vida. Para lograr aquello, se necesita algo más que la no interferencia; se requiere no estar a merced de otros y tener también opciones reales de vida entre las cuales escoger.21 Por eso, una concepción que tome en serio la libertad humana y su valor requiere complementar la perspectiva de la no interferencia con las otras dos perspectivas analizadas: la libertad como no dominación y la libertad como capacidades (o libertad sustantiva). Concordamos con Amartya Sen cuando sostiene que: 


			 


			No hay ningún rubor en acomodar varios aspectos distintos dentro de la idea de libertad, enfocándose respectivamente en la capacidad, la no dependencia y la no interferencia. Aquellos que quieren una sola comprensión canónica de la «verdadera» naturaleza de la libertad pueden subestimar las maneras muy dispares en que ideas de libertad y de su falta pueden entrar a nuestra percepción, consideración y evaluación [...] no debiera haber gran dificultad en ver varios aspectos de la libertad como complementarios más que en competencia mutua. Una teoría de la justicia puede prestar atención a cada uno.22 


			 


			Desde luego, el hecho de que estas tres perspectivas sean complementarias —cada una ilumina un aspecto distinto e importante de lo que intuimos significa ser libre— no quiere decir que no haya tensiones entre ellas. Los impuestos son un ejemplo típico de esta tensión. Pero ser pluralistas a la hora de entender la libertad permite entenderla en más dimensiones y no volverse dogmáticos en la defensa de solo un aspecto de esta. La no interferencia llevada al extremo —típica postura del Chicago-gremialismo y los libertarios— puede conducir a la impotencia (si pocos tienen los medios para hacer uso eficaz de su libertad) o a la dominación (de esos pocos sobre los muchos desposeídos). Dificultades análogas ocurren con los otros dos conceptos si se les otorga prioridad absoluta sobre los restantes. 


			Asegurar la libertad individual de cada persona es el objetivo fundamental de la política, pero no estamos de acuerdo con el camino que la derecha en Chile históricamente ha propuesto para asegurar a las personas dicha libertad, precisamente porque depende de una comprensión incompleta de la libertad. Dicho de otro modo: si la libertad es el bien político más valioso de todos, entonces esa libertad no puede ser entendida solo como no interferencia. En cambio, cuando la libertad sí es entendida solo como no interferencia, entonces hay otros bienes políticos que son igualmente importantes, y la libertad (así entendida) ya no es el único bien supremo. Por ello, en el capítulo 4 desarrollamos una propuesta a nuestro juicio más satisfactoria, que incorpora la no dominación y las capacidades a la ecuación de la libertad.23 


			¿Importa esta distinción entre diversas concepciones de la libertad, o es simplemente una disquisición filosófica más apropiada para los pasillos medievales de la lluviosa Oxford que para la ruda realidad de la política chilena? Nos parece que sí y mucho. Para ver cómo, veamos la manera en que esta comprensión de la libertad exclusivamente como no interferencia tiene consecuencias concretas para la aproximación de la derecha Chicago-gremialista a diversos problemas de nuestra realidad. 


			 


			DE LA SUBSIDIARIEDAD Y OTRAS YERBAS


			 


			Si la libertad se entiende exclusivamente como no interferencia, entonces habrá más libertad en la medida en que el Estado intervenga solo lo justo y necesario como para asegurar que todos respeten la libertad (negativa) del resto, y ni un paso más allá. El instrumento principal del Estado es la ley, y las leyes por lo general prohíben ciertas conductas (no asesinar, no robar, no cometer fraude, etc.), o bien imponen otras (pagar impuestos, mandar a los hijos al colegio, etc.), y ambas —la prohibición y la imposición— son formas de interferencia. 


			Si cada ley implica una limitación a alguna libertad, las únicas leyes cuya justificación es evidente serían aquellas que ayudan a las personas a no ser interferidos por terceros —por ejemplo, mediante una ley que prohíba el robo y otra ley que cobre impuestos para crear un sistema policial y de justicia que haga cumplir la primera. 


			Otros objetivos posibles de la ley, como generar activamente condiciones para la prosperidad y el crecimiento, asegurar ciertos mínimos de acceso a bienes y servicios a todos, aumentar la igualdad de oportunidades, y tantos otros, solo se justificarían en tanto su necesidad o beneficio sea considerado superior al costo en libertad —como no interferencia— que necesariamente implican. 


			Si la libertad fuera un objetivo secundario, todo esto no sería una valla difícil de superar. Pero nuestra derecha, al considerarse la gran defensora de la libertad como no interferencia, tiene inscrita en su ADN una tendencia hacia un Estado mínimo. 


			En el extremo más absoluto de la filosofía antiestatista, Robert Nozick aseveró, en cuanto a los derechos de las personas a no sufrir interferencia, que «...tan fuertes y extensivos son estos derechos que hacen surgir la pregunta respecto a qué, si algo, el Estado y sus funcionarios tienen permitido hacer».24 Si nos tomáramos en serio esta afirmación, prácticamente cualquier forma de actividad estatal estaría vedada porque violaría los derechos naturales de las personas. 


			Sin embargo, el ideario Chicago-gremialista tiene raíces católicas que el pensamiento libertario de Nozick no comparte. La derecha chilena tempera en cierta medida esta visión de no intervención con una preocupación católica por el bien común, haciendo que sí haya una esfera legítima de actividad estatal que va algo más allá de solo mantener la ley y el orden. Pero la consecuencia final no es muy distinta al antiestatismo furibundo de Nozick, pues la manera en que Jaime Guzmán y sus seguidores interpretaron el famoso principio de subsidiariedad de la Iglesia católica lo hace perfectamente compatible con esta hostilidad a la intervención estatal. En palabras de Sebastián Piñera: 


			 


			El principio de subsidiariedad establece el principio normal de las cosas: que la persona es anterior al Estado y que, en consecuencia, el Estado no debe invadir ámbitos que son propios de la libertad y de la autonomía de las personas.25 


			 


			Esto es muy distinto a la formulación del principio en la teología social católica, donde se entendía el principio de subsidiariedad como uno donde las sociedades mayores —como el Estado— no solo debían abstenerse de absorber las funciones propias de las sociedades menores —como la familia y las organizaciones de la sociedad civil—, sino que también debían ir en ayuda de estas, en arreglo al bien común y según lo dictaran las circunstancias de cada caso.26 Como dice Hugo Herrera, la derecha se apropió del concepto de subsidiariedad, pero alterando «su naturaleza o carácter», de modo que «[p]asó de ser un principio concreto, remitido esencialmente a la situación y sus circunstancias, a convertirse en un principio abstracto, que niega o limita de antemano la participación del Estado en ciertos ámbitos de la vida social».27 


			No escapará al lector atento que la subsidiariedad leída simplemente como un deber de no invasión, como indica Piñera, cuaja perfectamente con la idea de un Estado mínimo en sus funciones, y está en perfecta consonancia con un ideal político de libertad como no interferencia. 


			El problema es que, vista de esta forma, la subsidiariedad deja de ser un principio para asignar funciones caso a caso dentro de la sociedad y se convierte simplemente en un fundamento que mandata la no intervención estatal en ciertas áreas. La subsidiariedad pasa de ser un medio, o un enfoque que se pregunta qué es lo mejor para el bien común, a ser un fin en sí mismo: más subsidiariedad es lo mismo que menos interferencia, lo que equivaldría a más libertad. 


			La subsidiariedad, de estar al servicio del bien común, pasa a estar al servicio de la no interferencia. Como consecuencia, la derecha Chicago-gremialista queda amarrada a un esquema conceptual donde le cuesta mucho justificar un Estado que sea siquiera un poco más activo en diversas áreas de la sociedad. 


			 


			LOS IMPUESTOS COMO EXPROPIACIÓN


			 


			«Los derechos sociales son un mito, no existen, un derecho social es un derecho a la plata de otro», declaró con su habitual estilo provocativo el abogado Axel Kaiser.28 Si bien él representa una posición más extrema que el grueso de la derecha chilena, su pensamiento refleja de manera más pura las premisas que subyacen en las argumentaciones a veces confusas de los políticos profesionales. La afirmación provoca precisamente por su crudeza, al afirmar sin más que un derecho social —que evidentemente debe ser financiado con impuestos— es en realidad un derecho al dinero de otros. En otras palabras, Kaiser nos dice que los impuestos que financian derechos sociales son expropiatorios, pues trasladan dinero de una persona al bolsillo de otra que no se lo ganó. 


			En esta posición fuertemente antiimpuestos Kaiser no está solo. Cuando Piñera, durante su primer gobierno, subió los impuestos para financiar la reconstrucción posterremoto, buena parte de la UDI se resistió. Incluso, como vimos, Jovino Novoa se dio el lujo de escribir un libro para criticar al gobierno, acusando a Piñera de no gobernar con los principios de la derecha. En la misma línea, la candidatura de Evelyn Matthei en 2013 fue incapaz de aceptar un alza de impuestos, a pesar de la evidente necesidad de recaudar más para financiar la reforma docente y otros proyectos. Igualmente, en la campaña presidencial del 2017, Sebastián Piñera se comprometió a bajar los impuestos a las empresas, aunque la realidad fiscal y política del país lo obligó a retirar esa promesa una vez en el poder. 


			Este rechazo visceral a los impuestos es plenamente compatible con un proyecto que tiene como gran norte conceptual defender la no interferencia. La razón, el lector advertirá, es evidente: los impuestos no son voluntarios sino obligatorios y, como tales, constituyen una interferencia, una reducción de libertad de las personas a las cuales se les cobra. Y como la libertad en esta concepción es entendida solamente como no interferencia, la expansión de oportunidades de vida que se puede financiar con los impuestos cobrados —pensemos en buenas escuelas, buenos consultorios, y acceso oportuno a ellos— simplemente no cuenta como una expansión de libertad. Bajo esta perspectiva los impuestos son siempre una pérdida de libertad, aun cuando se usen juiciosamente para aumentar las capacidades, o libertad sustantiva, de las personas. 


			Pero hay un problema más de fondo y relativo a la misma idea de expropiación ilegítima en la cita de Kaiser. Afirmar que un impuesto es una expropiación equivale a suponer que tengo un derecho preexistente a la propiedad sobre aquello que se me está cobrando, y que el Estado pasa por encima de ese derecho y me lo quita. Pero como advirtió hace tiempo el filósofo norteamericano John Rawls, los esquemas de derechos de propiedad sobre las cosas no son anteriores al Estado, sino que sus contornos y límites se definen dentro, y no antes, de la vida en común. 


			Por ejemplo, la regla de que a ingreso Z deberé pagar un X por ciento de impuestos, normalmente está definida desde antes que yo gane Z. Es, además, ese mismo sistema jurídico el que me permite acumular Z en primer lugar, sin que me lo roben. En otras palabras, pagar impuestos sobre las ganancias es una parte tan integral de mis obligaciones como no robar la propiedad ajena, ya que es el mismo sistema jurídico el que me protege del robo y me cobra impuestos. Si justifico la legitimidad de una institución —el derecho de propiedad—, debo justificar la legitimidad de la otra —los impuestos—, pues ambas tienen el mismo origen y fundamento. O como dice Hugo Herrera, criticando que Kaiser llame «violencia» o «coerción» a la redistribución estatal, 


			 


			no es que haya una paz primordial capitalista y luego venga el Estado interventor a redistribuir mediante violencia, sino que, haga lo que haga, el Estado actúa violentamente: tanto cuando redistribuye, como cuando conserva el statu quo. El derecho de propiedad del privado sobre sus bienes no se sostiene sin el respaldo de esa violencia estatal. La pregunta que hay que hacerse no es cuándo hay violencia o cuándo no, sino que, mucho más, cuándo la violencia respalda a la justicia y cuándo el Estado, por exceso de intervencionismo o por pasividad, se vuelve injusto.29 


			 


			Lógicamente nada de esto implica que cobrar mayores impuestos siempre sea bueno. Lo normal es que para ciertos usos o en ciertas oportunidades un alza (o una rebaja) de impuestos esté justificada por las circunstancias, y en otras no. Pero lo que sí debe resistirse —y nosotros lo resistimos— es la pretensión dogmática de que todo cobro de impuestos implica una expropiación ilegítima de recursos ajenos y también la idea de que negarse a los impuestos supone estar a favor de la libertad. 


			Por eso Piñera se equivocó al decir que la reforma tributaria de Bachelet iba contra «las ideas de la libertad». Solo iba contra su(s) idea(s) de la libertad. Las reformas tributarias no están a priori ni a favor ni en contra de «la libertad». Todo depende de cómo los recursos que recaudan se usen para expandir (o no) las capacidades de las personas y evitar que caigan en relaciones de dominación. 


			 


			LA DEMOCRACIA BAJO SOSPECHA


			 


			En un sistema político democrático los ciudadanos participan en la toma colectiva de decisiones, es decir, los ciudadanos no son solo gobernados sino también gobernantes. La democracia es, entonces, un modo de autodeterminación colectiva, y como Isaiah Berlin nos recordó, ser ciudadano democrático conlleva ser libre en el sentido positivo del término: se adquiere a través de ella un mayor grado de control sobre la propia existencia. 


			Desde el punto de vista de la libertad negativa, en cambio, tener voz y voto en las decisiones colectivas no es muy relevante, pues lo que importa, al fin y al cabo, es el contenido de esas decisiones. Si el Estado termina interfiriendo mucho con la vida de cada individuo, habrá una disminución de la libertad como no interferencia, incluso si esas interferencias fueron decididas de manera perfectamente democrática. 


			Peor aún, en democracias donde la voluntad de la mayoría no está constreñida por una fuerte protección a los derechos individuales de cada cual, la mayoría puede, perfectamente, oprimir a la minoría —por ejemplo, prohibiéndole practicar su religión. Como advirtió el mismo Berlin, un dictador que concede amplias libertades económicas y civiles a sus súbditos, simplemente porque así lo desea, está de hecho garantizando amplios espacios de libertad negativa. 


			Esta tensión entre el principio de gobierno democrático y la libertad negativa de cada cual fue destacada por el analista indoestadounidense Fareed Zakaria, quien denunció en 1997 el auge de las que llamó «democracias iliberales», 30 en las que se respeta el principio de elecciones libres pero no el constitucionalismo y los derechos individuales. ¿Preferiría uno vivir en Singapur —donde tiene escaso poder de decisión en política, pero es libre en su vida personal y vive bajo el imperio de la ley— o en un lugar como la Venezuela del 2005, donde había aún elecciones, pero el Estado de derecho era precario? 


			Desde luego, preferiríamos no tener que decidir. Queremos vivir en democracias liberales, donde rige tanto el principio de la mayoría como el respeto a los derechos individuales. Pero para Friedrich Hayek y para los que consideran que la única libertad digna de ese nombre es la libertad negativa, siempre serán preferibles los Singapur a las Venezuela de este mundo. Como dijo Hayek sin ambages en una entrevista a El Mercurio en 1981, «es posible que un dictador gobierne de forma liberal. Y también es posible para una democracia gobernar con total ausencia de liberalismo. Personalmente prefiero a un dictador liberal que un gobierno democrático falto de liberalismo».31 


			En otras palabras, si la no interferencia es el valor supremo, siempre se preferirá aquel gobierno que interfiera menos conmigo, independientemente de si es democrático o autoritario. Importaría más cuán limitado sea el gobierno —cuánto respete la libertad negativa de las personas— que cuán democrático sea. 


			¿Significa esto que un seguidor del pensamiento de Hayek no aprecia la democracia? En absoluto. Puede perfectamente ocurrir que tener derechos políticos sea, en el largo plazo, una manera eficaz de asegurarse de que quien gobierne respete los derechos civiles y económicos. La democracia es, sin duda, un mecanismo para disciplinar a los gobernantes; una forma probablemente algo mejor que todas las otras que conocemos para cerciorarse de que los gobernantes no abusen de su poder y no limiten arbitrariamente los derechos de las personas. 


			Desde este punto de vista, un hayekiano, sin duda, puede valorar la democracia, pero lo hará instrumentalmente: es decir, solo en la medida en que sea un buen medio para proteger la libertad negativa, que es la que de verdad o intrínsecamente importa. Jaime Guzmán, por cierto, estaba de acuerdo. Para él, «la democracia es una forma de gobierno, y como tal, solo un medio... para favorecer la libertad». Por lo mismo, «[l]a democracia puede ser anti-libertaria, así como un régimen no democrático puede, en determinadas circunstancias, ser un efectivo defensor e impulsor de la libertad».32 Esta postura, huelga decir, está en las antípodas de la tradición republicana de pensamiento, que considera que ser ciudadano —no ser súbdito de nadie— es la esencia misma de lo que se entiende por ser libre. 


			Si la democracia es solo un medio para proteger la libertad negativa, se infiere que la libertad política (la libertad de participar en el autogobierno colectivo) es de menor importancia que la libertad económica (la libertad contractual de comprar y vender bienes y servicios en el mercado), ya que esta última es una parte constitutiva de la libertad negativa. Esta creencia quizá sea el rasgo verdaderamente distintivo del neoliberalismo como corriente intelectual, y lo que lo separa decisivamente del liberalismo propiamente tal, que siempre consideró que la libertad es una e indivisible, y que vivir bajo un tirano —por libre que deje a todos para transar en el mercado— es una profunda e inaceptable condición de no libertad. 


			Esta visión también explica la curiosísima condición histórica de los Chicago-gremialistas, que incluso en plenos años setenta y ochenta se autodefinían como «liberales», a la vez que no tenían empacho en defender una dictadura represiva que era repudiada por los liberales en el mundo entero. El caso más obvio, desde luego, ha sido el de José Piñera, que por años ha destacado, a quien ha querido escuchar, las bondades de la «revolución liberal» que habría efectuado la dictadura de la cual él formó parte. Pero como ha dicho Agustín Squella, 


			 


			resulta bastante cómico que José Piñera y otros se llamen a sí mismos liberales. ¿Dónde se ha visto a un liberal apoyando una dictadura? ¿Cuándo un liberal podría apoyar y trabajar para una dictadura? ¿Quién, que haya sido ministro de una dictadura podría ser considerado liberal? Son varios los liberales criollos que están en el mismo caso de José Piñera y que continúan llamándose a sí mismos liberales, individuos que no solo trabajaron bajo las órdenes de Pinochet, sino que votaron «Sí» en el plebiscito de 1988, peregrinaron a Londres cuando el general estuvo detenido allá, derramaron lágrimas de emoción cuando volvió a Chile en la silla de ruedas, que abandonó a los pocos minutos, y que fueron asiduos visitantes de Bucalemu, cada vez que Pinochet cumplió años, o fue homenajeado después de su muerte. ¿Qué liberales son esos?33 


			 


			En efecto. Esta insólita posición solo es sustentable por quienes consideran la libertad como no interferencia, y además la no interferencia económica como la única relevante. Por ende, identifican al liberalismo solo con este reducido ámbito de la libertad. Esta misma valoración de la libertad económica por sobre las libertades civiles y políticas es lo que lleva a algunos a distinguir entre dictaduras más o menos malas, como si un dictador que no interfiere en el mercado pudiese, de esa forma, compensar, siquiera parcialmente, las violaciones de derechos civiles y humanos. 


			Es lo que vimos cuando Axel Kaiser entrevistó, en mayo de 2018, al escritor Mario Vargas Llosa. Kaiser empezó una pregunta diciendo: 


			 


			Hay dictaduras menos malas, por no decir mejores, sino que menos malas. Por ejemplo, ¿cuántos en esta sala preferirían vivir en la dictadura de Maduro que lo que fueron los años ochenta en Chile? Probablemente nadie. Y es ahí donde viene una segunda pregunta que te quiero hacer a ti: ¿en el liberalismo...? 


			 


			Vargas Llosa lo interrumpió: 


			 


			Esa pregunta yo no te la acepto, no te la acepto. Esa pregunta parte de una cierta toma de posición previa: que hay dictaduras buenas. O que hay dictaduras menos malas. No, las dictaduras son todas malas. Yo creo que entrar en esa dinámica es un juego peligroso, es un juego que nos conduce a aceptar que en algunos casos una dictadura es tolerable, aceptable. Eso no es verdad, todas las dictaduras son inaceptables.34 


			 


			En este intercambio entre dos personas que se consideran a sí mismas liberales, es Vargas Llosa quien tiene razón: la resistencia a la tiranía, al menos desde Locke en adelante, está en la base misma del pensamiento liberal, y cualquier relativización de esta posición es una perversión y no una manifestación del pensamiento liberal clásico. Ese supuesto liberalismo no es tal si permite justificar, aunque sea indirectamente, una dictadura cruenta y sus prácticas represivas. 


			Afortunadamente, ya no vivimos en dictadura. El grueso de la derecha de hoy defiende la democracia como único régimen aceptable de gobierno y ha gobernado y sido oposición con estricto apego a las normas democráticas. La pregunta que persiste, por ende, es más bien respecto al tipo de democracia que las fuerzas políticas de la derecha buscan. 


			Ciertamente, ellas han ido alejándose de la visión de democracia autoritaria y protegida que imaginó la Constitución de 1980. Con todo, buena parte de la derecha sigue más atraída por el concepto de gobierno limitado que de soberanía popular, como bien se refleja en su reticencia a abandonar los mecanismos contramayoritarios que nuestra constitución mantiene y que impiden la plena expresión de esa soberanía. 


			Su idea de democracia parece reflejar visiones más bien elitistas y jerárquicas, viéndola a la manera del economista austríaco Joseph Schumpeter, como un mero mecanismo para reemplazar a una elite o grupo gobernante por otro mediante el voto.35 Desde luego que el voto es fundamental para disciplinar a nuestros gobernantes, pero la democracia es más que un mecanismo; es también una forma de vida colectiva que descansa en una cultura democrática, donde la justificación mutua en el marco de relaciones sociales horizontales reemplaza a la verticalidad y los argumentos de autoridad como base de la interacción política.36 


			Este aspecto deliberativo, justificativo y no jerárquico de la democracia es crucial porque expresa y sostiene el valor de la igualdad entre los ciudadanos. Esto la dota de un valor intrínseco que va más allá de cualquier consideración meramente instrumental.37 El punto es clave, porque no es lo mismo apoyar la democracia instrumentalmente (es decir, por sus consecuencias) que hacerlo por su valor intrínseco, pues los instrumentos son siempre sacrificables. 


			De este modo, si bien el concepto de la libertad negativa nos aporta la perspectiva indispensable del valor de la protección de los derechos civiles y económicos de las personas, la no interferencia nada tiene que decir respecto al valor de la soberanía popular y de la deliberación y autodeterminación colectiva, que son la esencia misma de la democracia. Esta forma positiva de libertad es la que nos hace ciudadanos —miembros de una comunidad política de iguales— y no súbditos. 


			 


			Y LA IGUALDAD, ¿QUÉ?


			 


			Si la libertad es la gran bandera de la derecha, la igualdad suele ser vista dentro de sus filas como el gran adversario. Para la derecha, defender la igualdad es una herejía, porque la entienden como némesis de la libertad. O estás con la igualdad, o estás con la libertad, parecen decir. 


			¿Tiene sentido esta oposición? Creemos que no. Se entiende solo si se adopta una definición restringida de libertad y, además, se escoge un ámbito específico de la igualdad. La definición restringida de libertad ya la vimos: es la famosa libertad como no interferencia. Y la igualdad que está en frontal oposición a la no interferencia es la igualdad de resultados o igualdad material casi total —el tipo de igualdad al que se aspiraba en los socialismos reales. La lógica es clara: para producir esta igualdad material se debe intervenir de manera reiterada y significativa en la economía, redistribuyendo de aquí para allá, sin respiro. Este tipo de igualdad material evidentemente no sería consistente con un sistema político libre ni con el respeto a las libertades básicas de las personas. 


			El problema viene después, cuando atrapados por la no interferencia como estándar supremo de lo justo, la derecha más extrema ve en las socialdemocracias europeas una versión light del comunismo, pero con el mismo vicio de fondo: la interferencia con la libertad económica. Por supuesto, países como Suecia o Alemania poco o nada tienen que ver con la Unión Soviética. Estos países garantizan plenas libertades políticas y civiles y, además, significativos grados de libertad económica – tanto así que muchos países nórdicos aparecen similarmente ubicados que Chile en los rankings de libertad económica.38 Lo distintivo es que combinan todo eso con importantes grados de redistribución vía impuestos, para reducir —no eliminar— la desigualdad de resultados y proveer servicios sociales que garanticen importantes grados de igualdad de oportunidades. Esto permite una expansión de las libertades sustantivas de la población y reduce los espacios para la dominación. Sin embargo, desde la perspectiva de la libertad como no interferencia, nada de esto cuenta como ganancia en libertad; y, por ende, dicha perspectiva no logra advertir que ciertas formas de igualdad están al servicio de, y no contra, la libertad, entendida esta de forma más amplia. 


			Por cierto, la derecha dice estar a favor de la igualdad de oportunidades, siempre y cuando ello implique «nivelar hacia arriba» en vez de hacia abajo. Si bien la derecha en Chile abusa de esa consigna —eliminar privilegios indebidos no siempre es nivelar hacia abajo39—, el punto es relevante: empeorando la educación de los que están mejor se podría equiparar oportunidades, pero no por ello aumentaría la justicia. 


			La pregunta entonces es si la derecha tradicional de verdad promueve la igualdad de oportunidades mediante la «nivelación hacia arriba», la que casi siempre implica ciertas formas y cierto grado de redistribución económica. Pero la experiencia indica que la prioridad efectiva que la derecha le otorga a la igualdad de oportunidades —más allá de la retórica— es escasa, especialmente si esta choca con la libertad negativa. 


			La oposición de la UDI a las reformas tributarias ha sido constante, aun cuando son necesarias para financiar mejoras importantes en áreas claves para igualar oportunidades, como salud o educación.40 Leyes que interfieran con ciertas libertades económicas, como por ejemplo una ley que regule los procesos de contratación de las empresas para prevenir la discriminación en el acceso al trabajo, seguramente serían fuertemente resistidas por un sector importante de la derecha. 


			La segregación residencial y escolar tampoco son vistas como un problema, en tanto ambas son fruto de transacciones voluntarias. Pero ambas formas de segregación son profundamente problemáticas para la igualdad de oportunidades.41 Una vez más, la prioridad de la libertad negativa termina amarrando de manos al sector. 


			Como para esta derecha la igualdad material no juega ningún rol en términos de justicia social, pues las personas son igualmente libres independientemente de los recursos de cada cual, entonces incluso una redistribución acotada resulta difícil de justificar. Quizá eso ha llevado a algunos intelectuales de derecha a recurrir a la sospecha de la «envidia» para explicar por qué la izquierda, y tantas personas en general, exigen mayores grados de igualdad económica.42 La gente menos talentosa o menos exitosa «envidiaría» a los más exitosos y, por ende, usaría el voto para exigir compensación por el mayor éxito ajeno vía redistribución. Más allá de lo cínica que resulta una explicación así —que deja abierta la puerta para sospechar, por razones análogas, de los motivos de los que se oponen a cualquier redistribución—, cabe preguntarse si no hay, de hecho, alguna razón teórica bien fundada para exigir al menos ciertos grados de igualdad material. 


			Las hay, y varias. 


			La desigualdad económica extrema tiende a transformarse en desigualdad en poder político, a través de la compra de medios de comunicación, el financiamiento de campañas políticas, la contratación de saber experto y otras vías. También suele ocurrir que la desigualdad económica va aparejada de una aguda transmisión intergeneracional de las oportunidades, de tal forma que una sociedad materialmente muy desigual puede transformarse con el tiempo casi en una sociedad de castas.43 


			La desigualdad también suele producir una radical separación entre las experiencias de vida de los de arriba y los de abajo en la escala socioeconómica, y esta segregación dificulta la toma de decisiones auténticamente democrática, puesto que quienes toman las decisiones suelen venir solo de los grupos privilegiados. 


			En términos más generales, la desigualdad extrema de recursos es inconsistente con el proyecto democrático, es decir, con la aspiración de vivir en una comunidad política de iguales. Como veremos más adelante, el tipo de igualdad que es indispensable en una sociedad democrática —que por definición es una asociación entre iguales— es la «igualdad relacional», esto es, que las personas establezcan relaciones horizontales, o no jerárquicas, entre ellas. Y este tipo de igualdad es difícil de sostener cuando las desigualdades materiales son muy agudas. 


			Por lo anterior, nuestra comprensión de la relación entre libertad e igualdad es muy distinta a la que tiene el Chicago-gremialismo en Chile. Para ellos, la libertad entendida como no interferencia está en radical oposición a la igualdad material, que requiere de un Estado que intervenga y le quite grados de libertad a algunos para forzar una igualdad material que no está moralmente justificada, pues su motivación proviene de la envidia. El conflicto es de oposición frontal y, por ende, de suma cero: o escoges la libertad, o escoges la igualdad. 


			Pero la libertad y la igualdad son valores que, aunque a veces pueden entrar en tensión, son fundamentalmente complementarios. La libertad, bien entendida, es la posibilidad de vivir según la voluntad propia, y no depender de la de otros. Si la igualdad que importa es la relacional —que las relaciones sociales sean horizontales—, entonces es claro que la antítesis tanto de la libertad como de la igualdad son la jerarquía y la dominación, es decir, aquellas situaciones donde el poder de algunos les permite imponer su voluntad sobre otros. Las sociedades de castas, el sexismo, el clasismo y otras formas de jerarquía son las enemigas comunes de la igualdad y la libertad. 


			Dicho de otra forma, la libertad para vivir de acuerdo a los dictados de la propia voluntad requiere para su realización, entre otras cosas, habitar relaciones sociales horizontales o no jerárquicas. Lejos de ser enemigas irreconciliables, la libertad y la igualdad son las dos caras de la justicia. 


			 


			LIBERTAD Y CONSERVADURISMO MORAL: UNA MEZCLA INESTABLE


			 


			La libertad como no interferencia —hemos visto— es un valor cardinal de la derecha Chicago-gremialista y su presencia puede seguirse como un hilo rojo que recorre sus posturas políticas y económicas. Pero hay un área de la existencia humana donde este valor es desplazado por otros compromisos morales aún más fundamentales para esta derecha: las disputas en torno a la legalización de ciertas conductas individuales —principalmente en el ámbito de la sexualidad— que supondrían un abandono de las enseñanzas morales de la Iglesia católica. 


			En estas materias la derecha es «derechamente» conservadora: desde 1990 se ha opuesto a la libertad de disolver el matrimonio (divorcio); al fin de la distinción jurídica entre hijos legítimos y naturales; a la educación sexual que enseñe el correcto uso de preservativos; a la entrega en consultorios públicos de anticonceptivos de emergencia; a cualquier forma de aborto; a la legalización del consumo de drogas; y a las uniones civiles y al matrimonio entre personas del mismo sexo. 


			El fin de la distinción entre hijos legítimos y naturales supuso una igualación básica de estatus entre las personas; no es posible construir una sociedad democrática de iguales si hay ciudadanos de primera y segunda clase en función de su nacimiento. Las otras medidas suponen una expansión real de las oportunidades de vida de las personas, ya sea por medio de terminar con interferencias, o por medio de aumentar su libertad sustantiva.44 Y, sin embargo, la derecha se opuso a todas. 


			¿En nombre de qué, entonces, la derecha limita la libertad de las personas? En nombre de una antropología cristiana que presupone la existencia de una forma particular de alcanzar el bien. Esta se derivaría, a su vez, de la naturaleza humana y requeriría, por lo tanto, de instituciones familiares específicas para su realización. 


			Como dijo Jorge Jaraquemada, presidente de la Fundación Jaime Guzmán, esta derecha se opone a «una noción de libertad entendida como la sola afirmación de la autonomía individual, que nos conduce a la impresión, nociva y altanera, de que al hombre todo le está permitido». Desde esta noción se terminaría «desconociendo el valor esencial y natural de las cosas, los conceptos y las instituciones» y «negando la posibilidad de alcanzar en un diálogo razonablemente democrático verdades objetivas y comunes a todos los hombres [...] [como] la defensa de la vida del que está por nacer».45 (Queda abierta, desde luego, la cuestión de para qué tener un «diálogo razonablemente democrático» si es que este debe necesariamente «alcanzar verdades objetivas y comunes», es decir, si su punto de llegada está definido de antemano.) 


			Según dos jóvenes pensadores conservadores —aunque no Chicago-gremialistas—, Pablo Ortúzar y Francisco Javier Urbina, la oposición de la derecha a ampliar el rango de elección de las personas en estos ámbitos no sería contradictoria con el liberalismo. De hecho, este y el conservadurismo serían perfectamente compatibles entre sí, a tal punto que los valores conservadores se realizan mejor ahí donde el Estado es limitado, y que «una economía de mercado funciona mejor con una sociedad que acepta ciertos valores de la tradición conservadora».46 Así, la caricatura de una derecha no interventora en lo económico e interventora en lo moral sería eso, una caricatura, pues en ambos casos existen ciertas y limitadas intervenciones destinadas a proteger la misma libertad y el bien común. 


			Así como la protección de la propiedad de cada cual requiere imponer restricciones a la libertad (por ejemplo, no robar) para poder disfrutar de un rango ampliado de cosas que puedo hacer con lo que poseo (pues ya no me lo robarán), de la misma forma los conservadores «cautelan instituciones que consideran básicas para el buen funcionamiento del orden social, como es el caso de la familia y su configuración acorde a sus fines».47 


			En otras palabras, «el buen funcionamiento del orden social» justificaría prohibiciones que protejan, por ejemplo, la forma tradicional, biparental y heterosexual de familia. (Entendemos que esto significa que la familia esté configurada «acorde a sus fines».) A su vez, esta prohibición sería análoga en sus fines a aquellas que se imponen para proteger el buen funcionamiento del mercado: aquí también su fin es aumentar la libertad. Las personas seríamos más libres allí donde la familia está configurada «correctamente». 


			¿Es convincente este razonamiento? Nos parece que no lo es. 


			Las leyes de propiedad, o las que regulan el buen funcionamiento del mercado, existen precisamente porque de no haberlas habría terceros directamente perjudicados (por el robo, por ejemplo). En cambio, en la gran mayoría de los cambios morales a los que la derecha se ha opuesto, no hay un tercero directamente dañado.48 Pensemos en el matrimonio entre personas del mismo sexo, el consumo de marihuana o el divorcio. Si esas conductas se permiten, nadie que se oponga a ellas se ve directamente perjudicado: podrán seguir viviendo su vida sin interferencia (pueden seguir casados heterosexualmente, no fumar marihuana, etc.).49 


			En términos más generales, el proyecto político liberal moderno, que tiene sus raíces en las guerras religiosas europeas de los siglos XVI y XVII, está fundado en la idea de que no puede imponerse por medio de la coerción estatal un conjunto único de valores, ya que las personas tenemos diferencias fundamentales sobre la manera correcta de vivir nuestras vidas.50 Así, está muy bien que muchos conservadores crean que la familia tradicional es indispensable para el florecimiento de la vida humana. Pero de ahí no se desprende que usar la coerción estatal para imponer dicha forma familiar —o mantenerla— sea en algún sentido «liberal». Por el contrario, los liberales creemos con John Stuart Mill que «la humanidad gana más soportando que cada persona viva como le parezca a cada cual, que obligando a cada una a vivir como le parece bien al resto».51 


			Paradójicamente, la justificación conservadora de estas prohibiciones se acerca más a una justificación de libertad positiva, y del tipo que más preocupaba a Berlin: ahí donde las preferencias de las personas, tal y cual son en el presente, son ignoradas por una elite que se siente autorizada para actuar «en el verdadero interés» de las masas, o para realizar una libertad difusa y colectiva de la cual serán parte. 


			Desde esta lógica, la prohibición del matrimonio entre personas del mismo sexo, la prohibición del divorcio y otras medidas análogas se pueden ver como formas paternalistas de protección de los «verdaderos intereses» de las personas, en cuanto tales restricciones, al decir de Urbina y Ortúzar, «amplían las posibilidades de forma beneficiosa para la sociedad».52 De esta forma, las preferencias reales de las personas y, por ende, sus espacios de autonomía para perseguir su propia visión de la vida buena, pasan a segundo plano, porque en nombre de una libertad mayor a veces se justificaría ignorarlas. Esta postura está en las antípodas del liberalismo. 


			En definitiva, si bien la mayor parte de la derecha mezcla en su filosofía aspectos liberales y conservadores, está claro que en asuntos «valóricos» los principios conservadores priman. La no interferencia, tan central al pensamiento Chicago-gremialista en materias económicas y políticas, cede aquí su primacía a los requerimientos de una moralidad objetiva fundada en una concepción de la vida buena que, de ser necesario, debe ser impuesta desde la coerción estatal, es decir, interfiriendo sin complejos con la libertad individual de cada cual. 


			Como «defensores de valores morales objetivos y graníticos», en la elocuente frase de Jaime Guzmán, los Chicago-gremialistas se distancian decisivamente del antiestatismo más coherente de pensadores como Nozick o Hayek, así como de las derechas de la mayor parte del mundo.53 


			La derecha nos dice que las ideas de la libertad, sí, pero siempre y cuando se funden en una moral objetiva. Pero aquí los ideólogos conservadores se topan con un problema. El mercado, al que tanto les gusta promover, es un generador de diferencias culturales de gran potencia. La expansión del consumo y los procesos de individuación que trae aparejados son difíciles de cuadrar con la conservación de formas tradicionales de conducta individual y de relaciones familiares y sexuales. Como observó el sociólogo británico Anthony Giddens, se trata aquella de una mezcla muy inestable.54 O como ha dicho Carlos Peña, «... parte de la derecha [...] vive así inmersa en una contradicción difícil de sobrellevar: sostener la modernización capitalista, pero rechazar sus consecuencias culturales; promover las premisas del capitalismo, pero negarse a sus inevitables conclusiones».55 


			 


			CHICAGO-GREMIALISMO: LIBERTARIANISMO ILIBERAL


			 


			Hemos visto que la esencia de la «filosofía de la libertad» que tanto anima a la derecha Chicago-gremialista tiene dos elementos: primero, una definición de libertad exclusivamente negativa o como no interferencia; y segundo, un ensalzamiento de este principio a un pedestal que admite muy pocas excepciones. Esta combinación es una versión reduccionista y empobrecida de las ideas del liberalismo. 


			Además, limita severamente las posibilidades de la derecha de ofrecer un proyecto político atractivo para las décadas que vienen. Las ideas del Chicago-gremialismo son, en alguna medida, una reacción a los socialismos reales y la amenaza de que se extendiera por todo el continente la Revolución cubana. Pero esos no son los problemas de hoy y tampoco serán los del futuro previsible. 


			Una definición demasiado estrecha de la libertad amarra conceptualmente a la derecha a nociones de un Estado muy mínimo y además subsidiario en una forma mal entendida; le impide justificar prácticamente cualquier tipo de impuestos o de intervención estatal en la economía, incluso en los casos en que se trata de intervenir para que el mercado funcione mejor; y la limita a una valoración instrumental de la democracia en cuanto mera protectora de libertades económicas. 


			Atrapada como está en una concepción de la libertad como no interferencia, esta derecha invisibiliza otras dimensiones fundamentales de la libertad como la no dominación y las capacidades. Y obsesionada como sigue con la amenaza izquierdista de la plena igualdad material, tiene dificultades para reconocer y promover seriamente otras dimensiones de la igualdad —por ejemplo en el plano de las oportunidades o el combate al clasismo—. 


			Creyendo que la libertad y la igualdad son valores en frontal oposición, estos derechistas dicen optar por la libertad, pero al hacerlo la reducen a la no interferencia. Y, además, subordinan la libertad a la defensa a ultranza de una concepción particular de la vida buena que choca frontalmente con la pluralidad de modos de vida que la modernidad ha traído consigo, así como con las demandas de autonomía personal que los chilenos enarbolan. 


			Este es difícilmente un lugar cómodo desde el cual articular una propuesta política de largo plazo, especialmente al interior de una república democrática marcada por demandas simultáneas de mayor igualdad y autonomía. Está por verse si las nuevas generaciones de la derecha podrán articular un proyecto intelectual que supere los estrechos márgenes del Chicago-gremialismo que, a estas alturas, es un proyecto intelectualmente agotado. 


			Como decíamos al comienzo de este capítulo, Piñera y su coalición han debido hacer campaña y gobernar acercándose al centro, al menos en ciertos asuntos económico-sociales. No obstante, lo han hecho contra, o a pesar de, los principios Chicago-gremialistas que formalmente enarbolan (y que desde la oposición ellos mismos defienden). Esa es la paradoja. Por lo mismo, las ideas guzmanianas difícilmente pueden servirle de soporte intelectual a la derecha en las décadas que vienen. 


			 


			¿UNA DERECHA POPULISTA?


			 


			Decíamos en la introducción a este libro que uno de los fenómenos más notorios del último tiempo ha sido el avance del populismo en el mundo y, en particular, el populismo de derecha. El populismo, vimos, se basa en la negación del pluralismo y también en la oposición entre pueblo virtuoso y lleno de sentido común, por una parte, y una elite corrupta e insensible, por la otra. Los populistas de derecha combinan esta «ideología delgada» con un nacionalismo que excluye a ciertos grupos —inmigrantes, minorías étnicas, minorías sexuales, entre otros— del pueblo «auténtico» o de la nación propiamente tal, y así los relega a una ciudadanía de segunda clase. Los ejemplos de este populismo nacionalista abundan: Trump en Estados Unidos, Orbán en Hungría, Kaczynski en Polonia, Erdoğan en Turquía, o más cerca de casa, Jair Bolsonaro en Brasil. 


			¿Podrá pasar esta ola mundial de populismo sin tocar a Chile? Probablemente, no. Una y otra vez en su historia, Chile ha importado a su política los conflictos y clivajes dominantes en la política europea y norteamericana. Es difícil pensar que el populismo nacionalista será la excepción y pasará sin dejar huella en Chile. 


			Por lo demás, en las elecciones del 2017 José Antonio Kast ya sorprendió obteniendo casi el 8 por ciento de los votos. Y las encuestas a comienzos del 2019 lo posicionaban como uno de los políticos con más futuro y mayor intención preliminar de voto para las próximas presidenciales. Es probable, entonces, que la UDI ya no sea en el futuro el partido que «cierre por la derecha» nuestro sistema de partidos, y que movimientos y figuras que se planteen como outsiders podrán competirles a los partidos tradicionales de derecha — del mismo modo en que en España Vox ha desbordado por su extremo derecho al tradicional Partido Popular—. 


			Es justo notar que Kast no ha construido —hasta el momento— su discurso sobre la base del rechazo a la inmigración, que es un aspecto central en la mayoría de los populismos de derecha contemporáneos. En su discurso, sin embargo, sí echa mano a otros artilugios que la mayoría de los populistas de derecha utilizan. Por ejemplo, ha defendido la «mano dura» contra la delincuencia, sobre todo en la Araucanía (donde propuso involucrar al Ejército, declarar estado de emergencia e incluso un estado de excepción constitucional);56 ha apelado a la «unidad de la patria» contra cualquier sugerencia de multiculturalismo o reconocimiento a los pueblos indígenas;57 ha reivindicado la «obra» de la dictadura y relativizado la culpabilidad de perpetradores de violaciones a derechos humanos;58 y ha defendido los valores morales y roles e identidades de género tradicionales, repitiendo majaderamente que «Daniela Vega es hombre».59 Además, reivindica un supuesto «sentido común» de la gente en todos estos temas y que la clase política habría perdido.60 


			Es decir, Kast tiene un perfil moralmente conservador, socialmente autoritario, y con un estilo discursivo que lo pone muy cerca de, si no derechamente en, el campo nacional-populista. No es casualidad que haya buscado asociarse a la figura de Bolsonaro en Brasil y haya calificado de meros exabruptos los dichos homofóbicos, racistas y misóginos de este último, como si fuesen cosas que cualquiera podría decir en un momento de descuido.61 


			Si las ideas de Jaime Guzmán no entregan una ruta de navegación satisfactoria para el Chile de hoy, ¿podría José Antonio Kast o una figura similar eventualmente «llevarse» a la derecha chilena hacia el populismo, del mismo modo en que Trump lo hizo en Estados Unidos con el Partido Republicano? ¿Será el futuro de la derecha chilena un futuro nacionalpopulista? 


			Creemos que al menos parte de la derecha, y no una parte menor, está en peligro de iniciar una deriva hacia posiciones más cercanas al populismo nacionalista y excluyente que al pragmatismo que Piñera cultivó en su primer gobierno y, en algunas materias, ha cultivado en el segundo. 


			El año 2018 dejó abundantes señales en este sentido. 


			Aparecieron personajes como la diputada de RN Camila Flores, que reivindican abiertamente su pinochetismo, apelando así al juego identitario típico de los populistas que dibujan una brecha entre un «ellos» malvado (la izquierda, en este caso) y un «nosotros» virtuoso. La vocera Cecilia Pérez dijo simplemente que dichas declaraciones evidenciaban «la diversidad del sector», como si la adhesión al pinochetismo no tuviera más implicancias morales que la adhesión a un equipo de fútbol, o como si la diversidad entre demócratas y no demócratas fuera una diversidad valiosa (revelando una vez más la superficial comprensión democrática de la derecha). 


			Pero las señales más preocupantes vinieron del mismo gobierno de Piñera. Adoptando una estrategia populista-nacionalista típica, a última hora el gobierno retiró a Chile del Pacto Migratorio de la ONU, que fue aprobado por 152 de los 168 países miembros. Algo similar había hecho meses antes retirándonos del Tratado de Escazú, un acuerdo ambiental entre países latinoamericanos en cuya elaboración Chile había jugado un rol de liderazgo desde el comienzo. 


			En ambos casos, la principal justificación ofrecida por el gobierno fue evitar que terceros demandaran a Chile ante tribunales internacionales. Los expertos en derecho internacional no tardaron en mostrar que el argumento era débil, por decir lo menos. Pero eso no importó; lo crucial para el gobierno fue transmitir al electorado de derecha que Chile ya no confía en el mismo sistema internacional liberal del cual el país ha sido parte y promotor por décadas y que, sin duda, ha traído enormes beneficios. El llamado de José Antonio Kast para que el país saliera del Pacto de Bogotá estaba teniendo efectos: de «America first» a «Chile primero», pareció ser el mensaje. 


			El estilo populista de hacer política también llegó al gabinete de Sebastián Piñera. Nadie lo adoptó con mayor entusiasmo que la ministra de Educación, Marcela Cubillos. Para promover su proyecto de admisión escolar llamado «Admisión Justa» recurrió, al más puro estilo de Trump, a afirmaciones cuestionables como estrategias de batalla. Por ejemplo, insistió que la ley aprobada durante el gobierno de Bachelet prohibía a los padres solicitar reuniones informativas a los colegios para saber más sobre el proyecto escolar del colegio en cuestión. El único problema era que la ley manifiesta y textualmente sí permitía esas reuniones. 


			En enero del 2019, Cubillos tuiteó que había que escuchar más a los padres y menos a los expertos. Tal como en medio del debate sobre el Brexit en que un ministro conservador declaró que Gran Bretaña estaba «harta de los expertos» (los mismos que en su mayoría pensaban que el Brexit era mala idea), la ministra Cubillos echó mano a la desvalorización del saber experto, contrastándolo con el «sentido común» de los padres. La pregunta obvia es qué diría la ministra en casos como las pensiones y el papel de las AFP, donde la derecha apela justamente al saber experto de los economistas para no seguir las recomendaciones de la calle, cuyo «sentido común» es muy distinto al de los economistas en esta materia.62 


			Acaso la imagen más simbólica de populismo del primer año de gobierno hayan sido los aviones militares llenos de inmigrantes enviados de vuelta a sus países, embarcados con gran despliegue mediático y bajo la severa mirada del ministro del Interior (cuya presencia era totalmente innecesaria, por cierto). Como todo símbolo, su significado no se entiende de forma meramente racional. Por supuesto que era necesario poner orden en los flujos migratorios que se estaban produciendo y de sincerar cuánta inmigración era realmente por razones turísticas y cuánta por razones laborales. Y por supuesto que es legítimo devolver a sus países a inmigrantes que hayan cometido delitos graves. 


			El punto es otro: la asociación que el gobierno permanentemente ha hecho entre inmigración y delincuencia. El mismo Piñera tuiteó en enero del 2019, al celebrar la aprobación de la nueva ley de migraciones: «Gran paso adelante para seguir poniendo orden en nuestra casa en materia de migraciones y así combatir mejor la inmigración ilegal y el ingreso a Chile de males como delincuencia, narcotráfico y crimen organizado». 


			Después de un mensaje así, uno puede legítimamente preguntarse si Sebastián Piñera, en su afán de quitarle espacio a la extrema derecha apropiándose del asunto de la inmigración, no está simplemente abonándole el camino. Dicho de otro modo: si el propio presidente de la República valida de esta forma la asociación mental entre inmigración y delincuencia, ¿con qué argumentos le pedirá a sus electores que apoyen en el futuro a un candidato que no sea nativista o xenófobo, si él ya les dijo que la inmigración y la delincuencia van de la mano? 


			Para que quede claro: el problema no está, evidentemente, en combatir la inmigración ilegal; el problema está en comunicar que la razón por la cual es bueno legislar sobre inmigración es para combatir «el ingreso a Chile» de «el narcotráfico y el crimen organizado», como si estos fueran males que solo los inmigrantes traen a una sociedad impoluta donde tales flagelos no existen. Enseña el lingüista George Lakoff que si un grupo político repite continuamente en la misma oración «inmigración» y «crimen organizado», lo que sus votantes retendrán es, simplemente, que esos dos conceptos están asociados —es decir, que la inmigración trae crimen—.63 Y una vez que eso está instalado, los populistas ya tienen más de la mitad del juego ganado. 


			Esto nos lleva al punto estratégicamente más delicado para las centroderechas en el mundo. En la medida en que los movimientos de extrema derecha ganan adeptos, es natural que los partidos de centroderecha se derechicen para bloquear a los extremistas y limitar su crecimiento. Pero en la medida en que lo hacen, se convierten cada vez más en aquello que buscan derrotar. De forma paradojal, entonces, el populismo nacionalista puede ganar aun perdiendo si los partidos tradicionales se apropian de su agenda y de su estilo maniqueo de hacer política. 


			En suma, más allá de si José Antonio Kast tiene éxito o no en los próximos años, la pregunta de fondo es si la derecha chilena siquiera intentará ganar la batalla de las ideas contra los populistas de derecha. La combinación de libertad negativa y conservadurismo moral del Chicago-gremialismo no es incompatible con el nacionalismo excluyente y de «mano dura» típico del populismo de derecha. Dicho de otro modo: la libertad negativa no otorga herramientas conceptuales para enfrentar a los populismos de derecha. 


			Una derecha liberal y democrática, en vez de aceptar las premisas del populista (inmigración=delincuencia), les disputaría sin cuartel el plano simbólico y el campo semántico. Se distanciaría decididamente de dichos como los de Camila Flores, porque las instituciones y cultura democráticas de una nación no se pueden transar ni relativizar. Buscaría escuchar tanto a los ciudadanos como el saber experto, sin desvalorizar ninguno de los dos, reconociendo la legitimidad de la pluralidad de perspectivas respecto a cualquier reforma compleja. No recurriría al mito de la «mano dura» ni al populismo penal. A diferencia de Kast, advertiría que, junto con el castigo a los delitos que se puedan cometer en la Araucanía, se requiere necesariamente un diálogo político basado en el respeto y reconocimiento mutuos si se quiere lograr una paz duradera y justa en esa región. Regularía la inmigración, pero mantendría y transmitiría una actitud abierta y positiva respecto a esta, así como respecto al mundo y las instituciones internacionales que ayudan a procesar pacíficamente los conflictos. Y ciertamente no toleraría a quien relega a las mujeres, o a las minorías étnicas o sexuales, al estatus de ciudadanos de segunda categoría, lesionando su igual dignidad. 


			Todo esto por una razón muy simple. Como dice Edmund Fawcett en su magistral libro sobre el liberalismo, este se volvió propiamente democrático cuando aceptó que las protecciones y oportunidades que el pensamiento liberal garantiza (lo que hoy llamaríamos los derechos civiles, políticos y sociales de la ciudadanía) debían extenderse a la totalidad de la comunidad política, y no solo a su parte privilegiada.64 La historia del liberalismo en el siglo XX es la historia de cómo el concepto de ciudadanía se fue expandiendo desde los hombres de clases altas hacia las clases medias y bajas, para incluir más tarde a las mujeres y eventualmente a diversas minorías, llegando así a la ciudadanía adulta universal. 


			El liberalismo democrático es profundamente inclusivo. En ese sentido, está en las antípodas del nacionalismo populista. 


			 


			¿UNA DERECHA COMUNITARISTA?


			 


			El populismo no es el único futuro posible de la derecha chilena. De hecho, existe ya otro proyecto de futuro en el sector, muy distinto al populista, articulado por una nueva generación. En los últimos años, autores como Hugo Herrera, Daniel Mansuy y Pablo Ortúzar han desarrollado una profunda crítica a su propio sector y han buscado que este adopte nuevas orientaciones filosófico-políticas que hasta aquí no han estado presentes.65 Son, según Valentina Verbal, algo así como los «autoflagelantes» de derecha.66 


			La crítica que han desarrollado es llamativa porque no apunta al conservadurismo moral del sector, que es la queja que la minoritaria derecha liberal ha sostenido por largos años. Apunta, por el contrario, a su excesivo liberalismo económico. El objeto central de esta crítica es la mirada en exceso «economicista» de los problemas políticos y sociales, que sería un rasgo compartido tanto por la derecha valóricamente liberal como por la conservadora, que aquí hemos llamado Chicago-gremialista. Dicha mirada «economicista» cometería el error de ver todos los problemas políticos y sociales desde la óptica puramente individual, e individualista, de la libertad negativa. Desde ahí, las relaciones sociales, así como las comunidades de las cuales las personas forman parte, quedan invisibilizadas.67 Por ello, sus principales recomendaciones políticas han sido respecto a fortalecer y legitimar las diversas comunidades: la familia, las organizaciones voluntarias de la sociedad civil y la nación como espacio e identidad común.68 


			No cabe duda de que esta nueva generación de intelectuales de derecha posee una mayor sofisticación filosófica que su antecesora y ha enriquecido el debate público, tanto dentro como fuera de su sector. Sus críticas al gobierno de Michelle Bachelet fueron, por lo general, bastante más profundas que las lanzadas por los actores tradicionales de la derecha. 


			Aunque este grupo ha tenido cierto impacto en algunos círculos de derecha —recordemos, por ejemplo, el Manifiesto republicano firmado tanto por intelectuales del sector como por los entonces senadores Hernán Larraín y Andrés Allamand—, es difícil detectar alguna influencia decisiva de esta corriente «autoflagelante» en la orientación ideológica, propuestas o programa de gobierno de Sebastián Piñera.69 En ese sentido, su rol no ha sido en ningún caso equivalente al que tuvo Fernando Atria en la articulación ideológica del movimiento estudiantil y sobre el programa de gobierno de la Nueva Mayoría.70 


			Este no es el lugar para analizar con la profundidad que se merecen las críticas y propuestas de estos intelectuales, en tanto ellas no han desplazado aún al Chicago-gremialismo como orientación ideológica fundamental de los partidos de derecha tradicionales.71 No está de más reconocer que sus propuestas de fortalecer el rol de las familias y de la sociedad civil, por ejemplo, tienen mucho de sensato. Es difícil imaginar intervenciones sociales exitosas en áreas como el embarazo adolescente, la delincuencia juvenil, el abandono escolar, la drogadicción temprana o el maltrato infantil, sin abordar de manera sistémica el rol que juegan las familias y el entorno inmediato, como el barrio, en el desarrollo integral de niños y niñas. En ese sentido, mejorar la calidad de vida familiar es un objetivo legítimo de la política pública. 


			En la misma línea, es bienvenida la mirada crítica de estos autores respecto a la segregación territorial de nuestras ciudades y de las desigualdades sociales agudas que nos aquejan. Asimismo, la insistencia que han tenido en separar y distinguir lo público de lo estatal, es decir, que el Estado no subsume ni agota la esfera de lo público, es valiosa. Por cierto que la sociedad civil tiene un papel que jugar en la provisión de bienes públicos, aunque por supuesto podemos debatir las formas y condiciones específicas en que esa participación deba darse. 


			Pero tenemos también diferencias significativas con estos autores. Dos de ellas nos parecen especialmente importantes. Primero, es evidente que en las disputas valóricas que cruzan nuestra agenda pública estamos, la mayor parte de las veces, en las antípodas. Creemos —como liberales igualitarios— que la igualdad de consideración y respeto que se le debe a todos los ciudadanos hace incompatible basar las leyes en alguna concepción particular del bien, como la antropología cristiana y su visión sobre la familia, que no sea compartida por todos. Por lo mismo, en una sociedad plural el orden legal debe proteger que las minorías también puedan perseguir su visión de la vida buena incluso si ella choca con las preferencias morales de la mayoría, en tanto no dañen a terceros de manera directa y palpable. Un ejemplo obvio en ese sentido es el matrimonio entre personas del mismo sexo.72 


			De forma más pragmática, creemos que en estas materias es sano que el marco legal se adapte a los cambios culturales de las sociedades. Lo contrario —apoyarse indefinidamente en la coerción estatal para intentar mantener ciertos patrones culturales fijos en el tiempo— es difícilmente compatible con una sociedad democrática. Aceptar que la modernización implica un cambio cultural permanente, con sus luces y sombras, nos parece mejor que interpretar la modernidad capitalista solo como una degradación constante de las comunidades y formas de vida originarias.73 


			En segundo lugar, tenemos otra diferencia que es más central para los propósitos de este libro. Ella refiere a la igualdad. Si bien celebramos que estos autores reconozcan que la desigualdad económica o social es un problema —algo que, como vimos, a la derecha tradicional le cuesta muchísimo reconocer—, no van mucho más allá de ese reconocimiento. Con lo cual, en la práctica, se quedan más bien en el ámbito de las buenas intenciones. 


			¿Qué tipos de desigualdad son aceptables y cuáles no? ¿Cuánta desigualdad es tolerable? ¿Qué hacemos para combatirla? No hay mucha elaboración normativa sobre estos puntos. El Manifiesto republicano, por ejemplo, admite que «las grandes desigualdades constituyen un problema político de primera magnitud, porque dan origen a dos Chiles incomunicados, que se miran con desconfianza». Pero, a renglón seguido, nos advierte contra propender a «fórmulas igualitaristas». Más bien, nos dice, habría que buscar establecer «un marco de convivencia donde las diferencias sean el resultado del esfuerzo personal y familiar, y no de privilegios».74 Pero en vez de elaborar sobre cómo podríamos tender hacia un marco así (¿una escuela particular pagada es un «privilegio»?), el Manifiesto se limita a sugerir que el Estado debe «tomar una opción preferencial por los débiles», los cuales incluyen a los más pobres, así como a «personas con discapacidades y la tercera edad».75 


			Por cierto, ese es un comienzo, pero de todos modos resulta insuficiente. 


			El riesgo, evidentemente, es que dicha «opción preferencial por los débiles» no sea más que un paliativo que permita aliviar las formas más agudas de privación material, pero que no haga mucho por cambiar la estructura social de desigualdades que la subyace. En otras palabras, sin un criterio claro y explícito respecto a cuáles y cuántas desigualdades son tolerables, una «opción preferencial por los más pobres» arriesga ser perfectamente compatible con muy significativas diferencias sociales en todo orden de cosas —desde la educación y la salud hasta las formas de trato jerárquico y vertical.76 


			A nuestro modo de ver dicha «opción preferencial por los débiles» es valiosa, pero en ningún caso es suficiente para lograr una sociedad razonablemente igualitaria. Y esto importa porque la igualdad —tanto como la libertad— es un valor cardinal de las sociedades democráticas, y no puede, por ende, ser relegada a un segundo plano. En este punto clave esta nueva generación de derecha no avanza mucho más lejos que los Chicago-gremialistas. 


			El desafío es precisar bien cuál es esa igualdad (¿política? ¿social? ¿económica?) a la que deben aspirar las sociedades democráticas. ¿Existirá alguna forma de especificar cuál es esa igualdad y cómo lograrla? 


			Creemos que sí. De eso trata el próximo capítulo. 
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			Los patines de Nicolás: la izquierda  y los derechos sociales 


			 


			MICHELLE CONTRA LA DESIGUALDAD 


			 


			Apenas se bajó del avión que la trajo de Nueva York, a fines de marzo de 2013, Michelle Bachelet pronunció un discurso que fijaría el tono de toda su campaña presidencial y su gobierno. La entonces candidata diagnosticó que la desigualdad era el principal problema de la sociedad chilena y que combatirla «con decisión» debía ser, «a todo nivel, nuestra prioridad». Para no dejar dudas, pronunció la palabra «desigualdad» doce veces en su discurso.1 


			Su programa de gobierno fue igual de enfático. Ya en su primera página anunciaba que Chile estaba «preparado para entrar a un nuevo ciclo político, económico y social», donde el combate a la desigualdad tomaría un rol protagónico. Afirmaba que «las desigualdades atraviesan las más amplias esferas de la sociedad chilena», y que se encararían «decididamente». Para combatirlas, el programa propondría reformas estructurales en educación e impuestos, más una nueva constitución.2 


			Que un gobierno de centroizquierda apele al combate a las desigualdades como su leitmotiv no debe, desde luego, sorprender a nadie. Como señaló hace mucho Norberto Bobbio, la búsqueda de la igualdad es un valor característico de las fuerzas políticas de izquierda, que las distingue de las de derecha.3 


			Pero desde una perspectiva más local, estos anuncios sí marcaron un quiebre, o al menos un cambio importante de énfasis, en el norte ideológico de la centroizquierda chilena. Desde 1990 hasta el 2006, la promesa de la Concertación había sido «crecer con igualdad». Entonces la promesa era una combinación de prosperidad económica y mayor equidad en la distribución de sus frutos. Pero en 2013 salió del escenario la primera parte de esa promesa. El combate a la desigualdad ya no compartiría las luces con el crecimiento; como dijo Bachelet, la igualdad sería «a todo nivel» la prioridad. 


			En el capítulo anterior concluimos que la igualdad no solamente no se opone al valor de la libertad, sino que la hace posible. Porque la desigualdad aguda limita la posibilidad de constituir relaciones sociales igualitarias —sin dominación—, disminuir las desigualdades en Chile promueve la causa de la libertad más que agraviarla. 


			Dado esto, ¿no es obvio que el énfasis de la Nueva Mayoría, de combate frontal a la desigualdad socioeconómica, es el énfasis correcto? ¿No corresponde, por ende, estar a favor de los esfuerzos del gobierno por disminuir la desigualdad? 


			Por supuesto que la causa de la libertad —y en un sentido más amplio, la causa de la justicia— exige reducir la desigualdad y, en especial, casos de desigualdad tan aguda como los que tenemos en Chile. Pero creemos que la manera en que la izquierda ha enfrentado el problema de la desigualdad es errada, tanto en su conceptualización como en las estrategias que plantea para combatirla. Más aún, esa manera de abordar la desigualdad termina por hacer que dicho combate sea menos eficaz de lo que podría y que las soluciones tarden más, si es que llegan del todo. 


			Nos encontramos así con una paradoja. Por una parte —como vimos—, la derecha proclama ser la gran defensora de la libertad, pero su enfoque termina dejando a demasiadas personas sin poder ejercer efectivamente esa libertad. Por otra parte, la izquierda ortodoxa levanta con pasión la bandera de la igualdad, pero lo hace de un modo que dificulta el logro precisamente de aquellas igualdades que más importan para el despliegue de la libertad —en particular la libertad de los más pobres—. 


			Ni la derecha es tan amiga como dice serlo de la libertad, ni la izquierda de la igualdad. Esa, en una oración apretada, es la tesis de esta parte del libro. 


			 


			LAS MÚLTIPLES CARAS DE LA DESIGUALDAD


			 


			El economista y filósofo indio Amartya Sen, a quien ya hemos citado, observó hace tiempo que la igualdad es un objetivo notoriamente escurridizo, porque, según él, alcanzar la igualdad en una dimensión de los asuntos humanos produce desigualdades en múltiples otras. 


			¿Quiere alguien asegurar igualdad de ingresos entre todas las personas? Pues bien, deberá aceptar entonces desigualdades en su bienestar, ya que las personas variamos enormemente (por situación, edad, discapacidades, rasgos psicológicos, etc.) en nuestra capacidad de transformar el dinero en bienestar. Un millón de pesos al mes no le sirve mucho al proverbial Robinson Crusoe que habita una isla desierta; distinto es el caso de un residente de Antofagasta, Santiago o Concepción. 


			Quien desee igualdad de ingresos también deberá aceptar grandes diferencias en cuánto interfiere el Estado en la vida de cada uno, pues algunos (los más productivos) deberán entregar recursos —siendo así «interferidos» en su libertad negativa—, mientras el patrimonio de otros no se toca, o incluso se suplementa. 


			¿Se quiere asegurar igualdad total de oportunidades? Habrá que prepararse entonces para aceptar fuertes desigualdades en los resultados, pues las personas variamos en nuestro esfuerzo, talento y suerte para aprovechar esas oportunidades. Un curso de matemáticas avanzadas, por ejemplo, le resulta más provechoso a un Einstein que a los autores de este libro. 


			¿Se busca una perfecta igualdad de trato para seleccionar a los postulantes a un cargo laboral sobre la base exclusiva de sus calificaciones para el puesto? Entonces se tendrá que aceptar que entre los contratados habrá ciertas clases de personas sobrerrepresentadas —gente de clase alta, residentes urbanos, altamente educados— y otras subrepresentadas, en función de las oportunidades que cada grupo tuvo antes. 


			¿Se quiere, pensándolo mejor, igualdad entre grupos en el acceso a esos cargos? Entonces habrá que tolerar desigualdad de trato entre las personas, porque la única manera de garantizar tal igualdad es favorecer (por ejemplo, por la vía de las cuotas) a las personas que pertenecen a grupos históricamente desaventajados. 


			Y así sucesivamente... 


			El punto de Sen no es, desde luego, que la igualdad sea inalcanzable, sino que debemos escoger bien cuál tipo de igualdad nos parece irrenunciable y asumir las consecuencias de esa elección —posiblemente contrarias a la igualdad— en las otras dimensiones. 


			¿Parece un desafío complejo escoger la igualdad correcta? Lo es. 


			Durante siglos, las teorías más importantes de la justicia no han coincidido sobre este punto. De hecho, existe un doble desacuerdo. Por una parte, sobre la dimensión o espacio donde debiéramos buscar mayor igualdad. ¿Nuestro objetivo ha de ser, por ejemplo, reducir las desigualdades de resultados —como las diferencias de ingresos— directamente? ¿O lo justo es más bien «emparejar la cancha» de las oportunidades educacionales, luego de lo cual las diferencias de resultados serían aceptables? 


			También hay un desacuerdo sobre cuánta desigualdad es tolerable —si es que alguna— en aquellas dimensiones que definimos como prioritarias. Por ejemplo, si decimos que hay que reducir las desigualdades de ingresos, ¿el objetivo debiera ser lograr una igualdad perfecta de ingresos? ¿Que todos ganen lo mismo? Podríamos pensar que si la desigualdad es el problema, la igualdad es la solución. Así, el ideal debiera ser la igualdad total, o algo que se aproxime a eso lo más posible. 


			Pero también alguien podría concluir que lo injusto no es que haya ricos, sino que lo que de verdad es injusto es que haya personas que no pueden satisfacer ni sus necesidades fundamentales de comida, salud, vivienda y abrigo. En esa lógica, si todas las personas tienen el ingreso necesario para cubrir estas necesidades, de ahí en adelante ya no se justifica una exigencia de redistribución. Este último sería un criterio no igualitario, sino «suficientario» de distribución de ingresos, pues establece un estándar «suficiente» —en este ejemplo, cubrir necesidades básicas— tras el cual las diferencias distributivas dejan de importar.4 


			Y no terminan allí las discusiones. Otros podrían decir que lo realmente importante no es ni preocuparse de la desigualdad, ni de que todos tengan lo suficiente. Mucho más importante, podrían argumentar, es dar siempre prioridad a quienes están peor: los más pobres, si hablamos de ingresos; los más enfermos, si hablamos de salud y así. Esta sería una posición «prioritarianista».5 


			Alguien que cree que en su infancia las personas debieran recibir exactamente la misma calidad de educación, tanto en la escuela como en la familia, pero que una vez que son adultos, cada uno se debe rascar con sus propias uñas —a tal punto que si una persona termina durmiendo debajo de un puente, en la miseria más absoluta, la sociedad no le debe nada pues esa persona disfrutó de las mismas oportunidades que el resto—, entonces esa persona es estrictamente igualitarista en el espacio de las oportunidades, pero es desigualitaria en materia de resultados. 


			Si en cambio otra persona cree en la primera parte de la afirmación anterior —igual educación—, pero cree que además es justo proteger a quienes les va mal en la vida, garantizándoles la satisfacción de necesidades mínimas, entonces ella es un «igualitarista de oportunidades» y un «suficientarista» en materia de resultados. 


			Y si, por el contrario, un tercero cree que todas las personas debieran tener buenas oportunidades de desarrollar sus talentos a través de una educación de calidad, pero no cree que dicha calidad deba ser totalmente idéntica, entonces ese lector es un «suficientarista» en el espacio de las oportunidades educativas. 


			En resumen, hay teorías de justicia para todos los gustos. 


			 


			DE LA DESIGUALDAD A LA INJUSTICIA


			 


			En junio de 2014, el entonces ministro de Educación Nicolás Eyzaguirre dijo en un programa de televisión: 


			 


			Voy a hacer una metáfora, que son siempre peligrosas. (...) Lo que tenemos actualmente es en una cancha enlozada un competidor corriendo con patines de alta velocidad y otro descalzo. El descalzo es la educación pública. Entonces me dicen, ¿por qué no entrenas más y le das más comida al que va descalzo? Primero tengo que bajar al otro de los patines.6 


			 


			A primera vista, Eyzaguirre estaba diciendo una obviedad: un gobierno cuya principal promesa era el fin de la desigualdad no podía permitir que algunos niños anduvieran en patines y otros no. Pero esa lógica no impidió una andanada de críticas. Algunos acusaron al ministro de estar «nivelando hacia abajo»; otros, de coartar la libertad de enseñanza de las familias. 


			Los dichos de Eyzaguirre resultaron controvertidos porque parecieron atentar contra un sentido común básico: ¿cómo va a ser bueno quitarle algo —ya sea un caramelo o un par de patines— a un niño? Y ¿cómo puede ser aconsejable que un menor pierda algo sin que otro menor gane nada? Tantas fueron las críticas, que el ministro terminó pidiendo perdón. Incluso estuvo dispuesto a posar para una foto frente a una pizarra en la que escribía una y otra vez «No hablar de patines».7 


			Decir que se quiere más igualdad es fácil. Pero explicar cuáles desigualdades se deben reducir, en cuánto, cómo y por qué, es bastante más difícil. Eyzaguirre no es el primer político, ni será el último, en hundirse en las arenas movedizas de este debate. 


			En el extremo derecho están los «libertarios» o «libertarianistas» que, siguiendo a Robert Nozick, han argumentado que en la desigualdad socioeconómica el Estado no debe intervenir de ninguna manera, pues hacerlo viola la libertad fundamental de cada cual. Por las razones discutidas en el capítulo anterior, creemos que esa respuesta es muy poco convincente. Reduce la libertad a la libertad negativa, condenando a los que no tienen suficientes recursos a una vida de escasa libertad sustantiva, sujeta a relaciones de dominación. 


			En el otro extremo del espectro ideológico están los antiguos socialismos reales, cuyo objetivo era lograr la igualación de resultados, de modo que la distancia en condiciones de vida entre los más ricos y los más pobres fuera mínima. La consecuencia fue una tremenda falta de incentivos al esfuerzo y a la innovación. ¿Qué sentido tiene trabajar mucho si voy a seguir ganando lo mismo que si caliento el asiento todo el día? El estancamiento económico fue una de las causas del derrumbe de los socialismos reales.8 Entonces, concluyen observadores de esas experiencias, como está en el interés de todos que la productividad y la innovación sean socialmente recompensadas, entonces cierta desigualdad de resultados es inevitable y hasta deseable. 


			Entre estos dos extremos existe una postura popular: que la igualdad de oportunidades, mas no de resultados, es el objetivo correcto de la justicia. Que todos tengan las mismas chances de desarrollar sus talentos, dicen los entusiastas de este enfoque, y luego lo que cada uno haga con su vida es responsabilidad de cada cual. Algunos agregan a esta receta una red de protección social para que nadie caiga en la miseria. 


			En esta lógica, es la promesa de la igualdad de oportunidades la que legitima la posterior desigualdad de resultados, pues en las sociedades modernas buscamos que cada persona sea el autor o autora de su propio destino.9 Si una persona no tiene oportunidades de desarrollar y ejercitar sus talentos, difícilmente podemos decirle después que es responsable de su magra situación económica o de su desmejorada posición social. 


			¿Es la plena igualdad de oportunidades, entonces, el objetivo a lograr? ¿Es ahí donde debiéramos centrar nuestros esfuerzos? En una primera aproximación, podría parecer que sí. Cuando algunas personas reciben excelentes oportunidades de desarrollarse mediante, por ejemplo, salud y educación de calidad, mientras otras no reciben dichas oportunidades, difícilmente se puede afirmar que las desigualdades de resultados posteriores fueron fruto del esfuerzo o del mérito de cada cual. 


			A su vez, las grandes desigualdades de oportunidades tienden a traducirse en vastas desigualdades de resultados y eso consolida una sociedad no de clases, sino ya prácticamente de castas, donde los de arriba perpetúan su posición de generación en generación y los de abajo no pueden escapar de la suya. En esas condiciones, las relaciones sociales de dominación son frecuentes. No resulta convincente afirmar que en una sociedad así las personas de menos recursos pueden desplegar su autonomía. 


			Nuestra conclusión es que disminuir la desigualdad de oportunidades ciertamente es un factor necesario para una mayor justicia social. Pero reducir la justicia social solamente a la igualdad de oportunidades es un error, por al menos dos razones. En primer lugar, porque la igualdad de oportunidades por sí misma no nos asegura que las personas puedan ser autónomas y desarrollar sus proyectos de vida. Por ejemplo, si una persona se enferma gravemente a los cincuenta años y ya no puede trabajar, ¿diríamos que no tenemos ninguna responsabilidad de proteger las condiciones de vida de esa persona, simplemente porque disfrutó de iguales oportunidades que el resto en su juventud? Evidentemente, una persona en esa situación, con salud deteriorada y sin ingresos, quedaría enteramente dependiente de la caridad de otros para subsistir, y difícilmente está en una posición de ejercer en algún grado relevante su libertad. Como veremos con más detalle en el próximo capítulo, nos parece mucho más persuasiva una visión de justicia que busca proteger el ejercicio de la libertad de las personas a lo largo de todo su ciclo vital, y no solo en algún momento del tiempo. 


			En segundo lugar, la igualdad de oportunidades nada dice respecto a si la gente ha tenido muchas o pocas oportunidades en la vida, sino que solo afirma que la distribución de esas oportunidades ha sido igual. Por ello, la igualdad de oportunidades se satisface tanto si todos tuvieron las mismas oportunidades para ir a la universidad (porque fueron a colegios de similar calidad, por ejemplo), como cuando nadie tuvo ninguna oportunidad educacional en absoluto. En el primer caso hay igualdad en el sentido de que todos tuvieron acceso a lo necesario para desplegar su potencial, mientras que en el segundo caso hay igualdad porque nadie tuvo acceso. 


			¿Son equivalentes una situación y la otra? Por supuesto que no. 


			Si una mitad de la población tiene oportunidades educativas y la otra no la tiene, hay una injusticia. Pero ella no se soluciona quitándole esas oportunidades a la mitad que las tiene, sino que proveyéndolas a la mitad que aún no las tiene. Esto, al menos, si entendemos que buscamos ciertas formas de igualdad socioeconómica no porque sí, sino para que todas las personas puedan realizar su libertad. 


			Si, en otras palabras, la justificación última de la igualdad es la libertad, quitarle educación a algunos para emparejar la cancha equivale a quitar libertad a algunos sin dársela a los otros, quienes siguen sin poder desarrollar sus propias capacidades y funcionamientos. Esto es lo que comúnmente se llama «nivelar hacia abajo». Cualquier argumento que ponga en su centro la igualdad de oportunidades per se, sin preocuparse de por qué valoramos esas oportunidades en primer lugar, puede caer en esa nivelación hacia abajo que, en vez de avanzar la causa de la justicia, la pervierte. 


			Ese fue, precisamente, el error en la expresión de Nicolás Eyzaguirre. 


			Por todo lo anterior, lograr mayor igualdad de oportunidades es un objetivo central en la cruzada contra la desigualdad social, pero por sí solo no basta. Retomaremos esta importante discusión en el próximo capítulo. 


			Pero, por ahora, tenemos suficientes elementos para evaluar cómo la izquierda en Chile ha enfrentado, y está enfrentando, el problema de la desigualdad. 


			 


			LA VIEJA CONCERTACIÓN Y LA DESIGUALDAD


			 


			El lema de la campaña de Ricardo Lagos en 1999, y que fue característico del ethos de la Concertación, fue «crecer con igualdad». Y si bien la desigualdad de ingresos entre los chilenos solo bajó modestamente en el periodo concertacionista, las políticas sociales de la Concertación sí expandieron significativamente el acceso a «funcionamientos» básicos para los que tenían menos.10 Gracias al crecimiento generalizado en los ingresos, junto al efecto de políticas como el AUGE, la pensión básica solidaria, la jornada escolar completa, y tantas otras, la posibilidad de vivir una vida mínimamente autónoma dejó de ser privilegio de solo unos pocos. 


			Por ello, podemos decir que la Concertación, más que igualitaria en un sentido estricto, fue «prioritarianista»: su objetivo fue mejorar las condiciones de vida y libertad sustantiva de los más pobres, bajo el entendido de que el imperativo ético de ayudar a los que estaban peor tenía primacía sobre otras consideraciones. En esa lógica, la meta era fortalecer los funcionamientos que les permitieran a los más pobres vivir con dignidad y mayor libertad —pero no necesariamente como iguales—. 


			La Concertación nunca planteó explícitamente algún umbral de «mínimos sociales» que constituyera una meta definida, o algún criterio sobre qué sería un umbral suficiente de oportunidades o bienestar. Parece apropiado caracterizar los años de la Concertación como inspirados más por la continua mejora de los que estaban peor —una versión criolla del «prioritarianismo»— que por alguna forma de «suficientarismo». 


			Los líderes de los movimientos sociales a partir del 2011 argumentaron que tal enfoque de reducción de la desigualdad es inadecuado. Es fácil ver por qué: la desigualdad de oportunidades entre chilenos sigue siendo altísima; la división entre quienes van a clínicas y colegios y los que van a hospitales y escuelas es muy marcada; la segregación social campea en nuestras ciudades, y así sucesivamente. De ahí la necesidad planteada en el programa de Bachelet de acometer «reformas estructurales» que combatieran la desigualdad. 


			A primera vista podría parecer que no hubo tanta diferencia entre la Nueva Mayoría y la Concertación. Acaso la primera es lo mismo que la segunda, con solo una pizca más de ambición redistributiva. Podría pensarse que la reforma tributaria del 2014 fue un ejemplo de los nuevos tiempos, al cargarle la mano con más fuerza a los ricos. Más allá de eso, las diferencias habrían sido menores. La Nueva Mayoría habría seguido aspirando a subir progresivamente el nivel de vida de los que están peor. 


			Pero esa primera mirada es engañosa. Sí hubo diferencias. La Concertación y la Nueva Mayoría concordaban en que en Chile «el chancho está mal pelao». Pero diferían en lo que había (o hay) que hacer con el animal. 


			En declaraciones a radio Universidad de Chile en diciembre del 2015, la diputada Camila Vallejo afirmó: 


			 


			[...] es importante una reforma educacional que cambie el paradigma [...] porque el derecho a la educación no se consagra simplemente con gratuidad. Eso es una parte. El derecho a la educación es mucho más complejo.11 


			 


			Allí está la frase mágica: «cambio de paradigma». Tanto el movimiento estudiantil como algunos intelectuales de la Nueva Mayoría defendieron —y con éxito— un nuevo enfoque o paradigma, que podríamos llamar el paradigma de los derechos sociales. 


			Es aquí donde se nota el corte ideológico entre la Concertación y la Nueva Mayoría. El nuevo enfoque plantea una crítica tanto al proceder concertacionista como a cualquier enfoque meramente «prioritario» o incluso «suficientario». 


			¿Pero qué quiere decir Camila Vallejo con el «derecho» a la educación, o los «derechos sociales» en general? ¿Y qué tiene que ver la gratuidad con todo esto? 


			 


			LOS DERECHOS SOCIALES: UN NUEVO ENFOQUE


			 


			Para Fernando Atria, sin duda el principal articulador de este nuevo paradigma, el problema de la Concertación es que continuó el modelo neoliberal de derechos sociales que sería, según él, simplemente el derecho a un mínimo. Para Atria, lo que justificaría el derecho a ese mínimo en las teorías liberales de justicia es que, para obligar al pobre a obedecer la ley, se le debe garantizar que viva mejor en sociedad de lo que viviría en un «estado de la naturaleza» como el que imaginaron Hobbes, Rousseau o Locke.12 


			Al lograr acceso a esos servicios mínimos, el pobre queda mejor que en ese estado de la naturaleza y, por ende, se le puede reclamar su deber de obediencia al orden social así instituido. Pero ese mínimo, precisamente porque se funda solamente en dejar al pobre en mejor situación de lo que estaría fuera de la sociedad, es muy exiguo. Se trataría de un «mínimo para pobres», que deja a los pobres todavía como pobres y como débiles respecto al resto de la sociedad. Sostiene Atria que: 


			 


			Los derechos sociales [entendidos como mínimos] no son derechos que manifiestan un ideal de igualdad, sino una protección contra la pobreza, y no pueden servir para fundar servicios públicos universales, sino solo políticas estrictamente focalizadas [...] El fundamento de estas políticas no es el bienestar del pobre que recibe alguna prestación mínima, sino del rico que la financia [...] porque de ese modo asegura que el pobre estará vinculado por el contrato [social] y sujeto [...] a la autoridad del derecho y del Estado.13 


			 


			Para Atria, esto es insatisfactorio no solo porque sirve más a los intereses del rico que a los del pobre, sino también porque vacía el concepto de ciudadanía de contenido sustantivo, dejando la igualdad ciudadana como un concepto puramente formal. 


			Atria, apelando a la visión del británico Thomas H. Marshall, afirma que «los derechos sociales constituyen la sustancia de la ciudadanía: su contenido». A diferencia de la justificación liberal de los derechos sociales, supuestamente basada solo en el interés propio de cada cual, la idea socialista de estos se fundaría en la idea de «deberes recíprocos», es decir, en la idea de que «ciertos aspectos del bienestar de cada uno son responsabilidad de todos, y porque descansan en la idea de realización recíproca, no pueden ser entendidos como indiferentes a la cooperación».14 


			¿Y cómo se materializa esta idea de realización recíproca? Mediante derechos sociales entendidos de forma estrictamente igualitaria, donde nadie puede tener más de un bien o servicio sin que el resto también lo tenga. 


			Atria acude a la analogía de la quiebra de una empresa para explicar el punto. Mientras una empresa está financieramente sana, no tiene que pagar todas sus deudas al mismo tiempo, sino que va pagando en la medida en que las deudas vencen. Así, los acreedores se ponen en fila en el orden en que el plazo de sus deudas indica. Pero cuando una empresa quiebra, esa fila ya no vale: «cuando hay razones para pensar que no todos podrán obtener el pago de sus créditos» se debe instaurar «un procedimiento que asegura que todos se verán satisfechos igualitariamente, aun si esto significa que nadie lo será completamente».15 La quiebra evita así una lucha entre los acreedores, creando en su lugar una comunidad de intereses: se paga a cada acreedor solo en la medida en que también se les paga a los demás. La quiebra es un método para administrar la escasez. 


			Para Atria, los derechos sociales funcionan de manera análoga. Dado el hecho inevitable de la escasez —nunca hay suficiente para satisfacer las necesidades de todos y cada uno—, los bienes o servicios que se consideran derechos sociales deben ser distribuidos de forma igualitaria, del mismo modo que bajo un procedimiento de quiebra. 


			Por ello, los derechos sociales son para Atria un criterio opuesto al de distribución del mercado: «... entre derechos sociales y mercado hay oposición perfecta, aun cuando no hay oposición entre derechos sociales y escasez».16 Mientras, sostiene Atria, en el mercado cada persona obtiene lo que puede de acuerdo a su capacidad financiera, bajo un sistema de derechos sociales la distribución es igualitaria.17 En la famosa frase de Marx, «de cada cual según sus posibilidades, a cada cual según sus necesidades».18 


			Para Atria, la «oposición perfecta» entre mercado y derechos sociales se traduce en tres oposiciones específicas entre ambos: 


			 


			[image: ]


			 


			La condición 1 dice que los derechos sociales no pueden ser provistos bajo una modalidad que permita el lucro, pues ello hace que el bien sea provisto por interés propio. La condición 2 establece que la provisión no se puede negar, y la tercera que las circunstancias de la provisión no pueden variar de proveedor a proveedor. 


			Por ello —es importante aclararlo— Atria, a diferencia de buena parte de la izquierda, no considera que la provisión privada en estos ámbitos sea problemática, en tanto cumpla con estas condiciones. 


			El esquema de Atria ayuda a entender por qué las reformas educacionales de la Nueva Mayoría respondieron a este enfoque de los derechos sociales, y no a un criterio de «mínimos sociales». La ley de inclusión educacional, por ejemplo, prohibía el lucro en los colegios subvencionados (condición 1), prohibía la selección de estudiantes (condición 2) y prohibía el copago (condición 3). Asimismo, la demanda por educación superior gratuita —y gratuita para todos, incluidos los más ricos— obedece también a esta tercera condición. 


			Según Atria, el sentido de que la universidad sea gratis «no es permitir el acceso a quien no pueda pagar sino “descomodificar” la educación, transformándola en un derecho social».19 Así las cosas, si fuera gratis solo para algunos, la educación no estaría «descomodificada» —seguiría siendo una mercancía—, pues algunos aún tendrían acceso a ella mediante un pago, es decir, mediante una relación de mercado. A su vez, eso sería un problema ya que estos últimos podrían disfrutar, gracias a su pago, de un mayor o mejor acceso al bien en cuestión, y eso violaría la igualdad de acceso.20 


			Por ello, dice Atria, «que la educación sea gratuita quiere decir que los que tienen recursos no pueden usarlos para recibir una educación formal de mejor calidad que los que no los tienen».21 Que algo se distribuya como derecho social es opuesto a que se distribuya según la capacidad de pago de cada cual, y también opuesto a que existan proveedores que lo provean con fines de lucro. 


			Es en estos sentidos específicos en que, según Atria, derechos sociales y mercado son opuestos, y es por eso que el movimiento estudiantil y los defensores de este paradigma luchan por la gratuidad universitaria incluso para los más ricos. Lo que está en juego para ellos no es el bienestar de los ricos, sino la defensa del principio de gratuidad y lo que este implica para el paradigma de los derechos sociales. 


			Este paradigma es una interesante construcción teórica ¿Se trata de un avance conceptual respecto a la idea de los derechos entendidos como «mínimos para pobres»? Probablemente, sí. ¿Es entonces un enfoque útil para combatir la desigualdad? Lamentablemente, no. 


			Una primera objeción es que Atria presenta los derechos como un régimen de distribución alternativo al del mercado, pero el mercado no es un sistema de distribución: es un sistema de producción. Tal como planteó John Stuart Mill hace más de un siglo, nada impide que concretada dicha producción a través del mercado, las sociedades redistribuyan lo producido como mejor les parezca. Volveremos a este punto en un capítulo posterior. 


			Más allá de esta objeción, compartimos la idea de que no basta con garantizar «mínimos para pobres». Pero el enfoque de derechos sociales de Atria, si bien a primera vista puede parecer atractivo, tiene problemas conceptuales, filosóficos y prácticos muy serios. 


			Veamos por qué. 


			 


			¿QUÉ ES UN DERECHO SOCIAL?


			 


			Imaginemos un país A en que la salud es un derecho social tal cual lo especifica el cuadro de más arriba. Por ende, todos los ciudadanos tienen acceso al mismo estándar de servicios médicos, decidido, supongamos, democráticamente y financiado cien por ciento mediante un impuesto progresivo a la renta. Nadie puede pagar por servicios de salud adicionales a los comprometidos en el paquete común. Ni los ricos ni los hipocondríacos ni nadie puede adquirir protección adicional. 


			En cambio, en el país B también hay derecho irrestricto a un paquete común de servicios, democráticamente decidido y financiado con impuestos progresivos. Pero este paquete común es más amplio y de mejor calidad que en el país A. Este cubre más enfermedades, la infraestructura es mejor, hay más y mejores médicos y demás personal de salud, y así sucesivamente. Como consecuencia de ello, las personas del país B son más saludables. Sin embargo, en el país B sí hay libertad para pagar y adquirir seguros y servicios médicos adicionales y, de hecho, muchas personas lo hacen, con lo cual en este segundo país también hay más desigualdad en el acceso a salud. 


			¿En cuál de los dos países hay una mayor o mejor realización del derecho social a la salud? Según la concepción de Atria de los derechos sociales, en el país A. Ahí la salud está enteramente «descomodificada» y su distribución es plenamente igualitaria, mientras que en el país B ninguna de estos dos requisitos se cumple. 


			Sin embargo, para muchos —incluyéndonos— este resultado es contraintuitivo. ¿Cómo es posible que digamos que en un país donde todos tienen acceso a más y mejor salud haya menor cumplimiento del derecho social a la salud?22 


			Esta paradoja sugiere que hay dos maneras distintas de concebir los derechos sociales. La diferencia se suscita porque para Atria, como vimos, lo que define un derecho social es un criterio específico  de distribución (igualitaria) junto con una forma específica de provisión (sin lucro y gratuita) del bien o servicio en cuestión. 


			En cambio, lo que normalmente se entiende por satisfacer un derecho social no es el que este sea distribuido de cierta manera o solo bajo ciertas modalidades, sino que las personas tengan acceso  seguro a dicho bien: a alimentos, a vivienda, a servicios de salud, a la educación, y así sucesivamente. 


			Por ejemplo, el Pacto de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (el tratado internacional sobre derechos sociales más extendido en el mundo, y del cual Chile es signatario) plantea un derecho a «alimentación, vestido y vivienda adecuados»; al «disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental» (incluyendo «la creación de condiciones que aseguren a todos asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad»); y del «derecho de toda persona a la educación [...] [orientada] hacia el pleno desarrollo de la personalidad humana», la cual por lo mismo debe ser accesible a todos en sus distintos niveles.23 


			Esto, por supuesto, no descarta que cierto derecho social sea provisto sin fines de lucro —cosa que podría ser recomendable en algunos casos—, o de modo igualitario, pero sí realza que la satisfacción del derecho en tanto derecho no se juega en eso, sino en el acceso de todos al bien en cuestión. 


			Por cierto, este acceso seguro debe ser entendido como acceso a cierto estándar de cantidad o de calidad del bien en sí. No es lo mismo tener derecho a una vivienda donde se vive de manera hacinada e insalubre que a una vivienda digna, o a una educación donde todos entienden lo que leen que a una en que no. La importancia de pensar y definir bien el estándar se advierte en la convención citada arriba. El texto se refiere, por ejemplo, a un acceso «adecuado» a alimentación, vestuario y vivienda, así como del «más alto nivel posible» de salud. 


			Qué significa «adecuado» o «más alto nivel posible» varía según el caso, pero evidentemente un derecho social así entendido obedece a una concepción suficientaria. Lo que se busca garantizar es que todos obtengan suficiente de dicho bien, donde «suficiente» es definido de modo más o menos exigente, o incluso «muy» exigente. No hay nada en la idea suficientaria que implique que el umbral garantizado tenga que ser, como diría Atria, un «mínimo para pobres». 


			La definición de un estándar suficiente evidentemente varía según el lugar y momento del que se trate. Un estándar adecuado de vivienda para un sioux norteamericano en el siglo XVIII nada tiene que ver con el estándar que sería adecuado para un habitante urbano del siglo XXI. Los niveles más altos posibles de salud cambian con la tecnología, los hábitos y muchos otros factores. Además, los estándares más exigentes son, por lo general, mucho más caros. Por eso, las convenciones internacionales sobre derechos sociales hablan de la obligación de los países de irlos realizando paulatinamente, en la medida en que los recursos de cada país lo permitan.24 


			Si lo que definiera al derecho social fuese su distribución igualitaria —al modo de la quiebra—, no habría razón alguna para que la realización fuese gradual. Cualquier país, rico o pobre, podría garantizar derechos sociales de inmediato, en función de los pocos o muchos recursos que el país posea en ese momento. 


			Pero si aceptamos que un derecho social constituye un acceso garantizado a cierto estándar, se siguen dos consecuencias. La primera es respecto a la distribución del bien. Que algún bien o servicio sea protegido como derecho social nada nos dice respecto a su distribución, más allá de que todos deben tener acceso suficiente al bien en cuestión. Esto contradice la postura de Atria de que solo una distribución igualitaria es compatible con un derecho social. Lo que importa es el acceso universal al estándar de satisfacción y el nivel de este mismo, no si existe gente con acceso mayor que dicho estándar. Por eso, en el ejemplo anterior, podemos decir que en el país B hay mayor satisfacción del derecho social a la salud, en cuanto el estándar universal de acceso es más alto, a pesar de la desigualdad que existe en dicho país.25 


			La segunda consecuencia de esta postura es que los derechos sociales tampoco se definen por una modalidad única de provisión, pues lo que importa no es esta, sino el cumplimiento efectivo de la garantía de acceso para todos. Y al desligar la satisfacción de un derecho de su modo de provisión, podemos advertir que los derechos sociales y el mercado no son conceptos opuestos. Los mercados bien pueden ayudar a proveer un bien o servicio a muchas personas, y eventualmente a todas bajo algunos esquemas, por lo cual son una opción —no una obligación— a la hora de satisfacer mejor un derecho o entregar un estándar más alto de este.26 


			Explica James Nickel, filósofo especialista en derechos humanos, respecto de los derechos sociales como la alimentación o la vivienda: 


			 


			Un sistema viable de derechos sociales requiere que la mayoría de las personas se provea de los bienes para sí mismas y sus familias a través de su propio trabajo, siempre y cuando tengan las oportunidades, educación e infraestructura necesarias. Los programas gubernamentales de derechos sociales entregan garantías de acceso, pero los gobiernos mismos deberían tener que proveer los bienes directamente solo en una minoría de los casos.27 


			 


			Para ciertos derechos sociales, como a la educación o la salud, puede haber argumentos de otro tipo para que el Estado tome un rol preponderante, más allá de ser el proveedor de último recurso del bien. Pero ese es justamente el punto: la modalidad de provisión puede variar según el derecho social del que se trate e incluso del país en cuestión. Esta diversidad es lo que de hecho observamos en el mundo.28 


			 


			¿QUÉ DERECHOS SOCIALES?


			 


			Curiosamente, Atria suele poner como ejemplos de derechos sociales solo la educación y la salud. Pero la pregunta obvia es qué hacemos entonces con esos otros derechos como la vivienda, la comida y el vestuario. ¿Debemos entender que en estos otros derechos sociales también se debe aplicar la distribución igualitaria y la provisión enteramente «descomodificada»? 


			No hay nada en la argumentación de Atria que a priori haga pensar que su manera de entender los derechos sociales se deba aplicar solo a la educación y la salud.29 La consecuencia natural sería que todos los derechos sociales, si han de ser realmente sociales, deberían ser «descomodificados»: no podrían ser mercancías, y por ende, no podrían ser provistos con fines de lucro, y su distribución debiera ser estrictamente igualitaria (al menos entre personas con necesidades equivalentes). 


			Pero hay un pequeño problema: no conocemos país alguno, fuera de los fracasados socialismos reales del siglo XX, que haya intentado colectivizar la comida, la vivienda o el vestuario. 


			Pensemos en la comida. Como nadie podría usar su dinero para comprar más o mejor comida que la que le corresponde bajo las reglas del «régimen de lo público», habría que aplicar cupones de racionamiento o algún sistema equivalente como la única manera de distribuir la comida. Se deberían prohibir los restoranes, almacenes y supermercados que funcionan con fines de lucro. Adiós a los asados celebratorios cada vez que gana Chile, si es que la carne y los chorizos no están contemplados en la tarjeta de racionamiento. 


			En materia de vivienda, habría que pensar en constructoras de casas sin fines de lucro, en casas asignadas a las personas quizá según el tamaño de su familia, pero de igual calidad para todos, y así sucesivamente. 


			Si este es el camino al que llevan los derechos sociales, parece singularmente poco atractivo y viable. No hay que ser experto en economía para advertir que los incentivos para producir tanto alimentos como viviendas bajarían dramáticamente, acentuando así la misma escasez que esta concepción de los derechos sociales busca enfrentar.30 Amén de que una política de ese tipo implica límites a la libertad individual y un grado de intromisión del Estado en la privacidad de las personas que parecen difíciles de contemplar, e inconcebibles de sobrellevar en la práctica. 


			La otra posibilidad, desde luego, es que Atria sí piense que solo algunos derechos sociales debieran proveerse de la forma en que él describe —concretamente, la educación y la salud— y los otros, no. Al menos conceptualmente, esto no sería un problema. Bien podría haber razones especiales en esos ámbitos que sugieran que una distribución igualitaria y sin lucro está justificada. Pero en dicho caso, hay que explicar con claridad, y Atria no lo hace, por qué solo ahí sí requerimos que esas condiciones se cumplan, mientras en otros ámbitos tradicionalmente considerados derechos sociales, no. 


			Y si nos vamos por ese camino, la analogía de la quiebra y la idea de la «descomodificación» ya no sirven para ilustrar la idea de los derechos sociales en general, sino solo para algunos de ellos. ¿Qué hacemos con el resto? ¿El acceso a la vivienda o a la comida ya no serían derechos sociales? ¿O lo serían, pero ahí sí estaría permitido proveer «mínimos para pobres»? 


			Estas son confusiones evitables. Se evitan si en vez de pensar los derechos sociales usando la analogía de la quiebra y a la idea de la «descomodificación», los pensamos simplemente como garantía de acceso al bien en sí. Este enfoque le hace mayor justicia a los derechos sociales en su conjunto porque se puede aplicar a todos los derechos sociales por igual; no nos obliga a decir que estos deben proveerse todos de la misma forma, y no nos obliga a decir —como en el país A— que el acceso a menos salud equivale a mayor cumplimiento del derecho social a la salud. Si un derecho social es acceso garantizado a un estándar, entonces mientras mejor sea el estándar, más derecho efectivo habrá. 


			Nuestra comprensión de los derechos sociales es también más coherente con su justificación fundamental: los derechos sociales existen para permitir a todas las personas, y no solo a quienes tienen recursos, vivir una vida autónoma.31 Así, cuanto mayor sea el estándar garantizado, mayor la autonomía garantizada para cada cual, independiente de cómo se provea dicho estándar. 


			Al estar los derechos sociales al servicio de la libertad —al igual que los derechos políticos y civiles—, garantizarlos es una obligación de justicia y, por ende, de ciudadanía. Es parte de lo que nos debemos unos a otros en tanto ciudadanos, no por un asunto opcional de caridad.32 


			Esta es, por cierto, una justificación perfectamente liberal de la relevancia de los derechos sociales, a pesar de que Atria también la defiende. El socialismo que él propone coincide con el liberalismo igualitario moderno cuando afirma que lo que importa es vivir «bajo instituciones que hagan probable que las condiciones para una vida realizada sean para todos, y no solamente para los ricos».33 


			Justamente por ello, si la autonomía —las condiciones que permitan una vida realizada— es lo que justifica los derechos sociales, entonces la provisión de esas condiciones es lo decisivo desde el punto de vista moral, y las formas institucionales que escojamos para proveerlas —cuánto mercado y cuánto Estado, qué es gratis y qué no lo es— deben escogerse justamente en función del mejor cumplimiento posible de esos estándares. Por esto, no parece sensato suponer que una sola forma institucional será idónea para todos y cada uno de los derechos sociales. 


			 


			¿Y A QUIÉN LE IMPORTA?


			 


			Toda la discusión anterior puede parecer demasiado abstracta. ¿Cuánto importa, realmente, que los derechos sociales se entiendan al modo de una quiebra o bien como un acceso garantizado a cierto estándar? ¿Se juega algo relevante en esto? 


			Importa mucho. Y esta importancia se puede apreciar en discusiones muy concretas. 


			Por ejemplo, la ley de presupuesto 2017 contempló 1.100 millones de dólares para financiar los estudios superiores gratuitos de alumnos provenientes del 50 por ciento más vulnerable de Chile. Es un objetivo loable. 


			Pero al mismo tiempo, el Servicio Nacional de Menores —donde se produjeron más de 850 muertes de niños en la última década, más una cantidad indeterminada de abusos, violaciones y sufrimiento de la peor especie— recibió solo 380 millones de dólares, a pesar de una manifiesta falta de recursos físicos y humanos para dar una atención digna a estos niños. 


			Este no es solo un asunto de montos totales, sino también de prioridades en el margen. Mientras entre el 2016 y el 2017 se agregaron 343 millones de dólares al presupuesto de la llamada «gratuidad», el presupuesto del Sename subió, a pesar de las muertes entonces conocidas, en solo 24 millones de dólares. 


			¿Qué podemos decir de esta situación desde la perspectiva de los derechos sociales? Si los entendemos como un modo de provisión y distribución, la decisión del gobierno al asignar los recursos de esa forma fue correcta, porque al garantizar que la educación superior sea gratis para más estudiantes, se avanza en la «descomodificación» de esta. 


			El Sename, por su parte, es una entidad pública y usa la mayor parte de su presupuesto para financiar atenciones a niños, que son provistas, o bien por sí mismo o por fundaciones y ONG sin fines de lucro. Por lo tanto, la provisión allí ya está «desmercantilizada». Y, por lo tanto, desde la óptica que propugna Fernando Atria, no parece prioritario comprometer recursos adicionales si lo que se quiere es avanzar en derechos sociales. 


			Por otra parte, si uno entiende los derechos sociales como acceso seguro a servicios con ciertos estándares, la conclusión debe ser la inversa. La violación de derechos sociales —en acceso a salud física y psíquica, en condiciones de vivienda y abrigo, en educación— es muchísimo más grave entre los niños a cargo del Sename que entre aquellos que, de no gozar de estudios universitarios gratuitos, tendrían que endeudarse para cursar estudios superiores. 


			Un niño que entra al Sename ya es un niño en grave riesgo social; si no se logra algún éxito allí, las condiciones de autonomía de ese niño quedarán con toda probabilidad dañadas de por vida. No puede decirse lo mismo de alguien que debe endeudarse a cambio de aumentar sus ingresos futuros mediante el estudio. 


			Desde esta visión alternativa, entonces, la opción de hacer crecer el presupuesto en gratuidad en casi quince veces más que en atención a los niños del Sename constituye un pobre avance en derechos sociales y una profundización de las desigualdades, no su reducción. Al revés: no cabe duda de que desde esta perspectiva la prioridad debe ser subir los estándares más bajos, antes que los más altos. 


			Hay una tensión similar en el énfasis que el gobierno de la Nueva Mayoría, siguiendo los dictados de Atria y otros analistas, puso en la cuestión del lucro en la educación. 


			Veremos en capítulos posteriores que existen buenas razones para ser escépticos respecto del lucro en la educación.34 Cuando los servicios prestados son complejos, como en un colegio, y los padres tienen imperfecto acceso a la real calidad del servicio prestado por el colegio donde están sus niños, no basta con confiar en las fuerzas del mercado para asegurarse de que un colegio está haciendo bien su labor. En Chile, hasta hace muy poco, la regulación y la supervisión del sector particular subvencionado era escasa.35 Por el bien de los estudiantes resultaba necesaria una regulación más atenta y una fiscalización más activa sobre los colegios particulares subvencionados, incluyendo aquellos con fin de lucro. 


			Pero la evidencia disponible sugiere que los colegios con fines de lucro en promedio lo hacían casi igual de bien —o de mal— que sus pares sin fines de lucro. Más aún, existía una enorme variedad en su desempeño, al igual que en los colegios municipales, y que en los particulares sin fines de lucro; los había malos, más o menos, buenos y excelentes. 


			Dada esta realidad, la prohibición universal de colegios con fines de lucro fue típica de un enfoque más preocupado de las formas de provisión de un derecho social, que de los estándares que se le aseguran a los niños y jóvenes. El contraste entre las dos formas de entender los derechos sociales es claro. Para el enfoque que considera un derecho social como lo opuesto al mercado, la existencia de lucro en un colegio, aun si la calidad provista fuese excelente, es contraria a la existencia de un derecho social; es su negación. 


			En cambio, para el enfoque que entiende los derechos sociales como acceso asegurado a un estándar, lo que importa es justamente dicho estándar. Por ello, arriesgar el cierre de buenos colegios por el solo hecho de tener lucro —una posibilidad real, dada la legislación que se aprobó y aplicó— no parecía prudente. 


			Mejor habría sido poner el acento en la situación de todos los colegios —municipales y particulares subvencionados sin y con fines de lucro— que tuvieran un pobre desempeño, de forma de incrementar lo más rápido posible su calidad con toda suerte de programas de apoyo, y cerrando aquellos que no lograran revertir en un tiempo prudente su pobre desempeño.36 Alternativamente, y como mínimo, se podría haber dado a los colegios con fines de lucro, pero de buen desempeño, plazos más largos de transición hacia esquemas sin fines de lucro. 


			Pero nada de eso se hizo. Puesto que el pecado era lucrar, se trató a buenos y malos de la misma forma, mientras que muchos pésimos colegios sin fines de lucro pudieron seguir funcionando sin obstáculos legales. 


			No se trata de defender el lucro como indispensable en la educación. Pero existiendo colegios de esa naturaleza en nuestro sistema escolar, preocuparse de preservar los buenos colegios —y los había— habría sido más apropiado. Arriesgar el cierre de buenos colegios y forzar a esos niños a irse a otros sin fines de lucro, pero de peor calidad, contaría como un avance desde la idea de derechos sociales como «descomodificación». Pero es un retroceso cuando lo vemos desde la idea de derechos sociales como acceso a estándares de buen nivel. 


			 


			LOS «MÍNIMOS PARA POBRES» Y LA IGUALDAD


			 


			Queda un punto pendiente. Aun si aceptamos que los derechos sociales constituyen garantías de acceso a cierto estándar de bienes o servicios necesarios para la autonomía, ¿no arriesgamos con dicha definición perpetuar marcadas desigualdades sociales? ¿No es cierto, en otras palabras, que la fijación de estándares se vuelve simplemente la provisión de «mínimos para pobres», como dice Atria? 


			Para responder esta pregunta, lo primero es tener presente que una igualdad plena de acceso —lo que busca Atria— implica la combinación de un acceso universalmente garantizado al bien o servicio en cuestión, más la prohibición de que las personas adquieran montos adicionales de ese servicio por cuenta propia. Atria parece creer que sin esta prohibición de que los ricos compren más del bien por su cuenta, cualquier acceso que se garantice públicamente será irremediablemente «para pobres». 


			Pero ¿es eso realmente así? Incluso en el ejemplo preferido por Atria para ejemplificar un derecho social —el NHS o Servicio Nacional de Salud del Reino Unido— está plenamente permitido adquirir seguros privados de salud adicionales a la garantía pública dada por el NHS. Esto, a pesar de que dicha adquisición de servicios de salud en el mercado viola a todas luces la idea de la provisión de un derecho social al modo de la quiebra. De igual forma, en casi todos los países europeos se permiten los colegios particulares pagados, a pesar de que estos también son inconsistentes con la idea del derecho social como quiebra. 


			En resumen, la práctica internacional de los derechos sociales no es la prohibición, sino la provisión de estándares adecuados para todos, donde por supuesto parte del desafío está en darle contenido al concepto de «adecuados». 


			La obra de T. H. Marshall, de quien Atria dice tomar su modelo de derechos sociales, procede de un modo muy distinto a lo que el mismo Atria plantea. En su famoso ensayo Citizenship and Social  Class, Marshall hace un recorrido histórico por la paulatina implementación de diversos derechos sociales en el Reino Unido. En línea con nuestra interpretación, dice que «los derechos sociales implican un derecho absoluto a cierto estándar de civilización».37 Pero en ninguna parte habla de la prohibición de los mercados como el objetivo al cual se debe llegar, ni establece una modalidad única de provisión que defina a los derechos sociales. 


			Marshall celebra, por ejemplo, la existencia de ayuda legal subsidiada —no gratis— para quienes no pueden pagar un abogado; también aplaude la existencia de becas para los alumnos universitarios, con foco en los más pobres y variables en su monto según el ingreso de los padres.38 Y al describir los servicios sociales —y no, como Atria, los «derechos» sociales en general—, y específicamente el caso de la salud británica tras la creación del National Health Service, Marshall recalca que su novedad histórica es que 


			 


			el mínimo garantizado ha subido a un nivel tal que referirse a él como mínimo deja de ser adecuado. La intención, al menos, es que se aproxime a un máximo razonable, de modo que los extras que los ricos pueden adquirir no sean más que lujos y extravagancias.39 


			 


			Marshall nos da una pista importante: cuando los mínimos son suficientemente altos, llamarlos «mínimos» es una denominación errónea. Menos aún son mínimos para pobres, es decir, mínimos que dejen la estructura social intacta. Son, más bien, mínimos tan altos que sirven para aplanar las diferencias sociales. Y, sin embargo, no establecen prohibiciones sobre nada o nadie. 


			En otras palabras, incluso en el caso de los servicios sociales de educación y salud, donde la exigencia de igualdad es mayor que para otros derechos sociales como la vivienda o la comida, lo relevante es proveer un estándar de servicio razonablemente —la palabra es de Marshall— alto. 


			Nótese, además, que si el piso garantizado es suficientemente elevado, las condiciones sociales para el despliegue de la autonomía de todos se encuentran satisfechas. En este caso, justamente, las instituciones y las políticas que estas instituciones aplican hacen posible una vida realizada para todos y no solo para los ricos, para parafrasear la expresión de Atria. 


			Por lo mismo, no se justifica establecer —adicionalmente— una prohibición universal de adquirir más del derecho social en cuestión. Ello constituye una limitación de la libertad de las personas que quieran hacerlo y que ya han cumplido con su obligación de contribuir al pozo común. Dicha prohibición tendría que explicar muy bien qué perjuicio concreto estarían sufriendo las personas que no compran más del bien por fuera, pero que ya tienen garantizado acceso a un estándar alto del bien en cuestión.40 


			En definitiva, la conquista histórica en el ámbito de los derechos sociales es el logro de umbrales garantizados exigentes, no eliminar el lucro y prohibir el mercado. 


			La igualdad se logra subiendo el piso, no bajando los techos. Se logra poniéndoles patines a todos los niños y no quitándoselos a otros, para citar una vez más la tristemente célebre metáfora del ministro Eyzaguirre. 


			 


			CHILE ES UNA GRAN FAMILIA...


			 


			El socialismo de Atria rechaza la imagen de los ciudadanos únicamente como consumidores que transan en el mercado, cada uno buscando su propio interés. La ciudadanía, según su punto de vista, es un espacio de obligaciones recíprocas. Hasta ahí estamos de acuerdo. El mercado y la política son esferas distintas donde nos relacionamos de modo distinto. Por cierto los ciudadanos tenemos obligaciones políticas para con nuestros conciudadanos, y ellos con nosotros. 


			Pero a continuación Atria sugiere que las relaciones entre ciudadanos deben concebirse a imagen y semejanza de relaciones familiares como la hermandad, donde «la realización de uno incluye la realización del otro». Es esta idea —que mi felicidad o realización solo puede ser tal cuando se da junto a la de todos los demás ciudadanos— la que justifica la concepción de los derechos sociales como mecanismos de distribución perfectamente igualitaria. El desafío, según Atria, es identificar «cómo podemos hacer que la manera en que entendemos las relaciones entre hermanos sea la manera en que entendemos las relaciones entre ciudadanos».41 


			La exigencia de reciprocidad que de esta forma se plantea es errónea. Nuestros compatriotas no pueden sernos indiferentes moralmente (tenemos obligaciones con ellos), pero esta vinculación no es equiparable a la que producen los lazos familiares más cercanos. Mi compatriota no es un extraño, pero tampoco es mi hermano; es un conciudadano. 


			El paradigma de la relación de ciudadanía no es el del mercado ni tampoco el de la familia, porque ninguna de esas dos instituciones es específicamente política.42 


			Las relaciones familiares tienen una densidad propia y se construyen sobre expectativas de reciprocidad que van mucho más allá de lo que le podemos pedir a extraños, aun si esos extraños son nuestros conciudadanos. Un hermano podría estar dispuesto a hacer enormes sacrificios financieros para ayudar a su hermana aquejada de graves problemas de salud —y viceversa—, pero no sería razonable esperar que los hiciera en igual medida por cualquier compatriota. 


			La justicia demanda, como explicaremos con mayor detalle en el próximo capítulo, que podamos relacionarnos con otros en un pie de igual ciudadanía, lo cual establece obligaciones específicas y nada menores de reciprocidad. Pero aun así ellas no son homologables a las de las familias. 


			La argumentación de Atria no logra establecer por qué nuestras obligaciones de reciprocidad como ciudadanos llegan a tal punto que, además, debiéramos hacer ilegal cualquier búsqueda de mayor educación o salud por cuenta propia o para la propia familia. Prohibir esa búsqueda, de hecho, incurre en la «nivelación hacia abajo» que antes describimos: una igualación que produce igualdad solo porque quita oportunidades a algunos, sin dárselas a los otros. Ese no es el tipo de igualdad que garantiza la libertad efectiva, ni produce justicia. 


			Lo anterior lleva a clarificar las obligaciones que tenemos unos con otros en cuanto ciudadanos. Nos debemos unos a otros las garantías de acceso suficientes a los servicios sociales para mantener y sostener en el tiempo nuestro estatus como ciudadanos de igual dignidad. En algunos casos, como la alimentación, dicho estándar puede ser relativamente bajo respecto al total de comida disponible; en otros casos, como la salud o la educación, el estándar mínimo puede ser tan elevado que la diferencia entre el piso y el techo de calidad deberá ser relativamente menor, pero solo porque el piso es razonablemente alto. Y, por supuesto, esta provisión de accesos garantizados nos obliga mutuamente a contribuir al pozo común de impuestos, de forma tal que dichos exigentes umbrales de acceso puedan ser satisfechos. 


			¿Qué implica esto para los casos más exigentes, como la educación y la salud? Que todos debemos contribuir, según nuestras posibilidades o situación económica —es decir, de acuerdo a un esquema de impuesto progresivo a la renta—, para financiar el sistema común de educación y de salud hasta que este sea adecuado para garantizar a todos un nivel de prestaciones consistente con la igual ciudadanía. Si por encima de eso alguien quiere y puede financiar educación particular o seguros privados de salud, puede hacerlo. Pero no puede aducir que porque ya paga mucho privadamente por su educación y su plan de salud, no se le deben cobrar más impuestos para financiar la salud o la educación de todos. 


			Esto implica que en el caso de la salud se justifica —los autores de este libro somos partidarios de la idea— un sistema de seguros universales. La división entre Isapre y Fonasa, tal cual existe ahora, viola el requisito de igual ciudadanía al causar un claro perjuicio a los usuarios del segundo sistema. Un plan básico para todos los ciudadanos, que garantice un nivel razonablemente alto de prestaciones —financiado, en el caso de Chile, por las cotizaciones individuales del 7 por ciento más fondos provenientes de impuestos—, nos acerca a la meta deseada de provisión de servicios de buen estándar para todos que garanticen igual ciudadanía. 


			Pero nada impide que una vez cumplida la obligación de contribuir al pozo común alguien quiera usar parte de sus ingresos restantes para adquirir seguros adicionales de salud o prestaciones privadas de esta. Al hacerlo, de hecho, liberan recursos del sistema público —por ejemplo, horas médicas— que pueden ser dedicados a los que sí dependen del pozo común, y que debiera ser la inmensa mayoría. Lo decisivo, entonces, es el estándar o nivel del servicio garantizado a todos. Ni la provisión descomodificada ni la distribución al estilo de la quiebra son consideraciones fundamentales para ello. 


			Suele atribuirse al líder chino Deng Xiaoping la idea de que no importa si el gato es blanco o negro, lo importante es que cace ratones. Bajo Xiaoping, China inició el giro hacia la apertura económica que la transformó en potencia mundial y sacó a decenas de millones de chinos de la pobreza. Buena parte de la izquierda chilena, por contraste, sigue obsesionada con el color del gato. No podemos sorprendernos, entonces, si a menudo nos acosan los ratones. 


			 


			LA IZQUIERDA Y LA IGUALDAD


			 


			El Frente Amplio ha sido bastante crítico con la vieja Concertación, que fue «prioritarista»: se preocupó de subir los niveles de vida de los más pobres antes que de reducir las diferencias entre grupos o clases socioeconómicas. 


			Lo que el Frente Amplio y parte de la izquierda tradicional no reconocen es que subir los niveles de vida de los más pobres sí contribuyó indirectamente a reducir desigualdades en materias tan importantes como la salud o la educación. No fue trivial —y muchos países de América Latina darían casi cualquier cosa por lograrlo— que la educación básica sea prácticamente universal, que más de la mitad de cada generación de jóvenes llegue a la educación superior, o que toda la población tenga acceso garantizado y gratuito al cuidado médico en el caso de casi un centenar de patologías. 


			Supongamos que una persona debe elegir en qué momento le habría gustado nacer, planteó Barack Obama. Y debe elegir sin saber de modo anticipado si será hombre o mujer, o si nacerá en un hogar rico o uno pobre. En ese caso elegirá nacer en el presente, concluyó Obama, porque hoy hay más oportunidades y se enfrentan menos riesgos que en ningún momento de la historia humana.43 


			Lo mismo podemos decir los chilenos. Con todas las enormes desigualdades que persisten, nunca en Chile alguna generación había estado en condiciones de experimentar una vida de tantas posibilidades y con tanta libertad como la juventud chilena actual. Esto no fue resultado de un accidente o inevitable consecuencia del avance tecnológico, sino fruto de décadas de políticas sociales orientadas claramente en esa dirección. No debemos olvidarlo ni minimizarlo. 


			Ahora, es natural no conformarse solo con ser una sociedad donde no hay pobreza extrema y más oportunidades, sino aspirar también a ser una sociedad más igualitaria. Una sociedad justa no es simplemente una sociedad sin pobres, sino una que en ciertos ámbitos es propiamente igualitaria. 


			Por ello, queda mucho por avanzar. La pregunta es cómo, y precisamente en qué dirección (apuntando a qué tipo de igualdad). 


			La Nueva Mayoría, con el apoyo del Frente Amplio, propuso un nuevo camino hacia una sociedad más igualitaria, construido a partir de la concepción de derechos sociales de Atria. ¿Es ese un camino que resulte conceptualmente persuasivo? Nos parece que la respuesta es no. 


			Coincidimos con Atria en pensar que debemos ir más allá de aspirar simplemente a eliminar la pobreza. Creemos también que en áreas como la salud y la educación se requieren urgentes esfuerzos por disminuir aún más la desigualdad, pero la manera en que Atria ha propuesto combatir la desigualdad social tiene serios problemas. 


			La propuesta de Atria es conceptualmente equivocada: los derechos sociales no son simplemente servicios «descomodificados». Su afirmación es, también, filosóficamente dudosa: lo que nos debemos como ciudadanos —para garantizarle a cada persona el acceso a las capacidades que les permitan desarrollar sus proyectos de vida con autonomía— son umbrales exigentes, no distribuciones igualitarias. 


			Creemos que este enfoque es, además, poco eficaz para reducir desigualdades. Hay un argumento pragmático, aparte de los argumentos conceptuales y filosóficos, en contra de dicha postura. Las dificultades que en los hechos tuvieron las políticas de la Nueva Mayoría —reformas de diseño contradictorio y a veces confuso, que en ciertos períodos recibieron el rechazo mayoritario de la población en las encuestas— sugieren que este no es un riesgo remoto, sino que una realidad concreta y palpable. 


			Al perseguir la «descomodificación» por sobre la garantía de umbrales universales y exigentes, el gobierno de la Nueva Mayoría distrajo valiosos esfuerzos técnicos, recursos económicos y voluntad política de este último objetivo. Esto es lo que lleva a priorizar la «descomodificación» de la educación superior antes que a garantizar, por ejemplo, derechos efectivos de salud, educación y cuidado a los niños y niñas que el Estado tiene a su cargo en el Sename. Es lo que lleva a gastar miles de millones de dólares en universidad gratis cuando la gran desigualdad educacional de nuestro tiempo sigue estando entre la minoría que tuvo una oportunidad de entrar a una buena universidad y la mayoría que no; entre los que pasaron por una educación preescolar y primaria adecuada y los que no. 


			El llamado a la «descomodificación» invisibiliza las demandas de los que se van quedando atrás. En su afán por ser igualitarista, esta izquierda «descomodificadora» ha tirado por la borda la preocupación prioritaria por las mayores víctimas de la desigualdad, que son los más pobres y desaventajados. Esa es una elección política antiigualitaria. Y produce un conjunto de políticas públicas tremendamente injustas. 


			Esa es la paradoja. En el capítulo anterior argumentamos que la libertad de cada persona es sin duda un valor político fundamental, pero que la derecha Chicago-gremialista, al entenderla solo como libertad negativa, le hace un flaco servicio a la causa de la libertad. 


			De igual modo, la izquierda que adopta el enfoque de Atria le hace un flaco favor a la lucha por la igualdad. Los derechos sociales entendidos como «descomodificación» son un camino mucho más lento y torcido hacia la igualdad social que la misma izquierda declara buscar como su gran prioridad. 


			Peor aún: puede ser un camino que, tras muchos giros abruptos y bifurcaciones no señalizadas, nos lleve hacia atrás. Y un retroceso en la lucha contra la desigualdad es precisamente lo que Chile no requiere en ese momento de su historia. 


			 


			¿UNA IZQUIERDA POPULISTA?


			 


			Las ideas de Fernando Atria que hemos analizado en este capítulo no solo tienen seguidores en la ex Nueva Mayoría. Al contrario: los mismos líderes del movimiento estudiantil del 2011 han reconocido a Atria como su inspiración intelectual.44 


			Estas ideas de Atria no son populistas en sí mismas, pero perfectamente se podrían combinar con modos populistas de hacer política. Hemos visto que los populistas no aceptan la complejidad, reniegan del pluralismo y propugnan un concepto iliberal —y en ocasiones antidemocrático— de la representación política. Así las cosas, ¿qué tan cercana se encuentra la izquierda chilena, tanto en sus variantes convencionales como del Frente Amplio, al populismo? 


			Partamos por la complejidad de las ideas —o la ausencia de ella—. Ante la bancarrota intelectual de la antigua Concertación, en los partidos que otrora la conformaron actualmente reina la confusión conceptual. El discurso de los derechos sociales «a la Atria» ha penetrado en todos ellos, así como en el Frente Amplio. Pero fuera de ese ámbito restringido, la perplejidad de muchos ex Nueva Mayoría parece ser total. Algunos miran con interés las posturas Frente Amplio; otros prefieren por ahora un camino propio, pero sin mucha claridad doctrinaria respecto a su eventual contenido. 


			En estas circunstancias de desorientación radical, la tentación para los dirigentes de los partidos tradicionales es simplemente subirse al carro de cualquier solución simplista que aparezca popular y pueda traer visibilidad mediática. Este riesgo de una deriva hacia una política dominada por ideas populistas (es decir, simplistas y moralizantes) es real y ya se ha hecho sentir. La «retroexcavadora» de Quintana podría ser su símbolo. 


			Acaso no sea culpa de Atria, pero su énfasis en la «descomodificación» genera el contexto perfecto y la justificación siempre a mano para las políticas simplistas. ¿Las pensiones son malas? Terminemos con las AFP y listo. ¿Hay problemas graves en la educación? Centremos entonces el debate en quién paga por la educación y si el pago es con o sin fines de lucro. Gocemos así de la dulce ilusión que los otros problemas, los verdaderamente difíciles —¿Qué enseñar? ¿Cómo enseñar? ¿Cómo formar a los docentes? ¿Cómo motivar a los alumnos? ¿Cómo aplanar de verdad la cancha para ese niño o esa niña a los que nunca les leyeron un cuento o regalaron un libro?— se resolverán acto seguido y como por arte de magia. 


			Veremos con mucho más detalle en un capítulo posterior por qué esta manera simplista de proceder ante los dilemas de política pública está llena de problemas. Por ahora, valga solo lo siguiente. El simplismo, llevado a problemas socioeconómicos —como la desigualdad económica, la educación de calidad, el mercado laboral, las pensiones, u otros— suele producir malos resultados prácticos, precisamente porque los problemas son multicausales, hay variados intereses legítimos en juego, y evolucionan de maneras muchas veces imprevistas producto de millones de decisiones individuales que ningún planificador puede anticipar. En suma, son problemas complejos que no admiten soluciones simples. Para los populistas nada de esto importa; es mejor y más fácil establecer que existe un bando bueno (el pueblo) y un bando malo (las AFP, el empresariado, los ávidos de lucro, y así sucesivamente); declararse el portavoz de los buenos; y, a continuación, proponer una gran solución que suene bien, aunque sus efectos prácticos no hayan sido estudiados ni mucho menos debidamente aquilatados. El remedio —veremos en detalle— suele ser peor que la enfermedad. 


			 


			BEATRIZ CONTRA LOS DUEÑOS DE CHILE


			 


			Vimos también anteriormente que una característica crucial del populismo es la negación del pluralismo: un populista no reconoce que hay otras opciones políticas igualmente legítimas que la propia. ¿Es «populista» el Frente Amplio en este sentido? 


			A primera vista, no. El Frente Amplio no utiliza un lenguaje que niegue la legitimidad a sus contendores: no acusa trampas en las elecciones y no hace oposición suponiendo que el pueblo ha sido traicionado por la victoria de Piñera (la que pueden considerar lamentable, o un error de juicio de la mayoría, pero no una traición a la voluntad popular). Y si bien los líderes del Frente Amplio ocasionalmente se refieren a Piñera como quien se opone a las demandas de las «mayorías sociales» —lo que resulta curioso, porque precisamente una mayoría en la segunda vuelta le dio la presidencia a Piñera—, remarcar, como lo hacen, que se necesita construir mayorías sociales y políticas para gobernar, es claramente pluralista, no populista. 


			Hasta aquí todo bien. Pero, lamentablemente, otras señales son menos halagüeñas. Enfrentado a la tentación de oponer a un pueblo virtuoso y una elite corrupta, el lenguaje frenteamplista roza el populismo con alarmante frecuencia.45 En el discurso en la noche del 20 de noviembre de 2017, cuando Beatriz Sánchez reconoció su derrota, ella no solo pidió explicaciones a las encuestadoras por haberse equivocado en sus predicciones (lo que era entendible, dado que le habían pronosticado bastante menos votos de los que obtuvo). Además, le pidió explicaciones a «estos que se creen los dueños de Chile», prácticamente acusándolos de arreglar las encuestas para favorecer a Piñera. «La carrera [se suponía que] estaba corrida para los dueños de Chile, para los poderosos de siempre. Nosotros decimos “No”».46 


			Este es, sin duda alguna, lenguaje populista de manual. Las encuestadoras, según las palabras de Sánchez, no solo se habrían equivocado, sino que serían meras empleadas de «los dueños de Chile». Y habrían sido parte de un complot: la elite económica, corrupta, inventó números para favorecer a Piñera y perjudicarla a ella, a Beatriz Sánchez, la representante del pueblo virtuoso.47 


			La superioridad de los representantes del pueblo virtuoso se replica cuando se plantan frente a la elite política: el Frente Amplio no viene solo a renovar, sino a reemplazar a una generación política que ellos describen como corrupta. La crítica política que realizan es, por tanto, al «duopolio», y por lo mismo no es solo a la derecha sino también a la izquierda tradicional. De ahí que tantas veces, y desde tantos sectores, se les haya acusado de creerse provistos de una «superioridad moral» frente a los partidos tradicionales. Camila Vallejo, que en términos ideológicos difiere en poco del Frente Amplio, los ha criticado por lo mismo.48 Esta demanda por pureza moral es, como hemos visto, recurrente en quienes pretenden representar al pueblo virtuoso, y recorre como un hilo rojo a los movimientos populistas desde Robespierre al presente. 


			La superioridad moral, o la demanda por pureza (que viene a significar lo mismo), tiene consecuencias reales y problemáticas. Como ha señalado el filósofo William Galston, 


			 


			asumir el monopolio del pueblo sobre la virtud erosiona la práctica democrática. La toma de decisiones en condiciones de diversidad típicamente requiere llegar a un acuerdo. Pero si un grupo o partido cree que el otro encarna el mal, sus miembros despreciarán los acuerdos como concesiones deshonrosas a las fuerzas de la oscuridad. En suma, el populismo hunde a las sociedades democráticas en una serie sin fin de conflictos moralizados y de suma cero.49 


			 


			Así se van sumando los problemas para el Frente Amplio. ¿Cómo pactar con la ex Nueva Mayoría, si ella representa hoy la corrupción? ¿Cómo llegar a un acuerdo en algún proyecto de ley con la derecha si ellos no son otra cosa que el pinochetismo y defienden a los ricos? De ahí a erigirse en los únicos representantes legítimos del pueblo, el trecho para los líderes del Frente Amplio no es muy grande. 


			Ese es el peligro. Ahora bien, como insiste Jan-Werner Müller, el solo hecho de criticar a la elite no te hace populista; lo que te hace populista es negar que esas elites sean una parte también legítima del cuerpo político. La pregunta de fondo es si para los partidos del Frente Amplio (y para el Partido Comunista) puede existir algo así como una voluntad general genuinamente inclusiva y diversa en sus perspectivas e intereses, o si, por definición, la voluntad general excluye a ciertas personas (los ricos, los empresarios, los militares, etc.) porque sus intereses son ilegítimos, al estar inherentemente opuestos a los del pueblo. Es esta segunda postura, de raigambre populista, la que al interior del Frente Amplio parece llevar las de ganar. 


			 


			¿DEMOCRACIA BURGUESA?


			 


			Y respecto de los mecanismos de deliberación, representación y contrapeso propios de la democracia liberal, ¿qué tan populistas pueden ser tanto el Frente Amplio como sus aliados? 


			Un indicio indudable de populismo es la defensa que demasiados miembros del Frente Amplio han hecho del régimen cubano o, increíblemente, del gobierno de Maduro en Venezuela, incluso cuando la vulneración de las normas democráticas por parte de Maduro era ya evidente. Este débil compromiso con las normas de la democracia liberal cuando el gobernante autoritario de turno es de izquierda debiera preocupar a cualquiera. 


			Ahora, no por ello sería justo acusar a todos los líderes del Frente Amplio de un compromiso feble con la democracia y sus exigencias. Dirigentes como Vlado Mirosevic o Pablo Vidal no han tenido dudas en criticar el autoritarismo en Venezuela y por ello se han enfrentado a aquellas facciones internas que veían cualquier crítica al régimen de Maduro como una traición. 


			Al mismo tiempo, la existencia de gérmenes populista-autoritarios en el Frente Amplio parece innegable. El año 2016 dos militantes del Movimiento Autonomista se preguntaron en un ensayo cómo podría gobernar el Frente Amplio en caso de que conquistara La Moneda pero no la mayoría parlamentaria (lo que constituye un escenario enteramente plausible). Su respuesta no debería dejar indiferente a ningún defensor de la democracia liberal. Los autores plantearon que una vez en el gobierno, el Frente Amplio debiera «extremar las posibilidades de cambio desde el ejecutivo», cuestionando «el énfasis legislativo que usualmente se le da a los programas de gobierno», dado que ese «sesgo parlamentarista (...) debe ser entendido como parte del funcionamiento de la democracia transicional que nos llevó a la situación actual». Por lo demás, añadían, «el parlamento chileno es y seguirá siendo un espacio controlado mayoritariamente por los intereses oligarcas del país». Así las cosas, «estaríamos ante un escenario de aceleración del Ejecutivo y disminución del poder político del Legislativo». El objetivo de fondo, explicaban, es gobernar ya no buscando «un punto de equilibrio entre los diversos intereses en juego entre los distintos grupos de poder», sino más bien siguiendo una estrategia «revolucionaria democrática» consistente en un «incrementalismo radical» que «implica realizar los cambios máximos posibles sin quiebre democrático, buscando como objetivo principal que el producto de sus reformas sea un nuevo equilibrio de poderes, a partir del cual se pueden dar nuevos pasos hacia poder superar la sociedad de mercado».50 


			Si esto parece el inicio de una deriva autoritaria, y un clásico ejemplo de populistas que ven la división de poderes como un mero obstáculo a la realización de la voluntad popular encarnada por los propios populistas, es porque eso es exactamente lo que es. 


			Nada de esto debe sorprender. Así como la combinación de libertad negativa y conservadurismo moral del Chicago-gremialismo no provee herramientas conceptuales para enfrentar a los populismos de derecha, la ecuación del combate a la desigualdad con la mera «descomodificación» tampoco provee argumentos para enfrentar a los populismos de izquierda. Al revés: este enfoque admite soluciones simplistas a los problemas de interés público, concebidos como una lucha entre buenos y malos. La combinación de simplismo y moralismo configura un enfoque que se parece mucho al populismo. 


			Ante este peligro, coincidimos plenamente con las palabras de Jorge Correa Sutil: 


			 


			La lucha contra el populismo parte por enfrentar con dignidad de iguales a quienes piensan que pueden darnos lecciones de moral; a aquellos que entienden la acción política como testimonio de abrazar causas justas y no en producir soluciones; a los que prefieren la descalificación a la deliberación política vigorosa.51 


			 


			En efecto. La buena política es una política que pone los resultados, y no las intenciones, como la verdadera vara de su éxito. Pero para enfrentar la ola populista se requiere de un aparato conceptual que se tome en serio la libertad y entienda de modo más capaz la desigualdad. Es lo que intentamos construir en el próximo capítulo. 


			
	    

	 	
	    
             


			4 


			 


			El nuevo trato de Elizabeth: la igualdad democrática 


			 


			TODOS A LA PISCINA 


			 


			En diciembre de 2016 las redes sociales viralizaron una situación indignante. Un propietario se quejó porque en la piscina de su edificio se estaba bañando, junto a la hija de una vecina, la hija de su empleada doméstica. Y el reglamento del edificio prohibía expresamente que el personal de servicio o sus hijos usaran la piscina. La señora, sorprendida y escandalizada por el reglamento, difundió la situación. De ahí en adelante las redes sociales se hicieron cargo. 


			Hace veinte o treinta años esta situación no habría levantado muchas olas; acaso resultaba «obvio», al menos entre los propietarios de edificios con piscina. Hoy, en cambio, si bien tales actitudes persisten, empieza a emerger, especialmente entre los más jóvenes, una norma cultural distinta: que más allá del trabajo u ocupación de cada cual, somos todos y todas socialmente iguales. Que la hija de una empleada tenga prohibido nadar en una piscina —que sí está abierta para los invitados de los propietarios—, nos choca. Es inapropiado e injusto, una ofensa a la igualdad básica entre las personas. 


			Pero todos sabemos que situaciones como esta son, en Chile, pan de cada día. Las escenas las conocemos de memoria: el vendedor o el policía que tratan de manera muy distinta al «caballero» que al pobre; el trato despectivo en los servicios públicos hacia quienes parecen de «menor» clase social; el abuso o prepotencia del patrón hacia sus trabajadores; el ascenso laboral para alguien sin mayores méritos, pero con los «pitutos» o la posición social correcta, mientras un postulante calificado pero sin contactos es pasado por alto; la conmoción periodística por un asesinato ocurrido en el barrio alto de Santiago contrastada con la indiferencia ante hechos similares ocurridos en poblaciones marginales; y así sucesivamente. 


			Todas estas situaciones constituyen formas de injusticia. Van a la médula de lo que nos inquieta a los chilenos acerca de nuestro país. En años recientes hemos hablado mucho de desigualdad, de abusos y de injusticia. Pero las ideas y el lenguaje que han dominado nuestro debate público no sirven para entender, mucho menos corregir, injusticias como las descritas. 


			Recordemos que para los ideólogos de la derecha, lo justo es respetar la «libertad negativa» de cada persona: nadie puede obligar a otro a hacer algo contra su voluntad. Pero esa perspectiva ayuda poco a entender las injusticias recién nombradas. En ninguna de ellas hay una violación de la libertad negativa de las personas. En esos ejemplos, la ley no hace diferencias arbitrarias entre personas, ni interfiere con algunos en mayor medida que con otros. 


			Es más, la lógica de la libertad negativa opera en contra de la niña que no puede bañarse en la piscina. Esa lógica implica que, al ser un recinto privado, los dueños pueden disponer de él como les plazca. El Estado estaría violando la libertad negativa de los dueños si se inmiscuyera. La decisión de excluir a la niña de la piscina, sostendría un adepto irrestricto de la libertad negativa, puede ser de mal gusto, o incluso deplorable, pero en un sentido filosófico no sería injusta. 


			¿Es satisfactorio tal razonamiento? Creemos que no. Las reglas que tratan a ciertos tipos de ciudadanos como de primera categoría y a otros como de segunda no parecen compatibles con lo que exige una sociedad que se dice democrática.1 


			¿Y la izquierda? ¿Cómo se plantea frente a estas injusticias de trato? Un izquierdista probablemente diría que todos los casos nombrados son expresión de la enorme desigualdad que atraviesa a Chile. Hasta ahí estamos de acuerdo. Pero como vimos al comienzo del capítulo pasado, es indispensable identificar de qué tipo de desigualdad hablamos. El foco habitual de la izquierda chilena está en las desigualdades socioeconómicas, ya sea de ingresos o de oportunidades: la educación es el ejemplo obvio. Por cierto, estas desigualdades son muy relevantes. Pero en los casos de más arriba hay desigualdades de trato antes que simplemente diferencias de plata o de oportunidades. 


			Allí el lenguaje de los derechos sociales no ayuda. Por mucha salud o educación gratuita —y sin lucro— de la que disponga la hija de la empleada doméstica, seguirá siendo discriminada en la piscina de la patrona de la mamá. Como enfoque político del problema de la desigualdad, el paradigma de los derechos sociales —además de los problemas conceptuales de que adolece, y que revisamos en el capítulo anterior— es demasiado estrecho. En Chile, las desigualdades materiales son agudas, por cierto, pero la injusticia de nuestras relaciones sociales va mucho más allá. 


			Hemos visto en los dos capítulos precedentes que tenemos diferencias con la derecha por su manera de entender la libertad, y con la izquierda por su modo de entender la igualdad. Estamos lejos de menospreciar la libertad o la igualdad. Al revés, precisamente porque ambas son tan fundamentales es que hay que pensarlas mejor. La libertad es tan importante que no puede ser abandonada a los ideólogos de la libertad negativa. Y la igualdad es tan importante que no puede quedar solo en manos de los teóricos del nuevo paradigma de los derechos sociales. 


			La libertad y la igualdad son los valores constitutivos de la democracia moderna.2 Todos queremos vivir en sociedades donde seamos libres y a la vez iguales.3 Pero ni la derecha ni la izquierda presentan visiones que permitan cumplir cabalmente esa aspiración. Necesitamos, pues, una mejor teoría de justicia; una que se tome en serio la libertad, pero también la igualdad; que sepa distinguir entre distintos planos de desigualdad más allá de lo material; y que ofrezca buenas razones para decidir por qué o cuándo cierta desigualdad es injusta y cuándo no lo es. 


			¿Existe una teoría que articule una visión de justicia social más persuasiva que el enfoque de la libertad negativa de la derecha y que el paradigma de los derechos sociales de la izquierda? Pensamos que sí. 


			 


			UN SEÑOR LLAMADO RAWLS


			 


			Por cierto que no somos los primeros en buscar una teoría de justicia que combine de forma virtuosa los ideales de la libertad y la igualdad. La corriente dentro de la filosofía política que ha buscado exactamente eso se llama —era que no— «liberalismo igualitario». 


			Los orígenes de un liberalismo preocupado de la igualdad social datan al menos de los escritos de John Stuart Mill, en el siglo XIX. Pero en el mundo contemporáneo despegó con la publicación en 1971 de un libro llamado simplemente Teoría de la justicia. El autor era John Rawls, un tímido profesor de Harvard que tartamudeaba, sufría al hablar en público y se negaba a dar entrevistas para promover su obra. Hoy, 47 años más tarde, y tras casi medio millón de ejemplares vendidos, ese libro sigue siendo un punto de referencia ineludible —ya sea para criticarlo o para apoyarlo— en las discusiones sobre justicia.4 


			Una gracia de Teoría de la justicia es que planteó de manera explícita el problema de la organización justa de la sociedad en condiciones democráticas modernas, es decir, tomando como punto de partida el deseo de encontrar una teoría de justicia para las sociedades democráticas contemporáneas.5 


			Todas las democracias liberales —de cuya familia Chile es parte— buscan que sus ciudadanos sean libres. Por eso protegen los derechos individuales en un marco de autogobierno democrático. También pretenden que los ciudadanos sean políticamente iguales; de ahí que mande la mayoría, y no una minoría ilustrada. Si nos tomamos en serio la idea de que en democracia debemos ser libres e iguales, ¿bajo qué reglas e instituciones debiéramos vivir? 


			Este es el punto de partida de Rawls. 


			 


			EL VELO DE LA IGNORANCIA


			 


			Corría apenas el 21 de marzo de 2014. La segunda administración de Michelle Bachelet recién se inauguraba, y el mandamás de la Sofofa, Hermann Von Mühlenbrock, ya las emprendía contra la reforma tributaria del nuevo gobierno: «Si los proyectos que evalúan las empresas se vuelven poco rentables en Chile por razones de aumentos impositivos, se llevarán a cabo, pero en otro país», afirmó en un discurso que cayó mal en La Moneda. Horas más tarde, en una entrevista con La Segunda, Von Mühlenbrock ahondó: 


			 


			Si uno coloca impuestos exorbitantemente altos, ese proyecto será mucho más rentable en Perú, Colombia, Ecuador o Brasil y va a quedar en última prioridad en Chile. Y, por lo tanto, ese proyecto en lugar de hacerse en Chile se hará en el país que le dé la mayor rentabilidad. Eso es válido para empresas extranjeras que quieran invertir en Chile o para empresas chilenas que van a hacer sus análisis.6 


			 


			Un economista profesional pudo haber dicho que los impuestos son uno de los muchos factores que inciden en la inversión y que el impacto neto de un alza de impuestos depende de lo que se haga con los fondos recaudados. Si se usan, por ejemplo, para construir carreteras, puertos y aeropuertos, puede que la rentabilidad de la inversión suba, a pesar de los mayores impuestos. También podría argumentarse que si los fondos se utilizan en servicios públicos de calidad, el país se volverá más cohesionado y políticamente estable, con lo cual será más atractivo emprender. Y así sucesivamente. Hay muchos argumentos y contraargumentos plausibles.7 


			Von Mühlenbrock no mencionó nada de esto. No hubo calificaciones ni matices en su declaración. Esa rusticidad analítica le quitó credibilidad. 


			Pero, para nuestros propósitos, el objetivo del vocero de los empresarios también merece atención. ¿Aspiraba Von Mühlenbrock a conseguir el bien común de todos los chilenos —en la misma entrevista afirma que «vamos a trabajar en conjunto con el gobierno porque a todos nos interesa lo mismo»— o a representar los intereses estrechos del empresariado? 


			No hay que escandalizarse. En democracia, no es solo legítimo sino necesario que diversos grupos de interés puedan manifestar su opinión respecto a asuntos que les atañen. Pero la diferencia entre el plano del interés general y el del particular es ineludible y no debe olvidarse. 


			Este es un ejemplo específico de un problema más general. A menudo las personas dictaminan si un cambio en las reglas del juego es justo sabiendo, al mismo tiempo, si ese cambio les favorecerá o no. No hay que ser experto para saber que los más ricos tienden a oponerse a una mayor redistribución económica, mientras los más pobres tienden a favorecerla. Si uno es parte de la mayoría religiosa, el asunto de la tolerancia y los derechos de las minorías religiosas no parece un tema prioritario, pero para los que están en esas minorías puede ser de máxima importancia. Los adultos mayores querrán que los recursos adicionales que consiga el Estado se destinen a salud o pensiones, mientras los más jóvenes exigirán educación gratuita. Y todos, desde luego, harán sus exigencias en nombre de la justicia. 


			Pero ¿cómo arbitrar entre estas demandas si todas responden a los legítimos intereses de algún grupo? ¿Hay algún criterio para hacerlo? Rawls se hizo estas mismas preguntas y dio con una respuesta que merecidamente lo hizo famoso. Como buen filósofo, su solución consiste en un experimento mental. 


			Imaginemos, dice Rawls, que todos los miembros de una sociedad que aún está por nacer —por eso el experimento es mental, no real— se juntan para discutir las reglas de su futura organización social. En esa «posición original» son plenamente libres para decidir cómo quieren organizar su sociedad, sin ninguna herencia u obligación histórica. 


			Aquí viene el truco: debemos imaginar, además, que estas personas no saben qué lugar les va a tocar en la sociedad. Tampoco saben si les corresponderá ser personas talentosas o no, trabajadoras o no, saludables o no.8 No saben ni pueden adivinar si serán la reina de Inglaterra, Steve Jobs o el mendigo más anónimo. No tienen idea de si serán católicos o protestantes, religiosos o ateos, ni si serán parte de la mayoría religiosa o étnica de la sociedad, o estarán en la minoría. Deben decidir las reglas, por lo tanto, tras un «velo de ignorancia» que les impide escoger esas reglas pensando en su propio beneficio. 


			Esta manera de plantear el problema es notable por, al menos, un par de razones: 


			Primero, porque efectivamente separa la conveniencia de la justicia. No puede haber imposición de los poderosos, pues en la posición original y tras un velo de ignorancia nadie tiene más poder  negociador que otro. Y como no hay interés propio que contamine la discusión, los principios de justicia que de allí salgan habrán sido escogidos en función del interés colectivo. 


			Segundo, la posición original cumple otro criterio fundamental: trata los intereses de todos los miembros con igual consideración y  respeto.9 ¿Qué significa esto? Que cada cual tiene derecho a que los otros respeten su plan de vida y que a la hora de sopesar intereses en disputa nadie pese más que el resto. Ello no ocurre cuando una oligarquía decide por el resto, pues algunos intereses pesan más que otros; tampoco cuando una mayoría oprime a la minoría y le quita sus derechos, pues los intereses de la minoría ya no reciben igual consideración y respeto. 


			Las personas en la posición original difícilmente se arriesgarán a fijar reglas que rompan la igualdad original y que pongan así en riesgo la protección de sus intereses fundamentales. Por eso ellas sí tratarán a todo el mundo con igualdad de consideración y respeto. ¿Alguien arriesgaría, por ejemplo, aprobar que exista la esclavitud, sabiendo que el esclavo podría ser él mismo? ¿Alguien apoyaría que existan reyes, dictadores u oligarcas, sabiendo que muy posiblemente le toque ser uno de los que obedecen y no quien manda? ¿Arriesgaría decretar una religión oficial del Estado, sabiendo que podría pertenecer a un credo minoritario? Rawls cree que no. Por lo tanto, las reglas salidas de la posición original respetarán todos los proyectos de vida; aquellos, claro está, que sean compatibles con los de los demás, y no autorizarán reglas que favorezcan ciertos intereses por sobre otros. 


			La gracia de la posición original es que nos da un método para evaluar la justicia de cualquier institución o regla social. Ante cualquier situación concreta, nos podemos preguntar, ¿habríamos escogido esta regla en la posición original y bajo un velo de ignorancia? Si la respuesta es «sí», podemos concluir que la regla en cuestión es justa; lo opuesto, si la respuesta es «no». En los anales de la filosofía, este método de dilucidar lo que es justo constituye una de sus más originales creaciones. 


			 


			DOS PRINCIPIOS DE JUSTICIA


			 


			«La justicia es la primera virtud de las instituciones sociales, así como la verdad lo es de los sistemas de pensamiento».10 Esa, la primera frase del libro de Rawls —que acaso no le guste a Donald Trump, practicante asiduo de la posverdad— plantea la pregunta clave de la filosofía política: ¿qué hace que una sociedad sea justa? Rawls responde que, bajo la posición original y tras un velo de ignorancia, las personas escogerían dos principios básicos de justicia. 


			El primer principio de justicia de Rawls es muy simple: cada persona tiene derecho al más amplio conjunto de libertades políticas y civiles que sea compatible con similar conjunto de libertades para todos los demás.11 Estos derechos y libertades son los que usualmente protegen las constituciones de las democracias liberales. Aquí se incluyen la libertad de conciencia y religión; la libertad de expresión; la libertad de escoger la propia ocupación; el derecho a tener propiedad personal; el derecho de asociación; a votar; a ser elegido para cargos públicos, y así sucesivamente.12 


			Con este principio queda protegida la libertad como no interferencia, o «libertad negativa». La esfera de no interferencia es, de hecho, tan amplia como sea posible, en tanto permita una esfera equivalente para todos los demás. Este principio implica también lo que los liberales de todo tipo, desde John Locke en adelante, han tenido por fundamental: todas las personas son miembros libres e iguales de la asociación política, pues todos tienen acceso a un idéntico conjunto de derechos civiles y políticos esenciales.13 


			El segundo principio de la justicia de Rawls —conocido como el «principio de la diferencia»— es mucho más famoso y controvertido.14 Según Rawls, tras el velo de la ignorancia las personas decidirían que las desigualdades socioeconómicas solo serán justificables si favorecen a los más desaventajados; si no, debe primar la igualdad. Pero ¿cómo podría ser esto de desigualdades que favorezcan a los de más abajo? ¿Acaso estos no preferirán siempre la igualdad? 


			Rawls argumenta que no. ¿Quién trabajaría en una sociedad donde el que no trabaja tiene un ingreso garantizado igual al de quien sí lo hace? Las sociedades perfectamente igualitarias probablemente serían sociedades bastante pobres. Por eso, cree Rawls, tras el velo de la ignorancia las personas escogerán privilegiar la posición económica absoluta del grupo más desaventajado —pues les podría tocar a ellos estar ahí—, aun si eso implica tolerar algún grado de desigualdad. Mejor ser pobre en relación a otros, pero tener una vida relativamente autónoma, que ser perfectamente iguales y vivir en la miseria todos juntos. 


			Por otra parte, el esquema de Rawls implica alguna redistribución vía impuestos desde los ricos a los pobres. Solo así se puede decir que la desigualdad existente es realmente la que maximiza la posición absoluta de los que están peor y no cualquier desigualdad arbitrariamente producida por el mercado. 


			Y nótese que para los ricos, que pagarán parte de su ingreso en impuestos, este también es un trato justo, pues sin el aporte de los más pobres en la división del trabajo, los ricos jamás podrían especializarse en aquellas actividades donde son más productivos. Sin división del trabajo, una abogada no podría dedicar todo su talento a las leyes, sino que tendría que construir su propia casa, fabricar sus propios muebles, cultivar su propia comida, y así sucesivamente. La división del trabajo y el intercambio en el mercado, protegido por los derechos de propiedad legalmente sancionados, permiten a la abogada sus ganancias ejerciendo como tal. Por ello, para Rawls la sociedad es un gran esquema de cooperación social, donde las ganancias de dicha cooperación deben ser compartidas para que el esquema sea justo y estable. 


			Si todo esto parece demasiado abstracto, entonces quizá un ejemplo ayude a aclararlo. Tras la decisión de los británicos de dejar la Unión Europea, y de la elección de Donald Trump en Estados Unidos, el debate sobre las consecuencias sociales y políticas de la globalización está que arde. Los críticos de esta sostienen que la globalización, aunque haya producido crecimiento y prosperidad para algunos, también ha magnificado la desigualdad de ingresos, fomentando el descontento social y pavimentando así el camino a populistas como Trump.15 


			Angus Deaton, Premio Nobel de Economía 2015, no está de acuerdo: 


			 


			Es cierto que la globalización ha provocado una mayor desigualdad de ingresos. Pero eso debería ser celebrado y no condenado. No hay nada inherentemente malo en la desigualdad. Si es mala o no depende de sus orígenes y consecuencias. En la India y en China la globalización ha traído consigo una creciente desigualdad porque al mismo tiempo creó nuevas oportunidades —en las manufacturas, en trabajos de oficina, y en el desarrollo de programas de software— que beneficiaron a millones de personas, aunque no a todo el mundo. Ese es exactamente el modo en que ocurre el progreso; preferiríamos que todos pudiéramos prosperar al mismo tiempo, pero eso es muy poco común. Condenar este tipo de desigualdad es condenar al mismísimo progreso.16 


			 


			Deaton escribe para provocar. Pero tras la provocación hay una pregunta fundamental: ¿Bajo qué condiciones una mayor desigualdad de ingresos resulta justa? 


			Rawls tiene la respuesta precisa para esta interrogante: si la mayor desigualdad en China o en la India fue necesaria para beneficiar a «millones de personas», como dice Deaton, y por añadidura esas personas beneficiadas estaban entre las más pobres, entonces esa mayor desigualdad sería justa. 


			Se trata de una prueba exigente. No cualquier incremento en la desigualdad califica; tiene que ser indispensable para mejorar la vida de los más pobres (los bonos millonarios que se pagan los ejecutivos de Wall Street, o las jugosas ganancias que obtienen las empresas que en Chile se coluden, claramente no están en esta categoría). 


			Y no cualquier beneficiario califica: el alza en desigualdad debe traducirse todo lo posible en un mejor nivel absoluto de bienestar para quienes están en la parte más baja de la escala socioeconómica, porque el orden social justo es aquel que maximiza los recursos de los que están peor. 


			El principio de la diferencia de Rawls tiene, además, un aspecto que es muy importante para el debate en Chile. Es necesario, dice Rawls, que si existen desigualdades ellas estén asociadas a cargos y posiciones abiertas a todos, sin jerarquías o privilegios arbitrarios, y con una justa y equitativa igualdad de oportunidades. Lo de justa implica, para Rawls, que no basta con una igualdad formal de oportunidades, como la ausencia de prohibiciones legales a nadie para convertirse en presidente o en gerente general de una gran empresa. Además, exige cierta igualdad de oportunidades efectivas, de modo tal que sea realista suponer que gente de distintas extracciones sociales ocupará dichos puestos. 


			Finalmente, Rawls supone que las personas en la posición original ordenarán jerárquicamente estos principios de justicia. El primer principio de justicia —el de igual libertad— tiene prioridad absoluta. Las libertades básicas protegidas no son negociables frente a condiciones socioeconómicas más igualitarias. Ninguna ganancia en igualdad de oportunidades, por ejemplo, puede lograrse a costa de limitar libertades civiles o políticas básicas. 


			Y dentro del segundo principio de justicia, la igualdad de oportunidades tiene prioridad absoluta respecto al «principio de la diferencia». Es decir, no es permisible —sería injusto— reducir las brechas socioeconómicas a costa de un sacrificio en la igualdad de oportunidades.17 


			En suma, primero, las libertades civiles y políticas básicas, distribuidas entre todos de forma igualitaria; luego, una justa igualdad de oportunidades para llegar a los cargos de mayor poder, responsabilidad y prestigio; y, tercero, una distribución socioeconómica que, sujeta a las dos condiciones anteriores, privilegie a quienes tienen menos. Eso, en unas pocas líneas, es la teoría de justicia de John Rawls. 


			 


			LIBERTAD, IGUALDAD Y TODO LO DEMÁS


			 


			Esta teoría, por muchas razones, no le gusta a la derecha. 


			Partamos con la libertad. La garantía de un esquema legal-institucional de iguales libertades básicas para todos es fundamental para proteger la libertad negativa de cada cual. Pero Rawls va mucho más lejos que la definición de la libertad como «no interferencia» a la que se limita el pensamiento conservador. 


			Vimos en un capítulo anterior que Hayek prefería vivir en una dictadura que respetara la libertad económica, que en una democracia que no la respetara. Para Rawls, en cambio, los derechos de participación política, es decir, de participar en el autogobierno de la sociedad, son constitutivos de lo que significa ser libre y tienen primacía sobre los derechos de emprendimiento económico. 


			Más aún, Rawls está consciente de la diferencia entre la libertad —entendida como no interferencia— y el valor de esa libertad, entendido este como la posibilidad efectiva de hacer uso de dicha libertad. Esta es una distinción que libertarios y neoliberales suelen ignorar completamente. No basta con tener libertad negativa; hay que tener los medios para ejercer esa libertad, si ella ha de ser valiosa para la persona. Un niño de un hogar pobre, que asistió a una escuela o un liceo mediocre, es libre para ser físico cuántico o experto en griego clásico, en el sentido de que nadie interfiere con él, pero probablemente desde su perspectiva esa libertad sea más ficticia que real. 


			Al escoger aquellas reglas e instituciones socioeconómicas que maximizan la posición absoluta de los que están peor —nos dice Rawls—, lo que se está privilegiando es su acceso a los recursos y oportunidades que les permitirán desplegar efectivamente —y no solo en teoría— sus proyectos de vida. En el lenguaje de Amartya Sen que ya vimos, dichos recursos les sirven para tener acceso a los «funcionamientos» necesarios para desenvolverse. Por ello, lo que hace el segundo principio de Rawls es maximizar el valor de la  libertad para los que están peor. 


			El veredicto es claro. La libertad rawlsiana no es una libertad solo para unos pocos privilegiados, sino genuinamente una libertad para todos. Esta es una diferencia clave con los ideólogos de la derecha Chicago-gremialista. 


			¿Cómo ven los ideólogos de la izquierda las posturas de Rawls? El segundo principio de justicia tolera desigualdades socioeconómicas, por lo que algunos en dicho sector han creído ver en Rawls una teoría desigualitaria, que simplemente legitima las desigualdades e injusticias del capitalismo actual.18 Nada puede estar más lejos de la verdad. 


			No hay enfoque —y el de Rawls no es una excepción— que pueda garantizar una igualdad perfecta, ni siquiera de oportunidades. Esa igualdad perfecta de oportunidades requeriría terminar con la institución de la familia para que los padres no transmitan sus habilidades y conocimientos desiguales a sus hijos, y también para evitar que las mujeres con muchos años de escolaridad y altos ingresos se casen con hombres de las mismas características (como ocurre cada día con más frecuencia, aumentando la desigualdad).19 Ni el igualitarista más extremo estaría disponible para contemplar ni ese grado de intervención en la privacidad de las personas ni tales limitaciones a su propia libertad. 


			Pero si bien el enfoque de Rawls no garantiza esa inalcanzable igualdad perfecta, sí ofrece un grado de igualdad considerable, no puramente nominal. Las desigualdades que Rawls autoriza son solo las desigualdades que favorecen a todos, y no solo a algunos. Por eso las personas consentirían a ellas tras el velo de la ignorancia. Sin ellas, el valor de la libertad de los menos favorecidos disminuiría. 


			Esas desigualdades remanentes no son explotación ni abuso; existen por elección y por conveniencia general. Mediante los impuestos y otros mecanismos redistributivos, los mayores talentos naturales y la mayor productividad de algunos redundan en beneficios para todos. 


			Subsisten diferencias socioeconómicas, pero todos siguen siendo iguales ciudadanos, miembros plenos de la comunidad política, que interactúan bajo reglas que son aceptables para todos. Esto es lo que justifica tanto ciertas desigualdades económicas, que a la izquierda a veces le cuesta aceptar, como también la existencia de la redistribución, que a la derecha a veces le cuesta aceptar. 


			En una sociedad donde nos entendemos mutuamente como iguales, podemos tolerar ciertas desigualdades, en ciertos espacios, si ellas convienen a todos. En vez de resistirse a rajatabla a cualquier forma de desigualdad, los liberales igualitarios proponen otra estrategia. Usemos las diferencias de talentos, suerte y productividad para que redunden en ventajas para todos, mediante un apropiado diseño de las instituciones políticas y sociales para tal efecto. Es lo que escogemos, dice Rawls, cuando no sabemos si seremos afortunados o no. 


			 


			Y ENTONCES... ¿QUÉ?


			 


			La de Rawls es una idea muy poderosa, pero tiene al menos dos limitaciones. 


			El principio de la diferencia, aunque interesante como idea, es tan abstracto que es difícil aterrizarlo a instituciones concretas. ¿Cuáles son esas instituciones políticas, económicas y sociales que privilegian la posición del que está peor? 


			Algunos creen que en la práctica la igualdad completa siempre será lo mejor para los más desaventajados; otros, en cambio, aducen que un libre mercado absoluto, que minimice impuestos y redistribución, es lo que produce el crecimiento económico necesario para que los de más abajo estén mejor, al menos en el largo plazo.20 Rawls rechaza ambos extremos por buenas razones. 


			El problema, entonces, es que incluso si estuviéramos todos de acuerdo sobre el principio de la diferencia como ideal, lo más probable es que estemos en radical desacuerdo sobre cómo realizarlo. Por ejemplo, dadas las instituciones económicas y sociales que tiene Chile hoy, ¿qué cambios habría que hacer para llegar a esas instituciones que maximizarían la posición socioeconómica y el bienestar de quienes están peor? 


			¿Más derechos sociales «a la Atria», o políticas sociales más focalizadas, como le gustan a la derecha? ¿Más crecimiento y empleo, o más redistribución? ¿O quizá algo completamente distinto? Al ser tan amplio y abstracto, el principio de la diferencia no siempre es útil como guía para la acción política. 


			El otro problema con la teoría de Rawls es que, aun sin ignorarlas del todo, deja en un segundo plano las desigualdades no relacionadas directamente con los ingresos o las oportunidades. Aquellas discriminaciones y diferencias de trato que vimos al comienzo de este capítulo, ¿caben en los dos principios de justicia de Rawls?21 


			Como dice Edmund Fawcett en su historia del pensamiento liberal, al escribir su libro, Rawls probablemente estaba pensando «en la intolerancia además de la indigencia», pero «ello no es siempre obvio».22 La filósofa Martha Nussbaum, a cuya obra regresaremos en capítulos posteriores, es una «rawlsiana» que en ese punto también critica a Rawls: 


			 


			Es perfectamente posible que un grupo tenga una posición financiera relativamente buena, pero carezca de «las bases sociales para el autorespeto», en el sentido de que las varias instituciones sociales no afirman su valor. 23 


			 


			Un ejemplo, añade Nussbaum, son los gays y lesbianas. No necesariamente son los más desventajados económicamente, pero las instituciones del matrimonio tradicional no reconocen «su igual valor» y dignidad. 


			Esos son los problemas de la teoría. Son grandes, pero tienen solución. Existe una corriente dentro del liberalismo igualitario que aborda ambos problemas, al tiempo que intenta ser fiel al espíritu —si bien no a cada detalle— de la teoría de Rawls. 


			Estos «igualitaristas relacionales» sostienen que si hemos de vivir como seres libres e iguales en una sociedad democrática, más que enfocarnos solo en la distribución de ciertas cosas, como los ingresos, la suerte o las oportunidades educativas o laborales de cada cual, lo que realmente importa es sostener las condiciones sociales para que las relaciones entre ciudadanos sean relaciones sociales entre iguales. 


			El ideal de justicia más famoso que ha surgido de este enfoque es la «igualdad democrática». Como veremos, tiene una enorme relevancia y aplicabilidad a los problemas del Chile actual. 


			 


			RECONOCERNOS COMO IGUALES EN NUESTRA DIFERENCIA


			 


			Somos un pueblo, don Sebastián, por más que la bendita Constitución nos niegue dicho carácter y que la bancada parlamentaria de su coalición solo nos tolere como folclore o atractivo de feria costumbrista. ¿Es tan difícil reconocer que somos una nación? No debería serlo, en absoluto. Somos uno de los pueblos indígenas más numeroso del continente, compartimos patrones culturales, una determinada forma de ver el mundo, un territorio al que sentimos como nuestro hogar y, por si fuera poco, una lengua que, si bien amenazada, lejos está por lo pronto de desaparecer. (...) Si usted y yo somos chilenos, don Sebastián, ramtueyu kimnieymi ñi nütram, fewla? chem pieyu, chem pimi? tami tuwün ka inche trawüniekelayngün, wingkangeymi ka mapuchengen, ka mollfüng nieyiñ. Feley kam Felelay? De esto trata a grandes rasgos el conflicto. De hablar y no entendernos. De dialogar y no poder (o querer) escuchar al otro. De mirarnos y no reconocernos ustedes como iguales en nuestra diferencia.24 


			 


			Eso le planteó el escritor y periodista Pedro Cayuqueo, en una carta abierta, a Sebastián Piñera. 


			Vale la pena repetirlo: «De esto trata a grandes rasgos el conflicto. De no reconocernos ustedes como iguales...». 


			Por supuesto que la demanda de ser reconocidos como iguales no es exclusiva del pueblo mapuche. Tal como observó en 1999 la filósofa estadounidense Elizabeth Anderson, todos los movimientos igualitaristas del mundo —pueblos indígenas y etnias minoritarias, comunidades religiosas, personas con alguna discapacidad y, por supuesto, las mujeres— siempre han puesto en el primer lugar de sus demandas ser tratados por el resto de la comunidad como iguales ciudadanos. Es decir, ser considerados como personas cuyas vidas importan tanto como las del resto; como personas que no son de segunda categoría. Esta demanda no es de recursos, transferencias o subsidios, sino de una forma de reconocimiento y de trato. 


			Dicen los liberales igualitarios: esas personas han buscado y siguen buscando igualdad de consideración y de respeto. 


			A partir de esto, Anderson propuso una idea clave: la igualdad realmente fundamental, lo que significa vivir como iguales en una sociedad democrática, es vivir en una sociedad donde nos relacionamos entre todos como iguales; donde podemos interactuar ante todos y entre todos en pie de igualdad. Una sociedad es justa si las condiciones sociales que ahí imperan generan relaciones sociales igualitarias. 


			A este ideal lo llamó la «igualdad democrática», pues es un ideal de justicia —al igual que el de Rawls— para sociedades democráticas. 


			¿Y qué significa en concreto esta igualdad democrática? Dos cosas, sostiene Anderson. 


			Primero, que no existan relaciones sociales opresivas. La opresión ocurre cuando existen asimetrías profundas de poder que le permiten a una de las partes imponer sus términos de manera radical sobre la otra, generando una pérdida profunda de libertad en esta última. Estar oprimido es, justamente, no ser libre. 


			La dominación es una forma de opresión y se da cuando una de las partes está a merced de la voluntad de la otra, como el mendigo que hará lo que sea por un poco de comida. La explotación es otra forma de opresión y ocurre cuando una persona no puede asegurar un retorno justo por su trabajo. La esclavitud es desde luego su forma más extrema. La marginación es una forma más sutil pero no menos real de opresión, donde ciertas personas o grupos son ignorados o derechamente excluidos de la vida social y política común, condenándolos a la irrelevancia, y dejándolos a merced de los opresores, que tomarán todas las decisiones. 


			La otra cosa que requiere la igualdad democrática —sostiene Elizabeth Anderson— es que las personas se relacionen en el espacio público como iguales ciudadanos, es decir, como miembros plenos e iguales de la comunidad política. 


			La postura opuesta a este igualitarismo la podemos ver en todas aquellas ideologías que afirman la superioridad intrínseca de ciertas clases de personas por sobre otras y que, por ende, justifican formas jerárquicas de relación social como el clasismo, las castas, el nacionalismo, el sexismo y el racismo. La igualdad democrática de Anderson, en cambio, afirma que en el espacio público las relaciones entre ciudadanos se deben dar en un pie de estricta igualdad de estatus, pues en ella los ciudadanos... 


			 


			... buscan vivir juntos en una comunidad democrática, en contraste con una jerárquica. La democracia se entiende aquí como autodeterminación colectiva por medio de la discusión abierta entre iguales, de acuerdo a reglas aceptables para todos.25 


			 


			Para Anderson, además, el espacio público no se refiere solamente a las instituciones del Estado, sino a la vida que transcurre desde el hogar hacia afuera, en lo que usualmente llamamos la «sociedad civil», incluyendo por cierto los lugares de trabajo. En todos ellos debemos poder relacionarnos como iguales. 


			Desde luego, Anderson no pretende sugerir que en las empresas no haya jerarquías —estas son necesarias para la división del trabajo y la productividad—, sino que dichas jerarquías funcionales no pueden afectar la «igual ciudadanía» de cada cual. Las discriminaciones laborales a partir de la raza o género, por ejemplo, constituyen una violación directa de la igual ciudadanía, por mucho que la empresa sea privada. Cuando las mujeres no reciben ascensos en sus trabajos o cuando se les paga menos simplemente en virtud de su género, eso es una ofensa directa a dicha igual ciudadanía. 


			 


			EDUCACIÓN... ¿DE CALIDAD?


			 


			Desde las marchas de los pingüinos en 2006, en Chile no hemos parado de hablar de educación. Todos los actores políticos y sociales parecen estar de acuerdo en la necesidad de reformar la educación. Todos repiten que debe ser «de calidad». 


			La izquierda reitera que hay un «derecho social» a la educación. Atria y sus seguidores, como hemos visto, definen ese derecho de un modo especial y no particularmente satisfactorio. Por su parte, y aunque es renuente a hablar de «derechos», la derecha no niega que la sociedad le debe a cada niño y niña acceso a cierto tipo de escolaridad. En su primer gobierno, Sebastián Piñera aumentó el gasto público en educación, expandió las ayudas estudiantiles y bajó las tasas de interés en los créditos con aval del Estado. Ahora ha prometido convertir en gratuita la educación superior técnica. 


			El desacuerdo viene a la hora de precisar quién paga la cuenta y cómo. Allí la discusión deja atrás la educación y pasa a versar exclusivamente sobre la plata: gratis o pagada (en las universidades), con copago o sin copago (en las escuelas), con lucro o sin lucro (en todas partes). Esa discusión «financierista» omite el punto fundamental: ¿cuánta educación y de qué tipo le debe una sociedad democrática a sus ciudadanas y ciudadanos? 


			Parece obvio que debe garantizar el cuidado y estímulo temprano de la educación preescolar y las habilidades básicas que se aprenden en la educación escolar, pero más allá la cosa se vuelve compleja. 


			Si una liceana muestra grandes aptitudes para el fútbol, el atletismo o el tenis, ¿debe el Estado garantizarle todos los recursos que le permitan ser una atleta de alto rendimiento que compita en el exterior? ¿O basta con el acceso a un buen entrenador y un par de horas de cancha al día, de modo que pueda aprender, disfrutar y desarrollarse saludablemente? 


			Y si un escolar demuestra grandes aptitudes para la gastronomía o la pintura o la poesía, ¿debe el Estado garantizarle acceso a todo aquello que le permita desarrollar al máximo su talento, de modo que llegue a ser un chef connotado, o un artista de fuste? O, por el contrario, ¿se limita la responsabilidad colectiva a que las clases regulares en estas materias sean razonablemente buenas y los profesores razonablemente competentes? 


			Supongamos que una democracia medianamente próspera decide garantizar el derecho a la educación universitaria para quienes tengan el talento que les permita aprovecharla. Y que el Estado paga los gastos de quienes no pueden pagar por sí mismos. Hasta ahí vamos bien. Pero ¿esa es una garantía que cubre solo una carrera de pregrado? ¿Por el tiempo que dura convencionalmente la carrera o por más años en el caso de un alumno que reprueba ramos? ¿Y qué pasa con los posgrados? ¿Y con la educación continua para los adultos que no tuvieron educación universitaria, o para quienes sí la tuvieron, pero precisan poner al día sus conocimientos? 


			Estas son todas preguntas difíciles. Y por eso el debate en Chile suele ignorarlas. Es más fácil repetir la consigna: «gratuita, de calidad y para todos». 


			Para estas preguntas difíciles, Elizabeth Anderson tiene una respuesta que no es fácil, pero al menos es sucinta: nos debemos los unos a los otros —y por lo tanto la sociedad nos debe— la educación que nos permita funcionar como iguales en una democracia. 


			En el centro del ideal de la igualdad democrática —sostiene Anderson— se encuentra la idea de relaciones sociales horizontales dentro de una comunidad política de iguales. Pero la sociedad debe crear y sostener las condiciones sociales que hacen posible la igualdad democrática, pues difícilmente eso ocurrirá espontáneamente. 


			La más importante de estas condiciones es asegurarles a todas las personas el acceso a los «funcionamientos» que requieren para no ser oprimidos y para relacionarse como iguales con otros en el espacio público. Vimos en un capítulo anterior que, en el lenguaje de Amartya Sen, ejemplos de funcionamientos son estar adecuadamente vestido; permanecer saludable; poder estudiar; saber leer; poder votar; participar en manifestaciones; jugar tenis; viajar al extranjero; apreciar el arte, y así sucesivamente. Mientras más funcionamientos una persona está en condiciones de lograr, más libertad sustantiva tiene esa persona, pues más cosas puede hacer con su vida. 


			Anderson no sugiere que haya que garantizar a todas las personas acceso a iguales funcionamientos, lo cual sería por lo demás absolutamente impracticable; pero sí postula que se requiere garantizar el acceso a un conjunto delimitado de funcionamientos que son necesarios para funcionar adecuadamente como ser humano, participar en la vida económica y ejercer derechos políticos en democracia. 


			Aquí vemos de inmediato cómo este estándar permite precisar cuál es el alcance del derecho social a la educación que una sociedad democrática debe garantizar: aquel que le permita a cada persona desenvolverse como un igual y un ciudadano pleno en la vida democrática. Este estándar por supuesto cambia con el tiempo. Hace medio siglo no habría incluido la destreza de obtener y procesar información contenida en un computador; hoy, en la era digital y de internet, plausiblemente sí lo incluye. 


			Hemos enfatizado la educación a modo de ejemplo, pero los funcionamientos que exige el criterio de igualdad democrática van mucho más allá. Perdónennos los lectores si nos remitimos a la lista que ofrece la misma Elizabeth Anderson: 


			 


			El ser capaz de funcionar como ser humano requiere de acceso efectivo a los medios para sostener la existencia biológica —comida, techo, abrigo, cuidado médico— y acceso a las condiciones básicas de la agencia humana —conocimiento sobre las propias circunstancias y opciones, la habilidad de deliberar sobre medios y fines, las condiciones psicológicas de la autonomía, incluyendo la confianza propia para pensar y juzgar por sí mismo, libertad de pensamiento y de movimiento. 


			El ser capaz de funcionar como un igual partícipe en un sistema de producción cooperativa requiere de acceso efectivo a los medios de producción, acceso a la educación necesaria para desarrollar los talentos propios, libertad ocupacional, el derecho a hacer contratos y entrar en acuerdos cooperativos con otros, el derecho a recibir un retorno justo por el propio trabajo y reconocimiento por parte de los otros de las contribuciones productivas propias. 


			El ser capaz de funcionar como ciudadano requiere derechos de participación política, tales como libertad de expresión y el voto, y también acceso efectivo a los bienes y relaciones de la sociedad civil. Esto implica libertad de asociación, acceso a espacios públicos como caminos, parques, y facilidades públicas como el transporte público, el servicio postal y las telecomunicaciones. 


			También implica las condiciones sociales para ser aceptado por otros, tales como el poder aparecer frente a otros sin vergüenza, y no ser asignado el estatus de paria social. La libertad de formar relaciones dentro de la sociedad civil también exige acceso a espacios privados, pues muchas de tales relaciones solo funcionan cuando están protegidas del escrutinio y la intrusión de otros. El no tener techo —es decir, el tener sólo un domicilio público— es una condición de profunda falta de libertad.26 


			 


			La lista es larga, pero no infinita. No hay ninguna obligación de garantizarle a todos viajes al Caribe o lecciones de ajedrez. La gran mayoría de los funcionamientos que anhelamos para nuestras vidas siguen siendo de responsabilidad propia, lo cual es consistente con la existencia de incentivos al trabajo, necesarios para sostener una economía productiva.27 


			Por lo demás, lo que se garantiza es el acceso a algunos funcionamientos, y no los funcionamientos mismos. Bajo condiciones normales, se espera que las personas, por medio de su trabajo, obtengan los medios económicos para sostener la propia existencia. Para Anderson, la igualdad democrática es incompatible con la idea de que las personas pueden simplemente vivir a costa de los otros.28 


			La lista de funcionamientos cuyo acceso es necesario garantizar incluye, aunque no se limita a, las tradicionales listas de derechos civiles, políticos y sociales. Y —esto es importante— la lista incluye algunos ítems que remiten a normas sociales más que a leyes. Por ejemplo, «no ser asignado el estatus de paria social», «la confianza propia para pensar y juzgar por sí mismo» o «el reconocimiento por parte de los otros de las contribuciones productivas propias» son funcionamientos que en buena medida dependen de la manera en que los otros nos traten. Como dijo Rawls, requerimos de las «bases sociales del autorrespeto».29 


			Es importante resaltar este punto porque en nuestros debates «chilensis» a veces pareciera que todas las injusticias se solucionan o con plata o con leyes. Pero los liberales igualitarios —y por cierto los movimientos feministas, de derechos para las minorías étnicas o religiosas, de derechos para LGBTI y tantos otros— consideran que la autonomía depende de las condiciones sociales que la hacen posible y que dentro de esas condiciones están las normas de trato dentro de la sociedad civil. 


			Una pareja homosexual que no puede caminar de la mano sin que le griten insultos, que le saquen fotos o que la sigan, no sufre de interferencia en su derecho al libre movimiento —nadie les está bloqueando el paso ni pegando—, pero ciertamente pierde acceso a un funcionamiento clave para cualquiera: desplazarse con tranquilidad por lugares públicos. 


			Igualmente, la confianza para pensar por sí mismo depende fundamentalmente de la validación de otros, sobre todo en la etapa formativa de la personalidad individual. Esto requiere de personas que nos traten con respeto en nuestras interacciones sociales, justamente de lo que grupos discriminados, como niños pobres de etnias indígenas, por ejemplo, suelen carecer. Por ello, las condiciones sociales que sustentan la igualdad democrática —esto es clave— son una combinación de recursos, libertades negativas y normas sociales. 


			Esta manera de entender la justicia cambia el foco respecto a lo que suele pensarse que la igualdad requiere. En el capítulo anterior alcanzamos a ver que los igualitaristas de toda especie han discutido por décadas acerca de cuál es el «espacio» correcto de igualdad: ¿oportunidades? ¿ingresos? ¿derechos? Anderson nos sugiere otra respuesta: el espacio de igualdad clave son las relaciones sociales. 


			Esto cambia el foco de la justicia desde problemas de «igualdad distributiva» (quiénes reciben cuánto de qué cosa) a asuntos de «igualdad relacional» (quiénes se relacionan como iguales y quiénes no, y por qué). Y si esta es la igualdad fundamental, la conclusión inevitable es que los otros espacios de igualdad —de ingresos, riqueza u oportunidades— son derivados de esta igualdad fundamental. Es decir, las necesitamos y son importantes en la medida en que contribuyan al objetivo de relacionarnos como iguales. 


			Y eso nos lleva a un punto fundamental. Lo que Anderson propone, en definitiva, es garantizar acceso a un conjunto de funcionamientos en un nivel suficiente como para que las relaciones sociales sean igualitarias. Dicho en la jerga de los filósofos: es una propuesta que es «suficientaria» en el espacio de los funcionamientos, pero plenamente igualitaria en el espacio de las relaciones sociales. 


			Esto es muy distinto a la propuesta de la derecha Chicago-gremialista, que es básicamente igualitaria en el espacio de las libertades negativas, es decir, postula que todos tenemos los mismos derechos y libertades formales, pero nada más. Y también es distinta al paradigma que ha inspirado a la Nueva Mayoría —que es igualitario en el espacio de los derechos sociales, pero nada dice fuera de ese ámbito acotado. 


			La igualdad democrática, en cambio, sostiene que el espacio fundamental de la igualdad son las relaciones sociales y que, por ende, lo que nos debemos unos a otros son todas las condiciones sociales que permiten sostener esas relaciones igualitarias: sean estas libertades negativas (como los derechos civiles), derechos de participación política, acceso a recursos (incluyendo derechos sociales) o normas sociales y formas de trato como las discutidas más arriba. 


			Ninguna propuesta que se enfoque en un solo aspecto, olvidando los otros, puede capturar adecuadamente lo que la justicia social exige. 


			Esta manera de ver las cosas nos permite completar nuestro argumento respecto a lo que requerimos en el ámbito de los derechos sociales. Lo que nos debemos mutuamente son umbrales exigentes, garantizados universalmente. ¿Cuán exigentes? Ahora tenemos una respuesta precisa: tan exigentes como sea necesario para sostener relaciones sociales igualitarias. 


			Cuando las diferencias en acceso o en calidad de salud o educación son tan altas que los ciudadanos se perciben a sí mismos como divididos en ciudadanos de primera y de segunda categoría, se está violando la igualdad relacional. Pero esto no requiere que se prohíba el acceso a una cobertura adicional de salud, por ejemplo, a personas que ya están contribuyendo de manera justa al seguro común; si hay desigualdades fuertes, lo que corresponde en dichos casos es subir el estándar universal de cobertura y calidad hasta que permita funcionar como un ciudadano pleno e igual. Sin duda, en salud y educación los estándares resultantes serán exigentes. 


			Para Fernando Atria, en cambio, los estándares «suficientarios» son inevitablemente «mínimos para pobres» destinados a mantener las diferencias sociales antes que a acotarlas. Y, además, Atria cree que dichos mínimos para pobres son propios de todas las teorías liberales. Cuán precisa sea esta caracterización de lo que creían los Chicago Boys, o cree la derecha chilena de hoy, es un tema aparte. Pero es evidente que esta no es una caracterización adecuada del liberalismo igualitario, ya sea en la versión de Rawls o en la de Anderson. 


			Al contrario, los liberales igualitarios buscamos proteger y sostener las condiciones que permitan tanto evitar opresiones como sostener la igual ciudadanía. Los mínimos para pobres son inherentemente desigualitarios. Pero eso no implica que cualquier estándar de suficiencia lo sea. Como decía Marshall en el capítulo anterior, cuando el mínimo se empieza a acercar al techo, llamarlo un mínimo deja de ser correcto. 


			No debemos olvidar que el estándar de suficiencia de la igualdad democrática no es arbitrario, sino que dado por los requerimientos de la igual ciudadanía. Y por lo tanto —esto es crucial—, los mínimos garantizados bajo la igualdad democrática serán siempre relativos a la sociedad en cuestión y por lo mismo variables en el tiempo. Cuando una sociedad se desarrolla económicamente y los recursos aumentan, por ejemplo, sus estándares en educación, salud o vivienda también crecen. 


			Por ello, los umbrales de suficiencia deben adecuarse continuamente. Si no lo hicieran, el estándar inicial se quedaría atrás y sería visto como propio «para pobres» o para ciudadanos de segunda clase. Por eso la igualdad democrática no es una teoría de mínimos absolutos, ni que estén fijos en el tiempo. Su «suficientarismo» es relativo y variable, pues siempre está al servicio de lo que se requiera para sostener el igualitarismo en las relaciones sociales. 


			 


			LA IGUALDAD DE OPORTUNIDADES BAJO LA IGUALDAD DEMOCRÁTICA


			 


			Pero alguien podría preguntarse, ¿qué pasa con la igualdad de oportunidades? ¿Acaso una sociedad donde se entrega educación apenas «suficiente» para la igual ciudadanía no es una donde se tolerarían grados significativos de desigualdad, si es que los ricos pueden comprar una mucho mejor educación, que los llevará a copar los puestos de elite en las distintas esferas de la sociedad? Es una pregunta válida, que nos lleva a un segundo requerimiento —aparte de la garantía de funcionamientos suficientes para la igualdad relacional— que Anderson estima necesario para sostener la igualdad democrática. 


			Dicho requerimiento es la existencia de una elite socialmente diversa. Por elite entendemos una elite funcional, es decir, todas aquellas personas que ocupan los cargos de mayor poder, prestigio y recompensa en la sociedad, generalmente asociados a la capacidad de toma de decisiones.30 


			Quiénes ocupan estos cargos —en las empresas, en el gobierno, en la sociedad civil— no es un asunto solo de interés individual, ya que en una sociedad democrática dichos puestos no son simplemente recompensas privadas a ser distribuidas entre los muchos aspirantes. Por el contrario, existen ante todo para servir a la sociedad, es decir, porque su existencia beneficia a la sociedad en su conjunto. Por lo tanto, hay un interés público en llenarlos de tal forma que efectivamente sirvan a ese interés general. Para eso están. 


			Solemos suponer que la manera de llenar esos cargos de modo que sirvan al interés público implica llenarlos mediante meritocracia: aquellos con las mayores calificaciones técnicas o profesionales deberían ocuparlos. Por supuesto que la meritocracia como criterio de selección de postulantes es muy superior a los «pitutos», el nepotismo o la credencial partidaria. Pero Anderson argumenta que, por muy competente técnicamente que sea una elite, si es socialmente homogénea —por ejemplo, si todos sus integrantes vienen del barrio alto de Santiago— probablemente su desempeño no sea adecuado. En otras palabras, debemos ampliar nuestra definición de meritocracia más allá de las calificaciones técnicas para ocupar un cargo. 


			¿Por qué? 


			Porque el buen desempeño en cargos de elite no requiere solamente competencia técnica. Anderson elabora lo que todos intuimos: que el buen desempeño en cargos de elite requiere, primero, atención y sensibilidad ante los intereses y demandas de todos los grupos sociales, y no solamente de aquellos que están en o cerca de la elite; y segundo, eficacia a la hora de atender esos intereses. 


			A su vez, la sensibilidad ante los intereses de todos requiere: 1) conocer las circunstancias de vida de aquellas personas cuyos intereses se están sirviendo, y 2) tener una disposición real a servir a esas personas. Por su parte, la eficacia implica 3) poseer el conocimiento y competencia técnica respecto a las mejores maneras de servir sus intereses, y 4) contar con la competencia social para poder comunicarse de forma respetuosa con personas de diversos orígenes sociales.31 


			Las calificaciones técnicas por sí solas satisfacen la tercera condición, pero ninguna otra. El problema de una elite socialmente homogénea es que naturalmente tiende a segregarse no solo social sino también profesionalmente del resto de la sociedad. Bajo esas circunstancias, es muy difícil que tenga un conocimiento real o útil de las circunstancias de vida y problemas específicos de otros grupos y clases sociales. Nadie puede sorprenderse si un joven profesional que nunca ha salido de su burbuja del barrio alto es torpe e insensible a la hora de relacionarse con una pobladora de Lo Espejo, un pescador de Coquimbo o un lonko de Ercilla. 


			En cambio, una elite diversa y que ha compartido desde la educación secundaria o la universidad con personas de orígenes sociales diversos, tiene o adquiere competencia para comunicarse a través de las clases sociales, y puede poseer experiencias de vida y construir redes que aumentan su capacidad y disposición a servir intereses ajenos a los de su grupo de origen. 


			Dicho de otro modo: una elite eficaz y efectiva debe ser altamente exigente en sus estándares de desempeño, pero heterogénea en sus orígenes sociales. Y, desde luego, la diversidad de la elite no solo debe ser socioeconómica. 


			Todo Chile sabe que en diciembre de 2016 el presidente de Asexma, Roberto Fantuzzi, le regaló una muñeca de plástico tamaño gigante, con la vagina abierta y la boca cerrada con un papel, a un ministro de Estado. El supuesto propósito del regalo, entregado durante la cena anual del gremio ante dos candidatos presidenciales que sonreían embobados, era «estimular la economía».32 El bochorno resultó mayor. Miles de mujeres reaccionaron indignadas a través de la prensa y las redes sociales. The Guardian de Londres y El País de Madrid publicaron artículos que, con sarcasmo mal disimulado, describían un país en cuyos eventos empresariales, poblados de «promotoras» ligeras de ropa, se entregan regalos así. Twitter repetía las preguntas obvias: ¿Qué estaban pensando estos tipos? ¿A quién se le ocurrió el regalo? ¿Quién lo autorizó? Una visita al sitio web de Asexma nos revela que el directorio del gremio para el período 2016-18 tenía once miembros: cuatro titulares y siete suplentes. No había una sola mujer entre todos ellos.33 


			Resulta plausible suponer que el señor Fantuzzi y su directorio no habrían decidido regalar la muñeca de marras si hubiese habido pares mujeres sentadas en la mesa cuando se tomó la decisión. La sensibilidad al machismo y a la discriminación aumenta, y desaparecen los chistes de alto calibre y escaso gusto en las reuniones, cuando las mujeres están presentes en la toma de decisiones. Ellas, a diferencia de mujeres en posiciones subordinadas, pueden exigir con mayor éxito (para todas las mujeres) el respeto y trato horizontal que requiere la igual ciudadanía. 


			Además, los estereotipos de género también se debilitan en un ambiente de mayor presencia femenina en puestos de poder. Habría sido menos probable, por ejemplo, que el ministro de Desarrollo Social, Alfredo Moreno, hubiera celebrado la presencia femenina en el mundo laboral diciendo que aportaban «más corazón y menos cerebro» si ellas tuviesen una presencia significativa en gerencias generales y directorios.34 


			Y, por supuesto que el caso de las mujeres no es el único. 


			¿Alguien puede dudar de que los intereses, perspectivas y demandas del pueblo mapuche recibirían mucha mayor consideración si hubiese más personas de dicha etnia en cargos de elite? Desde esos cargos podrían exigir del resto de la elite mayor atención y respeto a sus intereses. Recordemos lo que pasó durante la interpelación al ministro del Interior, Andrés Chadwick, luego del asesinato a Camilo Catrillanca en noviembre de 2018. Quien interpeló a nombre de la oposición fue la parlamentaria socialista Emilia Nuyado, que inició su intervención en mapudungún señalando que era la primera vez que el pueblo mapuche tenía la oportunidad de interpelar al Estado de Chile. Fue un momento altamente simbólico. Y también polémico, porque el diputado Ignacio Urrutia –ex UDI y ahora seguidor de José Antonio Kast— se burló de la intervención en mapudungún de Nuyado preguntando si ella estaba hablando en inglés. Con eso no hizo más que visibilizar de forma aún más patente el racismo del que ha sido objeto históricamente el pueblo mapuche. Nada de esto hubiese sucedido sin la presencia de Nuyado en el Congreso.35 


			En suma, aparte de garantizar a todos el acceso a los funcionamientos que requieren para evitar la opresión y relacionarse como iguales ciudadanos, la igualdad democrática también exige una elite socialmente diversa. ¿Por qué? Porque es una elite para una sociedad democrática. Si la elite es diversa habrá mayores garantías de que los intereses de todos y todas serán realmente tratados con igual consideración y respeto. 


			 


			LA CONSTRUCCIÓN DE LAS ELITES


			 


			La reforma educacional de 2015 eliminó los exámenes de admisión a los liceos de elite como el Instituto Nacional y no tocó las reglas de admisión a los colegios particulares pagados. Ninguna de estas decisiones ayuda a construir una elite socialmente diversa. 


			Veamos por qué. 


			El Instituto Nacional es tan antiguo como la república. Es gratis, hasta hace poco tenía un sistema de admisiones basado solo en el desempeño académico, y estudiantes de familias de clase media y, en algún grado, de sectores populares, componen la mayor parte de su alumnado. 


			En la PSU 2016, ocho alumnos del Instituto Nacional obtuvieron puntajes nacionales, más que ningún colegio particular.36 Dos años antes, en la PSU 2014, el Instituto Nacional había obtenido un récord de veintidós puntajes nacionales. Varios liceos «emblemáticos» más muestran un similar desempeño. 


			Cabría esperar que instituciones de este tipo fueran el orgullo de una líder progresista como Bachelet, entre otras razones porque ella misma se educó en uno. Sin embargo, la reforma que ella impulsó limitó la selección a solo el 30 por ciento de los alumnos de los liceos emblemáticos; el resto entran por tómbola. Naturalmente, alumnos, exalumnos y profesores pusieron el grito en el cielo. 


			El Instituto Nacional y su par femenino, el Liceo 1, han educado a dieciocho presidentes chilenos, y a dos de los últimos tres mandatarios. Su importancia va mucho más allá de la calidad con que enseñan historia o matemáticas. Allí se forma una elite proveniente de la clase media educada bajo valores republicanos. En un país en que la elite tradicional —conservadora, católica, terrateniente— siempre tuvo un peso desmesurado, los establecimientos públicos de excelencia tienen un impacto político indiscutible. 


			Su existencia, además, nos recuerda una verdad del porte de una catedral: las elites diversas no caen del cielo, sino que se construyen. Obviamente, si los más talentosos entre los desaventajados no reciben una educación que les permita desempeñarse bien en carreras universitarias de prestigio, que son desde donde se recluta la mayor parte de la elite, entonces es muy improbable que pueda existir una elite diversa.37 En ese caso, los hijos de la actual elite se convertirán a su vez en la de la próxima generación, y así sucesivamente. Eso se parece a una sociedad de castas, con ciudadanos de primera categoría, los que mandan y toman decisiones, y de segunda, los que obedecen y no pueden aspirar a mandar. Difícilmente podemos sostener que allí existe «igual ciudadanía». 


			La importancia de una educación pública al servicio de la construcción de una elite diversa es, pues, necesaria. Pero nada de eso es óbice para también exigirle a la educación pública preocuparse de que exista una suficiente y considerable igualdad de oportunidades educativas entre todos los alumnos del sistema, de modo de evitar que existan clases permanentemente aventajadas o desaventajadas.38 Obviamente esto requiere una educación de altos estándares para todos, y no solo para quienes pueden comprar una educación privada, o solo para quienes llegan al Instituto Nacional, al Carmela Carvajal, u otros liceos de excelencia. 


			Es importante destacar que la igualdad de oportunidades que exige Anderson es tal que todos los niños, incluyendo los que no estudian en colegios emblemáticos, puedan llegar a formar parte de la elite. Es un requerimiento distinto y adicional a la diversidad social de esta. Ello implica que la primera obligación de igualdad de oportunidades es respecto a la calidad de la educación en su conjunto y, especialmente, de la educación pública. En el caso chileno, es solo mientras la educación pública sea de baja calidad que los colegios emblemáticos se hacen necesarios para evitar tener una elite que provenga solamente de colegios particulares.39  Por lo demás, que alumnos particularmente talentosos (y que no pueden pagar un colegio particular de elite) tengan la posibilidad de desarrollar sus talentos al máximo es un beneficio no solo para ellos, sino para la sociedad en su conjunto. 


			Anderson además sugiere que las mismas universidades —que preparan a la mayor parte de la elite— debieran tomar en cuenta la diversidad social en sus procesos de admisión y selección. Precisamente así, compartiendo, estudiando e interactuando con personas de orígenes muy diversos, se forman las competencias que deben tener las elites más allá de la experticia profesional o técnica. 


			Si la diversidad es un activo para el proceso educativo, entonces esta debiera tener un lugar dentro de los criterios de admisión universitaria. Y en la medida en que eso ocurra —por ejemplo, si las universidades no miran solo la PSU sino que incorporan mecanismos que garantizan cierta diversidad en sus generaciones de alumnos—, entonces la ventaja adicional que puede significar para los ricos ir a un colegio particular o pagarse un preuniversitario para así subir en la PSU decae correspondientemente.40 


			Y si el argumento vale para las universidades de elite, ¿por qué no valdría también para los colegios secundarios competitivos donde se forman buena parte de quienes entran a la universidad? En la PSU 2016, casi un 70 por ciento de los puntajes nacionales provinieron de colegios particulares pagados y apenas 10 por ciento, de colegios municipales.41 Y de los 50 colegios con mejor promedio en la PSU ese año, 48 de ellos eran establecimientos particulares pagados.42 


			Con estas cifras parece difícil, al menos en el corto plazo, democratizar el acceso a la universidad sin democratizar en alguna medida el acceso a la educación particular pagada. La reforma de Michelle Bachelet no lo intentó, pero ¿por qué no crear cuotas de admisión para niños vulnerables en los colegios de elite? Los míticos public schools británicos hacen algo así; también los boarding  schools del noreste de los Estados Unidos. ¿Por qué no el Tabancura o el Cumbres, el Villa María o el Saint George’s, el Craighouse o el Grange?43 


			La prioridad de la diversidad no es a cualquier costo. No se puede admitir a estudiantes que no podrán seguir el ritmo de las clases o que causen que el estándar académico decaiga. Eso sería un grave error, tanto para ellos mismos como para el establecimiento. Pero si el ingreso a los colegios es suficientemente temprano, entonces las brechas a cubrir serán relativamente menores. Y en la universidad, iniciativas como los propedéuticos o el uso del ranking de notas han mostrado que se puede ir más allá del puntaje PSU como único criterio de admisión, diversificando socialmente las carreras de elite sin que los estándares académicos sufran.44 


			Por supuesto, la diversidad de las elites no depende solo de la igualdad de oportunidades educacionales. El funcionamiento del mercado laboral también importa, y mucho. Cuando para obtener un buen trabajo hay que tener cierto apellido, cierto domicilio, o cierto color de piel, y eso importa más que las calificaciones para el cargo, entonces la meritocracia se desvanece, la productividad cae y la elite puede seguir siendo homogénea, incluso si existe equidad de oportunidades educativas. Volveremos sobre este punto. 


			 


			COMPARANDO ENFOQUES


			 


			Podemos ahora decir con propiedad que la igualdad democrática provee un marco conceptual que ilumina injusticias centrales en la experiencia cotidiana de los chilenos y que, sin embargo, no tienen cabida ni en el lenguaje de la libertad negativa de la derecha ni en el lenguaje de los derechos sociales de la izquierda. 


			La igualdad democrática reconoce por cierto que la libertad negativa es fundamental para evitar muchos tipos de opresión (estatal y privada), pero también que una sociedad gobernada solo por la libertad negativa producirá a lo largo del tiempo relaciones sociales fuertemente asimétricas, con visos de opresión. Asimismo, la no-interferencia es insuficiente para proteger a las personas de toda suerte de exclusiones, discriminaciones y formas abusivas de trato, que son incompatibles con el ejercicio de una vida autónoma y plena. Dicho en breve, la libertad negativa es crucial, pero por sí sola no garantiza la libertad efectiva para todos. 


			La igualdad democrática también reconoce que sin derechos sociales se producirían toda suerte de relaciones sociales abusivas (si el sistema público no le garantiza acceso al tratamiento adecuado, ¿qué no estaría dispuesta a hacer una familia por conseguir cuidado médico para su hijo enfermo?). Pero, como vimos en un capítulo anterior, tiene sentido definir los derechos sociales como un acceso seguro a ciertos funcionamientos indispensables para poder establecer relaciones sociales horizontales, no por su modalidad específica de provisión —pública o privada, con o sin lucro— ni por un igualitarismo total en su distribución.45 


			Y los derechos sociales solo cubren ciertos aspectos del espectro de condiciones que requerimos para la igual ciudadanía. Por ello, bien concebidos, los derechos sociales son necesarios para la igualdad democrática, pero por sí solos no son suficientes. 


			En suma, los enfoques de la derecha y la izquierda dejan fuera aspectos esenciales de lo que significa vivir como personas libres e iguales dentro de una sociedad democrática. Además, tampoco se ajustan a la realidad cambiante de Chile. 


			El proyecto de la Concertación priorizó superar la miseria y recobrar y afianzar la democracia. Tuvo éxito en ambas cosas. Acaso por eso mismo es que la demanda por igualdad ha tomado tanta relevancia. Y acaso por eso mismo, y por las malas prácticas que incubó a lo largo de veinte años, es que la Concertación murió. 


			Como contraparte de la reducción de la miseria, en las últimas décadas las personas han experimentado una profunda expansión de su autonomía. Los cambios en normas sociales y culturales que han acompañado la expansión del consumo, del mercado y de la misma democracia han generado expectativas de relaciones sociales más horizontales. Las estructuras sociales jerárquicas que arrastramos desde la colonia ya no son aceptables y, sin embargo, muchas de nuestras instituciones y las elites que las dirigen siguen comportándose como lo hacían en ese pasado jerárquico. Ese contraste produce buena parte del descontento que hoy recorre Chile. 


			 


			LA IGUALDAD DEMOCRÁTICA EN CHILE


			 


			Partamos por algunas situaciones semiimaginarias, que en varios casos pueden tener algo que ver con lo que ocurre en un país largo y angosto ubicado en un rincón de Sudamérica. 


			Escena 1: una ciudad carece de la infraestructura básica en las aceras, el transporte público y en oficinas, como para que las personas que requieren desplazarse en silla de ruedas puedan hacerlo. Como consecuencia, esas personas suelen quedar excluidas del mercado laboral y de los espacios públicos. 


			Escena 2: una exitosa y talentosa profesional es ascendida en su trabajo, pero la empresa aprovecha su condición de mujer para pagarle menos que lo que le habría pagado a un hombre por desempeñar ese mismo cargo. 


			Escena 3: para realizar controles de identidad en una comunidad indígena, la policía opera con un grado de violencia mucho mayor que en otras partes del territorio nacional. 


			Escena 4: en un país, las personas que quieren ocupar puestos de alguna connotación pública —dirigentes empresariales o sindicales, rostros ancla en los medios de comunicación, políticos, etc.— sienten la necesidad de ocultar su orientación sexual —si esta no es heterosexual— para poder así avanzar en sus carreras. 


			Escena 5: al planificar el trazado de una autopista el gobierno toma en cuenta la opinión de los vecinos de un sector pudiente de la ciudad y encarece el proyecto para mitigar sus perjuicios, por ejemplo, construyendo dicho tramo de la carretera en túnel; sin embargo, cuando vecinos de un sector más pobre piden lo mismo, la autoridad hace oídos sordos. 


			Escena 6: en una gran ciudad, la inversión pública en calles, veredas, luminarias, áreas verdes, juegos infantiles, etc., es mucho más alta en los barrios acomodados y de casas grandes que en los barrios pobres y de casas pequeñas. 


			¿Qué tienen en común todas estas escenas? Algo muy simple: la sociedad trata a ciertas clases de personas de modo desigual, sin consideración equivalente por sus intereses ni igual respeto por sus proyectos de vida. 


			Los primeros cuatro son casos en que se perjudica a grupos específicos: personas en situación de discapacidad, mujeres trabajadoras, grupos indígenas, minorías sexuales. Los últimos dos muestran la diferencia de poder e influencia entre distintas clases sociales. En algunas de las situaciones, el Estado no trata a todos como iguales ciudadanos, mientras que en otras son los ciudadanos privados —actuando en espacios de la sociedad civil— quienes fallan en ello. Los agentes y las situaciones cambian, pero el resultado desigual es el mismo. En algunos casos la plata importa. Pero no son situaciones que se puedan corregir de un plumazo con solo aprobar una ley o redistribuir recursos.46 La perspectiva de la igualdad democrática nos permite entenderlas, así como también interpretar muchas de las demandas del Chile actual. 


			No somos los primeros en constatar que las desigualdades de trato son centrales en Chile hoy. Un informe reciente del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) —certeramente titulado «Desiguales»— destacó que el trato desigual en respeto y dignidad está entre las inequidades que más molestan a los chilenos hoy en día, con niveles de molestia similares a los que provocan las desigualdades en educación y salud. Según el estudio, la «clase social» y «ser mujer» son los motivos principales identificados por las personas como la razón del mal trato sufrido; el lugar de trabajo, la calle y los servicios de salud, los lugares donde más a menudo se experimentan malos tratos; y los funcionarios públicos y los jefes, algunos de los principales autores de dichos malos tratos.47 


			Quien más ha estudiado cómo las personas de distintas clases sociales en Chile conciben y procesan las experiencias de igualdad y desigualdad es la socióloga Kathya Araujo. ¿Su conclusión? Que a diferencia de antaño, «la igualdad se traduce hoy en un reclamo ampliamente generalizado de horizontalidad en el lazo social».48 


			Se trata, dice Araujo, de una verdadera «revolución de las expectativas», a partir de la cual «se exige una modificación generalizada del trato estatutario entre todos los individuos». La desigualdad de trato «no desplaza en importancia a la desigualdad económica y jurídica, pero se convierte en el barómetro principal desde el cual, particularmente en los sectores populares, las otras desigualdades son leídas». Es decir, las desigualdades de trato son el lente a través del cual se interpretan y juzgan otras dimensiones de la justicia social. 


			Araujo llama desigualdades «interaccionales» a lo que aquí hemos llamado desigualdades de trato, pero la esencia del fenómeno es la misma: 


			 


			Las desigualdades interaccionales son desigualdades que se expresan y perciben sobre todo a nivel del lazo social en las interacciones cotidianas y corrientes entre individuos y entre estos y las instituciones. El sustrato de estas desigualdades es una aguda sensibilidad a las formas de tratamiento recibidas por los otros (por ejemplo, las formas en que se es atendido en los servicios de salud según sector social, la distribución de oportunidades laborales en función de las redes de influencia, las actitudes paternalistas de los políticos o las formas de intervención del espacio público del Estado). El contenido implícito: somos todos iguales en la medida en que recibimos el mismo trato en las interacciones cotidianas independientemente de la posición social, los signos de distinción que podamos movilizar o las relaciones de poder que podamos ostentar.49 


			 


			Las experiencias cotidianas hacen que las personas deban contrastar su expectativa de relaciones sociales más horizontales con la frecuencia ineludible «de la verticalidad, la jerarquía y su abuso», produciendo lo que Araujo llama «irritaciones relacionales».50 


			Ahora bien, y esto es clave, los abusos y maltratos «son concebidos como resultados de remanencias de un orden jerárquico y una noción de verticalidad sostenida en la suposición de superioridad naturalizada de quienes ocuparían el vértice superior de la escala social, rasgos del patrón de interacción social históricamente producido y culturalmente reproducido [pero que]... han perdido legitimidad».51 Es decir, al contrastarse la práctica histórica y cotidiana de trato vertical con las nuevas expectativas de trato horizontal, se produce frustración. 


			En suma Chile parece ir en tránsito desde una sociedad jerárquica tradicional a una sociedad democrática, que es mucho más que solo un régimen político-institucional democrático. La concepción de la «igualdad democrática» permite darle un sentido normativo a esa demanda por lazos horizontales. Las «desigualdades interaccionales» son injustas, aparte de «irritantes», porque les niegan a algunos la posibilidad de relacionarse con el resto en pie de igual ciudadanía.52 


			Proponemos entonces esta tesis: la demanda por igualdad en Chile es fundamentalmente una demanda de igual ciudadanía, en todas sus dimensiones. Es, por cierto, una demanda de salud y educación menos desiguales; pero también, y especialmente, una demanda de nuevas formas de trato que reconozcan, expresen y sostengan la «igualdad relacional» en la casa, en el lugar de trabajo, en la calle, en la política, en los servicios públicos.53 Este es el nuevo espíritu de los tiempos, su ethos. Y para responder a él, la perspectiva de la igualdad democrática nos parece particularmente útil. 


			 


			ERRÁZURIZ, VALENZUELA Y MELINAO


			 


			Una encuesta Cadem midió en enero del 2019 las reacciones ante tres personas imaginarias: Matías Errázuriz, Carlos Valenzuela e Iván Melinao. Según la encuesta, el 91 por ciento de los encuestados opinó que Errázuriz es de clase alta o media-alta, mientras el 67 por ciento aventuró que Melinao es de clase baja o media-baja. Las opiniones respecto a Valenzuela estuvieron casi exactamente divididas entre ambas opciones. Nada menos que un 83 por ciento opinó que Errázuriz tiene el sueldo más alto de los tres; un 79 por ciento opinó que sería el mejor atendido en un banco; el 76 por ciento que tendría más probabilidades de ganar un juicio en tribunales; un 72 por ciento afirmó que le iría mejor en una entrevista de trabajo y que hasta se desempeñaría mejor en la PSU (49 por ciento). Como contrapartida, y comparado con Errázuriz, dos veces más encuestados pensaron que Melinao tiene problemas con el alcohol. El único consuelo fue que los encuestados le asignaron las mismas posibilidades a los tres de cometer un delito.54 


			Los datos respaldan estas percepciones subjetivas respecto a la estrecha conexión entre apellido, resultados y posición social. Por ejemplo, en el informe del PNUD antes mencionado, se calculó cuán probable era ser un profesional de alto prestigio (ingeniero, médico o abogado) dado el apellido que tiene una persona. Usando datos del registro electoral, los investigadores del PNUD constataron que estos profesionales prestigiosos eran muy frecuentes en familias con apellidos como Matte, Délano, Zegers, Ariztía, Astaburuaga o Walker; en cambio, no había ni uno solo de estos profesionales entre las personas con apellidos como Aillapan, Mariman, Tranamil, Huenchual, Carilao o Cayupan.55 


			No es posible entender la sociedad chilena sin reparar en su profundo clasismo. El clasismo dice que hay ciertos tipos de personas que son «mejores» que otras, por ser de cierta clase social. Como forma de estructurar las relaciones sociales, el clasismo es inherentemente injusto. No puede tener un lugar legítimo en una democracia.56 Filosóficamente está en franca oposición al ideal de la igualdad democrática, a la vez que obstaculiza conseguir mayor igualdad en los lazos sociales en la práctica. 


			Algunos autores han sostenido que la cultura de un grupo humano, en sus aspectos más profundos, se vuelve invisible: refiere a aquellos supuestos, normas y valores sociales que están tan internalizados que se dan por hechos y ya nadie los ve.57 El clasismo en Chile funciona así. Está tan asentado, permea tanto nuestras relaciones, nuestras actitudes y hasta nuestro vocabulario, que se nos olvida su omnipresencia.58 Es, en otras palabras, parte de nuestra cultura. 


			Por cierto, para entender nuestro clasismo no hay que mirar ingenuamente al «capitalismo» o el «neoliberalismo» como sus causas. La sociedad colonial chilena ya era una sociedad de castas basadas en una jerarquía racial. Chile fue clasista mucho antes de ser capitalista. 


			Las distinciones de estatus a partir del nacimiento y la posición social recorren como un hilo rojo toda nuestra historia. En su versión moderna, ya no es la raza o la casta sino la clase social la que importa. Pero en Chile la clase es la heredera directa de la casta. América Latina entera ha sido descrita como una «pigmentocracia», donde la posición social está estrechamente ligada al color de la piel, en una singular fusión de clase y raza en que no queda del todo claro dónde termina una y empieza la otra.59 Esta estructura social piramidal construida a partir del estatus, no al mérito, es nuestra herencia más obtusa. 


			El clasismo subyace a las desigualdades de trato que ejemplifica Araujo: en la manera en que el chofer de la micro o la funcionaria del Estado tratan al pobre y la manera en que tratan al «caballero»; en la consideración que se le da a quien postula a un trabajo desde Vitacura en contraste a quien lo hace desde La Pintana; en la forma en que la prensa reporta los crímenes perpetrados en el barrio alto versus los que ocurren en otras partes, y así sucesivamente. 


			Pero el clasismo también afecta de manera profunda a la estructura social misma. No es que los asuntos de igual trato vayan por un carril y los asuntos de desigualdad socioeconómica vayan por otro. Los aspectos claves de la vida de una persona —dónde logra estudiar, qué trabajo tiene y cuánto gana, en qué barrio le alcanza para vivir— están fuertemente influidos por las desigualdades de trato y por el clasismo. Lo que está en juego es la igualdad de oportunidades, una dimensión de la igualdad que tanto Rawls como Anderson, cada uno a su modo, estiman crucial para una sociedad justa. 


			Está de moda reiterar que la desigualdad de oportunidades se origina en la diferencia de calidad entre los colegios de pobres y de ricos. Esa afirmación es quizá correcta, pero muy incompleta. Más allá de las diferencias de ingreso o acceso, el clasismo empeora la desigualdad de oportunidades de muchas y graves formas. 


			Por ejemplo, un estudio reciente concluyó que las personas en Chile tienen mayores expectativas de desempeño de un alumno de piel clara que de otro —con exactamente el mismo expediente de notas— de piel oscura. Peor aún, ese prejuicio ha sido incorporado por los alumnos morenos, que reportan menos confianza en sus propias habilidades académicas que sus compañeros más blancos. El clasismo fusionado con el racismo opera así como una doble barrera: una interna, que afecta la propia confianza y expectativas de los niños, y una externa, que implica que además deben probar que son tan competentes como sus pares más blancos.60 


			Pero no termina allí la cosa. El clasismo guarda su artillería más dañina para el mundo laboral. La meritocracia implica seleccionar a los más calificados para un cargo. Pero un empresario cuya clientela es clasista —le gusta ser atendida por alguien con cierta forma de hablar o cierta apariencia física— tiene incentivos para discriminar entre los postulantes según su origen social. Lo mismo si en una empresa trabajan solamente personas de cierta clase —del «mismo perfil», como dicen—, entonces quien contrata buscará que la persona nueva «encaje». Así, el clasismo se refuerza a sí mismo. 


			Y ese clasismo determina la composición de la elite, esa misma que, decíamos, en una sociedad democrática debería ser socialmente diversa. Hace ya más de una década, un conocido estudio mostró que, en una generación de egresados de ingeniería comercial de la Universidad de Chile, los ingresos laborales años después de recibirse se explicaban mejor por su apellido que por sus notas, su desempeño en las pruebas de admisión universitaria o su dominio del inglés. 


			De hecho, una persona con apellido de clase alta y proveniente de una municipalidad rica que había terminado en el 10 por ciento de peor rendimiento de su generación ganaba más —en promedio— que un compañero con apellido de clase baja y proveniente de una municipalidad pobre, pero que había estado en el 10 por ciento de mejor rendimiento.61 Esto es dramático. 


			Las cosas no han cambiado desde entonces. Un estudio muy reciente de un profesor de la Universidad de Chicago mostró que en Chile, para detentar cargos gerenciales de «súper-elite», ayuda haber estudiado carreras selectivas —como Ingeniería Comercial, Ingeniería Civil, Derecho— en universidades selectivas, como la Católica y la Chile. Pero, y esto es lo realmente insólito, ese efecto positivo solo se da para quienes estudiaron en colegios particulares pagados y, en especial, en tan solo siete colegios particulares pagados de elite. 


			Para un joven que se formó en un liceo, estudiar ingeniería en la Universidad Católica —comparado con estudiar en otra universidad menos selectiva— no tiene impacto estadístico ni en sus ingresos futuros ni en la probabilidad de que llegue a ser gerente de una gran empresa. Dicho de otro modo, haber salido de uno de esos siete colegios parece ser una condición necesaria para detentar —¿cuántos años después?— los cargos de mayor poder y prestigio del mundo empresarial.62 


			Que la universidad de origen juegue un rol en esto es entendible; pero que el colegio lo haga, es inaceptable. Si el colegio importa, entonces el tener las credenciales académicas requeridas no garantiza que se abran las puertas de la elite, pues para eso también se necesita cierto origen social, y las redes que ahí se construyen. 


			El clasismo juega también un rol en la aguda segregación social en los barrios, en los colegios, e incluso en la formación de nuestras familias, debido a la fuerte tendencia de personas con alta educación de casarse entre sí. A su vez, la segregación social afecta indirectamente la igualdad de oportunidades, ya que cuando las clases sociales viven separadas, la información laboral más valiosa y los contactos más apetecidos circulan restringidamente solo entre los más aventajados.63 


			En resumen, el clasismo en su versión chilena permea muchos espacios y relaciones sociales. Somos una sociedad donde los apellidos importan, donde el color de piel importa, donde la comuna de residencia importa, donde la forma de hablar importa, donde el colegio importa. El clasismo fomenta y agrava la desigualdad de oportunidades, la segregación y los tratos verticales. Si la meta es la igual ciudadanía, el clasismo es la piedra de tope para avanzar más rápido. 


			 


			EL COMBATE AL CLASISMO LENINISMO


			 


			Uno de nosotros tuvo un compañero de doctorado que postuló a un puesto académico en una muy prestigiosa universidad británica. Después de pasar varias etapas de selección, quedó preseleccionado para el cargo. En conversación con quienes lo contratarían, se decidió por acuerdo mutuo que era mejor transformar la oferta de trabajo de tiempo completo en una de tiempo parcial, para que así el postulante pudiese compatibilizarla con el fin de sus estudios. Pero, le dijeron, esto debía contar con la venia del departamento de recursos humanos de la universidad, porque implicaba un cambio en la naturaleza del puesto ofrecido. ¿La respuesta de recursos humanos? Que si el puesto era de jornada parcial, entonces tendría que volver a publicitarse y se reiniciaría todo el proceso de selección. No se podían cambiar las condiciones del cargo solo para acomodar a este compañero, a pesar de que sus empleadores directos así lo querían. 


			¿Por qué tanta rigidez? Porque, explicó recursos humanos, si todo el mundo hubiese sabido que este sería un cargo de jornada parcial, entonces habría habido otros postulantes, incluyendo especialmente más mujeres, que suelen preferir jornadas de tiempo parcial. Y una universidad que se jacta de ser un empleador que provee iguales oportunidades no podía excluir a las mujeres de esta oportunidad laboral, por sutil e invisible que fuera la exclusión. 


			¿Parece lejano para los estándares chilenos? Sin duda. ¿Es necesario avanzar en esta dirección si queremos igualar oportunidades? Por cierto. ¿Hay que legislar? Sí. Pero el cambio será profundo y duradero solo si se vuelven socialmente inadmisibles ciertas formas discriminatorias de trato («¿en qué colegio estudiaste?») que hoy son aceptables. 


			Las trabajadoras que deben usar pañales porque tienen prohibido ir al baño durante su jornada laboral;64 el patrón que considera a los obreros «huevones flojos»; el abogado que se cree con derecho a maltratar y faltarle el respeto a trabajadores de un supermercado simplemente por creer ser uno «de los mejores cincuenta [abogados] de Chile».65 Son incontables los ejemplos de esta forma vertical, clasista y autoritaria de relacionarnos. «Abuso, falta de respeto, discriminación, descortesía, son solo algunos de los nombres de experiencias que constituyen el cuerpo que incrimina la promesa de igualdad como una débil si no falsa promesa», dice Araujo.66 


			La igualdad democrática sugiere un horizonte normativo y político para transformar esa «débil si no falsa promesa» en una promesa sustantiva. Más allá del clasismo y de la desigualdad socioeconómica, esta manera de pensar la justicia también puede ser fructífera para pensar y procesar las demandas de muchos grupos. 


			A la hora de repensar el centralismo, por ejemplo, las nociones de igual consideración y respeto por los habitantes de todo el país —la idea de que todos nos merecemos un trato horizontal y no uno subordinado— es un punto de partida para reimaginar la futura arquitectura de las relaciones entre Santiago y las regiones. 


			Las demandas de los movimientos feministas por mayor igualdad de trato en la división de tareas en el hogar, en la participación y toma de decisiones en las empresas, por respeto en las calles y espacios públicos, entre tantas otras, adquieren profundo sentido desde esta perspectiva. Las desigualdades salariales entre hombres y mujeres por hacer el mismo trabajo implican no solo un perjuicio económico para las mujeres, sino una violación directa de la igual ciudadanía. 


			La igual ciudadanía también es una idea fértil a la hora de abordar las demandas de reconocimiento y autonomía del pueblo mapuche. Frente a la obligación de tratar sus intereses con igualdad de consideración y respeto, a nadie le ha fallado tanto el Estado chileno como al pueblo mapuche. Tras una historia marcada por el racismo, la desconfianza y la dominación, una relación horizontal de diálogo y respeto mutuo parece todavía lejana. Pero es un objetivo que resulta indispensable acometer. Es posible hacerlo desde la igualdad democrática. 


			En todos los casos se trata de lo mismo: cómo generar las condiciones sociales que nos permitan vivir libres e iguales en una sociedad democrática. Libres para desarrollar nuestros proyectos de vida bajo condiciones de autonomía, gracias a un acceso suficiente y seguro a los funcionamientos necesarios para desarrollarnos como personas, como trabajadores y como ciudadanos; e iguales en la esfera pública, para relacionarnos con los demás como plenos ciudadanos que interactuamos bajo reglas democráticas de autogobierno aceptables para todos. 


			Es un ideal, y como tal, se mueve con el horizonte. Parafraseando a Eduardo Galeano, cuando avanzamos dos pasos, el ideal también se aleja dos pasos. Pero al hacerlo, nos invita a caminar.67 


			La igualdad democrática no es solo una forma de entender las desigualdades de trato más sentidas por los chilenos de hoy. Es también, y por sobre todo, una respuesta filosófica coherente y, a nuestro juicio, persuasiva a la pregunta sobre cómo hemos de vivir juntos. 


			 


			EL CENTRO LIBERAL... E IGUALITARIO


			 


			Hemos completado aquí el argumento normativo central del libro sobre las ideas de justicia que se enfrentan en nuestro debate político y sobre nuestra propuesta al respecto. En el capítulo 2 postulamos que la derecha proclama ser la gran defensora de la libertad, pero que su enfoque termina dejando a demasiadas personas sin poder ejercer efectivamente esa libertad. En el capítulo 3 argumentamos que la izquierda levanta con pasión la bandera de la igualdad, pero lo hace de un modo que dificulta el logro precisamente de aquellas igualdades que más importan para el despliegue de la libertad. Al poner el foco en el modo de provisión de los derechos sociales antes que en el estándar de acceso a estos o en las otras dimensiones que importan para la igualdad, la izquierda termina encarnando un igualitarismo mal enfocado con, a veces, consecuencias perversas. 


			Por contraste, hemos propuesto en este capítulo un enfoque que —creemos— integra de mejor forma los ideales hermanos de igualdad y libertad. El centro liberal e igualitario que defendemos considera que ciertas formas de igualdad son una condición para que todos, y no solo algunos, puedan desplegar su autonomía y vivir una vida genuinamente libre. Esta manera de entender las desigualdades sugiere un camino —suficientarista en el espacio de los recursos, igualitarista en el espacio de las relaciones— que permite desatar los nudos conceptuales que han entrampado nuestra discusión sobre libertad, igualdad y justicia. 


			Somos conscientes de que esta perspectiva ha estado ausente en los debates chilenos recientes. Hemos asistido a una disputa entre izquierda y derecha que ha sido agria —lo que quizá resulta inevitable— pero, más preocupante aún, que ha sido a menudo improductiva a la hora de conducir al país hacia más desarrollo y más justicia. 


			En la última campaña presidencial, por ejemplo, el escaso debate se centró en asuntos como la gratuidad universitaria, la nueva constitución o el perdonazo a los deudores del crédito con aval del Estado. Mientras la derecha alternaba entre un discurso segregador, criticando la mal llamada «tómbola», y otro económico-catastrofista, vaticinando el caos financiero si perdía, Guillier no mostró nunca una quilla ideológica clara: mal podría hacerlo, con una coalición dividida entre el amor inconfeso por el Frente Amplio y la nostalgia por el gradualismo concertacionista. El debate sobre los derechos sociales se dio entre la perspectiva de Atria por la izquierda y una derecha que se refugió en la idea de la subsidiariedad, dejando en el aire la legítima sospecha que concibe los derechos sociales, efectivamente, como mínimos para pobres. De algunas de las mayores barreras a la igualdad, como la deserción escolar, el desempleo juvenil y femenino, la segregación urbana, los abusos en el trato o el clasismo rampante, ninguno de los candidatos dijo prácticamente nada. 


			Esto no tiene por qué ser así. Un proyecto político para Chile que compatibilice las demandas del desarrollo económico, la justicia social y la autonomía individual debe ir más allá de los estrechos límites conceptuales de una derecha que solo ofrece crecimiento y una izquierda que solo ofrece mal entendidos derechos sociales. La igualdad democrática, en cambio, sugiere una perspectiva filosófica con enorme potencial práctico, que permite a la vez ampliar nuestra mirada sobre las desigualdades y profundizar la consecución de la libertad. Dicho de otro modo, el liberalismo igualitario y la igualdad democrática ofrecen una valiosa brújula conceptual para salir del laberinto político en el que nos encontramos. 


			Llegó la hora de utilizarla. 


			
	    

	 	
	    
             


			5 


			 


			Los chupasangre de Camilo: el capitalismo y sus críticos 


			 


			COLO COLO, SOCIEDAD ANÓNIMA 


			 


			En enero de 2002, Colo Colo quebró. El síndico remató las propiedades del club y recortó los sueldos de los jugadores. 


			Colo Colo nunca habría de volver a manos de sus socios históricos. Tres años más tarde salió a la bolsa la sociedad anónima Blanco y Negro, que desde entonces ha sido la dueña del club. La corredora de bolsa Larraín-Vial se adjudicó más del 60 por ciento de las acciones y Leonidas Vial, socio de la corredora, se transformó en el principal accionista de Blanco y Negro S.A. 


			Tal cual. El Colo Colo del mártir David Arellano, club de los amores de buena parte del pueblo de Chile, emblema de nuestras raíces indoamericanas, pasó a manos de un banquero de apellido Vial. 


			Muchos hinchas de Colo Colo rechazaron la venta. Marcelo Barticciotto, ídolo de los colocolinos, denunció: 


			 


			Un señor cualquiera puede dirigir una fábrica de zapatos sin aparecerse jamás por su industria y es cosa suya. Pero esto es fútbol. [...] ¿Quién conoce al señor Leonidas Vial?1 


			 


			El problema para Barticciotto no es que los accionistas se comporten mejor o peor, sino que existan; que un equipo de fútbol «antes que todo hinchismo, pasión, amor por determinados colores», en las certeras palabras del Barti, se pueda poner a la venta, tal como se compran y venden un paquete de cigarrillos o un kilo de posta. 


			La hinchada, qué duda cabe, está con Barticciotto. En enero de 2016 los barristas pusieron un lienzo en el estadio Monumental que bramaba: «¡Devuélvannos la alegría!». 


			Incluso los hinchas de Universidad de Chile pueden empatizar con el enojo de Barticciotto y los fanáticos albos: Azul Azul S.A. rige los destinos de su club. En marzo de 2019, las críticas reiteradas (e incluso amenazas) de los hinchas llevaron a que Carlos Heller, principal accionista de Azul Azul, renunciara al directorio de la U. 


			Hay cosas en la vida que no se compran o venden. Money can’t  buy me love, cantan los Beatles, y no se equivocan. Por eso la prostitución no es lo mismo que el romance, ni contratar a alguien para que finja ser mi amigo es lo mismo que tener un amigo. La pasión por el fútbol tampoco se adquiere ni alquila. En eso Barticciotto tiene razón. 


			Este es un ejemplo particular de un malestar más general. Como dijo hace casi 75 años el húngaro Karl Polanyi, una sociedad de mercado no es lo mismo que una economía de mercado.2 Que la lógica del mercado se inmiscuya en todas las relaciones sociales nos deja incómodos. 


			El exponente contemporáneo más persuasivo de este malestar es el filósofo de Harvard Michael Sandel, en un ensayo titulado Lo  que el dinero no puede comprar. Por eso, la crítica de Barticciotto la podemos llamar también la «crítica Sandel». 


			Una crítica distinta, pero relacionada a la anterior, dice que el mercado fomenta valores de la competencia en vez de valores de la cooperación, el egoísmo en vez del altruismo, las ganas de triunfar a cualquier costo en vez de la honestidad y la decencia. En suma, que el mercado fomenta una sociedad donde la comunidad se disuelve y las personas colaboran con los otros solo en la medida en que les conviene. 


			Como todo vástago exitoso, esta otra crítica tiene muchos padres y madres, pero sus orígenes se remontan a los años en que el capitalismo daba sus primeros pasos, allá por el siglo XVIII. Su primer y más famoso articulador fue el ginebrino Jean-Jacques Rousseau, que publicó en 1755 su Discurso sobre el origen y los fundamentos de la desigualdad entre los hombres.3 Por eso la llamamos la «crítica Rousseau». 


			Por supuesto que estos no son los únicos reproches al capitalismo y al mercado. Karl Marx —¿hay alguien que lo ignore?— sostuvo que las relaciones de mercado se caracterizan por la explotación. El capitalista explota al trabajador cuando le paga menos que el verdadero valor de su trabajo. Solo de esa manera, para Marx, puede obtener ganancias. Asimismo —esto Marx no lo dijo—, el capitalista en cierto modo explota cuando cobra precios altos, o suministra calidad baja, y por esa vía le extrae rentas al consumidor. 


			Y aunque las relaciones de mercado no impliquen explotación, puede que sí impliquen desigualdad. Incluso si los empresarios no se aprovechan de nadie para generar su riqueza, persiste el problema de que las desigualdades de ingreso que se generen puedan ser muy grandes, o se transmitan de una generación a otra, creando así una sociedad de castas.4 


			Aunque nuestra versión incluye elementos que van más allá de la versión original del autor de El capital, a la crítica «mercado = explotación» la llamaremos la «crítica Marx».5 


			Estas tres objeciones filosóficas al capitalismo, si bien son antiguas, están aún vigentes. Los críticos acuden a algunas o todas ellas cuando se trata de articular cualquier oposición al capitalismo o al uso del mercado en la vida social. Y, además de vigentes, son críticas importantes. De ser ciertas, al capitalismo debiéramos verlo con sospecha. Si es verdad que el capitalismo infecta y desnaturaliza ciertos espacios sociales, que debilita la solidaridad entre las personas y que es inherentemente injusto y propenso a la explotación, entonces por cierto que habría que reducir su protagonismo en la organización de la vida social. 


			Por eso, este capítulo analiza estas críticas y pretende evaluar su validez. 


			Para los lectores ansiosos, vaya nuestra principal conclusión: tales críticas contienen algunos elementos de peso, como para tomárselos en serio, pero constituyen argumentos para gobernar el mercado, no para deshacerse de él. Más aún, argumentamos que efectuar la discusión como si existiera solo un tipo de capitalismo o un sistema único de mercado es profundamente engañoso. En el plano teórico, el famoso «modelo», cerrado e inmutable —tan querido por algunos y detestado por otros— no existe. En el plano empírico, una mirada acuciosa al planeta Tierra revela que hay tantos tipos de capitalismo y tantos esquemas de mercado, como plantas y árboles en un jardín bien plantado. 


			Las críticas de Rousseau, Marx y Sandel se aplican con mayor fuerza a algunas de esas variedades que a otras. O, mejor dicho, esas críticas nos ayudan a entender las variedades más o menos deseables de capitalismo y luego a elegir entre ellas. 


			 


			CAN’T BUY ME LOVE 


			 


			Partamos con la «crítica Sandel». No es lo mismo ganar el premio al mejor alumno del curso que comprarlo, como tampoco es equivalente recibir una condecoración por heroísmo en el campo de batalla a «coimear» a un funcionario gubernamental para que otorgue la medallita. Estos bienes honoríficos, por su propia naturaleza, no pueden estar a la venta, argumenta Sandel. Comprarlos les resta todo valor.6 


			Otros casos son más discutibles. ¿Es lícito que exista un mercado en el que se transan riñones humanos para hacer trasplantes? ¿O un mercado en el que se alquilan vientres para que una pareja infértil pueda tener descendencia? Los escépticos apuntan que rara vez tales transacciones son realmente voluntarias; hay que estar muy desesperado para vender un riñón. Los partidarios replican que lo único que realmente importa es salvar una vida, o crear una nueva. 


			¿Y la salud? ¿O la educación? ¿Se puede o debe poner a la venta una buena educación? Algunos piensan que no, aunque Sandel tiene poco y nada que decir al respecto.7 Como vimos en un capítulo anterior, Fernando Atria llama a «descomodificar» servicios públicos como la educación, de modo que no se presten «solo bajo la condición de que el que lo requiera pueda pagar por él».8 


			Sandel plantea tres argumentos distintos en contra de la mercantilización de ciertas actividades. El primero es el argumento de injusticia: 


			 


			La objeción de inequidad apunta a la injusticia que se produce cuando la gente compra y vende cosas bajo condiciones de desigualdad o necesidad económica extrema.9 


			 


			Según este argumento, es injusto que un postulante que no tiene el puntaje requerido en la PSU pueda comprar un puesto en la universidad a través de un pago extra, pues ese pago viola la igualdad de oportunidades y favorece a los ricos. Por la misma razón, las democracias no toleran la venta de votos; ello permitiría que los que tienen más dinero pudiesen comprar por esa vía más poder e influencia en el resultado de las elecciones. 


			En casos como la venta de riñones o la prostitución, los detractores temen que se fomenten mercados en los que se participa de modo aparentemente voluntario, pero donde en realidad los adinerados se aprovechan de los más pobres para explotarlos. 


			Esta objeción al uso de los mercados es importante, aun si, como el mismo Sandel admite, no es nueva. Por cierto que hay áreas de la vida social en las que el uso de los mercados genera injusticia. Pero la respuesta correcta a este problema depende de la injusticia específica que se comete en cada instancia. 


			Tratándose de elecciones, la respuesta es evidente. La igualdad política entre los ciudadanos es esencial para la democracia, y la compra o venta de votos la viola. Ahí no podemos admitir desigualdad alguna y la prohibición del mercado debe ser total. 


			En mercados especialmente sensibles a la explotación, como aquellos en que se transan órganos o sexo, como mínimo la intervención externa debe ser tal que garantice que los vendedores no sean obligados de forma alguna. 


			En otros casos —lo argumentamos en un capítulo anterior— más que la igualdad absoluta, lo que se debe requerir es que todas las personas tengan acceso suficiente al bien o servicio en cuestión; este es el caso de los derechos sociales. Como vimos, nada de esto requiere prohibir dichos mercados, pero sí intervenirlos para que todas las personas tengan acceso seguro a dichos bienes independientemente de su capacidad de pago —por ejemplo, mediante provisión mixta pública/privada, usando subsidios, vouchers u otros mecanismos—. 


			En todo caso, esta primera objeción de Sandel se refiere a casos y mercados específicos, no al mercado en general. Es distinta la crítica de que los mercados como regla generan injusticia y explotación. Esta pertenece, en nuestra nomenclatura, a los dominios de Marx, y la consideramos en su forma general más adelante en este capítulo. 


			Los argumentos segundo y tercero de Sandel son más novedosos y apuntan a dos formas distintas de lo que él llama la «degradación» que sufren ciertos bienes al transarse en el mercado. 


			 


			[...] fijar un valor e intercambiarlos en un mercado tienen un efecto degradante en algunos bienes y prácticas. [...] Ciertos bienes de carácter moral o cívico se desvirtúan o corrompen al venderse y comprarse. Al argumento no se rebate asegurando que las condiciones de negociación sean justos. Se aplica tanto en condiciones de igualdad como de desigualdad.10 


			 


			Para Sandel, el punto central de esta crítica es que los mercados «no son meros mecanismos; encarnan ciertos valores. Y en ocasiones los valores de mercado desplazan a las normas no mercantiles que nos deberían importar».11 


			El ejemplo más evidente ocurre cuando el bien mismo se degrada al comercializarlo. Que los hijos ayuden en la casa porque se les paga para ello, no es equivalente a tener hijos que lo hacen debido a su sentido de responsabilidad y afecto con su familia. Como padres, la valoración que tenemos de la ayuda prestada no es  independiente de las razones por las cuales los hijos la prestaron. El uso de incentivos monetarios en este caso transforma el bien y reemplaza los valores familiares, como la responsabilidad y el afecto, por los valores propios de las transacciones comerciales. 


			Del mismo modo, pagarles a las personas por ir a votar —no para votar por un candidato en particular— indicaría que en cuanto ciudadanos no tenemos obligaciones cívicas y fomentaría la visión de que el voto es un bien transable, degradando así su significado.12 


			Los casos de la salud o la educación son, al menos en esta dimensión, diferentes al ejemplo básico que plantea Sandel. Los críticos sostienen que transformar la educación en un commodity la degrada. 


			Pero ¿degrada qué? 


			El propósito central de la educación es desarrollar destrezas que nos permitan desempeñarnos bien razonando y comunicando efectivamente el fruto de esos raciocinios, llevarnos bien respetando y siendo respetados por los demás y vivir una vida buena, apreciando la belleza del lenguaje, la música y las artes. Así también, el propósito central de la atención de salud es ayudar a que vivamos largas vidas, sintiéndonos, en un sentido fisiológico, lo mejor posible. 


			Por lo tanto, mercantilizar —«comodificar», diría Atria— estas actividades no altera su naturaleza intrínseca. Ni la educación ni la salud son bienes que dependan de las razones por las cuales el servicio se prestó; no nos sentimos menos sanos al enterarnos de que el hospital donde recién nos operamos tiene fines de lucro, ni más sanos si nos dicen que el cirujano donó su sueldo a la beneficencia. Del mismo modo, al alumno no se le olvidan los conocimientos adquiridos si se entera de que la institución privada en que estudia obtuvo ganancias récord el trimestre anterior. 


			Los padres y madres, que en los países pobres han estado acudiendo en gran número a escuelas privadas, muchas de ellas con fines de lucro, parecen advertir esto. Hoy en Chile poco más de la mitad de los niños asiste a escuelas privadas subvencionadas, a pesar de que muchas cobraban hasta hace poco un pago adicional a la subvención.13 En países tan distintos como Brasil, Corea del Sur y la India, la migración hacia la educación particular también ha tomado fuerza. 


			La concepción de la educación como algo que no se compra ni vende —parecen estar diciendo esos apoderados— palidece frente a la insoslayable y dolorosa realidad: muchas veces las escuelas públicas locales no ofrecen la calidad que esos padres y sus hijos demandan. La educación particular, incluso si tiene copago y fines de lucro, es para ellos el camino preferido, por mucho escozor ético y estético que a algunos le pueda provocar. 


			La educación no es tan diferente de la salud, otro servicio esencial en el que las consideraciones de dignidad y respeto son cruciales. Las clínicas privadas, a menudo con fines de lucro, son comunes a través del mundo y, sin embargo, no enfrentan la oposición que despiertan las escuelas con fines de lucro. Asimismo, están de moda entre los donantes de los países ricos, y se aceptan ampliamente en los países pobres, las llamadas «transferencias monetarias condicionales», que de facto implican pagar a las madres para que lleven a sus niños a la escuela o a una clínica con el propósito de vacunarlos. A nadie se le ocurre que la vacuna será menos efectiva porque a la madre le pagaron, o que su amor de madre se desnaturalizó por aceptar dicho pago. 


			En suma, esta crítica —la de la «degradación intrínseca» de ciertos bienes al ser transados en el mercado— nos alerta del peligro de pensar que cualquier cosa puede ser transada sin alterar su naturaleza, y nos recuerda el valor de las motivaciones altruistas o cívicas que la dinámica de las relaciones comerciales puede desplazar. Pero como guía general de política pública, pensar en la naturaleza intrínseca de los bienes para saber si corresponde aplicar a ellos el mercado, no parece muy útil o efectivo. Tampoco parece un argumento para condenar a rajatabla la existencia de mercados para la salud o la educación. 


			Nadie lo ha explicado mejor que Debra Satz, filósofa norteamericana de la Universidad de Stanford. 


			 


			Una vez que nos movemos más allá de esos pocos casos, como el de la amistad, donde el bien mismo se destruye al venderse, no existe una conexión cercana entre el modo en que le asignamos valor a un bien y su «comodificación» a través del mercado. Una persona puede pensar que los alimentos son una necesidad humana básica y no por ello rechazar la venta de spaghetti. Una persona a quien se remunera como niñera puede no obstante sentir una ligazón emocional con los niños que cuida. Una persona religiosa puede comprar o vender un ejemplar de la Biblia sin pensar que el precio refleja su visión del valor intrínseco del libro sagrado. De hecho, una de las grandes virtudes del mercado es permitir que dos personas que están en desacuerdo sobre el valor o el significado de un bien efectúen un intercambio que las beneficia a ambas.14 


			 


			EL MERCADO DE LA SANGRE


			 


			La crítica final de Sandel es más sutil y persuasiva. Ella radica en la ineficiencia o ineficacia de someter ciertas actividades a los designios del mercado. Este ya no es un caso de degradación intrínseca del bien, sino que de degradación instrumental.15 Ocurre cuando los incentivos de mercado alteran las conductas de modos que son socialmente perjudiciales. Pagarles unos pesos a nuestros hijos para que lean un libro puede que consiga ese objetivo inmediato, pero al convertir la lectura en algo que se hace por dinero y no por placer, ese pago acaso impida que esos niños se conviertan en lectores empedernidos. 


			Con las donaciones de sangre ocurre algo análogo. En muchos países —Chile es un ejemplo— dichas donaciones son voluntarias, no pagadas, y las campañas para obtener donaciones suelen ser un ejemplo visible de activismo cívico y comportamiento altruista. Pero si la sangre es tan necesaria para salvar vidas, que a su vez son tan valiosas, ¿no tiene sentido pagar por ella, para así garantizar las reservas necesarias para hacer frente a cualquier tragedia o contingencia? Parece razonable, pero... Un famoso estudio de Richard Titmuss del London School of Economics, ya en la década de los setenta, concluyó que al pagar por ella, la sangre resulta ser de menor calidad, porque las personas que necesitan vender su sangre para sobrevivir tienen más probabilidad que otros donantes de haberse expuesto a contagios y enfermedades.16 


			Sandel cita un famoso estudio sobre jardines infantiles en Israel. Allí los padres, luego de haber recibido multas por llegar tarde a recoger a sus niños, empezaron a llegar aún más tarde. Al parecer, esto se debió a que los padres consideraban las multas como un arancel, y no se sentían culpables al pagarlas.17 


			En todos estos casos los incentivos de mercado, en vez de mejorar el resultado, lo empeoran. Ello puede ocurrir porque darle un carácter mercantil a la interacción entre las personas cambia, de un modo indeseable, la composición de ese grupo de personas. Los adictos a las drogas son ciudadanos respetables con plenos derechos, pero son pésimos candidatos a donantes de sangre. 


			También puede ocurrir porque ciertos tipos de comportamiento motivados por intereses no pecuniarios —la participación cívica de quienes piden sangre y el altruismo generoso de quienes la donan, el hábito de la lectura fruto del amor a los libros, la puntualidad que nace del respeto a los otros— ayudan a cumplir de mejor manera ciertas funciones sociales que los incentivos económicos. Al debilitar dichos valores y normas introduciendo incentivos de mercado, además dañamos el tejido social. 


			Esta última es una idea tan antigua como potente. En un influyente estudio sobre las diferencias entre Italia del Norte y del Sur, el profesor de Harvard Robert Putnam concluyó que las instituciones democráticas funcionan mejor en comunidades con alto capital social y abundante confianza mutua, generados cuando los ciudadanos se ven las caras y trabajan juntos por una causa de interés cívico, ya sea la orquesta del pueblo o la olla común de la parroquia.18 Y Francis Fukuyama, el mismo del «fin de la historia», llegó a una conclusión parecida en un largo libro titulado simplemente Trust (Confianza).19 


			En la educación hay ejemplos para todos los gustos. Los incentivos por rendimiento para los profesores consisten en que un profesor gana más si, por ejemplo, sus alumnos tienen un mejor rendimiento en un examen. Frente al ausentismo o el desgano laboral, la promesa de un mayor ingreso debería estimular a los profesores a esforzarse más. Pero los críticos aducen que el resultado es el opuesto: el espíritu cívico de enseñar «por el amor al arte» de los profesores se debilita, al igual que su adhesión a las normas de excelencia internas a su profesión, pues lo que cuenta como «buena» educación se fija a través de la prueba estandarizada y ya no según el criterio profesional del profesor. En ocasiones los maestros caen en la práctica denominada «teaching to the test»: enseñar solo lo que puede salir en el examen, del mismo modo en que puede salir en el examen. Así, argumentan los escépticos, la educación se desvirtúa y los alumnos no «aprenden a aprender». 


			¿Qué ocurre en la práctica? Los resultados no son concluyentes, pero tampoco parecen apuntar en la dirección de la tesis de Sandel. Es imposible medir directamente la motivación de los maestros, pero sí se pueden medir los cambios en el desempeño de sus pupilos. Los incentivos monetarios a los profesores sí parecen subir el rendimiento de los alumnos en exámenes parecidos a nuestro Simce en Chile. Eso muestran investigaciones académicas efectuadas en Israel, Kenia y la India.20 Claro que también hay estudios que sugieren lo contrario, por ejemplo, uno muy publicitado llevado a cabo en la ciudad de Nueva York.21 


			Lo que para los críticos sí puede parecer sorprendente es que los profesores que reciben incentivos le enseñan a sus alumnos algo más que simplemente adivinar la alternativa correcta en los exámenes de opción múltiple. Así por lo menos lo sugiere un estudio de Victor Lavy, economista de la Universidad de Warwick, en Inglaterra. Lavy analizó qué le ocurrió a una generación de alumnos quince años después de que sus profesores en la educación media recibieran incentivos monetarios por desempeño.22 El resultado: un porcentaje mayor de esos alumnos se matriculó en la universidad y completó su carrera, y además obtuvo empleos mejor remunerados, que un grupo de control cuyos profesores no recibieron el mismo incentivo.23 


			Los incentivos sin duda pueden ser perversos. Por eso debemos tratarlos con sumo cuidado. En salud, por ejemplo, si un doctor aumenta sus ingresos cuando manda más pacientes a sacarse exámenes, independientemente de si desde un punto de vista médico el examen se justifica, probablemente enviará a muchos pacientes al laboratorio de forma innecesaria e ineficiente. 


			Nadie quiere un sistema de salud donde el interés particular de los doctores entre en conflicto con sus normas profesionales de buen desempeño, ni con los intereses de buen y respetuoso tratamiento de los pacientes. Pero este, por cierto, no es un problema exclusivo de los mercados. En un esquema en que los doctores tuvieran un ingreso fijo y asegurado independientemente de cuántos pacientes atendieran ni qué tan bien los trataran, los resultados tampoco serían los deseados. 


			En suma, es verdad que los incentivos de mercado pueden en ciertas circunstancias tener efectos nocivos. El altruismo, la reciprocidad, la confianza mutua y el deber cívico son también poderosos y valiosos resortes de la motivación humana. Entender las razones por las cuales la gente actúa como actúa es fundamental para no dispararnos en el pie abusando del mercado. Esta conclusión sugiere, una vez más, un examen caso a caso de las circunstancias, y no una fórmula general que condene o endiose al mercado. 


			Es fácil simpatizar con la crítica de Barticciotto (y Sandel). El amor por una camiseta —así como el amor por la patria, o la familia, o la enseñanza, o los libros y el arte— no se compra ni se vende. Pero a Barticciotto el jugador le pagaban bien por sus goles. Y a la actual generación de astros —los Claudio Bravo, Gary Medel, Alexis o Vidal— le pagan aún mejor. Nadie duda por ello del amor por la Roja de los Bicampeones de América. 


			 


			EL TÉ, EL CACHIPÚN Y EL IPHONE


			 


			«El lucro tiene que quedarse fuera de la educación, porque toda la plata que se va a utilidades es plata que se pierde en calidad», declaró a La Segunda el diputado Giorgio Jackson. Respondía a Ricardo Lagos Escobar, quien antes había argumentado que si una universidad quiere lucrar, entonces que «pague sus impuestos como cualquier empresa».24 


			Es la crítica más común a la existencia de lucro en la educación. Que si el dueño del colegio retira utilidades necesariamente está perjudicando a los alumnos, porque esa plata pudo haber sido usada para contratar profesores más calificados, comprar más libros y computadores, o mejorar las aulas. 


			Pero ¿es eso así? 


			Para entender, resulta útil pensar en Steve Jobs, fundador de Apple y creador del iPhone. 


			Un crítico —presumiblemente un admirador de Giorgio Jackson— podría afirmar que «toda la plata que Apple retira en utilidades es plata que se pierde en calidad del iPhone». Pero nadie dice eso. Como tampoco es común que alguien argumente que le debería estar prohibido a Apple retirar utilidades, porque así el iPhone sería mejor. 


			La razón por la que nadie hace tales afirmaciones es porque la calidad del iPhone no es independiente de la posibilidad de que Apple retire utilidades. Jobs era un visionario y su pasión por los diseños innovadores importó más que sus ganas de enriquecerse a la hora de crear el iPhone o el iPad. Pero eso no significa que la posibilidad de ganar plata le haya sido irrelevante. Al revés, si las autoridades de Estados Unidos le hubiesen prohibido a Apple retirar utilidades, probablemente no existiría ninguna de estas innovaciones que le han cambiado la vida a la humanidad.25 


			En la jerga de la teoría de juegos, un juego de suma cero es aquel en que lo que uno gana, el otro lo pierde. El cachipún es de suma cero. Si yo saco papel y tú tijeras, ganas; si tú sacas tijeras y yo piedra, gano. No hay modo alguno en que ambos podamos ganar. Un penal en el fútbol también es de suma cero. Si emboca, gana el ejecutor; si ataja, gana el arquero. No hay beneficio mutuo posible. 


			Pero también existen los juegos de suma positiva, en que ambos participantes pueden ganar. La innovación tecnológica es un ejemplo. No es como el cachipún. No es un juego de suma cero. Steve Jobs pudo ganar, y mucho, y todos nosotros —el resto de la humanidad, incluyendo los empleados contratados por Apple— también ganamos. 


			Veamos otro ejemplo. Hoy la derecha antiinmigrante en Europa argumenta que cada nuevo inmigrante significa un nuevo cesante.26 Pero ello es cierto solo si se supone que el número de empleos está fijo, lo que a todas luces es erróneo. Al revés, la llegada de inmigrantes puede estimular la creación de nuevos empleos, ya sea porque contribuyen a aumentar el consumo total —lo que un economista llamaría un efecto de demanda— o porque traen nuevos talentos, desarrollan nuevos productos y crean nuevas empresas —un efecto de oferta—. Pero por razones probablemente xenófobas, las fuerzas antiinmigrantes prefieren suponer que se trata de un juego de suma cero. Cada empleo que logra un inmigrante sería un empleo que pierde un francés, un alemán o un austríaco. 


			La vida no siempre es como el cachipún. Ya en 1776 lo dijo Adam Smith: 


			 


			No es la benevolencia del carnicero, el cervecero, o el panadero lo que nos procura nuestra cena, sino el cuidado que ponen ellos en su propio beneficio. No nos dirigimos a su humanidad sino a su propio interés, y jamás les hablamos de nuestras necesidades sino de sus ventajas.27 


			 


			Este pasaje de La riqueza de las naciones es el más citado que haya escrito economista alguno. No hay que ser de esos egresados de la Universidad de Chicago que usan corbatas con la efigie de Smith para concluir que el escocés reveló una gran verdad. 


			Hasta la publicación de la obra de Smith, la intuición predominante era que a los seres humanos les va bien cuando cooperan y les va mal cuando compiten. En La riqueza de las naciones, de 1776, Smith contradice esta sabiduría convencional. El carnicero, el cervecero y el panadero solo quieren ganar dinero. Usando el término de moda en Chile, quieren «lucrar». Sin embargo, le procuran una mejor cena a Smith y a sus lectores que la que habrían entregado si su motivación fuese altruista. Smith prosigue así: 


			 


			Al orientar esa actividad de manera de producir un valor máximo, él busca solo su propio beneficio, pero en este caso como en otros una mano invisible lo conduce a promover un objetivo que no entraba en sus propósitos. El que sea así no es necesariamente malo para la sociedad. Al perseguir su propio interés frecuentemente fomentará el de la sociedad mucho más eficazmente que si de hecho intentase fomentarlo.28 


			 


			El punto de Smith no es que la cooperación sea mala, o que la competencia siempre arroje resultados superiores a la cooperación —nótese que solo afirma que ello ocurre «frecuentemente»—.29 La observación novedosa y contraintuitiva de Smith es que las ventajas que sacan los competidores no son necesariamente a expensas del otro. La interacción entre el carnicero y los consumidores de carne, o entre el cervecero y los amantes de la cerveza, no es de suma cero. Solo así se entiende que todos puedan perseguir su propio beneficio y al mismo tiempo salir ganando. 


			¿Y la educación? Si fuera como el cachipún, entonces «toda la plata que se va a utilidades es plata que se pierde en calidad», en las palabras antes citadas de Jackson. Esa afirmación supone que sin lucro la calidad sube porque las utilidades no retiradas se suman al resto de los fondos que invierten los dueños del colegio o universidad, que se mantienen constantes. ¿Y qué nos permite suponer esto último? Nada. Absolutamente nada. 


			Como veremos en el capítulo siguiente, hay buenas razones para desconfiar del lucro en la educación. Pero la objeción de Jackson no es una de ellas. Al contrario, resulta casi seguro que sin poder retirar jamás utilidades, diversas instituciones, nacionales y extranjeras, no habrían invertido cientos de millones de dólares en educación. El tamaño de la torta —los recursos para financiar actividades educativas— no está fijo. Lo que uno gana el otro no necesariamente lo pierde. Retirar utilidades no necesariamente es equivalente a esquilmar a profesores y alumnos. En ese sentido muy preciso, Jackson —y su mentor intelectual, Atria— se equivoca. 


			James Tobin, Premio Nobel de Economía 1981, keynesiano a ultranza y adversario intelectual acérrimo de Milton Friedman, llegó a una conclusión similar en un famoso ensayo.30 Si los recursos disponibles para una actividad están fijos —en la jerga de los economistas, si la elasticidad de oferta es cercana a cero—, entonces los incentivos de mercado son irrelevantes y la sociedad puede distribuir los frutos de esa actividad como mejor le parezca, argumentó Tobin. 


			En Inglaterra, durante la Segunda Guerra Mundial, la cantidad de té disponible dependía solo de la efectividad del bloqueo naval alemán. Fijar administrativamente el precio, congelar las ganancias de los importadores y repartir el té entre los ingleses por la vía de los cupones de racionamiento, de modo que ningún ciudadano se quedara sin el preciado brebaje, resultó factible sin que esa política redujera el número de bolsitas disponibles o el total de teteras que podían preparar los ingleses.31 


			Por contraste, el volumen de recursos que un país dedica a construir casas sí depende crucialmente de si los bienes raíces son una buena o mala inversión. Si el gobierno fuerza hacia abajo los precios de las propiedades o el valor de los arriendos, de modo que más personas tengan acceso a una vivienda, lo más probable es que se construyan menos casas y que se dediquen menos recursos a mantener las ya existentes en buen estado. 


			Por eso Tobin el izquierdista llegó a la conclusión opuesta que Giorgio Jackson: para garantizar el derecho social a la vivienda, se declaró partidario de los vouchers que pueden ser utilizados en un mercado inmobiliario en que los precios se fijan libremente, y en que las empresas constructoras —con fines de lucro— no tienen otra restricción que la disciplina del mercado.32 


			 


			LOS EGOÍSTAS DE ROUSSEAU


			 


			La visión del capitalismo como juego de suma cero y donde, por ende, el conflicto radical entre intereses es la regla y no la excepción, es muy antigua. Jean-Jacques Rousseau, solo unos pocos años antes que Smith, fue su primer y gran artífice. Lejos del optimismo del escocés, Rousseau tenía una mirada lúgubre. Para él las sociedades «comerciales» —no se habló de sociedades «capitalistas» hasta mucho después—, al estar basadas en el interés propio, solo pueden generar hipocresía, explotación y engaño. 


			Hipocresía, porque dependemos de otros para satisfacer nuestras necesidades a través del mercado, y eso nos lleva a pretender que nos importan los demás para así conseguir que cooperen con nosotros, pero en realidad solo nos importa nuestro propio interés. Explotación y engaño, porque si la hipocresía no funciona solo queda manipular o derechamente amenazar y aprovecharse de otros para conseguir los fines propios. Para Rousseau, la ganancia mutua simplemente no existe: 


			 


			Por cada dos hombres cuyos intereses coinciden hay cien mil cuyos intereses son opuestos, y no hay en este caso otra manera de tener éxito que engañar o arruinar a toda esta gente. Esta es la fuente mortal de violencia, traición, perfidia y todos los horrores que necesariamente demanda una situación en la que cada uno —pretendiendo trabajar por la fortuna y reputación de los otros— busca solo alzar su propia fortuna y reputación por sobre la de los otros y a costa suya.33 


			 


			Como el conflicto es la regla general, para Rousseau «... lejos de existir una alianza entre el interés privado y el bien común, ellos son mutuamente excluyentes».34 La razón de fondo para este pesimismo es que, según Rousseau, los bienes materiales y riquezas que se crean a través del mercado no los deseamos por sí mismos, sino que para ganarnos el respeto y admiración de los otros. Y, a diferencia de los bienes materiales, la estima y respeto sí serían de suma cero: solo puedo obtener más si alguien obtiene menos. Por ello, los ricos «valoran las cosas que poseen solo en la medida en que los otros no las tienen; y porque, sin cambiar su posición, cesarían de estar felices si el pueblo dejara de ser miserable».35 


			Si los ricos solo lo son a costa de los pobres, y si la única manera de obtener la admiración y respeto del resto es pegándoles codazos para ascender en la pirámide social, la sociedad se vuelve un campo de batalla. Así, no es de extrañarse que los lazos de solidaridad social se debiliten: «La competencia por la estima en las sociedades desiguales puede generar despecho y envidia a través de todas las clases sociales».36 


			En resumen, la sociedad comercial es una sociedad de personas egoístas, envidiosas, hipócritas y competitivas que harán lo que sea necesario para escalar socialmente, y en la que, por lo mismo, las personas se encuentran separadas y divididas antes que unidas. ¿Suena conocido? 


			En distintas formas y variantes, esta crítica moral al capitalismo se ha enarbolado una y otra vez a lo largo del tiempo. Los románticos —Rousseau fue el primero de ellos— añoraban una época más simple en la que las relaciones sociales no estuvieran contaminadas por el egoísmo. Para conservadores y comunitaristas de distinta especie, el mercado es el gran disolvente de lazos sociales.37 Según ellos, la competencia deteriora la convivencia y debilita la confianza interpersonal. El capitalismo, en suma, recompensa el comportamiento inmoral y es el causante de que las personas vivan aisladas y enfrentadas las unas a las otras, en sociedades que han dejado de tener valores y propósitos comunes. 


			No es poco lo que sostienen estos críticos. Pero... ¿es cierto? 


			Es fácil simpatizar con la crítica de Rousseau. ¿Qué habitante de una sociedad capitalista moderna no conoce el egoísmo, la persecución del interés propio a costa del resto, y la pérdida del sentido de comunidad? Hasta ahí el argumento resulta plausible. Mucho más difícil es determinar hasta qué punto el capitalismo causa, o agrava, estos problemas. 


			Tomemos el egoísmo, por ejemplo. Por una parte, es obvio que cuando la vida económica se organiza a través de los mercados, la persecución del interés propio adquiere un lugar protagónico. En ese sentido el capitalismo fomenta el egoísmo. Pero también uno podría decir que lo canaliza de formas socialmente más productivas y pacíficas. Mejor que los ambiciosos y competitivos se dediquen a ganar plata ofreciendo productos y servicios a que sean una casta guerrera que busca la dominación política y la gloria militar, por ejemplo. El capitalismo en ese sentido puede ser visto como una forma de domesticar la lucha por el prestigio y el reconocimiento social. Antonio Bascuñán, en un ensayo reciente, llega a una conclusión similar: 


			 


			Las alternativas al comercio eran —y siguen siendo— la guerra y la religión. El liberalismo vio —y sigue viendo— en el comercio dos virtudes sobre la guerra y la religión: hace posible una competencia sin violencia y hace posible la coordinación entre personas que son recíprocamente ajenas.38 


			 


			Además, las otras formas de organización económica, como los socialismos reales, no tuvieron tampoco un récord histórico particularmente feliz en términos de limitar el egoísmo. De visita en La Habana hace no tantos años, uno de nosotros escuchó de un ciudadano escéptico una frase que también, cuentan, se decía en la vieja Alemania Oriental: «bajo el socialismo ellos hacen como que nos pagan y nosotros hacemos como que trabajamos». Los socialismos reales no eliminaron el egoísmo. Simplemente le dieron otros cauces; sustituyeron el mercado por la militancia en el partido único como forma de acceso a los privilegios.39 


			Incluso dentro de las sociedades capitalistas existen amplios espacios para dedicarse voluntaria o profesionalmente a actividades de evidente beneficio público. Se puede trabajar en el sector público y en el sector privado sin fines de lucro. Se puede ser policía, bombero, profesora, asistente social, doctor en la salud pública, brigadista forestal, y así sucesivamente. En Chile organizaciones como el Hogar de Cristo, la Fundación Teletón, Levantemos Chile, Un Techo para Mi País, y tantas otras, son bien conocidas. En otros países capitalistas, como Estados Unidos, algunos de los hombres más ricos del planeta —Bill Gates es el mejor ejemplo— donan casi toda su fortuna a causas benéficas. Nada de esto es consistente con una visión del capitalismo como una mera fábrica de egoísmo. 


			El punto es más general. A la crítica de que el capitalismo fomenta vicios como la codicia o la hipocresía, se puede contraponer la afirmación de que también fomenta virtudes. Como dice el influyente ensayista inglés Martin Wolf: 


			 


			Es cierto que las economías de mercado no crean ni recompensan santos. Pero el capitalismo también estimula el comportamiento virtuoso: la confiabilidad, la iniciativa, la cortesía, la autosuficiencia y el autocontrol. Según los críticos, el capitalismo pone estas virtudes al servicio del interés propio. Pero como las personas son, con pocas excepciones, egoístas, ello no debería ser ni sorprendente ni chocante.40 


			 


			En las sociedades capitalistas, la reputación de un trabajador o empresario es uno de sus grandes activos. Como trabajadores, todos sabemos que nuestra reputación nos precede; nadie quiere contratar a un trabajador flojo o irresponsable ni hacer negocios con un empresario fresco u oportunista. Desde luego que los hay y, a pesar de todo, algunos tendrán éxito, pero la regla general no es esa. 


			Las sociedades capitalistas y altamente individualistas como Gran Bretaña y los Estados Unidos han mostrado una enorme resiliencia social y capacidad de actuar colectivamente en casos de emergencia —por ejemplo, durante la Segunda Guerra Mundial—. A pesar de todo su capitalismo competitivo e individualismo acérrimo, en Estados Unidos el porcentaje de gente que dice que se puede confiar en el resto de las personas es bastante similar a la de países como Japón, Alemania o Canadá. China, que experimentó la más dramática transición de una economía planificada al capitalismo en las últimas décadas, ha mantenido niveles de confianza interpersonal altos y estables a lo largo de todo este tiempo.41 Cuesta cuadrar esto con la idea de que las sociedades comerciales son eficientes fábricas de división social, como sostuvo Rousseau. 


			En el mercado los intereses de las partes no están enfrentados en un juego de suma cero, donde solo se pueda ganar a expensas del otro.42 Por lo mismo, el conflicto entre intereses no deviene en una guerra hobbesiana de «todos contra todos», sino en relaciones comerciales estables donde importa la reputación moral de las partes.43 


			Más aún, como sostiene Carlos Peña en un libro reciente, incluso si el mercado debilita ciertos lazos sociales, también fortalece otros. La reputación es solo un ejemplo, pero hay muchos. El mismísimo, y en algunos círculos vilipendiado, consumo se puede entender como un intento de establecer una identidad frente a los otros miembros de la sociedad y es, en ese sentido, un acto social: 


			 


			Para los fundadores de las ciencias sociales y todos quienes le siguieron, el mercado y el intercambio tenían un sentido profundamente social. Eran esfuerzos por establecer significados compartidos y hechos por consideración al otro. Todos esos autores pensaron que el intercambio, el consumo y el dinero eran actos profundamente sociales, actos en los que, en medio de la modernidad, latían los viejos ritos creadores de lazos y de significados sociales, mecanismos que requerían un ámbito público que ellos mismos ayudaban a construir.44 


			 


			Por eso, concluye Peña, «el mercado dignifica muchísimas más cosas que las que, según Sandel, corrompe».45 


			En resumen, la «crítica Rousseau» es como la «crítica Sandel»: toca una fibra de desasosiego. Pero no basta esa sensación de incomodidad para concluir que las sociedades capitalistas modernas, al menos cuando se les combina con instituciones democráticas robustas, son antros de declive moral. Y mucho menos para concluir que las alternativas —las sociedades jerárquicas tradicionales, las sociedades de castas, los socialismos reales del siglo XX— serían moralmente preferibles. Las críticas morales que se le hacen usualmente comparan a los capitalismos realmente existentes con sociedades o modelos ideales que nunca han existido en la práctica. No es de sorprenderse si respecto a un ideal encontramos que la realidad se queda corta. 


			Los males morales de las sociedades contemporáneas parecen tener más que ver con las carencias que han sido universales y permanentes para la humanidad a lo largo de su historia, antes que con una perfidia intrínseca al capitalismo como tal. Por ello, y al igual que Adam Smith, concluimos que una defensa parcial y pragmática del valor de las sociedades comerciales resulta muy preferible a la condena a ultranza de Rousseau. 


			 


			LOS CHUPASANGRE DE CAMILO


			 


			El año 2006, cuando el país discutía acaloradamente una nueva ley de subcontratación, el entonces senador Camilo Escalona, del Partido Socialista, sacó ronchas al tildar a los empresarios de «chupasangre». Tras convertirse en blanco de editorialistas escandalizados, Escalona aclaró que se refería solo a quienes «violan y atropellan los derechos laborales».46 De todos modos, su comentario quedó rondando en el ambiente. 


			¿En qué sentido pudo Camilo Escalona sostener que los empresarios le «chupan la sangre» a los trabajadores? 


			Si Marx tenía razón, y hay algo inherentemente explotador en la relación entre el dueño del capital y los trabajadores, entonces Escalona se quedó corto. Acaso todos los empresarios capitalistas —no solo quienes violan las leyes laborales— sean «chupasangre». 


			¿Es así la cosa? 


			Más arriba vimos que hay al menos un argumento contrario a la tesis Marx/Escalona: un empresario innovador que crea algo nuevo y valioso puede ganar, y mucho, sin que los trabajadores y los consumidores sean explotados y pierdan. Al revés, todos ganan. 


			Pero no todos los empresarios son Steve Jobs, dirá, con razón, más de algún admirador de Camilo Escalona. Tener un capital y administrarlo no lo convierte a uno en un pionero de la innovación. Ni le da derecho automático a recibir miles de millones de dólares en utilidades. Pero tampoco lo convierte, necesariamente, en un «chupasangre». 


			Vamos viendo. 


			El dueño de un colegio particular se metió la mano al bolsillo y compró el terreno, construyó el inmueble y contrató a los profesores. Algo parecido hizo el dueño de una fábrica o de una oficina: usó sus fondos para adquirir equipos y contratar operarios. Hasta el más acérrimo crítico del capitalismo les reconocería el derecho a recibir alguna remuneración por el capital aportado. Por ende, el capitalista es «explotador» —un verdadero «chupasangre»— solo si en algún sentido, a ser determinado con precisión, esa remuneración es excesiva e injusta. 


			Al respecto, la teoría económica convencional ofrece una hipótesis. Un empresario trata a una trabajadora injustamente cuando le paga menos de lo que esta produce, y así el empresario se hace de ganancias inmerecidas. 


			Según la teoría convencional, un capitalista astuto contratará trabajadores hasta el punto en que el beneficio productivo de un trabajador adicional sea igual a su costo. Así el empresario maximiza sus utilidades, a cada trabajador le paga lo que el trabajador contribuye en el margen, y no hay explotación alguna.47 Si tratara de explotarlos, pagándoles menos que lo recién indicado, sus trabajadores simplemente se irían con otro que sí les pagara lo que vale su trabajo. 


			Pero... como siempre, hay un pero... 


			Todo lo anterior ocurre si el mercado del trabajo es competitivo. Que haya competencia significa que son muchos los empresarios en situación similar y ninguno es lo suficientemente grande o influyente como para afectar las condiciones vigentes en el mercado de trabajo.48 


			Las cosas son distintas cuando hay un solo empresario, porque, por ejemplo, se trata de la única empresa que contrata mano de obra en una zona apartada. Para atraer un trabajador adicional, ahora la empresa tendrá que subir el salario que ofrece y, además, tendrá que ofrecer ese mayor salario a todos los operarios ya contratados. Así, el costo de contratar un trabajador adicional es superior al salario. 


			Ello lleva a que un empresario que opera sin competencia contrate menos trabajadores y le pague menos a cada uno de ellos que un patrón que enfrenta condiciones competitivas en el mercado laboral. Y ese empresario —monopsónico, lo llama la teoría económica— percibe ganancias que, en la terminología de Camilo Escalona, lo convierten en un «chupasangre» y en la terminología de Karl Marx lo convierten en un explotador. 


			Enfrentado a esta situación, el exsenador Escalona probablemente exigiría que a los trabajadores de esta zona apartada se les pague un salario mínimo, fijado por ley. Y, en ese caso, Escalona tendría toda la razón, porque esa política arrojaría efectos indudablemente benéficos: un incremento en el salario y, al mismo tiempo, un alza en el empleo.49 


			Esto no es pura teoría. Hay bastante evidencia de que así pueden funcionar las cosas en la práctica. En un famoso estudio, los economistas David Card y Alan Krueger de la Universidad de Princeton compararon lo que ocurrió con el empleo en locales de comida chatarra en el estado de Nueva Jersey, que reajustó el salario mínimo, y en el colindante estado de Pennsylvania, que no lo hizo. Las contrataciones de trabajadores resultaron 13 por ciento mayores en Nueva Jersey que en Pennsylvania en el periodo posterior al alza del mínimo. Card y Krueger especulan que este resultado sorprendente podría deberse a que cadenas como McDonald’s son los principales empleadores de trabajadores no calificados en esos dos estados y que, por lo tanto, tienen poder de mercado —poder monopsónico— a la hora de contratar.50 


			Pero no debemos concluir de lo anterior que cualquier incremento del salario mínimo estimula el empleo. Al contrario, la teoría predice que si el salario mínimo se fija en un nivel mayor al que habría tenido el salario de mercado en circunstancias de competencia perfecta, entonces el resultado será una mayor cesantía. El alza del mínimo no necesariamente reducirá la desigualdad y al revés, podrá incluso incrementarla. 


			Esto último tampoco es pura teoría. En Chile sufrimos una experiencia así. Un estudio del exsubsecretario de Hacienda Alejandro Micco y connotados coautores concluyó que el desempleo se duplicó en Chile en 1999 (y luego cayó solo muy lentamente) en parte porque el Congreso, justo antes de la crisis del sudeste asiático, aprobó incrementos del salario mínimo de 10 por ciento por año por tres años consecutivos.51 


			La lección, entonces, es que a veces ciertas estructuras poco competitivas en el mercado laboral permiten a los empresarios comportarse como «chupasangre». Pero esto no ocurre ni en todo momento ni en todo lugar. Y la posible existencia de empresarios «chupasangre» no implica que baste con incrementar fuertemente el salario mínimo para mejorar la distribución del ingreso. En ciertos rangos y circunstancias un salario mínimo más alto es compatible con la creación de empleos y una mejor distribución de los ingresos. En rangos mayores, un incremento del mínimo destruye puestos de trabajo, especialmente para los trabajadores menos calificados, y puede incrementar el desempleo y empeorar la distribución del ingreso.52 Estas sutilezas suelen ser ignoradas por los que creen que, siempre y bajo cualquier circunstancia, subir el salario mínimo es una política projusticia y proigualdad. 


			Por algo dicen que el camino al infierno está empedrado con buenas intenciones. 


			 


			EL ENOJO DE BÁRBARA FIGUEROA


			 


			La presidenta de la Central Unitaria de Trabajadores (CUT), Bárbara Figueroa, se ganó hace un tiempo todas las cámaras y todos los micrófonos al tratar de «maricón» al ministro de Hacienda en pleno hemiciclo de la Cámara de Diputados.53 Pero esa no es la única frase memorable que ha pronunciado la presidenta de la  CUT. Dirigiéndose a lo más granado del empresariado nacional, reunido en Enade 2013, Figueroa afirmó: 


			 


			Aquí el elemento clave: cómo transformamos al sindicato en un elemento legítimo y necesario para construir de conjunto un proyecto país que nos permita superar la desigualdad, que permita superar la brecha salarial. Un elemento fundamental en esa línea es y será siempre el derecho a negociación colectiva plena. El factor principal dentro de la institucionalidad y que explica la desigualdad es esta debilitada estructura.54 


			 


			¿En qué sentido la negociación colectiva puede ayudar a reducir la desigualdad? ¿Qué habrá tenido en mente la presidenta de la CUT? Figueroa probablemente piensa, siguiendo a Marx, que las empresas tienen ganancias injustas y, además, que deberían compartirlas con los trabajadores y que el mejor método para ello es la negociación colectiva.55 


			Si la empresa opera en un entorno muy competitivo, la teoría económica convencional sugiere que más y más empresas entrarán a ese mercado hasta que las ganancias se reduzcan a cero.56 Pero más de algún lector ya lo habrá adivinado: la historia es muy distinta cuando la empresa sí goza de algún poder de mercado, y por lo tanto tiene rentas monopólicas, que el empresario es libre de echarse al bolsillo, mientras despliega una sonrisa de oreja a oreja, propia de un chupasangre satisfecho.57 


			En este punto reaparece el argumento de Bárbara Figueroa. Si los empresarios se están haciendo de rentas monopólicas —y por lo tanto injustas—, ¿no parece sensato y además de la más elemental justicia que el sindicato levante la voz, negocie firme e intente quedarse con parte de esas rentas impresentables? 


			Esto tampoco es pura teoría. El Premio Nobel de Economía Robert Solow ha argumentado recientemente que la mayor desigualdad del ingreso en los Estados Unidos se debe a que los trabajadores hoy se llevan una tajada menor de esas rentas monopólicas.58 Y Solow no es el único. Hay un número creciente de economistas muy respetados, amparados en evidencia creciente, que sostienen que en Estados Unidos la caída en la tajada del ingreso nacional que se llevan los trabajadores es producto de la concentración económica y la emergencia de megaempresas como Facebook, Apple, Amazon, Netflix o Google (conocidas por la sigla FAANG, o «colmillo» en inglés).59 


			Hasta aquí Bárbara Figueroa parece tener bastante razón. Pero para que la negociación colectiva sea el mejor instrumento para redistribuir rentas monopólicas, deben cumplirse varias condiciones adicionales. 


			La primera es que tales rentas monopólicas existan y sean cuantiosas. El mismo Solow admite que hay tremenda incertidumbre acerca de su tamaño. Las estimaciones que él cita van desde el 10 al 30 por ciento del PIB.60 En Chile, hasta donde sabemos, no existen estimaciones confiables del tamaño de las rentas monopólicas en el conjunto de la economía. Esto no significa que tales rentas no existan. Sí implica que es menester identificarlas y medirlas antes de concluir que hacerse de ellas a través de la negociación colectiva es la solución a todos los problemas de desigualdad en Chile. 


			La segunda condición es que los trabajadores, a través de sus sindicatos, efectivamente puedan apropiarse de al menos parte de esas rentas monopólicas. Imaginemos que la empresa monopólica en cuestión es un call center. La tecnología de hoy permite reemplazar un operador humano por un computador. Si sus rentas están en peligro, el empresario en cuestión puede decidir despedir a los empleados y tecnificar el negocio. En la jerga de los economistas, cuando es fácil sustituir capital por trabajo, la negociación colectiva no necesariamente es el mejor instrumento para eliminar las rentas monopólicas. Al contrario, puede que sea un camino que lleve directo a la cesantía, y por lo tanto a mayor desigualdad. 


			El tercer y último «pero» ante la tesis Figueroa es que, si el problema es uno de rentas monopólicas, lo más probable es que la herramienta más efectiva para lidiar con él sea la política antimonopolios. Las fiscalías del rubro suelen evaluar la fusión de dos empresas, por ejemplo, según sus efectos en el mercado de bienes. Pero también deberían hacerlo evaluando el impacto en el mercado del trabajo. Si dicha fusión implica un monopsonio en el mercado laboral correspondiente, entonces las autoridades deberían evitar que la fusión ocurra.61 


			Una política pro libre competencia evita que se reduzcan los sueldos abusivamente. Y también induce a cobrar precios menores y producir más. Así ganan todos los consumidores, incluyendo los trabajadores de esa empresa o sector.62 


			En resumen, las políticas antimonopolio suelen ser preferibles para combatir la falta de competencia y las desigualdades que esta genera. Marx tenía razón: los mercados a menudo generan situaciones de explotación. Pero no todos los remedios convencionales, incluyendo los que suele recetar el movimiento sindical, sirven para curar esta enfermedad. Si vemos a la presidenta de la CUT lanzando epítetos, acaso sea producto de esta gran frustración. 


			 


			EL MERCADO Y LA DISTRIBUCIÓN


			 


			Parafraseando a Thomas Jefferson, puede que no todos los empresarios sean «chupasangre» en todo momento y en todo lugar. O puede que a veces, no siempre, la competencia en el mercado laboral le garantice a un trabajador que su remuneración corresponda a su productividad. Quizá no toda renta obtenida por un empresario tenga un origen anticompetitivo. 


			En una frase: puede que la «crítica Marx» respecto del carácter opresivo del mercado resulte errada. 


			Pero nada de eso —podrían argumentar los escépticos— invalida la otra crítica, la que tiene que ver con la desigualdad y la injusticia. Si todo se encuentra en venta, quienes dispongan de más dinero adquirirán más. Si los ricos gastan más en educar a sus hijos que los pobres, la desigualdad de ingresos se transmitirá de una generación a la otra. Así las cosas, será la cuna —no el talento ni el esfuerzo ni la perseverancia— lo que determine la fortuna. Este papel del mercado, concluyen los críticos, es indeseable e inaceptable. Marx nunca lo planteó directamente así, pero es parte del espíritu de lo hemos llamado la «crítica Marx» al capitalismo. 


			¿Funcionan así las cosas? Vamos por parte. 


			Refiriéndose específicamente a la educación, Fernando Atria lo plantea así: 


			 


			El mercado [...] es un espacio de intercambio no forzado, pero es también un criterio cruel de distribución (en tanto no atiende a la necesidad del que necesita sino a su capacidad de pagar).63 


			 


			Atria supone que el mercado es un sistema de distribución. Pero en eso se equivoca: el mercado, ya sea en la educación o en otros ámbitos, es un sistema para asignar los recursos a la producción. No tiene por qué ser un sistema para distribuir dichos recursos.64 La producción que ocurre en respuesta a los incentivos de mercado genera una cierta distribución. Pero esa distribución se puede modificar. No hay contradicción entre desear que los recursos productivos cambien de manos, aunque el cambio genere costos y, al mismo tiempo, propugnar el uso del mercado. 


			En términos de la jerga moderna de las ciencias sociales —el término es de Jacob Hacker, profesor de ciencia política en la Universidad de Yale—, las políticas públicas pueden afectar la «predistribución» del ingreso.65 Es decir, pueden afectar los factores que a su vez determinan la distribución de ingresos que el mercado arroja. 


			La alternativa a mejorar la predistribución del ingreso es llevar a cabo una redistribución del ingreso, es decir, modificar los ingresos que reciben las familias, ya sea vía impuestos o transferencias, después de que el mercado ha hecho lo suyo. 


			Ya en el siglo XIX, el liberal John Stuart Mill distinguía entre la eficiencia productiva —para lo que el mercado es clave, como veremos en el capítulo siguiente— y la distribución de lo que se ha producido. Como sostuvo Mill en sus Principios de economía política, la distribución es «una cuestión de la institución humana solamente».66 


			 


			Una vez que los productos están disponibles, la humanidad, individual o colectivamente, puede hacer con ellos lo que le dé la gana. Los puede poner a disposición de quienes quieran, en los términos que deseen... La distribución de la riqueza, por lo tanto, depende de las leyes y costumbres de una sociedad.67 


			 


			Esto no lo dijo ni Karl Marx ni Friedrich Engels. Lo dijo John Stuart Mill, santo patrono de los economistas y fundador del pensamiento liberal moderno. El cuadro a continuación resume las opciones que enfrenta una sociedad. 
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			En el encabezado horizontal del cuadro están los dos posibles sistemas de toma de decisiones y asignación de recursos: centralizado (planificación estatal) y descentralizado (mercado). En el encabezado vertical se ordenan los tipos de políticas para afectar la estructura de ingresos, predistribución y redistribución. 


			La planificación centralizada tiene una amplia gama de mecanismos para afectar esa estructura de ingresos: puede predistribuir fijando precios y salarios, y puede redistribuir usando impuestos y transferencias. Pero el sistema de mercado también cuenta con una amplia gama de instrumentos. Con la ventaja clave, además, de que el mercado es mucho más eficiente que la planificación a la hora de fijar los incentivos para producir, por lo que cuenta con más panes y peces para distribuir. 


			En Chile, los críticos contemporáneos del mercado suelen ignorar todas estas sutilezas. Como ya vimos, Fernando Atria y otros simplemente reiteran que el mercado «reproduce las desigualdades de origen». 


			Pero esa conclusión yerra al ignorar que nada en la lógica del mercado impide que se actúe vigorosamente para corregir esas desigualdades primigenias. También hace caso omiso del punto, surgido de la pluma de Mill, de que la producción es una cosa y la distribución otra, y que las sociedades son libres para corregir los resultados distributivos del mercado. En resumen, esa crítica no es teóricamente acertada. Tampoco es una buena guía para la acción. 


			Cuando a los miembros de una sociedad no les gusta la distribución que arroja el mercado, cuentan con muchas herramientas para modificarla. Algunas de esas medidas afectan los ingresos, como los varios impuestos redistributivos; otras, involucran gasto, subsidios y transferencias, como por ejemplo los estímulos al empleo o los controvertidos vouchers en educación. 


			Dicho de otro modo, los gobiernos no están condenados a la impotencia cuando se encuentran con distribuciones insatisfactorias, como claramente nos muestran los Estados de Bienestar europeos. La desigualdad intergeneracional e intrageneracional es evitable, al menos en parte. 


			Lo que se requiere es, primero, una comprensión correcta del fenómeno y, a continuación, la voluntad política para actuar. 


			 


			MONSIEUR PICKETTY EN AMÉRICA LATINA


			 


			Pocas cosas emocionan más a la vieja izquierda latinoamericana que un libro sobre la desigualdad escrito por un francés. Como era de esperar, El capital en el siglo XXI, de Thomas Picketty, publicado en español en el 2014, resultó todo un éxito en la región.68 


			Piketty teje una grandiosa narrativa sobre la dinámica de la acumulación de capital en una economía de mercado. Según su ahora famosa fórmula, si la tasa de retorno del capital es mayor que la tasa de crecimiento de la economía, la riqueza heredada aumentará más rápido que el ingreso salarial, y los dueños del capital tendrán una participación cada vez más alta en el producto nacional. Para corregir el problema, Picketty propone un impuesto a la riqueza o a los ingresos del capital.69 


			La moda de leer a Picketty nos retrotrae a la pregunta que primero planteó Mill. Dado que la distribución es «una cuestión de la institución humana solamente», ¿qué instituciones humanas debemos usar para distribuir los bienes producidos del modo que a la sociedad «le dé la gana»? ¿Cuáles son los costos de redistribuir, y de qué dependen? ¿Qué políticas permiten evitar o, al menos reducir, esos costos? 


			Según el economista norteamericano Arthur Okun, redistribuir ingresos es como acarrear agua en un balde con filtraciones: se pierde parte del agua cuando el Estado le quita el agua a unos y en el momento en que se la entrega a otros.70 Cuando Mill afirma que una sociedad puede hacer «lo que le dé la gana» con los bienes producidos, lo que presumiblemente tiene en mente es que, sea cual sea la velocidad con que se filtra el agua, la sociedad puede optar por redistribuir más y pagar ese costo.71 


			¿Y qué tan grande es, en la práctica, esa filtración? ¿Cuánta agua —o ingreso— pierde la sociedad cuando por la vía de los impuestos le quita a Pedro para darle a Juan o a Diego? Este punto ha sido muy debatido por los economistas, literalmente por siglos. La respuesta es compleja, tanto por razones teóricas como prácticas. 


			Si el impuesto usado para redistribuir grava los frutos del trabajo, entonces puede que el trabajador decida trabajar menos, o trabajar en la economía informal o el mercado negro, donde no tiene que pagar impuestos. En ambos casos el producto total de ese trabajador será menor cuanto mayor sea el impuesto. 


			Si, por otra parte, el impuesto utilizado para redistribuir grava los ingresos del capital —ya sea maquinaria, propiedades inmobiliarias, acciones, bonos u otro instrumento financiero—, entonces lo más probable es que el capitalista opte por acumular menos capital. Como el capital se acumula ahorrando, el capitalista en ese caso decidirá consumir más y ahorrar menos. Y porque el próximo año la economía tendrá menos capital para producir, el crecimiento económico será menor.72 


			El tamaño de estos efectos depende del tamaño de lo que los economistas llaman «elasticidades». ¿Qué tan «elástica» es la oferta laboral respecto del impuesto que grava los ingresos laborales? ¿Qué tan «elástica» es la inversión respecto del impuesto que grava los ingresos del capital? 


			Hay economistas que dedican toda su vida laboral a responder estas preguntas. Y como responderlas no es fácil, hay casi tantas respuestas como economistas que se dedican a esta tarea. Pero quienes por razones ideológicas desean encontrar grandes efectos adversos de la tributación en la actividad económica o el crecimiento, les ha costado dar con ellos. 


			En un trabajo muy citado, la profesora de Chicago Nancy Stokey y el profesor de Northwestern University Sergio Rebelo observan que hasta la aprobación de la 16ª enmienda en 1913, la Constitución de los Estados Unidos restringía severamente la aplicación de impuestos a la renta por parte del gobierno federal. Así, tales impuestos se mantuvieron bajos hasta la Segunda Guerra Mundial. Para financiar el esfuerzo bélico, la recaudación del impuesto a la renta subió bruscamente de 2 a 15 por ciento del producto interno bruto en la primera mitad de los años cuarenta. Y una vez finalizada la guerra no bajó, sino que continuó subiendo gradualmente.73 


			¿Colapsó el crecimiento económico de los Estados Unidos? No. Por el contrario, en la posguerra, y hasta los años sesenta, el país tuvo su expansión económica más prolongada. Stokey y Rebelo concluyen —renuentemente, intuye el lector— que no hay «ni una presunción teórica ni evidencia empírica» de que los impuestos a la renta del capital y el trabajo tengan «efectos sustantivos» en el crecimiento. 


			Esta conclusión deja felices a los partidarios de la tributación redistributiva. Pero ella no basta para largarse a recomendar reformas tributarias de cualquier diseño o magnitud. El diseño fino de la estructura tributaria importa, y mucho. Como afirman los mismos Stokey y Rebelo, cuando se grava a los distintos factores de producción con distintas tasas y sistemas, dicha tributación puede crear distorsiones cuantiosas y su impacto en el crecimiento también puede ser cuantioso.74 


			La otra dificultad es que el impacto económico de incrementar los impuestos depende del nivel inicial de recaudación. La relación entre ambos es «no-lineal», diría un estudioso de las matemáticas. En el ejemplo de los Estados Unidos en la década de los cuarenta, la recaudación subió más de siete veces —de 2 a casi 15 por ciento del PIB— sin efectos apreciables en el crecimiento. Pero si la recaudación inicial hubiese sido 10 por ciento, un incremento de la misma magnitud la hubiese llevado a 70 por ciento del PIB. Parece probable que en ese caso el crecimiento sí habría sufrido. Si el fisco se llevara 7 de cada 10 dólares que ganan, entonces los norteamericanos plausiblemente trabajarían y ahorrarían menos. 


			La redistribución fiscal consiste en quitarle al rico para darle al pobre. Pero hay más de un modo de entregarles esos recursos a los más necesitados. Y esto también importa para el crecimiento. 


			Un gobierno puede redistribuir usando la plata de los impuestos para financiar las vacaciones de abuelitas de bajos recursos. Es un fin loable, que probablemente mejorará mucho la calidad de vida de esas ciudadanas en la tercera edad.75 Pero, convengamos, este tipo de gasto no estimula la productividad, y por lo tanto el crecimiento económico. 


			Un gobierno también puede redistribuir entregando la plata de los impuestos a las madres pobres con hijos pequeños, siempre y cuando las madres demuestren que esos niños asisten regularmente a la escuela, y también al consultorio para ser vacunados.76 En este caso la transferencia en efectivo mejora la calidad de vida de la familia, pero también ayuda a que los hijos sean más sanos y aprendan más, con lo cual en el futuro serán más productivos. En contraste con la otra política redistributiva, esta sí contribuye al crecimiento económico. 


			Tratemos entonces de reunir los argumentos anteriores en una sola conclusión. ¿Cuál es el efecto neto en el crecimiento de usar el aparato fiscal para redistribuir, usando los recursos en usos productivos —ya sea educación, salud, infraestructura u otros— que beneficien a los más pobres? 


			La buena noticia es que una dosis moderada de redistribución probablemente estimula el crecimiento; solo más allá de un cierto punto, seguir aumentando los impuestos y las transferencias reduce la capacidad de crecer. 77 La mala noticia es que ello implica límites al monto de las rentas que el aparato fiscal puede redistribuir sin provocar consecuencias adversas en la economía. Si dibujamos en un gráfico la relación entre redistribución y crecimiento, esta tiene la forma de una U invertida.78 


			Algo así concluye un muy comentado estudio reciente de economistas del Fondo Monetario Internacional.79 Utilizando una nueva base de datos que cubre un gran número de países, los autores comparan el coeficiente de Gini —un índice de desigualdad que se emplea comúnmente, y que llega a los cien puntos, en el que cero es una igualdad perfecta y cien una desigualdad perfecta— antes y después de aplicarse los impuestos y las transferencias fiscales. Concluyen que apenas un puñado de naciones redistribuye —utilizando el aparato fiscal— lo suficiente para que se produzca una variación de diez puntos en el coeficiente de Gini, y que las redistribuciones que resultan en cambios de más de trece puntos en el Gini tienen consecuencias adversas para el crecimiento. 


			Los programas fiscales de redistribución, por lo menos en América Latina, suelen ser de mucho menor alcance. La reforma tributaria del segundo gobierno de Michelle Bachelet pretendía recaudar 3 por ciento adicional del Producto Interno Bruto. Incluso si no se hubiese desperdiciado ni un peso de ese dinero y todo se hubiese redistribuido a los chilenos más pobres —en los hechos, buena parte irá a la clase media por la vía de la educación universitaria gratuita—, es poco probable que dicha reforma hubiese reducido el coeficiente de Gini en tres puntos. 


			En Chile, el Gini después de los impuestos es aproximadamente cincuenta —similar al de Brasil, Colombia y Perú—, mientras que en los países avanzados suele estar en torno a treinta. Es decir, lograr que Chile y sus vecinos se transformen en países con los niveles de igualdad de la OCDE requiere además de medidas distintas a una reforma tributaria. 


			Dicho de otro modo, no hay receta —de un economista francés o de ninguna otra nacionalidad— que pueda ofrecer un solo remedio simple y certero para la desigualdad. Los remedios efectivos suelen ser multidimensionales. Veamos un ejemplo a continuación. 


			 


			EL EMPLEO ES LA CLAVE


			 


			Una conclusión de este capítulo es que resulta posible «predistribuir» ingresos por la vía de incrementar salarios, pero dentro de ciertos límites. Otra conclusión es que también se puede redistribuir ingresos a través de los impuestos y las transferencias fiscales, aunque también con ciertos límites. 


			¿Qué pasa si esos límites son tan exigentes que ninguna de las dos maneras sirve para corregir la mala distribución de los ingresos? ¿Estamos destinados a tirar la toalla y resignarnos a ser un país desigual por los siglos de los siglos? ¿Es la «crítica Marx» a la injusticia del capitalismo ineludiblemente correcta después de todo? 


			Creemos que no. Hay varias herramientas más en el maletín de cualquier gobernante que de verdad quiera construir una sociedad más igualitaria. Una de ellas puede tener efectos rápidos, de modo que no tengamos que esperar siglos. La receta es vergonzosamente simple: crear más empleo. 


			En Chile hay más de once millones y medio de personas en edad y condiciones de trabajar, pero apenas ocho millones y medio tienen empleo.80 Exceden los tres millones los chilenos que pudiendo potencialmente trabajar, no logran hacerlo. 


			Esta falta de trabajo es una causa central de la desigualdad de los ingresos en Chile. Hasta que las oportunidades de empleo sean más abundantes, especialmente para las mujeres y los jóvenes, los esfuerzos por superar la desigualdad serán casi siempre estériles. Esa es la tesis central de un libro que uno de nosotros publicó —con Cristóbal Huneeus— no hace mucho.81 


			La definición más común de desigualdad se refiere a las diferencias salariales. Una persona que recibe el salario mínimo gana poco más de 250 mil pesos al mes, mientras que un gerente general puede ganar 25 millones mensuales o más. Esa es una diferencia de uno a cien. Es una brecha tremenda. 


			Pero allí apenas comienza el problema. Lo que importa para el bienestar no es el ingreso de un individuo, sino el ingreso total del hogar. Es decir, importa cuántas personas trabajan, no solo cuánto ganan los que trabajan. Y, como vimos, son muchas las personas que no trabajan, porque en Chile las oportunidades de empleo también están muy mal distribuidas. 


			En los hogares más pobres hay en promedio medio empleo, es decir, resulta necesario sumar dos familias para dar con un trabajador de jornada completa. Por contraste, en los hogares más ricos hay cerca de dos personas empleadas. Es decir, los ricos tienen cuatro veces más acceso al trabajo que los pobres. Esta diferencia explica buena parte de la brecha entre ricos y pobres en nuestro país.82 


			En Chile, la escasez de empleo aqueja especialmente a las mujeres y los jóvenes. De las chilenas más pobres, apenas una de cada cuatro en edad de trabajar tenía trabajo según la encuesta Casen 2015.83 Y la tasa de cesantía entre los jóvenes del Gran Santiago ha rondado el 18 por ciento, más del doble que para la población en su conjunto.84 


			Estas cifras desesperanzadoras tienen un corolario que sí puede inducir al optimismo. Ciertos cambios perfectamente plausibles en la estructura del empleo podrían reducir dramáticamente tanto la pobreza como las disparidades de ingresos.85 


			En ese mismo libro publicado por uno de nosotros, calculábamos qué pasaría con la desigualdad si las familias vulnerables tuvieran el mismo acceso al empleo que tiene hoy el hogar promedio en Chile.86 El resultado es que incluso si la estructura de salarios se mantuviera inalterada, ese solo aumento en el empleo haría que la brecha entre ricos y pobres cayese a la mitad. O si en cada grupo social las mujeres tuvieran el mismo acceso al empleo que los hombres, esta brecha también caería, y mucho.87 


			En la famosa frase inicial de la novela Anna Karenina, Tolstói afirma que todas las familias felices se parecen, pero cada familia desdichada lo es a su propio modo. No ocurre lo mismo con la pobreza. Muchas familias de las más pobres se parecen. Suelen tener como jefa de hogar a una mujer con poca o nula experiencia laboral, cuyos hijos pequeños no tienen una sala cuna o jardín infantil que los acoja. A esa mujer le cuesta salir a trabajar y cuando lo hace tarda en encontrar empleo. Los magros ingresos de ese hogar limitan las oportunidades de educación de los hijos. Así, la falta de empleo se transmite de generación en generación, y con ello la desigualdad. 


			Pero esa es solo una arista del problema. Esas familias pobres también cuentan con menos años de escolaridad que las familias acomodadas: la educación importa. Esas familias suelen vivir en barrios apartados de los lugares de trabajo, por lo cual el transporte público también importa. Finalmente, esas familias sufren más que otras la discapacidad, lo que genera aún mayores problemas para conseguir trabajo. 


			En resumen, si no hay una sola causa para la falta de empleo, entonces tampoco puede haber una sola solución. Hay muchas y ninguna por sí sola basta. 


			Ciertas políticas intentan aumentar la oferta de trabajo, de modo que más personas salgan a buscar trabajo y así aumente el empleo. Otras buscan aumentar la demanda de trabajo, de modo que el empleo suba porque las empresas desean contratar más trabajadores. La creación de relaciones contractuales más flexibles —que permitan a mujeres y jóvenes, por ejemplo, trabajar jornadas parciales y turnos variables— es un ejemplo que podría afectar tanto la oferta como la demanda de trabajo. 


			Otro ejemplo que logra ambos objetivos es el programa de «subsidio al trabajo joven», que creó en el primer gobierno de Michelle Bachelet y expandió Sebastián Piñera.88 Hay en esa política el germen de un nuevo enfoque, que ya se aplica en varios países avanzados: vincular las políticas sociales al trabajo, de modo que para recibir ciertas ayudas públicas es requisito estar empleado. 


			También están las políticas que buscan juntar la demanda con la oferta: las bolsas o ferias de empleo, entre muchas otras, que informan a quienes buscan trabajo de las vacantes disponibles. Hoy las municipalidades listan ofertas de trabajo —muchas veces ya obsoletas— en libracos accesibles solo a quien visita la repartición pública respectiva en horas de oficina. Pero en Chile hay más celulares que personas. Prácticamente todo trabajador en potencia tiene un celular. ¿Por qué no crear, con financiamiento estatal, un banco electrónico de ofertas de trabajo, que haga llegar la información directamente al celular de ese joven cesante? 


			Nada lo impide, excepto la inercia en materia de políticas sociales. Así el mercado del trabajo funcionaría de modo más eficiente. Más importante aún, se democratizaría el acceso al empleo, de modo que no sea indispensable tener redes, «pitutos» y contactos para saber dónde encontrar trabajo.89 


			Algunos críticos acaso argumenten que medidas como las mencionadas constituyen una desregulación o, peor aún, una «precarización» del mercado del trabajo. Pero nuestro mundo laboral ya es altamente informal y precario. En Chile, entre un cuarto y un tercio de todos los empleos son los llamados «por cuenta propia». Algunos consisten en el ejercicio profesional de dentistas, arquitectos o contadores. Pero la gran mayoría consiste en vender chicles en la micro u hornear empanadas en la casa para venderlas en la feria. La gran mayoría de los empleados «por cuenta propia» no cotizan para sus pensiones, no tienen acceso garantizado a la salud, ni cuentan con vacaciones remuneradas, permiso posnatal, o seguros contra los accidentes del trabajo. 


			Más aún, con seguridad la tecnología va a incrementar el trabajo independiente. La prensa reporta que en Chile hay más de 70 mil conductores de Uber —en contraste con 35 mil taxistas— y la aplicación ya opera en dieciocho ciudades del país.90 En Estados Unidos, a partir de la crisis del 2008-09 ha crecido el empleo de contractors que carecen de contrato permanente de trabajo. La nueva gig economy (en chileno sería algo así como la «economía del pololito») emplea a millones que manejan autos mediante plataformas como Uber y Lyft, entregan paquetes para el sistema Postmates, o hacen de «maestros chasquilla» a través de Handy o Taskrabitt.91 


			Ni Chile ni el mundo van a retornar a la época en que un joven entraba a trabajar a una empresa a los veinticinco años, trabajaba jornada completa con un contrato convencional, y se jubilaba ahí mismo, cuarenta años más tarde. La opción hoy es entre un mundo del trabajo flexible —pero con derechos y beneficios— y otro precario y salvaje. Se acerca la hora en que será inevitable elegir. 


			 


			Y ENTONCES...


			 


			¿Tienen razón Rousseau, Marx y Sandel en sus críticas al capitalismo? 


			Nuestra respuesta no es ni la más tajante ni la más sexy, pero tiene la ventaja —creemos— de ser más precisa: tienen razón a  veces. En ocasiones, Rousseau, Marx y Sandel dan en el clavo. En otras, andan muy perdidos. 


			Dicho de otro modo, los tres tienen éxito, más que en desarrollar una crítica general y uniformemente demoledora del capitalismo, en identificar y analizar situaciones en que el capitalismo —y su instrumento, el mercado— falla. Y cuando cambian las situaciones, cambian las falencias, y por ende también la conclusión. 


			No creemos que el capitalismo sea un antro de perfidia moral, como pensaba Rousseau, ni que la competencia sea la fuente de nuestros males. En eso, estamos con Adam Smith. 


			Pero la vida no se agota ni en el mercado ni en la competencia, como el mismo Smith enfatizó. Por cierto que nuestras vidas mejoran y la comunidad democrática se fortalece cuando también existe colaboración a través de una intensa vida asociativa y una sociedad civil robusta.92 


			Asimismo, permitir que las lógicas de mercado se inmiscuyan en ciertas áreas de la vida como las relaciones familiares o la cooperación cívica, que debieran estar gobernadas por otras normas, nos empobrece como seres humanos y como sociedad. En otras situaciones, por ejemplo, al estimular la competencia entre proveedores públicos y privados para que ofrezcan servicios públicos de mejor calidad, la expansión del mercado equivale a ensanchar la esfera de libertad y bienestar humano. 


			A veces la presencia de empresas con poder de mercado hace que establecer un salario mínimo sea bueno para el empleo y la distribución del ingreso. Otras veces, por ejemplo, si el mercado laboral es razonablemente competitivo, fijar un salario mínimo demasiado alto puede causar cesantía, tornar aún más dispar la distribución de los ingresos y —hay que decirlo con todas sus letras— causar un sufrimiento humano evitable. 


			Los sistemas de mercado pueden —y, desde un punto de vista ético, deben— predistribuir y redistribuir. Por algo los países más igualitarios del mundo —entre ellos los escandinavos— son economías de mercado que no tienen complejos a la hora de repartir de modo más justo los frutos del crecimiento. Pero lo hacen inteligentemente, mezclando instrumentos, con conciencia de las limitaciones de cada uno de ellos. 


			 


			VARIEDADES DE CAPITALISMO


			 


			Existe una vasta literatura académica sobre las mutaciones del capitalismo. En un libro muy influyente titulado Variedades de capitalismo —se trata del texto que dio inicio a esa literatura—, los académicos Peter Hall, de la Universidad de Harvard, y David Soskice, del London School of Economics, plantean que las apreciables diferencias entre sistemas de mercado se pueden entender como 


			 


			la destilación de ciertas decisiones históricas durables adoptadas por un tipo específico de sociedad, dado que las instituciones económicas condicionan los niveles de protección social, la distribución del ingreso y la disponibilidad de bienes públicos —es decir, las características de la solidaridad social de una nación.93 


			 


			Dicho de otro modo: precisamente porque Rousseau, Marx y Sandel a veces, pero solo a veces, tienen razón, las sociedades justas son mezclas sutiles de mercado, Estado y sociedad civil, en que las proporciones de la mezcla dependen de incontables características de la sociedad en cuestión, su historia y sus instituciones. No es lo mismo el capitalismo de Suecia que el de Estados Unidos y ambos a su vez son muy distintos del de Guatemala. 


			El economista turco Dani Rodrik ha formulado el punto del siguiente modo: hay una sola disciplina de la economía, pero muchas recetas. La ciencia económica no prescribe un modo único de organizar la sociedad o la economía.94 


			Al contrario, hay muchas variedades de economía de mercado. La variedad anglosajona de Estados Unidos y Gran Bretaña poco y nada tiene que ver con el capitalismo corporativista de Alemania o Francia, que a su vez no es el mismo que el desarrollismo de Corea del Sur, Singapur o Hong-Kong. Una clave de las sociedades exitosas es que no le tienen miedo a innovar. Eligen la variedad de economía de mercado y el patrón de intervención estatal que les conviene más. Y si no hay ninguno que les complace, inventan uno nuevo.95 


			Esta realidad compleja rara vez se ve reflejada en el debate chileno, en el que demasiados analistas proceden como si hubiese solo una variedad de capitalismo y solo un tipo de economía de mercado, a la que corresponde alabar o denostar sin matices, según sean las preferencias ideológicas de quien escribe. 


			Un ejemplo revelador es el libro El fracaso del modelo, de Alberto Mayol y José Miguel Ahumada, que le atribuye cuanta crisis —real o imaginada— aparece en el horizonte a las dinámicas rentistas que el «modelo» habría instaurado en Chile.96 


			Mayol y Ahumada conocen y citan la literatura académica sobre variedades de capitalismo, pero por alguna razón se niegan a aplicar esa óptica al caso chileno. El sistema socioeconómico vigente en el Chile del 2015 tiene muchas diferencias con el de 1985. Ese año no existían ni la pensión básica solidaria, que reciben un millón y medio de jubilados pobres, ni el seguro de desempleo universal ni el Plan Auge de salud que cubre gratuitamente cerca de cien patologías para todo ciudadano ni el sistema de ayudas estudiantiles que en los hechos, y mucho antes de la controvertida «gratuidad», ya financiaba la educación superior para los estudiantes más vulnerables. 


			¿A qué tipo de economía de mercado corresponde el «modelo»? ¿A todos? ¿A ninguno? ¿Cómo ha variado esa correspondencia a lo largo del tiempo? El fracaso del modelo fracasa, pues no ofrece respuesta a ninguna de estas interrogantes. 


			Mayol y Ahumada no son los únicos que caen en esta trampa. Varios políticos de izquierda también lo hacen. Cuando Marco Enríquez-Ominami describió Chile como la Corea del Norte del capitalismo, cayó en una caracterización burda.97 Tan burda como la caracterización de las economías de mercado que hacen ideólogos de derecha como Axel Kaiser, para quienes el único mercado es aquel en que impera el laissez faire, y para quienes sociedades como Noruega y Dinamarca, o Australia y Nueva Zelandia, en que un activísimo y muy dinámico mercado coexiste con un vasto sistema de bienestar estatal, no son dignos de imitación. 


			Carlos Ruiz Encina, criticando un libro reciente de José Joaquín Brunner, postula que Chile vive «tiempos neoliberales extremos», en que la «mercantilización extrema de la vida cotidiana socava la soberanía del individuo sobre su propia vida...» y todo esto es posible solo por «la supresión de derechos sociales...».98 Esa es una caracterización, para usar la palabra favorita de Ruiz Encina, «extrema». 


			En síntesis, no hay —ni en Chile ni en el mundo— un modelo único de capitalismo. Al revés, existen muchas variedades de capitalismo. Y algunas son mucho más vulnerables que otras a las críticas de Marx, Rousseau y Sandel. 


			Gobernar el capitalismo consiste en modificarlo gradualmente para reducir los elementos de degradación, explotación e injusticia que enfatizan nuestros tres críticos, manteniendo al mismo tiempo las virtudes innovadoras de un sistema de mercado. 


			Es lo que venimos haciendo, con altos y bajos, en Chile. La economía de mercado hoy en nuestro país tiene poco que ver con el capitalismo rústico de la década de los ochenta bajo Pinochet. 


			Y el proceso continúa. Si en treinta años más nuestra variedad local de capitalismo tiene pocas semejanzas con la que impera hoy, entonces los chilenos y las chilenas habremos cumplido la tarea. 
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			La banda de Michelle: mercado versus Estado 


			 


			LA BANDA DE MICHELLE 

            
			 


			La noche del triunfo de Michelle Bachelet en la segunda vuelta, en enero del 2006, uno de nosotros se asomó a la ventana del hotel San Francisco, en la Alameda. La visión era conmovedora: miles de mujeres —mayores, jóvenes, niñas incluso— celebraban con una banda presidencial cruzándoles el pecho. La primera mujer elegida presidente de Chile se aprestaba a hablar desde el balcón, y las ciudadanas en la calle afirmaban con el gesto de calzarse la banda: ¡Yo también puedo ser presidenta! 


			¿De dónde habían salido esas miles de bandas presidenciales? En otro país pudo haberlas distribuido una agencia del Estado o un comando electoral muy bien organizado. En Chile, las bandas eran fruto de la generación espontánea o, mejor dicho, de ese mecanismo de generación espontánea que llamamos mercado. Quien afinara el oído podía escuchar, en medio del barullo de las consignas políticas: ¡Sacar a mil las bandas! ¡Sacar a mil! La presidenta socialista celebraba su triunfo y el mercado, con evidente fin de lucro mediante, le entregaba los medios para hacerlo. 


			Los mismos emprendedores que venden banderas, gorros o insignias ad-hoc cuando juega Colo-Colo con la U, o cuando nos visita el Papa, o cuando toca Iron Maiden, se habían adelantado al posible triunfo de Bachelet, sopesado costos y cotejado probabilidades, estimado la demanda y el potencial de la venta, y se habían arriesgado a comprometer su capital fabricando bandas presidenciales —también banderas y camisetas con el eslogan «Estoy contigo», de Bachelet— cuyo valor de mercado habría sido cero de haber ganado Sebastián Piñera. 


			«Coordinación espontánea». «Toma de riesgos». «Creación de valor». Todos los conceptos que enseñan en primer año de economía se hacían realidad. El mercado había funcionado tal como lo prescribe el libro de texto. La mano invisible de Adam Smith aplaudía el triunfo de la socialista Bachelet. 


			Fast-forward una década y media. El 2019 llega marzo, los escolares vuelven a clases, y el año político se inicia con una bomba noticiosa. El Tribunal de la Libre Competencia condena a Walmart, Cencosud y SMU —las tres mayores cadenas de supermercados de Chile— por haberse coludido para subir artificialmente los precios de la carne de pollo. El fallo incluye correos electrónicos a través de los que ejecutivos de estas empresas y sus proveedores se coordinaban para fijar precios mínimos. Esa colusión se había revelado en el marco de una investigación anterior a las avícolas Agrosuper, Ariztía y Don Pollo, a quienes la Corte Suprema condenó, el año 2015, a pagar multas por un total de 55 millones de dólares.1 


			Los supermercados y los productores de pollos no fueron los primeros en coludirse. En años anteriores los chilenos nos habíamos informado de similar comportamiento por parte de las farmacias, los productores de papel tissue y de pañales, las empresas de buses interprovinciales y los gineco obstetras de Ñuble, entre varios otros. 


			«Restricción de la oferta». «Incremento artificial de precios». «Goce de ganancias monopólicas». Una vez más, los conceptos de un curso introductorio de economía se hacían realidad. Cada precepto de libro de texto acerca de cómo el mercado no debe funcionar, aunque suela hacerlo así, se cumplía al dedillo. En esta ocasión la mano invisible de Adam Smith había perdido el gallito con los empresarios supuestamente libremercadistas. 


			El mercado a veces logra lo inesperado. Otras veces fracasa estruendosamente. Esto es de perogrullo para cualquier observador, excepto para aquellos izquierdistas sobreideologizados para quienes el mercado no puede hacer nada bien, y aquellos derechistas simplones para quienes no puede hacer nada mal. 


			 


			DE PERNOS Y TORNILLOS


			 


			Pero ¿qué quiere decir que el mercado lo haga bien o mal? ¿En qué precisamente consisten esos logros o fracasos? ¿Para qué diablos sirve el tan alabado y vilipendiado mercado? 


			Toda sociedad tiene que decidir todos los días qué producir y con qué tecnología e insumos. ¿Quién o quiénes deciden? Hay dos respuestas a esta pregunta. O las decisiones las toma una multitud de productores de modo descentralizado —a eso le llamamos mercado— o las toma el Estado de modo centralizado, y a eso le llamamos planificación. Una anécdota ilustra la diferencia. 


			Uno de nosotros tuvo la suerte de cursar la introducción a la economía no con un experto en el mercado, sino con un experto en la planificación centralizada. A Raymond Powell, decano de los sovietólogos norteamericanos de la década de los setenta, le gustaba narrar en clase que la Unión Soviética —la misma que triunfó en la Segunda Guerra Mundial y logró poner antes que nadie a un hombre en el espacio— fracasó a la hora de decidir cuántos y qué tipo de tornillos producir. 


			Un año los planificadores de Gosplan, el poderoso organismo de gobierno que desde Moscú planificaba los destinos de la economía soviética, instruyeron a los capataces de las fábricas de tornillos diseminadas por todo el territorio que produjeran tantas toneladas de tornillos como fueran capaces. Los capataces, para sorpresa y molestia de los planificadores, produjeron solo tornillos de gran tamaño, alcanzando así un alto peso con el menor costo y esfuerzo. Al año siguiente, los planificadores modificaron su instrucción: produzcan tantos tornillos como puedan. La reacción de los capataces no fue enteramente imprevisible: manufacturaron una infinidad de tornillos de ínfimo tamaño. Hemos cumplido la meta, arguyeron, ante la mirada fría y una vez más molesta de los planificadores.2 


			Al terminar la anécdota, el venerado profesor Powell resumía la moraleja para los alumnos distraídos: decidir de modo centralizado cuántos tornillos producir, y de qué tipo, es prácticamente imposible. 


			El sistema descentralizado de decisiones al que llamamos mercado lleva, en este plano, una indudable ventaja. En una economía de mercado puede que los tornillos sean caros e inaccesibles. Pero nadie se queja, tras una visita al Homecenter, al Easy o a una ferretería de barrio, que hay demasiados tornillos grandes y pocos chicos, o viceversa. 


			Dependiendo del precio de los tornillos grandes relativo al de los pequeños, o del precio de los pernos relativo al de los roscalatas, y de los costos de los insumos necesarios para elaborar unos y otros, los productores decidirán cuántos de cada uno fabricar, sin necesitar —ni recibir— instrucción alguna del gobierno. Y si un mes las órdenes de compra de tornillos pequeños enviadas por los ferreteros exceden los stocks disponibles en bodega, al mes siguiente los industriales fabricarán más tornillos pequeños, o incrementarán su precio, o una combinación de ambas reacciones, de modo que el problema no vuelva a repetirse. 


			La famosa «mano invisible» de Adam Smith guía esas decisiones. Y lo hace bien: por las razones que el ejemplo de los tornillos y el episodio de las bandas presidenciales dejan abundantemente claro, a la hora de asignar recursos productivos, el mercado suele ser superior al Estado. Para llegar a esta conclusión no hay que ser ni egresado de la Escuela de Chicago ni libremercadista a ultranza. 


			Ahora, esto no significa, y este es un punto clave, que el mercado garantice que se tomen siempre las decisiones correctas. Al revés, el mercado provee ciertos bienes —los bienes públicos y los bienes sujetos a «externalidades positivas»— en cantidades insuficientes y otros bienes —aquellos sujetos a «externalidades negativas»— en cantidades excesivas. 


			El sistema de justicia es un bien público por excelencia. Todos nos beneficiamos de que haya tribunales que garanticen la seguridad de las personas y que se cumplan los contratos, sancionando a quienes incumplen. Pero todos tenemos razones para negarnos a financiar ese sistema, a la espera de que otros ciudadanos lo hagan. Financiar un sistema de justicia de tamaño y calidad adecuado exige que el Estado nos obligue a proveer los recursos; a eso le llamamos impuestos. 


			La limpieza del medio ambiente es un bien sujeto a externalidades. Si un vecino se abstiene de botar basuras a la calle, mejora su calidad de vida. Pero también mejora la de su vecina, que al salir de su casa no se topa con un alto de porquerías. Si el caballero en cuestión no toma en cuenta este efecto «externo», puede que no ejerza todos los cuidados para mantener limpio el barrio. Esta lógica —o ilógica— justifica que el Estado prohíba botar basuras y nos multe si no cumplimos. Y también justifica que nos obligue a pagar impuestos —en el caso de Chile, contribuciones—, para financiar los servicios locales de aseo y recolección de basura. 


			El mercado también fracasa, por supuesto, si algunos aprovechadores deliberadamente lo hacen fracasar. Eso buscaron, precisamente, los productores de pollos o los gestores de las farmacias: coludirse para torcerle la mano al mercado. Produzcamos menos —acaso uno le dijo al otro, en alguna de esas reuniones secretas que tanto se esmeraron por ocultar— de modo que el precio suba y nuestras ganancias engorden tanto como nuestras billeteras. Todo ello justifica la existencia de una potente institucionalidad antimonopolios, que identifique, investigue y sancione las conductas anticompetitivas. 


			A la manera del viejo profesor Powell, resumamos el punto elaborado hasta el momento. El mercado no es otra cosa que un sistema para tomar ciertas decisiones y coordinar las acciones que esas decisiones requieren. En algunos casos, como qué tipos de pernos y tornillos producir, el mercado lo hace muy bien. En otros, como qué tan limpias mantener las aceras, o el aire, o los lagos y ríos, el mercado funciona de modo imperfecto y deber ser regulado, complementado, o derechamente reemplazado. 


			 


			EL TIEMPO Y EL ESPACIO


			 


			Decidir qué productos —pernos, tornillos— producir, o qué insumos —hierro, acero, aluminio, bronce— utilizar, todo en un momento del tiempo, es difícil. Pero mucho más difícil es tomar decisiones económicas en distintos momentos del tiempo. El mercado también sirve para eso. 


			Un agricultor maicero cada año enfrenta una decisión clave: qué parte de su cosecha reservar para la venta en la feria más cercana y también, claro está, para el consumo familiar, y qué parte guardar para utilizar como semilla el año entrante. En un sistema de planificación centralizada, un funcionario de gobierno le instruiría qué hacer y lo mismo debería hacer el funcionario con decenas de miles de parceleros, que producen en predios de diverso tamaño y en terrenos de diversa calidad, con rendimientos muy variables. La tarea, una vez más, resulta de una complejidad inabordable. 


			Un mercado, por contraste, le entrega al parcelero los dos datos básicos que necesita del mundo exterior: el precio del maíz este año en la feria y la expectativa del precio el año entrante. Todo el resto —el tamaño de su parcela, la calidad de la tierra, la disponibilidad de agua, el rendimiento de los diversos cultivos— el agricultor ya lo sabe. Armado con toda esta información, puede calcular qué tan rentable resulta invertir un poco más de semilla este año, comparar esa rentabilidad con la conveniencia de consumir más en familia hoy y así decidir cuánto invertir. 


			Como el lector alerta ya habrá adivinado, así el agricultor determina la tasa de crecimiento de su producto. Algo parecido hacen, con lógica similar, los productores de acero, que deben decidir cuántas nuevas maquinarias instalar y cuánto mineral de hierro adquirir. 


			Lo mismo ocurre en todas las unidades productivas en todo el país. El mercado permite que se diseminen los pocos datos que los emprendedores necesitan para tomar de modo descentralizado las decisiones de inversión que, en su conjunto, determinan la tasa de crecimiento de la economía. 


			Otra manera de plantear el punto es a la manera de William Easterly, economista de la Universidad de Nueva York, quien en su libro En busca del crecimiento enfatiza el rol clave del mercado en el crecimiento económico: entrega incentivos.3 Y si los economistas saben una cosa, no se cansa de repetir Easterly, es que la gente responde a los incentivos. 


			Los arrogantes expertos de Occidente, argumenta Easterly, dudaban de que los agricultores africanos o latinoamericanos pobres lograrían sacar mayor rendimiento a sus tierras. Pero sí lo lograron cuando la liberalización de los mercados agrícolas les entregó el incentivo necesario: mayores precios para sus productos. 


			 


			EL GRAN ESCAPE


			 


			Por siglos y siglos la humanidad permaneció sumida en la pobreza. Súbitamente, a comienzos del siglo XVIII, algo cambió en la política y la economía de algunas regiones del mundo, la innovación tecnológica despegó —el motor a vapor es la primera de muchas invenciones que le cambiaron la cara al mundo—, y se inició una senda de ingresos crecientes que, con altibajos, continúa hasta hoy.4 


			La magnitud del cambio es formidable. El producto total del mundo se ha multiplicado por 100 desde que la Revolución Industrial se consolidó en 1820, y casi por 200 desde el inicio de la Ilustración en el siglo XVIII.5 En el periodo que va desde 1820 hasta 1992, el porcentaje de la población mundial que vive en la pobreza extrema bajó desde 84 por ciento a 24 por ciento.6 


			Este despegue cambió no solo los ingresos monetarios, sino que también las condiciones de salud y la calidad de vida. A mediados del siglo XVIII en las Américas y Europa, la esperanza de vida al nacer era de 35 años, cifra que no había cambiado en los dos siglos precedentes.7 Pero a partir del siglo XIX, y especialmente en el XX, la esperanza de vida subió vertiginosamente. En los Estados Unidos, se incrementó de cuarenta y siete en 1900 años a casi setenta y ocho años en 2006. Algo parecido ocurrió en Europa y posteriormente en América Latina. Países como Chile y Costa Rica tienen hoy prácticamente la misma esperanza de vida al nacer que los Estados Unidos.8 


			Incluso en países mucho más pobres, el cambio es inmenso. Hoy un niño o niña que nace en la India puede esperar vivir hasta los 64 años. En China, la cifra equivalente es 73 años. El gran escape —así llama el premio Nobel de Economía 2014 Angus Deaton, en un influyente libro del mismo nombre, a este giro radical de la historia humana que le ha permitido a miles de millones de personas escapar de la pobreza extrema y la muerte prematura.9 


			 


			POR QUÉ DESPEGAN LAS NACIONES


			 


			¿Qué hizo posible ese escape? Muchas cosas, pero una resultó clave: las condiciones para la innovación y el libre intercambio de los frutos de dicha innovación. 


			En su influyente libro Por qué fracasan los países, el turco Daron Acemoglu y el británico James Robinson argumentan que los países despegan cuando logran establecer instituciones políticas y económicas «inclusivas» que permiten a las personas innovar y beneficiarse de los frutos de su innovación. Lo contrario son las instituciones económicas «extractivas», en que los miembros de una elite controlan el poder político y, por lo tanto, el económico, y lo usan para extraer rentas del resto de la población.10 


			Mientras los soberanos de la Europa medieval le impidieron a los burgueses enriquecerse, por temor a su eventual poder político, y a los inventores innovar, por las mismas razones —sostienen Acemoglu y Robinson—, las naciones permanecieron estancadas. 


			Algo parecido ocurre con los dictadores tercermundistas que hacen de la rapacidad un estilo de gobierno, confiscando para sí los frutos del esfuerzo y la creatividad de quienes intenten innovar. En tal caso, previsiblemente, los innovadores dejan de serlo, la tecnología no mejora, la economía crece poco o nada, la política se vuelve agria y acaso violenta, y la nación fracasa. 


			El problema, según queda en evidencia, es tanto político como económico. El más clásico de los liberales, John Locke, filósofo inglés del siglo XVIII, tenía en mente la necesidad de proteger a las personas comunes y corrientes de las proclividades extractivas de soberanos y gobernantes absolutistas cuando enfatizó la importancia de los derechos de propiedad como fundamento de cualquier sistema que promueva la prosperidad. Hoy entendemos que esa es parte, pero solo parte, de la respuesta a la crucial pregunta ¿por qué despegan las naciones? 


			Las instituciones económicas inclusivas de Acemoglu y Robinson exigen, además y entre muchas otras cosas, tolerancia de todas las índoles, partiendo por la religiosa. La expansión del saber y el progreso tecnológico se resienten si solo a los de algunas creencias se les permite investigar e innovar, o si las creencias religiosas de algunos restringen las potenciales líneas de investigación de otros. Por algo en los Estados Unidos de hoy, la innovación florece precisamente en aquellas ciudades que son polos de diversidad cultural, étnica, religiosa y hasta sexual.11 


			Las instituciones verdaderamente inclusivas, además, denuncian el prejuicio y penan la discriminación. Los ciudadanos de piel clara tienen la misma probabilidad al nacer de pergeñar una invención productiva que los ciudadanos de piel oscura. Pero si a los primeros se les educa y se les entrega las herramientas para innovar, y a los segundos no, entonces la sociedad desaprovecha —la afirmación es probabilística, pero antes que nada es ética— parte importante de su potencial de innovación. 


			Lo mismo corre, por ejemplo, para la discriminación por orientación sexual. Todo espectador de la película El código Enigma sabe que Gran Bretaña se salvó de la derrota a manos de los nazis porque sus servicios de seguridad permitieron, a regañadientes, que el genio matemático Alan Turing liderara el proyecto secreto para descifrar el código de los submarinos enemigos. Pero todo espectador de esa película sabe también lo cerca que estuvo Gran Bretaña de farrearse el talento de Turing, a quien los militares británicos sometieron a diversos atropellos y vejámenes, en buena parte, por ser homosexual. 


			 


			SACAR A MIL LOS KIWIS


			 


			A fines de los setenta, Chile central se llenó de kiwis. Una fruta originaria de Nueva Zelandia, del otro lado del mundo, se tomó nuestros valles y supermercados. 


			Más adelante, tras la crisis financiera de 1982, el precio del dólar se fue a las nubes y se hizo especialmente atractivo exportar frutas, ya no solo kiwis, sino también manzanas, nectarinos, guindas, arándanos y tantas otras, para vender en Nueva York, Londres, Tokio y, crecientemente, Beijing. 


			¿Cómo y por qué surgen estas ideas innovadoras? 


			Los emprendedores no invierten solamente en insumos, como semillas, mineral de hierro, o en capital físico, como tractores, maquinarias, hornos. Invierten también en conocimiento y tecnología. El gestor de una empresa innovadora debe decidir cuánto tiempo propio y de sus trabajadores, y qué porcentaje de su presupuesto, dedica a la producción de esta temporada, y cuánto dedica a investigar para mejorar sus procesos productivos y la tecnología que utiliza. Invertir mayores recursos en investigación y desarrollo tiene un costo —acaso la empresa produzca menos este año—, pero un beneficio esperado: mayor producción en años venideros. 


			La importancia del progreso tecnológico para procurar prosperidad es difícil de sobreestimar. Como los economistas han entendido desde el trabajo seminal de 1956 de Robert Solow —que décadas más tarde le valió el Premio Nobel—, al aumentar por diez el tamaño de una máquina, los bienes que esta produce no se multiplican diez veces; para ello es necesario que mejore la tecnología de esa máquina, aumentando así su productividad. Dicho en la jerga de los economistas, porque los retornos decrecientes a escala reducen la productividad marginal del capital físico, el progreso tecnológico es el factor que permite el crecimiento sostenido de la economía en el largo plazo.12 


			Más aún, tener una idea productiva no dificulta que uno tenga otras ideas productivas; al contrario, lo hace más probable, porque una buena idea conduce a otra. Por eso el crecimiento basado en ideas es mucho más sustentable y duradero que el crecimiento basado en la mera acumulación de maquinarias. Esta idea se la debemos a Paul Romer, profesor de la Universidad de Nueva York, cuyo famoso ensayo al respecto hace poco le valió el Nobel.13 


			Dicho de nuevo en el lenguaje de los economistas: al no estar sujetos a retornos decrecientes, el capital humano y las ideas, a diferencia del capital físico, pueden acumularse, y así generar crecimiento, sin límites obvios. A quien esto le parezca una locura, que piense en compañías como Uber o Facebook, que valen decenas o cientos de billones de dólares, casi no poseen máquinas o equipos, pero vaya que tienen ingenieros e ideas, y crecen como la espuma. 


			La innovación tecnológica es tan omnipresente que dejamos de verla, pero sus consecuencias están no solo en las estadísticas económicas, sino en la vida de miles de millones de personas todos los días. Es difícil imaginar una vida sin computadores, teléfonos inteligentes y esa invención tan clave para el debate democrático: el mensaje en 140 caracteres. 


			Más difícil aún es concebir la existencia cotidiana sin penicilina, agua potable o alcantarillados, automóviles o aviones, lapiceras o abrelatas. Sin embargo, todos esos avances han existidos apenas por unas decenas de años, lo que equivale a un pestañeo en la mirada larga de los doscientos mil años, más o menos, que nuestra especie ha habitado el planeta Tierra. 


			 


			EL MERCADO DE LAS IDEAS


			 


			¿Cómo responden las ideas a los incentivos de mercado? ¿Y qué tan bien cumple el mercado la labor de promover la innovación productiva y, por lo tanto, el crecimiento de largo plazo? 


			Tan mal no lo puede hacer, dado el tremendo crecimiento de la economía global en los dos siglos recientes. Pero que la economía haya crecido no significa que haya crecido a las tasas más adecuadas; «óptimas», dirían los economistas. 


			Las instituciones inclusivas de Acemoglu y Robinson son necesarias para lograr la innovación productiva y por lo tanto el crecimiento, pero no son suficientes. Hay razones importantes para presumir que, cuando de producción de nuevas ideas se trata, el mercado no siempre provee los incentivos correctos, y que por ello rara vez las economías crecen a la velocidad óptima. Ello justifica la aplicación de políticas públicas que intenten subsanar esta falla de mercado. 


			Consideremos el siguiente ejemplo. En un país que se parece a Chile, los agricultores no saben que el kiwi neozelandés se da bien en los valles de la zona central. Un agricultor emprendedor y curioso pone tiempo y recursos en descubrirlo. Pero una vez realizado el descubrimiento, ¿qué hacen los vecinos del mismo valle? Al observar que los kiwis crecen muy bien en esa zona, imitan al innovador. Los valles se llenan de plantaciones de kiwi y el precio de esta fruta baja. El inversionista inicial, que carga con todos los costos de investigación y desarrollo, termina perdiendo plata. 


			Detengámonos asimismo en otro ejemplo. Un emprendedor busca instalar un hotel en una zona apartada de gran belleza y potencial turístico, podría ser la Patagonia. Tiene la experiencia y el capital para levantar la construcción, pero enfrenta un gran problema: no existe un aeropuerto en la zona, ni tampoco un camino que lleve al lugar donde desea instalar el hotel. 


			En paralelo, el gobierno de este país diseña un plan de inversiones en carreteras y aeropuertos. Pero luego de estudiar la zona, las autoridades concluyen que no existen poblados, hoteles o comercios a los que esas nuevas carreteras o aeropuertos pudieran conectar, desechando finalmente invertir en esa región. 


			¿Qué tienen en común estas anécdotas? Ambas son ejemplos de fallas de mercado que inhiben la innovación, la inversión y el desarrollo. En los dos casos un emprendedor tiene una buena idea, pero no encuentra las condiciones que le permitan llevar esa idea a la práctica exitosamente. 


			En el primer ejemplo, el inversionista que innova no puede capturar las ganancias producidas por la innovación.14 Previendo este riesgo, otros potenciales innovadores deciden quedarse de brazos cruzados y la innovación se estanca. 


			Dani Rodrik, a quien ya mencionamos en un capítulo anterior, y el venezolano Ricardo Hausmann, ambos economistas y profesores de Harvard, argumentan que los emprendedores no saben muy bien en qué actividades son productivos y potencialmente exitosos. Deben descubrirlo mediante el ensayo y el error. En el caso del kiwi, el mercado entrega un incentivo insuficiente para este «autodescubrimiento».15 


			En la industria farmacéutica o en la computación, por ejemplo, quien tiene una idea novedosa, en la que invierte mucho tiempo y dinero, puede patentarla. Una patente obliga a otros usuarios de la idea a pagarle al inventor por unos años, pero no para siempre, por el uso de la idea, y así el inventor recupera sus costos de inversión. Pero no hay patente posible para el descubrimiento de que «el kiwi se da bien en este valle, pero no en el del lado». No se trata de una invención sino de una adopción, y esta última no es patentable. 


			En el segundo ejemplo —el de los hoteles y las carreteras en una región apartada— el problema es la falta de coordinación y comunicación entre el sector público y el sector privado. El gobierno invertiría en caminos si hubiese hoteles al final de ellos. Los privados invertirían en hoteles si hubiese caminos que lleven a ellos.16 Hay un posible acuerdo que deja a todo el mundo feliz: yo invierto si y solo si ustedes invierten. Pero hay muchas razones —falta de instituciones adecuadas, desconfianza mutua, prejuicios ideológicos— por las cuales la necesaria coordinación puede no concretarse, en cuyo caso todos pierden y la economía no se desarrolla. 


			En ambos ejemplos el mercado potencialmente falla, pero en ambos casos existe una política pública que, bien diseñada y aplicada, puede resolver el problema. En el primero, el Estado puede entregar subsidios a aquellos productores, agrícolas o de otro tipo, que desarrollen nuevos productos y logren colocarlos en el mercado. En el segundo, basta con que el Estado instale una mesa de trabajo en la que —con la necesaria confianza en que la otra parte cumplirá sus promesas— los actores públicos y privados se comprometan a efectuar las inversiones que resultan mutuamente convenientes. 


			 


			LA VILIPENDIADA POLÍTICA INDUSTRIAL


			 


			Esas acciones por parte del Estado se denominaban «política industrial» en décadas pasadas. Pero el término se volvió controvertido, porque en los años cincuenta y sesenta las políticas industriales fueron abusadas en muchos lugares, incluyendo Chile.17 Por eso hoy a menudo se las denomina «políticas de desarrollo productivo».18 Pero la idea matriz es la misma. 


			Se trata, ni más ni menos, de un intento sistemático de corregir fallas de mercado para permitir que se desarrollen nuevos productos, surjan nuevos sectores y los exportadores penetren nuevos mercados. Es lo que a Chile le hace falta hoy, cuando el súperciclo de los recursos naturales parece haber llegado a su fin y la necesidad de diversificar las exportaciones es más imperiosa que nunca.19 


			A los conservadores no les gustan las políticas de «desarrollo productivo». Si alguien no cree en las fallas de mercado —porque considera al mercado como un objeto de adoración religiosa, no como un instrumento imperfecto—, difícilmente puede creer en las políticas para corregir esas fallas de mercado. Ergo, el escepticismo injustificado de los conservadores. 


			Un argumento más persuasivo, y con raíces en los errores de décadas pasadas, es sostener que, así como existen fallas de mercado, también existen fallas de Estado, y las segundas pueden ser tanto o más costosas que las primeras. 


			Puede ocurrir, a modo de ejemplo, que una industria nueva en un país pobre requiera de subsidios del Estado por unos pocos años para volverse eficiente y poder competir en los mercados internacionales. 


			Pero también puede ocurrir, y ocurrió en América Latina en décadas anteriores, causando el fracaso de muchas iniciativas de política industrial, que las empresas en ese sector se vuelvan políticamente influyentes y exijan subsidios permanentes. El flujo de platas públicas las mantiene a flote sin tener que invertir para volverse eficientes. Al final todos, excepto el lobista y su cliente, pierden; el fisco, porque gasta recursos que no rinden, y el país porque la industria nunca llega a ser competitiva. 


			El problema de la potencial captura es serio, pero no insoluble. Muchos países, desde Corea del Sur hasta Finlandia, han practicado la política industrial sin que las industrias capturen la política. La clave está en diseñar instituciones que permanezcan algo distanciadas del ciclo político y que, por lo tanto, no sean presas fáciles del lobby empresarial.20 


			Los mismos Hausmann y Rodrik plantean propuestas promisorias.21 Una, la más obvia, pero muy necesaria, es exigir que impere la transparencia total en materia de apoyos fiscales a las empresas innovadoras, de modo que cualquier ciudadano interesado pueda informarse de quién recibe qué y por qué. Otra consiste en que cualquier subsidio estatal sea por un periodo limitado, con evaluaciones periódicas, de modo que el beneficiario sepa que si no concreta inversiones que suban su productividad, más temprano que tarde perderá el apoyo gubernamental. 


			Recomiendan también Hausmann y Rodrik que las diversas políticas de apoyo se centren en las exportaciones no tradicionales. No es fácil constatar si una empresa se volvió más eficiente, pero sí es fácil constatar que logró exportar. Si no lo logró en un plazo prudencial, entonces los subsidios deben ser retirados, a pesar del probable lobby de los empresarios afectados. Así se impone la disciplina que es indispensable para que una política industrial tenga éxito. 


			Recapitulemos, entonces. Existe un mercado de las ideas o, mejor dicho, un mercado que permite que las ideas innovadoras se hagan realidad. Sostener que ese mercado funciona imperfectamente no es equivalente a emitir una condena. Al fin y al cabo, muchas de las innovaciones que hicieron posible la modernidad —desde el motor a vapor de James Watson al iPhone de Steve Jobs— ocurrieron en respuesta a los incentivos de mercado. 


			Pero tampoco se justifican los cheques en blanco. El mercado de la innovación funciona mejor cuando el Estado aplica paliativos a las fallas de mercado. Y también cuando se esmera en evitar sus propias fallas, creando reglas e instituciones que reduzcan el riesgo de captura por parte de los privados. 


			Una vez más, la realidad es más sutil y compleja de lo que sostienen los ideólogos de la izquierda y la derecha tradicional o, lo que viene siendo lo mismo, los apologistas del Estado y los del mercado. 


			 


			LINDBLOM DIXIT


			 


			Si en el almuerzo dominguero de cualquier familia chilena uno de los comensales pronuncia la palabra «mercado», y no lo hace para referirse al lugar donde compró los tomates o las longanizas, otro comensal pronto dirá «empresario». En nuestra imaginación, empresarios y mercado siempre van de la mano. Según este modo de ver el mundo, los empresarios son, casi por definición, los actores del mercado. 


			Este acoplamiento con el empresariado, claro está, no le sube los bonos al mercado. En el mismo almuerzo dominguero, si la familia incluye a un joven intelectual progresista, es posible que este cite la frase famosa del novelista francés Honoré de Balzac: «tras toda gran fortuna hay un gran crimen». Para no ser menos, acaso otro hermano o hermana, algo más radical, invoque el dictum del anarquista, también francés, Pierre-Joseph Proudhon: «la propiedad es robo». 


			Y hasta allí llegará la conversación. Al mercado lo condenarán por los atropellos más viles, aunque sea solo debido a su asociación con un empresariado carente de prestigio. 


			Pero sostener esta ecuación tan estrecha entre empresarios y mercado es un error, tanto por razones conceptuales como prácticas. La razón más obvia es aquella que no se cansa de reiterar el semanario británico The Economist: ser promercado no es lo mismo que ser proempresa. Al contrario, son las empresas y los empresarios, al coludirse, frenar la competencia, levantar barreras a la entrada de nuevos actores, y así sucesivamente, quienes suelen atentar contra el libre funcionamiento del mercado. Regresaremos a este tema una vez más antes del fin de este capítulo. 


			Pero hurgando un poco, uno se topa con una razón aún más profunda por la cual es errado asimilar automáticamente mercados y empresarios. Como vimos anteriormente, el mercado es un sistema de toma de decisiones; el empresario es parte de un sistema de propiedad. En este caso, la propiedad privada de los medios de producción. Una cosa no siempre tiene que ver con la otra. Afirma el cientista político Charles Lindblom, en su obra cumbre Democracia  y sistema de mercado: 


			 


			Desde hace siglos, mercado y empresa privada se desarrollaron uno junto al otro. Por eso, ni Adam Smith ni Karl Marx, a pesar de sus monumentales logros intelectuales, lograron desenredarlos. En nuestra era podemos hacerlo.22 


			 


			El siguiente cuadro ayuda a entender lo que Lindblom plantea: 
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			En el encabezado horizontal están los dos posibles sistemas de toma de decisiones y asignación de recursos: centralizado (planificación) y descentralizado (mercado). En el encabezado vertical se ordenan los posibles regímenes de propiedad: estatal y privada. Cada una de las cuatro celdas representa una posible combinación. 


			La combinación de mercado y propiedad privada es solo una de las cuatro posibles y, claro está, la más común. En todas las economías avanzadas del mundo contemporáneo la asignación de los recursos ocurre primordialmente vía el mercado, y la propiedad de los medios de producción es mayoritariamente privada. Pero no es la única combinación posible. 


			El mercado también puede coexistir con la propiedad pública de las empresas (celda inferior a la derecha). En los sesenta y setenta, la Yugoslavia de Tito, y en menor medida Hungría, experimentó con un sistema así. En el Chile de hoy, hay empresas cien por ciento estatales, como TVN o BancoEstado, que se autofinancian. De hecho, suelen o solían generar utilidades, responden a señales de mercado y, por décadas, han competido exitosamente con sus pares privados.23 


			Un ejemplo actual son las farmacias «populares» de propiedad municipal, inventadas por el alcalde Daniel Jadue en la comuna de Recoleta, y hoy instaladas o en vías de instalarse en comunas tan distintas como Tocopilla, San Ramón, o la Viña del Mar de la alcaldesa Reginato. Se les puede concebir como empresas públicas, pero que operan a través del mercado.24 


			Los sistemas planificados y de propiedad estatal ocupan el cuadrante arriba a la izquierda. Acaso el ejemplo más puro de esta modalidad fue el que trató de imponer Lenin en los inicios de la Revolución, dejando de lado tanto el dinero como los mercados. En otros casos, como la Unión Soviética de años posteriores, Cuba o Corea del Norte de hoy, las principales decisiones de consumo e inversión se adoptan de modo centralizado, pero también existen mercados en algunos segmentos, como el consumo de los hogares. 


			Finalmente, en una economía de mercado ciertas decisiones se pueden tomar de modo centralizado. Por ejemplo, en el Chile de hoy, cuando el Estado decide construir cien mil viviendas sociales en un año, y para ello dispone los recursos necesarios. Pero la construcción la ejecuta un privado, y la decisión de cuántos trabajadores de la construcción contratar, los materiales a usar en cada vivienda, y los precios de esos materiales, se determinan en los mercados de modo descentralizado. 


			La relación entre mercado y propiedad privada es aún más compleja y sutil en aquellos rubros en que la clave productiva no es la propiedad de un terreno o una máquina, sino una idea o un tipo de conocimiento. La propiedad de una retroexcavadora es binaria: o es del Estado o es de un privado. Mientras no se firme un contrato de venta, la retroexcavadora no cambia de manos. La situación es distinta en el caso de un diseño industrial, la fórmula de un remedio, o el texto de una novela: le pertenece a un privado —su inventor o diseñador— hasta que su patente o copyright caduca y en ese momento su propiedad pasa al dominio público. 


			Y cuando de ideas se trata, sus dueños a veces voluntariamente renuncian a su propiedad. Los autores de ciertos tipos de software hoy a menudo optan por «abrirlo», de modo que otros programadores puedan diseñar aplicaciones para este con mayor facilidad. Eso a su vez le trae mayor uso y mayores oportunidades de negocios para su diseñador. La única manera de ganar plata con una retroexcavadora es mantenerla en manos privadas. Por contraste, a veces la mejor manera de ganar plata con una idea es regalarla.25 


			 


			DE LAS FARMACIAS A LOS SUPERMERCADOS (PASANDO POR EL PAPEL HIGIÉNICO Y LOS POLLOS)


			 


			Iniciamos este capítulo con los ejemplos de la banda presidencial y los pollos. En el primer caso el mercado funcionó admirablemente bien; en el segundo, preocupantemente mal. Por eso, en este punto del capítulo, acaso algún lector quiera gritar: ¿Y la colusión? La falta de competencia... ¿no es una objeción potente a los argumentos a favor del mercado que venimos presentando? 


			Efectivamente, lo es. Si los mercados son oligopólicos o monopólicos, entonces dos cosas cambian en esta historia. La asignación de recursos deja de ser la óptima y esos recursos ya no se utilizan del modo más productivo. Y, además, los factores de producción —capital, trabajo, otros— dejan de recibir una remuneración igual a su aporte a la productividad, por lo que la distribución del ingreso se distorsiona.26 Dicho en fácil: la falta de competencia le resta eficiencia y justicia al mercado. Por eso es tan importante fomentar la competencia y combatir las prácticas monopólicas. 


			Lo mismo se puede decir en positivo. Las políticas antimonopolio constituyen un ejemplo de esa especie escasa: una intervención del Estado que incrementa —al mismo tiempo, de un solo plumazo— tanto la eficiencia como la justicia distributiva del mercado. 


			El argumento teórico a favor de promover la competencia, entonces, no admite muchos reparos. Las dificultades son, más bien, de carácter práctico. Una dificultad es conceptualizar, detectar y sancionar las prácticas anticompetitivas. La definición del libro de texto —coludirse para restringir la oferta de modo que los precios se eleven más allá de su nivel competitivo—, no cubre la infinidad de estratagemas que usan los aspirantes a monopolista.27 Una empresa que cae en el comportamiento predatorio, por ejemplo, en vez de subir los precios puede bajarlos, de modo de llevar a la quiebra a sus competidores, para después apoderarse del mercado. 


			A pesar de lo mucho que se repite la afirmación en programas de radio y televisión, como si fuera una verdad evidente e inmutable, no basta con observar concentración en un mercado para concluir que ello es evidencia de prácticas anticompetitivas. Si en cierta actividad económica es indispensable hacer grandes inversiones iniciales para producir, de modo que se necesita una gran escala de operación para amortizar esos costos iniciales —las llamadas «economías de escala»—, entonces el equilibrio natural y competitivo del sector implica que solo son viables un puñado de competidores. 


			En otros casos, las economías no son de escala sino de red. Mientras más usuarios tiene un sistema operativo para computadores, por ejemplo, y más programadores diseñan aplicaciones para el sistema, más valioso se vuelve. Por eso en todo el planeta solo existen dos o tres sistemas operativos a la vez. En todos estos casos, imponer cuotas máximas de mercado —que ninguna empresa, por ejemplo, pueda tener más de 10 por ciento de las ventas— forzaría a todas las empresas a operar a escalas demasiado bajas y costos, y precios, demasiado altos, con lo que los perjudicados serían los consumidores.28 


			La clave es que el mercado esté abierto a la competencia desde fuera. Por ejemplo, aunque existan solo tres empresas del rubro, la amenaza de que entre una cuarta y se lleve sus ganancias disciplina a las tres incumbentes y les impide subir los precios.29 Por eso la importancia de impedir que se erijan las llamadas «barreras de entrada», que impiden este tipo de competencia. 


			Detectar y probar la existencia de prácticas anticompetitivas es un desafío de proporciones para los fiscales económicos, o su equivalente, en cualquier país del mundo. Especialmente porque hay mucha plata en juego y, por lo tanto, los inculpados tienen todos los incentivos para gastar fortunas en ejércitos de abogados muy preparados que los defiendan. Pero que sea difícil no quiere decir que no se pueda. La experiencia de Estados Unidos —y también recientemente de México, para citar a un país cultural y jurídicamente más cercano al nuestro— demuestra que sí es posible. Entre otros instrumentos, la delación compensada —en la que un conspirador acusa a sus socios a cambio de una sanción más baja— juega un papel clave. 


			Pero la colusión no solo se puede, y debe, sancionar; también se puede prevenir. El mejor método de prevención son las sanciones potentes con real efecto disuasivo. Si una multa es suficientemente grande —dada la probabilidad de ser detectado y sancionado— entonces al potencial monopolista que hace bien sus cálculos acaso no le convenga coludirse, porque las potenciales ganancias adicionales producto de la práctica anticompetitiva podrían resultar menores que el valor esperado de la multa (el tamaño efectivo de la multa multiplicado por la probabilidad de ser multado). 


			En Chile recién a mediados del 2016 una ley estableció penas de cárcel para la colusión. Hasta ese momento las únicas sanciones eran multas establecidas como montos fijos y relativamente bajos, en vez de ser proporcionales a las ganancias obtenidas o al daño causado. Nadie puede sorprenderse de que esas sanciones carecieran de poder disuasivo. 


			Para llegar al cambio del 2016 se requirió un gobierno decidido a avanzar y varios casos de colusión que ayudaron a convencer a la opinión pública. Hasta ese año, los diversos proyectos de ley que proponían incrementar las multas e imponer sanciones penales a la colusión ni siquiera habían sido puestos en tabla para ser votados.30 


			 


			SALVAR AL CAPITALISMO DE LOS CAPITALISTAS


			 


			Lo que nos lleva a la otra gran dificultad de las políticas procompetencia: su intrincada economía política. En los círculos de la izquierda tradicional se da por sentado que los mayores detractores en el plano político del libre mercado son los pobres, los desempleados y los marginados. Pero no es así. Los adversarios naturales del libre mercado son quienes se benefician de las prácticas monopólicas. 


			Por eso dos profesores de la Universidad de Chicago, el indio Raghuram Rajan y el italiano Luigi Zingales, han propuesto «salvar al capitalismo de los capitalistas».31 Sostienen los dos académicos —con bastante razón— que la principal debilidad política del libre mercado es que sus principales representantes, los empresarios, suelen atentar contra él, con lo cual no solo se resiente el actuar del mercado, sino que también su legitimidad y base de sustentación. 


			Rajan y Zingales subrayan la importancia de la competencia en los mercados financieros. Cuando estos funcionan mal, y los potenciales nuevos competidores en cualquier mercado no tienen acceso al crédito, de modo que dejan de poder amenazar creíblemente a los incumbentes, la economía entera se va anquilosando y volviendo menos competitiva. 


			El libro de estos autores es un verdadero catálogo de las triquiñuelas políticas de los grandes actores financieros, en Estados Unidos, Italia, la India, y muchos otros países, para defender su posición dominante y limitar la competencia. 


			En Chile ocurre algo similar. El lobby fue fuerte contra el proyecto de ley para fortalecer la Fiscalía Nacional Económica presentado por el primer gobierno de Michelle Bachelet. Muchas veces la gente se pregunta por qué hoy la fiscalía detecta tantos casos de colusión y antes no lo hacía. La respuesta es que esa ley del 2009 le dio al fiscal nacional facultades indispensables para hacerlo.32 Pero costó muchísimo llegar a ese resultado. 


			Por años el proyecto de ley languideció en algún cajón, sin que estuvieran los votos para aprobarlo. Los parlamentarios de derecha argumentaban que una ley antimonopolios con colmillos no era necesaria, porque «los mercados se regulan solos». Un día estalló el escándalo de la colusión de las farmacias, se volvió impresentable seguir oponiéndose al proyecto, y de la noche a la mañana los votos de derecha —y también de la Concertación— estuvieron disponibles para aprobar el proyecto de ley.33 


			El episodio ilustra un principio más general. Así como los incumbentes son los enemigos naturales de la competencia, la democracia es la enemiga natural de las prácticas anticompetitivas. Cuando la ciudadanía se toma en serio la lógica competitiva del mercado, y se indigna cuando algunos se coluden y atentan contra esa lógica, entonces la economía política del asunto cambia.34 Los parlamentarios bien pueden atemorizarse ante la presión de una empresa poderosa, pero más se atemorizan ante el reproche generalizado de los votantes. Por ello, en Chile, es la competencia política la que augura para la competencia económica un futuro esplendor. 


			 


			«Y ESE MAR QUE TRANQUILO TE BAÑA»


			 


			En 1988 el capitán de la marina mercante Héctor Zúñiga se asoció con el ingeniero comercial Raúl Baeza para crear el Instituto Profesional de Valparaíso Ltda., con un capital inicial de apenas dos millones de pesos.35 La marca «Universidad del Mar» era uno de los seis nombres de fantasía con los que podría operar ese instituto.36 


			Los primeros años no fueron fáciles para la nueva universidad. El año 1995 tenía menos de dos mil alumnos y luchaba por obtener la acreditación. Pero las vacas flacas pronto engordaron. El 2007 ya había logrado veintidós mil matriculados, convirtiéndose en la tercera mayor universidad privada de Chile. 


			Como en nuestro país las universidades no podían, ni pueden, retirar utilidades, los dueños se pagaban a sí mismos inflando los costos de operación, que iban a parar a sus propios bolsillos gracias a una madeja de 85 sociedades relacionadas. La Universidad del Mar pagaba millonarios arriendos a sociedades inmobiliarias que eran —¡oh sorpresa!— propiedad de los mismos socios fundadores.37 


			Toda la creatividad que los dueños de la universidad aplicaron a la contabilidad y las finanzas no se extendió al plano académico. Relata Ciper que, según la presidenta del Centro de Alumnos de medicina, las dos mejores estudiantes de la carrera volvieron llorando del internado que realizaban en un hospital. Se habían dado cuenta de que no sabían nada, y que los estudiantes de otras universidades privadas tenían que ayudarlas porque ellas no contaban con los conocimientos básicos.38 


			El resto de la historia es conocida. La Universidad del Mar colapsó y muchos de sus alumnos perdieron años de estudios y millones de pesos. En septiembre de 2016, el Ministerio Público solicitó la formalización de la investigación contra tres fundadores de la universidad por el delito de estafa reiterada.39 


			¿Por qué ocurren escándalos como el de la Universidad del Mar? 


			Chile no es el único país en que utiliza la competencia de mercado en un esfuerzo por aumentar la cantidad y calidad de los servicios disponibles a la ciudadanía. Son muchas las naciones —desde Suecia y Bélgica por el norte hasta Brasil y la India por el sur— que hacen lo mismo, ya sea para ofrecer enseñanza en una sala de clases, proveer cuidado médico en una clínica, transportar gente en bus, construir viviendas para los pobres o recoger basura en una barriada. Gran Bretaña, bajo los gobiernos laboristas de Blair y Brown, fue pionero en la materia.40 


			Los partidarios de esta tendencia sostienen que la competencia promueve la innovación y, por lo tanto, la calidad. En sus memorias, Blair enfatiza que los buenos servicios públicos, incluso si son gratuitos, no tienen por qué ser «provistos por un monopolio estatal, controlado de modo rígido por burocracias locales y nacionales, a menudo resistentes a la innovación».41 


			Recordemos la idea de que la propiedad —pública o privada— y el sistema de decisión —mercado o planificación— son dos cosas distintas.42 La idea de Blair en Gran Bretaña, y de algunos en Chile, es que múltiples proveedores, públicos y privados, compitan por atraer usuarios con un servicio de mayor calidad. Esa, al menos, es la teoría. Si resulta, ganan los usuarios. 


			Los escépticos responden que el mercado puede servir para tomar decisiones respecto a los embutidos o el calzado, pero no acerca de la educación o la salud. «Pastelero a tus pasteles», dicen. Los servicios públicos por algo se llaman públicos. Deben ceñirse —esta es la postura de Fernando Atria, entre otros— a la lógica de lo público, que presumiblemente es muy distinta a la del mercado. Hay, añaden, ciertas características distintivas de la actividad docente, y de otros servicios públicos como la salud, que la vuelven más vulnerable a los trucos de pillos y timadores como los de la Universidad del Mar. 


			 


			LIMONES, CECINAS, ESCUELAS Y CÁRCELES


			 


			Un momento de reflexión sugiere que, efectivamente, es así. A la señora que compra medio kilo de mortadela o al señor que adquiere un nuevo par de bototos les bastan unos segundos para cerciorarse de la calidad de sus compras. No requieren conocimientos o estudios especiales para evaluar el sabor de los embutidos, o la buena factura del calzado. Una familia que compra por internet un viaje con hotel incluido a Punta Cana no puede constatar de inmediato si las fotos de playas paradisíacas y habitaciones de lujo corresponden a la realidad, pero llegando a su destino sí lo sabrá. 


			La educación es distinta, y no solo porque educarse tiene otra categoría ética y estética que comerse un pan con mortadela, como ya estarán pensando muchos lectores. Los alumnos, sobre todo los más pequeños, no pueden observar el esfuerzo pedagógico de sus profesores, ni la calidad de la instrucción que les imparten. Los padres, especialmente si ellos mismos carecen de mayor educación, no pueden evaluar cuánto aprenden sus hijos en el aula. 


			El resultado obtenido en la admisión universitaria —en el caso de la educación media— y el tipo de empleo obtenido al egresar —en el caso de la educación superior— son buenos indicadores de la calidad de la educación recibida, pero llegan muy tarde. De poco le sirve a un graduado reciente de la Universidad del Mar —o de la Universidad Trump, propiedad del magnate del mismo nombre— constatar que lo embaucaron cuando, al cabo de años de estudios y meses de búsqueda, no logra encontrar trabajo. El daño ya está hecho. 


			Un Premio Nobel se llevó el estadounidense George Akerlof por dilucidar qué ocurre en el mercado de autos usados cuando el comprador no puede estar seguro de si el vehículo a la venta está en buen estado o en realidad es un cacharro, un «limón», en la terminología de Akerlof. Junto a él, ese año se llevaron el Nobel los también estadounidenses Michael Spence y Joseph Stiglitz, por sus análisis de la información asimétrica en los mercados laboral y crediticio, respectivamente. El mensaje general es que los mercados tienen problemas cuando las características de lo que se compra y lo que se vende no se pueden observar o medir. La educación parecería estar plagada de tales problemas.43 


			Una solución es que una institución independiente y confiable les certifique a los estudiantes y apoderados que la educación en una escuela o universidad es buena. A eso se dedican las agencias de acreditación de la calidad, comunes en muchos países y también en Chile. La Universidad del Mar logró ser acreditada el 2010, un año en que curiosamente todas las instituciones que intentaron acreditarse —dieciséis universidades, cinco Centros de Formación Técnica y diez Institutos Profesionales— lo consiguieron. 


			En 2010 Luis Eugenio Díaz presidía la Comisión Nacional de Acreditación. Resulta que el Sr. Díaz firmó contratos de prestación de servicios con varias de las mismas instituciones a las que le correspondía evaluar. El conflicto de intereses no podía ser más obvio. Tanto así, que el Octavo Juzgado de Garantía de Santiago sentenció a Díaz a cinco años de pena remitida por los delitos de cohecho, lavado de activos, revelación de secretos y tráfico de influencias. El rector de la Universidad del Mar recibió una sentencia de tres años —de pena también remitida— por los delitos de soborno y lavado de activos. Directivos de otras universidades también fueron condenados en este caso.44 


			En el episodio de la Universidad del Mar, ni el mercado ni el Estado lograron el cometido de garantizar calidad a los estudiantes. ¿Debemos concluir entonces que el problema es insoluble y que es preferible evitar cualquier rol para el mercado en la educación de nuestras hijas e hijos? Creemos que no. Al elegir entre modos de organizar la educación, no lo hacemos entre un sistema imperfecto —la educación privada— y otro perfecto —la planificación centralizada. Tampoco lo hacemos entre unos proveedores siempre corruptos —los privados— y otros inmaculados —los públicos. Toda opción tiene sus bemoles. 


			La educación pública es importante por muchas razones, algunas de las cuales van más allá del aula: los buenos liceos —pensemos en el Instituto Nacional o el Liceo 1 de Niñas Javiera Carrera— ayudan a definir los valores e identidad de un país y son instrumentos insustituibles de movilidad social. Pero como lo sabe muy bien cualquiera que haya puesto un pie en una escuela municipalizada o un liceo, la educación pública también tiene problemas. 


			La dificultad de no poder observar o medir el esfuerzo de los profesores o la calidad de la enseñanza no afecta solo a los establecimientos privados, sino también a escuelas y liceos públicos. Así como hay docentes municipales de gran compromiso y motivación, también los hay desganados, indolentes o propensos al ausentismo. 


			Es difícil obtener datos de asistencia de profesores, pero un tesista de la Universidad de Chile los pidió a los municipios amparándose en la Ley de Transparencia. Las cifras son para quedarse sin dormir: el año 2010, en un día promedio del calendario escolar, uno de cada diez maestros no llegó a hacer clases.45 En otros países en desarrollo el ausentismo es aún más grave. En Perú alcanza al 11 por ciento de los días de clases, en Ecuador el 14, en Indonesia el 19, en la India el 25, y en Uganda el 27.46 


			En resumen, el mercado de la educación no siempre funciona bien. Los problemas de incentivos, motivación y rendimiento parecen afectar tanto a la educación pública como a la privada. ¿Cómo proceder entonces? 


			En octubre de 2016 la Academia Sueca otorgó el Premio Nobel en economía al británico Oliver Hart, quien acaso haya contribuido más que nadie a aclarar las ventajas y desventajas teóricas de la provisión pública y privada de servicios como la educación, la salud, la seguridad ciudadana y la administración de cárceles. 


			En un trabajo muy citado, Hart y dos colegas argumentaron que una entidad privada que provee servicios públicos tiene más incentivos para innovar —los pioneros en el uso de la tecnología en el aula, por ejemplo, suelen ser instituciones privadas—, lo que mejora la calidad del servicio, pero también tiene incentivos excesivos para recortar costos —la Universidad del Mar y sus profesores taxi son un buen ejemplo—, lo que reduce la calidad. El balance puede inclinarse en una dirección o la otra.47 


			Cuando los afectados no pueden cambiarse de proveedor (por ejemplo, en una cárcel privatizada), y por lo tanto hay poca o nula competencia entre proveedores, entonces prima la tendencia a bajar excesivamente los costos y la calidad, y la provisión privada de un servicio público es ineficiente e indeseable. Por eso, argumentan Hart y sus coautores, las cárceles privatizadas en Estados Unidos. suelen tener problemas de abuso de prisioneros, violencia excesiva e infraestructura mediocre. Pero si los usuarios tienen opciones y pueden abandonar a un proveedor que ofrece malos servicios, entonces corresponde la conclusión contraria, y la provisión privada puede ser preferible. 


			La pregunta clave, entonces, es en qué sectores puede darse la competencia efectiva entre proveedores privados. En el caso de las compras de armamentos y la recolección de basura, sostienen los autores, es fácil verificar calidad y cambiarse de proveedor y, por lo tanto, la provisión privada es preferible, especialmente en casos en que la innovación tecnológica es importante —por eso los gobiernos suelen no diseñar ni construir las pistolas o los vehículos que utilizan—. 


			En la salud, por su parte, la competencia siempre será limitada —entre otras razones porque es imposible para los usuarios saber con certeza si un tratamiento o medicamento que reciben es el adecuado— y por ello un papel mayor para la provisión pública parece justificado. La educación es, según Hart y coautores, un caso intermedio. Para un usuario es más factible evaluar la calidad de los servicios de un profesor que los de un neurocirujano, pero dicha evaluación siempre será parcial e imperfecta.48 


			En una entrevista con el diario chileno Pulso el día siguiente de recibir el Nobel, Hart confirmó que el problema de reducir costos más allá de lo conveniente y por ende recortar calidad «puede surgir cuando el gobierno convoca a compañías privadas para dirigir escuelas». Pero, afirmó Hart, «las escuelas privadas tienen competencia lo que puede beneficiarlas. Tú no tienes competencia en el sector de las cárceles, pero sí la hay en el caso de las escuelas, por lo que si una de ellas ofrece educación de mala calidad será castigada en el mercado».49 


			 


			EDUCACIÓN DE CALIDAD


			 


			Los líderes del movimiento estudiantil sostuvieron, a partir del 2011, que el lucro es el principal problema de la educación chilena. Sin corregir eso, casi ninguna otra reforma a la educación tendría sentido. Los ideólogos de la Escuela de Chicago, por contraste, hace mucho han sostenido que el lucro motiva y que esa motivación es indispensable para proveer servicios de calidad. 


			¿Quién tiene la razón? 


			Ni los unos ni los otros. 


			En contraste a lo que sostienen los tenaces partidarios de uno y otro bando, hay argumentos teóricos a favor y en contra del uso del mercado y de la provisión privada, con y sin lucro, de los servicios públicos. Si el debate no puede resolverse en el plano puramente teórico, lo que hace falta entonces son argumentos empíricos. 


			Cabe preguntarse entonces, en la práctica, ¿los establecimientos privados lo hacen mejor o peor que los públicos? ¿Puede el mercado disciplinar a ambos o a alguno de ellos? ¿Logra la competencia mejorar el rendimiento? 


			Es fácil encontrar casos anecdóticos de buen y mal desempeño. Pero con eso no basta. La pregunta debe ser si en general y en igualdad de condiciones, el desempeño de las escuelas privadas es mejor o peor que el de las públicas. Plantear así la interrogante ya sugiere la dificultad de dar una buena respuesta, porque las condiciones de inicio no son iguales. 


			No tiene sentido medir simplemente el resultado en un examen de los niños de Vitacura y Lo Espejo, si es que los primeros tuvieron mejor alimentación y padres con más años de escolaridad que desde chicos los estimularon intelectualmente. Lo más probable en ese caso es que las diferencias en el rendimiento en exámenes tipo Simce o PSU se deban a características de los hogares, no de las escuelas y la enseñanza que imparten. 


			Otra dificultad es que las familias pueden «autoasignarse» a un tipo de escuela, dificultando aún más la comparación. Por ejemplo, si los colegios privados tienen más estatus social o mejor reputación, entonces probablemente las familias más motivadas o los niños con más destrezas optarán por ellas. Así las cosas, el rendimiento de las escuelas privadas en exámenes estandarizados será mejor, pero no porque enseñen más, sino por las características de los alumnos que atraen. 


			Dadas todas estas dificultades, nadie puede sorprenderse si dichas investigaciones no llegan a conclusiones tajantes. En un ingenioso estudio que trata de sortear las dificultades estadísticas, el profesor de la Universidad Católica Francisco Gallego concluye que, a iguales condiciones, a los estudiantes de los colegios particulares subvencionados les va mejor en el Simce, pero las diferencias en resultados no son muy cuantiosas.50 


			Por contraste, un muy citado trabajo de Miguel Urquiola de Columbia y Chang-Tai Hsieh de la Universidad de California concluye que la posibilidad de optar entre distintas alternativas no ha redundado en una mejora del desempeño de los escolares chilenos, ni en el Simce ni en la prueba internacional TIMSS.51 


			El investigador Gregory Elacqua concluye que la evidencia nacional muestra que los resultados académicos no difieren de manera significativa entre escuelas municipales y particulares subvencionadas con y sin fines de lucro, una vez que se controla por las características de las familias de los alumnos.52 Por eso, concluye Elacqua, en el debate chileno, donde los fervientes partidarios de un sistema no ven nada bueno en el sistema alternativo, la ideología suele prevalecer sobre la evidencia. 


			Quizá no sea sensato esperar una gran conclusión, del tipo «el mercado siempre tiene éxito o siempre fracasa», o «las escuelas de tipo X siempre lo hacen mejor, y punto». 


			Más productivo es preguntar qué tipo de establecimiento funciona mejor en qué contexto y por qué. Y concluir, por ejemplo, que los establecimientos privados con fines de lucro funcionan mejor en programas bien definidos y de corta duración, que preparan a los estudiantes para una ocupación específica, como lo técnico, mientras que las instituciones sin fines de lucro, ya sean públicas o privadas, tienen un mejor desempeño en las carreras tradicionales, con tasas más alta de graduación y mayor éxito en el mercado laboral. Esa es, precisamente, la conclusión de un estudio reciente de David Deming, Claudia Goldin y Lawrence Katz, de la Universidad de Harvard, que considera tendencias y resultados recientes en los Estados Unidos. 


			En síntesis, ni la teoría ni la práctica, en Chile o en el extranjero, permiten extraer lecciones definitivas, y sobre la base de ellas desatar una «guerra santa» a favor o en contra del uso de incentivos de mercado en la educación, ni a favor o en contra de un tipo de establecimiento educacional. 


			Al contrario, porque sabemos que sabemos poco, lo más sensato es aprender a través del ensayo y el error. Un estudio reciente del Banco Mundial hace un llamado a que los países dejen de lado las «grandes guerras sobre la educación» y adopten un «enfoque pragmático» frente a las reformas educacionales. Ese sí parece ser un enfoque que vale la pena poner en práctica.53 Y es —discúlpenos el lector por subrayarlo— un enfoque propio del pensamiento pragmático y liberal. 


			 


			FINANZAS INESTABLES Y PLUTÓCRATAS CODICIOSOS


			 


			A partir del año 2008, los mercados financieros internacionales se vinieron abajo. Colapsaron bolsas, monedas, bancos y financieras a diestra y a siniestra. La economía mundial en su conjunto se contrajo, cosa que no había ocurrido desde la Gran Depresión de los años 1930. 


			Un día, respetables bancos de inversión como Bear Sterns y Lehmann Brothers movían miles de millones de dólares diarios, desde su posición privilegiada en el pináculo de la economía mundial. Al día siguiente estaban en la más ignominiosa bancarrota, y el gobierno norteamericano los desguazaba como barco viejo y le imploraba a otros bancos que se hicieran cargo de los trozos resultantes. 


			La crisis mundial de 2008 y 2009 vino precedida de un festival de especulación, excesos, e incluso algunos casos de fraude, en los mercados financieros de Estados Unidos. Y lo que sucedió después —bancarrotas, paquetes de salvataje, recesión, desempleo prolongado— tuvo tremendos costos para el bolsillo del ciudadano común y corriente. 


			La crisis partió en Wall Street, pero pronto se extendió por casi todo el mundo. Muchos ciudadanos de demasiados países tuvieron que pagar la cuenta de los desaguisados de los banqueros. Por eso, dice Martin Wolf, la crisis financiera provocó una tremenda reacción contra «los codiciosos plutócratas y sus lacayos en la política y los medios».54 


			Pero con la furia no basta. Este episodio tiene mucho que decir sobre la relación mercado-Estado. El desafío es entender qué pasó, tanto en esa crisis financiera como en muchas otras anteriores, y sacar las lecciones correctas. 


			Se ha puesto de moda afirmar, entre ciertos críticos de izquierda, que la crisis financiera global del 2008 y 2009 confirma el fracaso generalizado de los mercados. Esa conclusión puede ser memorable y fácil de diseminar en las redes sociales, pero no es certera. Lo que sí confirma el reventón de Wall Street es la fragilidad del mercado financiero, que requiere de regulación y control. 


			Una distinción indispensable —aquí hay paralelos con la sección anterior sobre educación— es que el mercado de las papas no es igual al mercado de los créditos.55 Una transacción en el mercado de las papas sucede solo en un momento del tiempo: la compradora entrega su dinero, el vendedor entrega sus tubérculos y se acabó. En contraste, una transacción financiera se realiza a través del tiempo. El deudor recibe el dinero hoy y promete pagarlo dentro de un mes, un año, o una década. Esto hace que el ámbito financiero sea especialmente susceptible a sinvergüenzas y estafadores. Por eso los mercados financieros necesitan supervisión y regulación. 


			Otra lección es que la disciplina del mercado no suele disciplinar a los bancos. Un empresario de la papa sabe que si se endeuda en exceso y quiebra, tendrá que pagar las consecuencias. Esa es una razón poderosa para comportarse con prudencia. 


			Las cosas son distintas para los bancos. Cuando los bancos se meten en problemas, los gobiernos siempre los salvan o quisieran haberlo hecho, y cuando no lo hacen, como en el caso de Lehman Brothers, después lo lamentan. Por eso, concluyó hace mucho tiempo el académico de la universidad de Yale Carlos Díaz-Alejandro, la regulación debe proporcionar la disciplina que los propios mercados no pueden lograr.56 


			Para el macroeconomista argentino Guillermo Calvo, profesor de Columbia, estas crisis son fundamentalmente de «liquidez». En situaciones de pánico, todo el mundo trata de vender sus activos y obtener a cambio un medio de pago confiable y líquido, como el dólar. El resultado es que caen bruscamente los precios de los activos o, lo que es lo mismo, sube el precio del dólar. En un mercado desarrollado como los Estados Unidos, el resultado es la deflación; en un mercado emergente como Argentina, el resultado es la devaluación de la moneda local.57 


			Los gobiernos o, al menos, algunos gobiernos, son la fuente final de liquidez y por eso juegan un papel irremplazable a la hora de combatir las crisis financieras. A comienzos de la actual década, los inversionistas perdieron la confianza en los bonos de Italia, España, Portugal e Irlanda. Como cada inversionista esperaba que los otros inversionistas venderían los bonos emitidos por esos países, el precio de esos bonos se fue al tacho. En consecuencia, a esos gobiernos les resultó imposible, o prohibitivamente costoso, financiarse, llevándolos al borde de la bancarrota. 


			Al mismo tiempo, los bancos privados, que tenían muchos bonos estatales entre sus activos, sufrieron grandes pérdidas. En países como Grecia, los depositantes empezaron a retirar su plata de los bancos. Parecía la tormenta financiera perfecta. 


			Hasta que en julio del 2012 el presidente del Banco Central Europeo, Mario Draghi, afirmó que su institución haría «lo que sea necesario» a fin de estabilizar los mercados financieros. Como por arte de magia los inversionistas le creyeron, los precios de los bonos de los gobiernos europeos subieron, las acciones de los bancos privados subieron, las tasas de interés bajaron y la crisis inevitable fue evitada. 


			En pocas palabras: los mercados financieros son frágiles, volátiles, proclives a las corridas y a los pánicos autocumplidos. Por ello, los bancos centrales están obligados a ser prestamistas de última instancia a los gobiernos, los bancos comerciales y a cualquier entidad financiera suficientemente grande como para tener implicancias sistémicas. En el mundo de las finanzas el laissez faire es inconcebible. Al revés, sin los bancos centrales, es decir, sin el Estado, no existirían los mercados financieros modernos.58 


			Pero atención, lo que es válido para los mercados financieros, no lo es necesariamente para otros mercados. Y los movimientos radicales, al estilo de #ocuppywallstreet, que de la crisis financiera extrapolan mecánicamente y se oponen a los mercados como norma general, cometen un error. 


			Todo país, sea rico o pobre, necesita una superintendencia de bancos y otra de valores con amplias atribuciones para supervisar y regular. También requiere de una institución que defienda a los consumidores. Pero ningún país necesita una superintendencia de la papa que regule a los productores del tubérculo. 


			Todo país también requiere un banco central activo que, al estilo de Draghi, sirva de prestamista de última instancia al sistema financiero. Lo mismo no es necesario ni para el sector de las papas, ni el de los tomates, ni el de las coliflores. 


			La crisis del 2008-2009 nos recordó la importancia general de las políticas macroeconómicas anticrisis o, como les gusta decir a los técnicos, políticas macro «contracíclicas». Nadie, excepto quizá un puñado de economistas alemanes híperconservadores, cree en el ajuste automático que a comienzo de los ochenta propugnaban en Chile los Chicago Boys como Sergio de Castro y Sergio de la Cuadra. En la crisis más reciente, incluso gobiernos de derecha, como el de Bush en Estados Unidos, y banqueros centrales bastante ortodoxos, como los europeos, tomaron medidas anticrisis extraordinarias, extendieron el crédito del Banco Central a niveles jamás vistos, y toleraron déficits fiscales cuantiosos. 


			El propio Fondo Monetario Internacional, otrora considerado un bastión de la ortodoxia, tomó la batuta y lideró el llamado a aplicar políticas fiscales contracíclicas. Fue el revival definitivo de las teorías del economista liberal inglés John Maynard Keynes, y de otros economistas que creen en el activismo monetario y fiscal.59 


			El problema es que las ideas de Keynes suelen malentenderse. Un gobierno keynesiano moderno no duda en aumentar el gasto frente a una recesión, pero para poder hacerlo, necesita la alta credibilidad y la baja deuda que son resultados de haber ahorrado y repagado la deuda durante el auge. A veces, durante una crisis, ser keynesiano requiere gastar más; otras, durante un boom, gastar menos. Para ello sirven las reglas fiscales modernas, como la que tenemos en Chile. 


			En nuestro país, durante el auge del precio del cobre de 20062008, registramos superávits presupuestarios de hasta ocho puntos porcentuales del PIB. El gobierno chileno ahorró, tomando en cuenta diversos tipos de ahorro, cerca de cuarenta mil millones de dólares. Cuando Wall Street se derritió disponíamos del margen necesario para aplicar uno de los planes anticrisis más agresivos de los que se pusieron en práctica en el mundo. Esto fue posible gracias a una norma fiscal rigurosa, diseñada y aplicada por gobiernos de centroizquierda. 


			Un cuadro muy distinto vivieron los países que se habían endeudado de más antes de la crisis. Cuando llegó el reventón y sus deudas se volvieron insostenibles, a los gobiernos de esos países no les quedó otra opción que cerrar hospitales y recortar pensiones. Y las que pagaron la cuenta, una vez más, fueron las familias pobres. 


			La conclusión es que los déficits fiscales en cualquier circunstancia y las deudas públicas fuera de control sí son dañinos, a diferencia de lo que piensan los izquierdistas más anticuados. Pero la macroeconomía no se regula sola, a diferencia de los que piensan los derechistas más anticuados. La alternativa es una política keynesiana —pero una que se aplica tanto durante el auge como durante la crisis—. 


			 


			UNA IDEOLOGÍA MODELO


			 


			Los economistas de la Universidad de Chicago resumieron todas sus recetas para Chile en un documento tan gordo que lo llamaban El Ladrillo.60 Ese texto y el «modelo» que allí se delineaba le prometieron a Chile una nueva economía y un futuro esplendor. 


			En años recientes a ese «ladrillo» le ha salido competencia. Un libro casi tan grueso y ambicioso —El otro modelo, de Fernando Atria y coautores— aspira a una nueva democracia y una nueva sociedad, pergeñadas ambas por una nueva Constitución.61 


			En Chile, críticos y propagandistas del «modelo» —ambos por igual— razonan como si hubiese un solo modelo, es decir, una sola manera de entender y conceptualizar el funcionamiento del mercado, con sus logros y fracasos. 


			Pensar en modelos contrapuestos —el de la dictadura y este otro modelo que se le opondría— es tentador. Esa manera de pensar ofrece cambiar un paquete ideológico total y autocontenido, por otro. El «modelo» siempre es monolítico: ofrece un sistema cerrado, en el cual todo fenómeno tiene explicación. 


			Pero en este punto, críticos y propagandistas del mercado, una vez más, se equivocan. El uso y abuso del concepto de «modelo» ha hecho mucho daño a nuestros debates. Atrévase uno a pronunciar la palabra y gatillará una de dos reacciones encendidas. Si el contertulio es de derecha tradicional, cantará alabanzas al modelo y prometerá defenderlo a toda costa. Si el contertulio es de la izquierda ortodoxa, denunciará al modelo, como causante de todos los males y prometerá echarlo abajo a toda costa. 


			El problema es que el famoso «modelo», que tan encontradas pasiones suscita, no existe. En un libro reciente, el mismo Dani Rodrik enfatiza que la ciencia económica no ofrece un modelo que lo explique todo, sino una sucesión de modelos, que describen la realidad de modo muy parcial y que sirven para entender un fenómeno particular en circunstancias particulares.62 Los economistas se extravían, argumenta Rodrik, cuando confunden los  modelos con el modelo. 


			En un laboratorio médico, un investigador que quiere establecer el efecto de una sustancia química en un organismo crea un entorno artificial y estéril, en que el único efecto externo al que está sometido el organismo es el contacto con la sustancia de interés. Solo así se puede establecer una relación causa y efecto. 


			Los teóricos de la economía, destaca Rodrik, hacen exactamente lo mismo. Para estudiar el efecto de un impuesto a los alcoholes sobre el precio del vino, o el de un recorte de la tasa de interés sobre la inflación, crean un entorno artificial —llamado modelo— en que opera solo el vínculo causal de interés. Vistos así, los modelos casi por definición deben ser especializados. Un modelo solo puede pretender responder una pregunta o, en el mejor de los casos, un rango estrecho de preguntas. No puede haber un modelo que todo lo incluya y todo pretenda explicarlo. 


			Para mala suerte de Chile, los Chicago Boys que tanta influencia tuvieron durante la dictadura militar son culpables hasta la médula de ambos errores que Rodrik identifica y respecto de los cuales nos alerta. Esa generación de egresados de Chicago llegó a Chile predicando una ortodoxia monolítica y conservadora —el «modelo» — que no existía ni siquiera en la propia Universidad de Chicago. 


			Aunque, para ser justos con los discípulos chilenos, ellos no fueron los únicos en caer en una ortodoxia de pacotilla. Carlos Díaz-Alejandro distingue entre la ortodoxia «académica» y la «práctica». La primera se desarrolla en los salones de clases de las universidades norteamericanas. Allí los profesores advierten que las virtudes del mercado son teóricamente demostrables solo bajo una larga lista de supuestos muy restrictivos. 


			La ortodoxia práctica, por contraste, dice Díaz-Alejandro, se extiende cuando los economistas del norte emprenden sus tours veraniegos por las economías del sur, y «con libido imperandi desatada» se convierten en predicadores de verdades reveladas, sin mención alguna de los exigentes supuestos y rigurosas deducciones que tanto enfatizan en sus universidades de origen.63 


			Cuántas veces lo hemos visto: el experto extranjero que visita por primera vez el país y que recién aterrizado ya tiene el diagnóstico de todos los problemas y el catálogo de todas las soluciones que, ahora sí, nos llevarán al desarrollo. Esos profesores de Chicago —y no solo de ahí— diseminaron por toda América Latina solo esa «ortodoxia práctica» simplona, y no un análisis matizado de las virtudes y limitaciones de mercado y Estado. 


			El santo patrono de los economistas neoliberales, el austríaco Friedrich Hayek, desconfiaba de la planificación porque requiere cantidades imposibles de información y valoraba el mercado porque permite crear y transmitir información.64 El problema con Hayek es que su desdén por la planificación se transformó en adoración acrítica del mercado. Lo dijo Michael Oakeshott, un filósofo inglés de temperamento bohemio, dotado de un amor por las paradojas del que el austríaco carecía: «... el plan de Hayek para resistir todo tipo de planificación es mejor que la alternativa opuesta, pero pertenece al mismo estilo de hacer política».65 


			Hay quienes transforman la confianza en el mercado en una fe y confían en un «modelo» que no solo pretende explicarlo todo, sino que resolverlo todo. Algo parecido hacen quienes todo lo explican por la necesidad de echar abajo el «modelo». 


			 


			ESE REVOLUCIONARIO LLAMADO MERCADO


			 


			El capitalismo y su agente, la burguesía, 


			 


			no pueden existir sin revolucionar incesantemente los instrumentos de trabajo... Todas las relaciones sociales tradicionales, con su cortejo de ideas y creencias veneradas, quedan rotas: las que las reemplazan caducan antes de haber podido cristalizar. Todo lo que era sólido se desvanece en el aire.66 


			 


			Este párrafo, tantas veces citado, es de El manifiesto comunista, de Karl Marx y Friedrich Engels. Quien haya vivido el «gran escape» de la pobreza y la muerte prematura que describe el Nobel Angus Deaton, el extraordinario salto adelante de las tecnologías digitales en décadas recientes, o el profundo cambio en patrones de consumo y estilos de vida en Chile desde mediados de los ochenta a la fecha, sabe muy bien que el capitalismo, es decir, el mercado, puede ser revolucionario. Hasta ahí, Marx y Engels tienen toda la razón. 


			Pero el mercado y el libre comercio solos no alcanzan a ser revolucionarios. Vimos en este capítulo que la creación innovadora es indispensable para producir la prosperidad que tanto impresionó a Marx. Y la innovación solo se da en ciertos mercados y en ciertos tipos de sociedad, no en todos. 


			En una sociedad que vive en el estado de anarquía, la vida es «nefasta, brutal y corta», según Thomas Hobbes.67 Si no hay institución que tenga el monopolio de la fuerza, y cada persona se siente libre para emprenderlas a machetazos contra su vecino, entonces la vida consiste en huir de esos machetazos y defender, a duras penas, lo cazado, recolectado o cultivado. Nadie tiene siquiera un minuto para sentarse a pensar, por ejemplo, en cómo mejorar el rendimiento de las tierras agrícolas, mucho menos para pensar en venderle los frutos de esas tierras al vecino. 


			Y lo que importaba en la Italia del medioevo, o en la Inglaterra de hace tres siglos, también importa en el Chile actual. El agricultor maicero o el productor de kiwis, para regresar a los ejemplos expuestos, no invertirían en semillas ni en incrementar su producción si el vecino fuese libre de correr los cercos y tomarse sus tierras, o si bandidos itinerantes pudieran aparecer tras la loma una mañana cualquiera y huir con su maquinaria y su cosecha.68 


			Dicho de otro modo, el mercado emerge y la tecnología despega de la mano del desarrollo de un Estado que tiene el monopolio de la fuerza. Los «Estados fracasados» de hoy —el Congo, Afganistán, Liberia, Haití— tienen en común la ausencia de ese monopolio. Jefes tribales, coroneles desafectados y «señores de la guerra» recorren el territorio al mando de sus propios ejércitos, sin pedir ni permiso ni perdón para hacerse de las tierras o los bienes que les apetecen. La existencia de un Estado que goce del más primario de los atributos de los Estados —el poder de coerción— es, entonces, condición necesaria para el surgimiento del mercado. 


			Ahora, es condición necesaria pero no suficiente, porque el monopolio de la fuerza puede usarse para promover el progreso o para retardarlo. Dicho de otra forma, no todo Estado tiene las capacidades y el autocontrol necesarios para asegurar que los ciudadanos se sientan libres para arriesgar, invertir y crear. 


			Hay Estados, por ejemplo, que tienen la capacidad institucional para poner en práctica sofisticadas estrategias de desarrollo industrial; otros Estados, por contraste, si se dedican a lo mismo, probablemente serán víctimas de la captura y la corrupción. La naturaleza del Estado también determina qué tipo de mercado se desarrolla allí. 


			A uno de nosotros le tocó ir al aeropuerto de Santiago a recoger a un famoso profesor de economía de Harvard que por primera vez visitaba Santiago. El túnel de la Costanera Norte, de varios kilómetros bajo el río Mapocho, recién había sido construido, utilizando el sistema de concesiones en que el Estado licita la obra y los privados la construyen y operan. 


			«¡Qué logro del mercado!», sugirió con orgullo uno de los chilenos que viajaba en el auto a ochenta kilómetros por hora en el túnel recién inaugurado. «¡Qué logro del Estado!», le corrigió el famoso profesor visitante. «Sin un Estado que funcione bien, las expropiaciones necesarias para la obra no habrían podido hacerse, los contratos de concesión no serían creíbles y ninguna empresa privada habría tenido la audacia de enterrar cientos de millones de dólares bajo el lecho de un río en Santiago de Chile». 


			Es decir, los remezones económicos y tecnológicos que le cambian para mejor la vida a miles de millones de personas son fruto de delicados «ecosistemas» en que los Estados fuertes se ciñen a reglas predecibles, amparadas en sistemas jurídicos no discrecionales. 


			Es una visión muy distinta de la aceptación acrítica del mercado por parte de muchos derechistas que hacen caso omiso del papel clave del Estado, incluso en el propio surgimiento del mercado. También es una visión muy distinta del rechazo casi «pavloviano» del mercado por parte de algunos izquierdistas que idolatran al Estado sin entender que uno de sus usos fundamentales es crear espacios para el desarrollo del mercado. 


			El mercado y el Estado no son objetivos en sí. Son instrumentos, con sus éxitos y fracasos, para alcanzar objetivos. Y los objetivos —la libertad, la justicia, la prosperidad— son lo importante, no los instrumentos. 


			Un socialdemócrata alemán, Willy Brandt, lo dijo muy bien: «tanto mercado como sea posible, tanto Estado como sea necesario».69 No existe hoy, décadas más tarde, una mejor guía para la acción. 
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			Zorro va a la escuela: el talante reformista 


			 


			EL DEBATE DE LOS CIERTOS 


			 


			El año 2015 uno de nosotros participó en un debate universitario con los diputados José Antonio Kast y Gabriel Boric. A primera vista los dos panelistas no podían ser más distintos. Uno de derecha tradicional, cercano a los sectores más conservadores del Ejército y de la Iglesia católica; el otro de izquierda dura, crítico incluso de los críticos. Uno alto, cincuentón, de chaqueta de tweed y pelo corto; el otro bajo, veinteañero, con chaquetón y melena. 


			Parecían muy diferentes, pero al escucharlos era difícil evitar la sensación de que en algo se asemejaban. Al cabo de un rato la similitud resultó evidente: ninguno de los dos tenía duda alguna. Todo lo decían con una convicción total. No había matiz o incerteza en sus palabras. Para Kast, toda reforma impulsada por el gobierno era un desastre, sin un solo elemento rescatable. Para Boric, todo opositor a la reforma educacional era un reaccionario a ultranza, lacayo del empresariado y lobista de algún oscuro interés. A la hora de proponer, estos diputados tampoco tenían paciencia para sutilezas. Según Boric, con más derechos sociales se arreglaba todo, mientras que para Kast no había problema alguno que una dosis abundante de disciplina y mercado no pudiera resolver. 


			El problema, por cierto, no era un asunto de disposiciones sicológicas, como si Boric o Kast fueran personalmente más propensos a las certezas absolutas que el común de las personas.1 El asunto estaba en que sus formas de ver el mundo, sus ideas sobre cómo funciona la sociedad y cómo se puede cambiar dejaban poquísimo espacio para las tensiones y contradicciones que cruzan toda acción humana: para la posibilidad de que dos o más de nuestros ideales entren en conflicto entre sí, para los efectos contradictorios o ambiguos de ciertas acciones públicas, para nuestra falta de conocimiento sobre cómo realizar mejor en la práctica algún objetivo loable. En sus mundos pareciera que nunca hay dificultad para elegir entre ideales igualmente valiosos, ni dudas sobre cómo ponerlos en práctica. 


			Boric y Kast tienen una cosa en común: no son liberales. 


			A los liberales les producen urticaria las utopías, los dogmas inmutables, la ausencia de duda. Lo dice muy bien el ensayista mexicano Jesús Silva-Herzog: 


			 


			Por los meandros de la vacilación, abierto a la perplejidad, el liberalismo se afirma ante todo como una disposición intelectual —lo contrario a una ideología, esa certidumbre que permite a la gente dejar de pensar. Liberalismo, pues, como talante, una actitud, un estilo político; no un recetario.2 


			 


			Así es. El liberalismo implica una actitud escéptica ante las certezas fáciles, las soluciones simplistas y los modelos que todo lo explican. Es consciente de los límites del conocimiento —especialmente acerca de la mejor forma de organizar una sociedad— y, por lo tanto, tiene una disposición abierta al aprendizaje, la evidencia, y el ensayo y error. Por todo lo anterior prefiere efectuar cambios de modo incremental, para aprender a hacerlo mejor a lo largo del proceso. 


			Por cierto, no todas las personas que defienden ideas liberales necesariamente adoptan esta actitud pragmática a la hora de ponerlas en práctica, y viceversa. Pero creemos que existe cierta correspondencia o «afinidad electiva» entre el pensamiento liberal —con su énfasis en el pluralismo, su creencia en la naturaleza indeterminada y abierta de los procesos históricos, su escepticismo frente a verdades reveladas de toda especie— y esta actitud ajena a los dogmas y abierta a la experiencia y sus lecciones. 


			Este reformismo liberal es un talante, una actitud, una forma de actuar políticamente. Para entender lo que esto significa, es necesario partir con un poco de filosofía. 


			 


			DE LOS ERIZOS, LOS ZORROS Y OTROS ANIMALES


			 


			Un verso del poeta griego Arquíloco dice: «El zorro sabe muchas cosas, el erizo solo una e importante». El profesor de Oxford Isaiah Berlin se valió de Arquíloco y sus mascotas para delinear dos grandes tradiciones del pensamiento occidental. Los erizos, dice Berlin, tienen las cosas claras: «relacionan todo a una sola visión central, un sistema... en términos del cual comprenden, piensan y sienten...». Los zorros, por su parte, «persiguen muchos objetivos, a menudo sin relación e incluso contradictorios» y viven la vida y sus experiencias sin tratar de hacerlas calzar a una «visión unitaria».3 


			Platón, Hegel y Nietzsche, según Berlin —también Rousseau y Marx, podría uno añadir—, son erizos. Aristóteles, Erasmo de Rotterdam, Montaigne —y por cierto el mismo Berlin— son zorros. A los erizos, un modelo que todo lo explica les confiere certidumbre. Los zorros gustan de las paradojas, saben convivir con la incertidumbre y desconfían de las teorías que no dejan fenómeno sin explicar. 


			Los erizos, justamente porque saben solo una gran cosa, son «monistas»: creen que existe un solo gran valor que tiene prioridad sobre todos lo demás —la fe o la igualdad, por ejemplo—, o bien tienen una gran teoría que todo lo explica —por ejemplo la competencia en el mercado o la lucha de clases como motores de la historia—. Los zorros, por el contrario, son «pluralistas»; defienden múltiples valores o múltiples teorías parciales simultáneamente. 


			La distinción no es políticamente inocente, sostiene el cientista político George Crowder: «Mientras las grandes visiones autoritarias de la política han descansado en fundaciones monistas, el pluralismo está naturalmente alineado con la tolerancia, la moderación y el liberalismo».4 


			Si los pensadores pueden ser zorros o erizos, ¿pueden las culturas o incluso las naciones serlo también? El historiador chileno Claudio Véliz, en su clásico El nuevo mundo del zorro gótico, responde que sí.5 La cultura anglosajona, sostiene Véliz, es propia de los zorros. La cultura ibérica, por contraste, refleja el talante del erizo. 


			América del Norte sufrió el colonialismo británico, que cometió todas las atrocidades que los poderes coloniales suelen cometer. Pero, según Véliz, también dejó un fruto que otros colonialismos no dejaron: una cultura proclive a la duda, el pluralismo, el libre intercambio de ideas y, por lo tanto, también terreno fértil para que se consolidaran allí tanto la economía de mercado como la democracia liberal. 


			Lo que en Véliz pudo parecer la conjetura provocadora de un historiador muy letrado, para Daron Acemoglu, James Robinson y Simon Johnson se transformó en una tesis cuidadosamente documentada y refrendada, hasta donde se puede, con las más modernas técnicas econométricas. Sostienen los tres autores que las instituciones construidas por los colonos británicos en los Estados Unidos, Canadá, Australia y Nueva Zelandia resultaron particularmente propicias para los derechos individuales y el crecimiento económico.6 


			América del Sur, por contraste, fue colonizada por los imperios ibéricos. Y no en cualquier momento, sino que durante la Contrarreforma. Tras la instalación de los enviados de Castilla en América, en la segunda mitad del siglo XVI, la España de Felipe II lanzó su gran cruzada contra los herejes. El espíritu de la Contrarreforma, relata Véliz, «exhibía la satisfactoria simetría, la predictibilidad, y la disposición a unificarlo todo que habría complacido inmensamente al erizo de Arquíloco».7 Por eso, según Véliz, a América Latina no solo le ha costado construir las instituciones liberales que florecieron en otras latitudes, sino que tampoco ha podido desarrollar en su cultura el talante propiamente liberal: «América Latina es un erizo que, desde mediados del siglo XIX, ha intentado desesperadamente transformarse en zorro, con resultados indiferentes».8 


			José Antonio Kast podrá ser de derecha y Gabriel Boric de izquierda, pero los dos son erizos: enemigos de la herejía, descendientes directos de Felipe II y el espíritu monolítico de la Contrarreforma. 


			También son erizos los estatistas a ultranza como Camila Vallejo y sus compañeros del Partido Comunista de Chile, que cada vez que pueden critican el supuesto «modelo» chileno. Y, por supuesto, también lo son los Chicago Boys, defensores de ese mismo «modelo», que creen que la lógica de mercado todo lo explica y todo lo arregla. 


			 


			SOLO SÉ QUE POCO SÉ


			 


			Esencial a la actitud del zorro es una cuota de humildad respecto del conocimiento humano y sus límites. El zorro sabe que poco sabe. Ese es el hilo común que corre por el tejido de buena parte de la historia del pensamiento liberal. 


			Cuentan que John Stuart Mill dominaba el latín, el griego clásico y el cálculo diferencial antes de cumplir diez años.9 A pesar de su gran erudición —o acaso debido a ella—, Mill delineó un método científico, pero se apresuró a resaltar sus limitaciones. Y él fue solo uno de una larga y distinguida tradición de pensadores liberales, partiendo por David Hume e Immanuel Kant, que se ocuparon en entender los límites cognitivos de los seres humanos. 


			El filósofo de la ciencia Karl Popper, austríaco de nacimiento, pero avecindado en Inglaterra, recalcó que una teoría solo puede ser «falsificada», pero nunca comprobada plenamente. El científico identifica acertijos, esboza respuestas, somete esas respuestas al escrutinio empírico, descarta las que son falsas porque no calzan con los datos, reduce el espectro de respuestas posibles, pero jamás logra certeza total acerca de la respuesta correcta. La ciencia busca la verdad, pero es incapaz de alcanzarla.10 


			En su obra más política, La sociedad abierta y sus enemigos, de 1945, Popper defendió el libre intercambio de ideas por razones similares a las de Mill. Una sociedad organizada en torno a principios liberales, dice Popper, se asemeja a la ciencia en su método: procede gradualmente, desarrolla políticas e instituciones, elige gobiernos, adopta los que funcionan, y reemplaza aquellos que fracasan al ser evaluados de acuerdo a la evidencia disponible.11 Para Popper la labor científica se parece a la de la paciente hormiga. 


			Pero la ciencia, en la práctica, no procede así, argumentó el norteamericano Thomas Kuhn, en su obra clásica La estructura de  las revoluciones científicas. A la hormiga de Popper, Kuhn contrapone un elefante, que las emprende contra las ideas establecidas del conocimiento científico. El conocimiento avanza, pero no poco a poco, sino que a grandes tumbos, sostiene Kuhn. Hay periodos de «ciencia normal» en que los investigadores intentan llenar las brechas y limar las asperezas del paradigma existente. Pero una vez que resulta evidente que el paradigma predominante no puede resolver ciertos problemas, sobreviene una revolución que derroca a ese paradigma y lo reemplaza por otro. Así ocurrió, por ejemplo, cuando la física cuántica de Niels Bohr reemplazó a la física clásica de Isaac Newton.12 


			Pero —y este es el punto central para nuestros fines— según Kuhn un paradigma no puede ser comparado con otro, porque no existe una medida común para evaluarlos. Los paradigmas son «inconmensurables»: no hay juez que pueda adjudicar la disputa y proclamar un paradigma superior a todos los otros. Al enfatizar las limitaciones del conocimiento y la naturaleza elusiva de la verdad, Thomas Kuhn resulta ser tan zorro como el que más. 


			Esas limitaciones no solo afectan a las verdades elevadas que buscan científicos y filósofos, sino que también a las verdades terrenales que incumben a ingenieros y gerentes. Recordemos la anécdota relatada en un capítulo anterior. Incluso tratándose de una tarea tan trivial como decidir el tamaño de los tornillos a producir, los poderosos planificadores de Moscú no contaban con los datos suficientes. 


			¿Quién y cuándo va a necesitar qué tipos de tornillos? ¿Qué insumos requiere la fabricación de cada tipo de tornillo? ¿Con qué tecnología se le fabrica? ¿Dónde están las maquinarias apropiadas? ¿Y los insumos necesarios para producirlos? Multiplíquese ahora cada una de estas interrogantes por los cientos de miles de productos que elabora una economía moderna, y se tendrá una estimación de la magnitud casi infinita del problema que los planificadores soviéticos enfrentaban. Ni todo el talento heredado de la majestuosa tradición matemática rusa les alcanzó para resolverlo. 


			John Stuart Mill, en su obra El sistema de la lógica, de 1843, lo dijo bien: 


			 


			Las circunstancias (...) que influencian la condición y el progreso de la sociedad son innumerables, y siempre cambiantes. A pesar de que cambian como resultado de causas, y por lo tanto de leyes, la multitud de causas es tan grande que abruma nuestra limitada capacidad de calcular. Son tantas que resulta imposible describirlas numéricamente o calcularlas por adelantado, aunque los poderes del intelecto humano sean, en otras dimensiones, adecuados para la tarea.13 


			 


			En resumen, no somos capaces de saber todo lo que querríamos saber. Por eso, la humildad intelectual es un componente ineludible del talante reformista y liberal. 


			 


			GOBERNAR ES APRENDER


			 


			¿Cuándo y dónde será el próximo terremoto o el próximo tsunami? ¿El próximo incendio forestal? ¿Cuántos años durará la actual sequía? Y cuando termine, ¿las lluvias cordilleranas serán tan fuertes como para causar inundaciones? Contar con información como esta hoy nos permitiría tomar decisiones que nos dejarían más seguros, prósperos o felices en el futuro. El gobernante que supiese esto gozaría de una gran ventaja.14 


			Predecir cómo se comportará la naturaleza en el caso de un desastre es muy difícil. Predecir cómo se comportarán las personas es aún más difícil. Y predecir cuál será el resultado de la interacción de miles, cientos de miles o millones de personas presenta niveles máximos de dificultad. 


			Y no solo eso. A menudo un cambio —una nueva ley, por ejemplo— tiene varias consecuencias, algunas contradictorias entre sí. Predecir cuál es su efecto final, por lo tanto, puede ser endiabladamente difícil. Y también puede prestarse para algunas sorpresas. 


			Los pensadores liberales han estado conscientes del problema por varios siglos. Ya en 1692 el filósofo inglés John Locke se opuso a una moción parlamentaria para reducir la tasa máxima de interés de 6 a 4 por ciento. La idea, por supuesto, era favorecer a los prestatarios pobres en desmedro de los prestamistas ricos. Pero la ley tendría dos posibles efectos y ambos serían nocivos, argumentó Locke. Si la ley se cumplía, habría menos crédito disponible, precisamente para los prestatarios más pobres; y si no se cumplía, los costos de evadirla también recaerían en quienes pedían prestado. En ambos casos, la ley dañaría precisamente a quienes pretendía ayudar.15 


			Veamos otro ejemplo. El año 1931 se aprobó en Chile el actual artículo 203 del Código del Trabajo, que establece que «las empresas que ocupan veinte o más trabajadoras de cualquier edad o estado civil, deben tener salas anexas e independientes del local de trabajo, en donde las mujeres puedan dar alimento a sus hijos menores de dos años y dejarlos mientras estén en el trabajo».16 


			Sin duda quienes legislaron así tenían el loable propósito de garantizar que las madres trabajadoras tuvieran un lugar para dejar a sus hijos pequeños mientras ejercen sus funciones. Pero en la práctica el artículo en cuestión tuvo un efecto muy distinto, y claramente inesperado: llenar a Chile de empresas con diecinueve trabajadoras o menos.17 Es decir, lo que pretendía ser un beneficio para las mujeres terminó siendo un costo, pues múltiples estudios demuestran que disminuye sus posibilidades de empleo. Y la norma tampoco alcanzó el objetivo de universalizar el acceso a la sala cuna. Al revés, hasta el día de hoy, en Chile apenas 18 por ciento de los niños en edad de hacerlo asiste regularmente a una sala cuna, una cifra mucho menor que el promedio de los países de la OCDE.18 


			Este es un ejemplo clásico de cómo las reglas que afectan a muchas personas que interactúan en un sistema complejo suelen tener efectos impensados. Ahora, un economista tradicional probablemente argumentaría que ese tipo de respuesta por parte de los empresarios —contratar menos mujeres si como resultado de la norma es más caro hacerlo— es bastante predecible. Algo parecido podría plantearse respecto de los límites a la tasa de interés. 


			Pero nadie diría lo mismo del siguiente caso: el año 2002, once naciones europeas abandonaron sus monedas y las reemplazaron por el Euro.19 Fue un paso decisivo en la integración económica y política de Europa. La derecha europea apoyó la adopción del Euro porque —pensaba— traería disciplina fiscal. Al no poder echar mano al «impuesto inflación», los países de Europa del sur, propensos a los déficits, se verían obligados a recortar el gasto y ordenar sus finanzas públicas. La izquierda europea, por su parte, estuvo a favor del Euro porque —pensaba— traería convergencia en políticas sociales, dado que la mayor integración haría inevitable que los países del sur importaran un generoso Estado de bienestar desde países como Alemania, Holanda o Dinamarca.20 Es decir, cada grupo vio en el Euro lo que quería ver. Lo notable es que ninguno le apuntó a las consecuencias. Una vez que empezó a circular, el Euro frustró las esperanzas tanto de derechistas como de izquierdistas. 


			La eliminación de las monedas locales redujo el riesgo cambiario de préstamo a los gobiernos de Portugal, Italia, Grecia y España, conocidos en Wall Street por la sigla PIGS, que corresponde a los nombres de estos países en inglés. Bajaron fuertemente las tasas de interés y se produjo en estos países una verdadera fiesta del gasto y el endeudamiento. Como buena fiesta, esta duró por un buen rato —casi una década—, pero no para siempre. El 2010 los mercados comenzaron a asustarse, y en los años siguientes se desató una crisis de la deuda europea de la que aún quedan resabios. Los países del sur de Europa se han visto obligados a recortar gasto público, cerrar hospitales y bajar pensiones. Lo único que han terminado importando del norte del continente es la durísima austeridad fiscal impuesta por Alemania. 


			El Euro fue una política pública de consecuencias totalmente imprevistas.21 Lo mismo ocurrió en este otro caso que relatamos a continuación: En 1990, el Estado australiano de Victoria aprobó una ley para exigir que todos los ciclistas usaran casco. En años posteriores los accidentes ciclísticos, y en especial aquellos con lesiones craneales, se redujeron abruptamente. Los partidarios de la ley cantaron victoria. Pero estudios posteriores revelaron que el uso de la bicicleta entre los niños y jóvenes había caído 36 por ciento tras la ley —los adolescentes opinaban que andar con casco no era cool—, por lo que era imposible saber si la baja en accidentes se debía a una reducción en el número de ciclistas o a la seguridad que proporciona el casco. Algunos expertos argumentaron que el riesgo a la salud asociado al sedentarismo resultante era mayor que el de los accidentes, por lo que el impacto neto de la ley habría sido negativo.22 En este caso el comportamiento de los jóvenes resulta menos predecible, y la complicación viene de la interacción de esos jóvenes con sus pares, que los tildan de uncool si usan casco. Pero el resultado es el mismo que en el caso de la tasa máxima de interés o las salas cuna: una consecuencia impensada —e indeseable— de una política pública adoptada con las mejores intenciones. 


			Ejemplos similares abundan. Vimos en un capítulo anterior que un mayor salario mínimo, siempre y cuando sea aplicado en un mercado laboral dominado por apenas un puñado de empresas contratantes, puede incrementar el empleo y así resultar benéfico en todas las dimensiones para los trabajadores. Pero también, que en otras circunstancias un salario mínimo demasiado alto puede reducir el empleo, recortar los ingresos totales que reciben los trabajadores y empeorar la distribución del ingreso. Cuál de los dos casos prevalece en la práctica depende de una serie de condiciones que es difícil anticipar. La conclusión es que el salario mínimo también puede estar sujeto a efectos impensados e indeseables. 


			Un último ejemplo es reciente y delicioso. Donald Trump dijo durante la campaña presidencial que iba a forzar a los mexicanos a financiar la famosa muralla en la frontera a través de un impuesto de 20 por ciento a todos los bienes fabricados en México que se exporten a Estados Unidos. A sus partidarios la bravata les sonaba bonita y aplaudieron a rabiar. 


			Hasta el momento, Trump no ha cumplido (ni probablemente cumplirá) esa promesa. Pero el problema de Trump es más profundo: su amenaza nunca fue tal. Un arancel de ese tipo haría que los precios de los productos importados de México suban en Estados Unidos. Lo más probable es que los productores locales que compiten con los mexicanos aprovecharían para subir sus propios precios. ¿Quién podría terminar pagando buena parte de la cuenta y, por lo tanto, financiando el muro? Los consumidores estadounidenses.23 


			Además, debido a la integración económica entre los dos países, en promedio el 40 por ciento del valor de un producto mexicano que se vende en Estados Unidos consiste de insumos producidos al lado norte de la frontera.24 Por ello, cualquier reducción en las exportaciones de México a su vecino del norte afectaría a decenas de miles de empresas domiciliadas en Estados Unidos, que emplean a trabajadores estadounidenses. 


			En síntesis, la medida de Trump habría terminado dañando precisamente a quienes pretendía favorecer. 


			Nada de lo anterior significa, por supuesto, que todas las políticas anteriormente descritas sean indeseables. Uno de los autores de este libro tiene hijos, y cada vez que alguno se sube a una bicicleta el papá le insiste que se ponga casco. Celebramos que la ley en Chile así lo exija. El punto es otro: antes de embarcarse en políticas de ese tipo —o de cualquier otro tipo— hay que estar alerta de los efectos secundarios y las consecuencias no anticipadas, e indeseadas, que suelen ocurrir. 


			 


			LA LEY DE LAS CONSECUENCIAS IMPREVISTAS


			 


			El fenómeno es tan común que el sociólogo norteamericano Robert Merton le puso nombre: la «ley de las consecuencias imprevistas». Para predecir el resultado de un cambio social, político o económico, nos recuerda Merton, es necesario que la condición ceteris paribus se cumpla. En castellano, que los otros factores se mantengan constantes, de modo de poder aislar, y por lo tanto entender y predecir, el efecto del cambio. 


			Pero en el universo de las interacciones entre seres humanos, el resto de los factores rara vez se mantiene constante. El número de ciclistas puede bajar al exigirles que utilicen un casco, y el número de empleos que los empresarios ofrecen puede disminuir al exigirles que paguen un salario mínimo mayor. Por eso las transformaciones sociales y las políticas públicas están repletas de consecuencias imprevistas.25 


			Además, sostiene Merton, la sola existencia de la predicción puede cambiar su confiabilidad. En las ciencias naturales, predecir que el cometa Halley seguirá un cierto curso no altera en lo más mínimo su órbita. Pero en las ciencias sociales es diferente. La predicción de Marx de que la miseria de la clase obrera causaría una revolución contra el capitalismo tuvo el efecto de gatillar medidas redistributivas a favor de los pobres, las que a su vez redujeron la probabilidad de una revolución anticapitalista.26 Así las cosas, según Merton, los escritos de Marx habrían tenido la consecuencia imprevista de abortar la revolución que el mismo autor propugnaba. 


			Si es difícil predecir cuál será el efecto de exigir cascos para ciclistas —una política pública simple y a primera vista incontrovertible—, predecir el efecto de decisiones más complejas tiene que ser tanto o más dificultoso e incierto. 


			¿Cuánto pueden subir los impuestos a la renta —para así mejorar la distribución del ingreso— sin que decaiga la inversión en capital físico y humano? Este, por supuesto, era el punto subyacente en el debate sobre la reforma tributaria de 2014. ¿Cuánto se pueden gravar el alcohol y el tabaco —con el propósito de mejorar la salud— sin que surja un mercado negro, florezca el contrabando y se fortalezcan las mafias? ¿Cuánto pueden subir las tasas de interés —para controlar la inflación— sin crear una mochila de deuda en las pymes y debilitar la salud financiera de la economía? Estas son todas preguntas de difícil respuesta. 


			En otras áreas, las sociedades enfrentan desafíos aún más difíciles de diseño institucional. Por ejemplo, ¿es mejor un sistema electoral mayoritario, que facilita la formación de coaliciones estables para gobernar, o un sistema proporcional, que permite que se exprese en el parlamento la diversidad de la sociedad? ¿Aprenden más los niños asignándolos «al tuntún» a cada sala —de modo que las distintas habilidades estén, diría un estadístico, «aleatoriamente distribuidas»—, o separándolos por intereses, experiencia o desempeño previo, lo que en inglés se denomina tracking? ¿Es preferible que el Estado sea el único y gran comprador de servicios médicos de modo de aprovechar su escala y bajar los costos, o que lo hagan múltiples aseguradores privados, ofreciendo así mayor variedad de planes? 


			Diversas sociedades, todas prósperas y democráticas, han dado distintas respuestas a estas preguntas. Y mientras más diversa, compleja y tecnológicamente avanzada se vuelve una sociedad, más son las preguntas que solo admiten respuestas difíciles y altamente inciertas. 


			Escribe el filósofo español Daniel Innerarity: 


			 


			Entender lo que pasa es hoy en día una tarea más revolucionaria que agitarse improductivamente, equivocarse en la crítica o tener expectativas poco razonables. La política no puede seguir siendo lo que afirmaba Groucho Marx, el arte de hacer un diagnóstico falso y aplicar después los remedios equivocados. Una nueva ilustración política debería comenzar desmontando los malos análisis, desenmascarando a quienes prometen lo que no pueden proporcionar, protegiéndonos tanto de los que lo tienen todo claro como de quienes no saben nada. Nunca fueron más liberadores el conocimiento, la reflexión, la orientación, el criterio.27 


			 


			Para decidir qué debe hacer una sociedad, entonces, no queda otra que aprender. Recopilar y procesar información para entender qué funciona mejor, dados los objetivos de la sociedad, en ese momento y lugar. El lema del gobierno radical del presidente Pedro Aguirre Cerda (1938-1941) fue «Gobernar es educar». El lema de un gobernante liberal podría ser «Gobernar es educarse». 


			 


			APRENDER A HORNEAR EL PAN


			 


			¿Cómo se hace? ¿Cómo se educa a un gobernante? ¿Cómo se educa a sí misma una sociedad? 


			O ¿cómo se aprende a hornear el pan? Comiendo pan. Hacer pan, probarlo, modificar la receta, hacer más pan y volverlo a probar, es el método más certero para decidir, por ejemplo, si la proporción de harina y agua debe ser 3:1 o 2:1, o cuánta sal o levadura utilizar.28 Comer pan es un método empírico para evaluar la receta usada y la calidad del pan resultante. Es lo que los cocineros siempre han hecho y lo que los científicos, naturales o sociales, vienen haciendo desde hace un par de siglos para evaluar sus teorías y recetas. 


			Pero las cosas no siempre fueron así. Aristóteles enseñaba que la mejor manera de entender un fenómeno era indagar su «esencia». En esta lógica, la mejor manera de aprender a hornear un buen pan consistiría en identificar aquellas características «esenciales» de un buen pan y reproducirlas. 


			Los filósofos de la ciencia, entre ellos Karl Popper, se han dado un festín con la idea del «esencialismo metodológico».29 Y no es difícil entender por qué. Parece más fructífero —y lo es— echarse un pedazo de pan a la boca y ver qué tal sabe, que contemplar el mismo trozo por horas, tratando de inferir su «esencia». 


			Popper y muchos otros prefieren el «nominalismo metodológico», que consiste en observar y medir el comportamiento del objeto —¿qué sabor tiene esta marraqueta?— y tratar de identificar regularidades en ese comportamiento —por ejemplo, que la marraqueta sabe mejor cuando se le echa un gramo de sal que cuando se le echa un kilo—. Por definición, ese es un proceso imperfecto y lleno de incertidumbre. 


			Chile y el mundo están llenos de autores —casi siempre de la izquierda tradicional— que todavía persisten en dar con la «esencia» de las cosas. Basta con revisar a la rápida las revistas académicas y las columnas de opinión para encontrar múltiples explicaciones acerca de qué elementos constituyen la «esencia» del capitalismo o qué pecados resumen la «esencia» del modelo económico vigente. Pero afortunadamente hay quienes toman un camino distinto y, para aprender del capitalismo, prefieren tratar de entender sus mecanismos, medir sus efectos y buscar sus regularidades empíricas. 


			El problema, claro está, es que la tarea es difícil. La capacidad del panadero para experimentar y aprender está limitada solo por la disponibilidad de harina y otros ingredientes. El economista, el sociólogo o el politólogo, en cambio, no pueden exigir que se rebobine la historia. Y tienen que lidiar con problemas mucho más complejos que la simple combinación adecuada de harina, sal y levadura. 


			Supongamos que un gobierno desea incrementar el empleo juvenil. Los factores que determinan el empleo juvenil son prácticamente interminables: casi no hay elemento económico o social que no lo afecte. Y, por lo tanto, hay una infinidad de políticas que pueden incidir en este. El gobierno no tendrá ni el tiempo ni los recursos ni los conocimientos para identificar y evaluar todas las alternativas de política. Lo más probable es que considere un par de ellas, trate de entender cómo funcionan y qué efectos tienen, y así elija. 


			Este es precisamente el proceso que Charles Lindblom describe en un ensayo clásico de 1959, titulado La ciencia de salir del paso. Lindblom sostiene que los problemas sociales son demasiado complejos para que los seres humanos construyamos teorías generales al respecto y analicemos todas las posibles soluciones.30 Por eso, procedemos comparando sucesivamente un conjunto pequeño de alternativas y evaluamos sus posibles efectos. 


			Supongamos que en el caso del empleo juvenil las alternativas son un programa de capacitación para jóvenes cesantes y un subsidio a la contratación de jóvenes. Para elegir entre ellas, el gobierno tendrá que formularse preguntas como la siguiente: Si reducimos vía subsidio el costo de contratación de jóvenes en un 1 por ciento, ¿cuánto subirá el empleo formal de jóvenes? Para responder esta simple pregunta habrá que investigar mucho. Dos líneas de investigación son promisorias. 


			El gobierno y sus expertos podrían partir de una concepción teórica —un «modelo»— que especifique qué factores afectan la contratación de trabajadores. Si el experto contara con datos para todas las variables relevantes, entonces podría aplicar ciertos procedimientos estadísticos para inferir cuál es el efecto promedio en el empleo de un subsidio a la contratación. 


			Hasta este punto todo bien. El problema es que, para que esos procedimientos arrojen una estimación confiable, se deben cumplir una serie de requisitos muy exigentes. Por ejemplo, el análisis estadístico no debe omitir ninguna variable que potencialmente pueda afectar el empleo, porque de otro modo los resultados que arroje la estimación estarán sesgados. Más importante aún, los factores explicativos deben ser efectivamente independientes, o «exógenos» en la jerga de los estadísticos.31 


			Hace décadas que existen técnicas para aminorar estos dilemas estadísticos, que los economistas —y, más recientemente, los sociólogos y politólogos— han utilizado hasta el cansancio. Pero como ninguna funciona a la perfección, se ha puesto crecientemente en boga un segundo método de análisis, de carácter experimental. 


			En vez de estudiar muchos casos distintos en lugares distintos y momentos distintos del tiempo, el experto puede diseñar un programa de subsidio a la contratación y aplicarlo solo una vez, pero de un modo muy particular. Se parte por separar a las posibles empresas receptoras del subsidio en dos grupos, conceder el subsidio a un grupo, pero no al otro y, al cabo de un tiempo, medir la diferencia en el crecimiento del empleo entre los dos grupos. Es el mismo procedimiento que se usa en los estudios médicos, en que un grupo de pacientes recibe la nueva medicina y el otro un placebo. 


			Si el procedimiento se efectuó correctamente, en el sentido de que la asignación a cada uno de los grupos fue efectivamente aleatoria y no tuvo sesgos, entonces la diferencia de resultados entre un grupo y el otro es un buen indicador del potencial efecto de un subsidio a la contratación. 


			Ambos métodos tienen pros y contras. El primero —no experimental— resume los resultados de muchas experiencias distintas con subsidios y, por lo tanto, puede arrojar resultados que sean aplicables en distintos contextos. Esto es, tiene alta validez externa. Pero tiene limitada validez interna, porque es improbable que cumpla los exigentes requisitos para que la estimación estadística esté debidamente «identificada» y los resultados sean confiables. 


			El segundo método —experimental— tiene alta validez interna, pues arroja resultados estadísticamente más confiables.32 El problema es que posee baja validez externa, porque sus conclusiones son difícilmente generalizables.33 


			En conclusión, no hay una técnica perfecta. Y la que mejor funciona apenas puede producir una estimación probabilística, que acaso cambie mañana cuando los hechos cambien. Por todo lo anterior, el análisis y la proyección de los efectos de las políticas públicas son más arte que ciencia. Para aprender —y aprender se puede—, el investigador necesita una mente abierta para considerar los resultados de más de una metodología, añadir una buena tajada de buen juicio y una pizca de intuición y formarse una opinión. 


			 


			ZORRO VA A LA ESCUELA


			 


			A Philip Tetlock, un profesor de sicología y ciencia política de la Universidad de California, en Berkeley, le llamó la atención algo que a todos nos debió haber llamado la atención: ningún experto predijo el colapso de la Unión Soviética, acaso el mayor terremoto político-económico-social del último medio siglo. 


			La explicación de Tetlock es relevante para el asunto que nos preocupa en este capítulo: a los expertos en política internacional les resultó difícil predecir el colapso, porque no había una sola escuela de pensamiento ni un enfoque que bastara para explicar el proceso. Se requerían diversas ideas que no eran contradictorias entre sí, pero que venían de campos ideológicos diversos. Los expertos en política internacional, casi todos firmemente anclados en un enfoque ideológico u otro, no dieron el ancho.34 (Tampoco dieron el ancho, podría uno agregar, los economistas convencionales, que fueron incapaces de predecir la tremenda crisis financiera internacional de 2008-2009.) 


			Motivado por este tipo de fracasos, Tetlock se dedicó a estudiar cómo forman sus opiniones los expertos y qué tan certeros son a la hora de predecir cambios políticos, económicos y sociales. Su libro de 2005, Juicios políticos expertos, llega a una conclusión deprimente: las predicciones de su muestra de expertos no son superiores a las que se habrían obtenido arrojando una moneda al aire. 


			Pero eso no es todo. A Tetlock, como sicólogo que es, le interesaba estudiar cómo los estilos intelectuales y cognitivos de los expertos afectan su capacidad de entender la realidad y sobre esa base hacer predicciones exitosas. Administrándoles un conjunto de preguntas y tabulando los resultados, Tetlock dividió a sus expertos en... (¿quién lo pudo adivinar?) zorros y erizos. 


			Y aquí viene lo interesante: el estudio concluye, abrumadoramente, que los zorros predicen mucho mejor. 


			 


			Lo que los expertos piensan importa mucho menos que cómo piensan. Si queremos tener probabilidades realistas sobre qué pasará a continuación... lo mejor es recurrir a expertos con las características del zorro de Berlin —aquellos que saben muchas cosas, se inspiran en un arco ecléctico de tradiciones, y aceptan que la ambigüedad y la contradicción son características inevitables de la vida.35 


			 


			Nate Silver, un estadístico que se hizo famoso por sus exitosas predicciones de los resultados de las elecciones en Estados Unidos, ha ahondado en el asunto, argumentando que hay tres tipos de pensamiento propios de los zorros que ayudan a hacer predicciones más certeras, o menos equivocadas.36 


			Primero, los zorros piensan probabilísticamente. Saben que a lo más se puede concluir que con X por ciento de probabilidad el precio del cobre estará en un cierto rango el año 2020, o cualquier otro año. Podemos decir que ciertos eventos son «más probables» que otros —a veces «mucho» más probables—, pero muy rara vez podemos tener certeza absoluta sobre qué ocurrirá. 


			Segundo, entienden que una predicción que era buena ayer puede ya no serlo hoy. Creen en la famosa afirmación atribuida a John Maynard Keynes: «Cuando los datos cambian, yo cambio de opinión. Y usted ¿qué hace?». 


			Tercero, buscan el consenso: el promedio de diez predicciones acerca de un fenómeno incierto bien puede ser inexacto, pero es preferible a la inexactitud mayor de la proyección de solo un individuo. Solo se aprende menos que acompañado: en esta conclusión nos topamos de nuevo con la humildad intelectual propia del zorro liberal. 


			 


			ERIZOS, ZORROS Y... BURROS


			 


			El año 2011, Chile extendió el permiso posnatal a seis meses. Que la madre pueda estar más tiempo con sus hijos es un beneficio importante. Pero no es el único. También es importante que esas madres, y todas las mujeres, tengan acceso a un trabajo estable y bien remunerado. Al aprobarse, algunos preguntaron: un posnatal sustancialmente más largo ¿podría traer aparejado el importante costo de que se redujera, o creciera más lentamente, el empleo para las mujeres en edad fértil?37 Quienes planteaban esa posibilidad no pretendían bloquear la iniciativa, sino simplemente entender cuáles eran las opciones disponibles para la sociedad chilena. 


			Una sociedad democrática bien puede decidir extender el posnatal aunque tenga costos en el empleo, si es que valora un objetivo social más que el otro. O puede decidir complementar la extensión del posnatal con medidas proempleo para las mujeres. Pero cualquiera de esas alternativas requiere tener a la vista una estimación de costos y beneficios. En Chile no se tuvo.38 


			Otro ejemplo: en mayo de 2016 el Congreso aprobó un proyecto de ley —la llamada ley corta antidelincuencia— que instituiría el control preventivo de identidad, requiriéndose solo un «indicio» de que la persona tiene una orden de detención pendiente. Abogados y expertos en delincuencia rápidamente hicieron ver que la norma se puede prestar para abusos, la expresión de prejuicios sociales —¿Puede inferirse de la apariencia de una persona que existe una orden de detención en su contra?— y, finalmente, una limitación de derechos. 


			En las palabras de dos de los abogados penalistas más prestigiosos del país, de aprobarse la ley permitiría que a los ciudadanos «la policía se les aproxime en la calle, les pida su cédula de identidad, les registre sus vestimentas, su equipaje y su vehículo y, eventualmente, los conduzcan hasta el cuartel policial manteniéndolos allí privados de libertad por varias horas, cuando no han sido sorprendidos cometiendo un delito ni existe, siquiera, un indicio de que lo hayan cometido o se hayan aprestado a cometerlo».39 


			Que se limiten libertades personales es grave. Que se haga sin evidencia alguna de que ello contribuye a atenuar la delincuencia también es grave. La ley se tramitó en el Congreso sin un solo estudio previo de la evidencia nacional o internacional al respecto, ni mucho menos un análisis estadístico riguroso del tipo descrito más arriba. La directora del Instituto Nacional de Derechos Humanos (INDH) calificó de «populismo penal» la instauración del control preventivo de identidad.40 


			El erizo sabe una cosa y la sabe bien; por eso no quiere saber más. El zorro sabe muchas cosas, pero no está muy seguro de ninguna, y precisamente por eso sí quiere saber más. El que no sabe ni quiere saber es el burro. Más que como erizos o zorros, en materia de ciertas políticas públicas en Chile nos hemos comportado como burros. 


			 


			EL INCREMENTALISMO VERSUS LA RETROEXCAVADORA


			 


			No solo se puede aprender algo sobre los potenciales efectos de una política pública antes de ponerla en práctica. También se puede aprender durante y después. Pero para poder reunir evidencia y utilizarla, la política de marras debe ser aplicada gradualmente. Contrario a lo que proponen los partidarios de la retroexcavadora, que prefieren hacer los cambios de sopetón. 


			Charles Lindblom ha llamado «incrementalismo» a este modo de tomar decisiones colectivas. Lo justifica así: 


			 


			Formular políticas públicas es, en el mejor de los casos, un proceso muy tosco. Ni los cientistas sociales, ni los políticos, ni los administradores públicos saben lo suficiente sobre el mundo social para evitar reiterados errores al predecir las consecuencias de los cambios de políticas. En consecuencia, un policymaker astuto entiende que sus políticas lograrán solo parte de lo que desea, y al mismo tiempo tendrán efectos inesperados que habría preferido evitar. Si procede mediante una sucesión de cambios incrementales, evitará errores serios y duraderos...41 


			 


			De nuevo un ejemplo clarifica el punto. Durante el gobierno de Ricardo Lagos se instauró un seguro de desempleo. Parte de una cotización mensual va a una cuenta individual del trabajador y otra a un fondo solidario para apoyar a los trabajadores de menores ingresos. Cuando una persona pierde su empleo, puede girar de su cuenta y, si califica, también del fondo solidario. Es un sistema moderno para proteger los ingresos de las familias frente a la incertidumbre del desempleo. 


			Quienes diseñaron este seguro debieron enfrentar la pregunta clave de qué tan generosos deberían ser los retiros permitidos de la cuenta individual y del fondo solidario. Hay una tensión evidente entre dos objetivos. Por un lado, mientras mayores sean los desembolsos, mayor la tranquilidad de la familia. Por otro, si los desembolsos son muy grandes, los recursos disponibles se pueden agotar y la familia queda sin nada. Además, existe el riesgo —largamente estudiado en los países europeos— de que un beneficio mayor cree desincentivos para buscar un nuevo trabajo y, por lo tanto, prolongue los periodos de desempleo. 


			El seguro de desempleo chileno fue la primera experiencia de su tipo en América Latina. Era aventurado estimar entonces cómo se comportaría el mercado laboral y cuáles serían las magnitudes de los efectos —positivos y negativos, buscados y no buscados— de la nueva política. ¿Tendría el nuevo sistema consecuencias impensadas? Nadie podía estar muy seguro. Por eso el equipo económico de Lagos procedió con prudencia, optó al comienzo por poner límites estrictos al tamaño de los beneficios y así echó a andar el sistema.42 


			Al cabo de algunos años, la evidencia empezó a sugerir que tanto las cuentas individuales como el fondo solidario crecían más de lo inicialmente previsto y, por lo tanto, parecía haber espacio para aumentar los beneficios. Por eso, en el 2008, el primer gobierno de Michelle Bachelet le introdujo modificaciones al sistema que lo hicieron bastante más generoso, y lo mismo hizo Sebastián Piñera en 2013 cuando presentó un proyecto de ley para aumentar los beneficios. Es probable que futuros gobiernos le vuelvan a hacer modificaciones, en la medida en que los efectos del seguro en las familias y sus patrones de empleo vayan quedando más claros. Así, el seguro de desempleo es un ejemplo exitoso de ajustes graduales —con mucho aprendizaje de por medio— en una política pública.43 


			En ese caso el diseño del programa fue revaluándose y modificándose con el tiempo. En el de la reforma procesal penal, iniciada en la administración de Eduardo Frei, el diseño se fijó al inicio, pero la puesta en práctica fue gradual, comenzando el 2000 en solo dos regiones —la iv y la ix—, añadiendo regiones gradualmente, y aplicándose finalmente en la Región Metropolitana el 2005.44 


			Una vez más, en el punto de partida había mucha incertidumbre que era difícil, por no decir imposible, eliminar. ¿Cómo funcionarían en la práctica los nuevos procedimientos? ¿Cuánto tardarían en completarse? ¿Cómo evolucionaría la carga de trabajo de las nuevas fiscalías y juzgados de garantía? Al aplicarse gradualmente la reforma, estas interrogantes se fueron esclareciendo. Tal como dice el mismo Ministerio de Justicia en su sitio web, la «paulatina entrada en vigencia de la reforma permitió avanzar y corregir diversos aspectos que solo la práctica y el rodaje permiten detectar y resolver».45 


			Una reforma que se habría beneficiado inmensamente de una implementación paulatina, y no la tuvo, fue el controvertido Transantiago. En el diseño original participaron muchos y muy destacados expertos en transportes, y el concepto detrás de la reforma —uso del Metro como eje central del sistema, integración tarifaria de los buses con el Metro, utilización más intensiva de servicios alimentadores para disminuir la congestión en las avenidas principales y en el centro de la ciudad, licitación pública de las líneas— ha sobrevivido a una desastrosa implementación inicial, cuatro gobiernos de muy distinto signo político, y múltiples ministros. 


			El gran pecado del Transantiago —que le costó muy caro a millones de santiaguinos por mucho tiempo— fue su puesta en práctica de una sola vez. En una ciudad con millones de pasajeros transportados diariamente, de golpe se modificó todo: las empresas que prestaban el servicio, los recorridos, las máquinas, la tecnología, el modo en que los usuarios pagaban y el modo en que los choferes y empresas eran remunerados.46 Ese tratamiento de shock resultó funesto. 


			Hoy parece evidente, por ejemplo, que el diseño inicial subestimó el costo para las personas de hacer dos o más transbordos por viaje, especialmente en estaciones de Metro que no cuentan con ascensores o escaleras mecánicas. Este problema, y otros tanto o más graves, se pudieron haber detectado y corregido a tiempo si la puesta en práctica hubiese sido gradual —al estilo de la reforma procesal penal— poniendo en práctica primero algunas innovaciones, y luego las siguientes, de forma escalonada. No fue así, y el «pato» lo pagaron millones de santiaguinos y santiaguinas. 


			 


			THE BIG BANG THEORY


			 


			The Big Bang Theory es un exitoso programa de televisión norteamericano. También es el enfoque fracasado que se aplicó en el Transantiago. 


			Por supuesto que ese no es el único ejemplo en Chile de un big bang. El «tratamiento de shock» que los Chicago Boys aplicaron en el Chile de los setenta fue el antigradualismo en grado máximo: reforma fiscal, baja de los aranceles y liberalización comercial, desregulación financiera, fin de los controles de precio, nuevo sistema monetario y cambiario, todo al mismo tiempo. 


			El juicio académico a los tratamientos de shock, tanto en América Latina como en Europa Oriental tras el fin de la Unión Soviética, ha sido severo. A estas alturas es obvio que liberar los precios, sin antes crear una institucionalidad antimonopolios puede causar ganancias excesivas y un perjuicio a los consumidores; o que desregular el sistema financiero sin antes desarrollar un riguroso régimen de supervisión puede causar una toma excesiva de riesgos y crisis bancarias; o que abrir la cuenta de capitales sin antes darle credibilidad a las políticas fiscales y monetarias puede llevar a movimientos de capitales desestabilizadores. 


			Los economistas han desarrollado teorías del orden, la velocidad y la secuencia óptima de reformas. Los big bangs no son, salvo contadas y excepcionales circunstancias, la mejor política.47 


			Sin embargo, los big bangs se niegan a morir. A partir de marzo del 2014 Chile enfrentó una seguidilla de reformas estructurales, diseñadas a la carrera, con muy poco estudio previo, y sometidas a la consideración del Congreso sin sacar nunca el pie del acelerador, que algo tiene de tratamiento de shock. 


			Por supuesto que era necesario recaudar más para financiar una mejor educación, salud y otros servicios públicos. ¿Pero era deseable efectuar en apenas tres meses una reforma que —con nulos estudios previos sobre sus efectos— rediseñó el sistema tributario chileno, creó dos regímenes generales de tributación y varios especiales, eliminó incentivos al ahorro que habían estado vigentes por décadas y cambió otras normas por doquier? El mismísimo gobierno proporcionó la respuesta: a pocos meses de la entrada en vigencia de la ley tuvo que mandar al Congreso un proyecto para «reformar la reforma», porque el sistema era impracticable. 


			Lo mismo ocurrió en la educación. Qué duda cabe de que nuestro sistema educacional requería cambios y urgentes. Uno puede compartir —los autores de este libro los compartimos— ciertos objetivos de las reformas de Bachelet, como acabar con la selección arbitraria y la discriminación. También era imprescindible que todos los sostenedores, públicos y privados, que reciben fondos públicos rindieran cuentas claras. Y así sucesivamente... 


			Con lo que resulta difícil estar de acuerdo es el modo en que se hizo la reforma educacional. Al pretender reformarlo todo, o casi todo —la educación escolar y la superior, la privada y la pública, los aspectos docentes, financieros y administrativos—, el gobierno se aseguró de que pocas cosas se hicieran bien. Y al procurar hacer todos estos cambios en un periodo breve de tiempo, las reformas se transformaron en una seguidilla de improvisaciones y errores de diseño.48 


			El primer proyecto de ley, sobre lucro, «copago» e inclusión, elaborado también a toda carrera y puertas cerradas, ignoró las preocupaciones de los principales afectados: los colegios particulares subvencionados. Las reglas que el proyecto planteaba respecto de los inmuebles escolares eran de una complejidad bizantina y tuvieron que ser modificadas por los legisladores.49 


			Del mismo modo, el cambio al sistema de financiamiento de la educación superior se intentó llevar a cabo casi sin estudios previos. Durante el año 2015 el Ministerio de Educación propuso seis sistemas distintos en menos de seis meses, y todos cayeron por su propio peso. La gratuidad universitaria se aplicó por varios años consecutivos, no a través de un proyecto de ley, sino a través de una glosa —casi una nota al pie de página— de la ley de presupuestos. Durante el trámite legislativo de estas glosas, repleto de incertidumbre, miles de jóvenes estaban cerca de dar la PSU y aún no tenían claro cuál sería el sistema de financiamiento que se les aplicaría. Cuesta encontrar un ejemplo de una política pública más improvisada. 


			Como afirmó Alejandro Jadresic, decano de ingeniería de la Universidad Adolfo Ibáñez, «la educación superior es un sistema altamente complejo, con más de un millón de alumnos, miles de programas, proveedores muy diversos, fuertes externalidades, un entorno competitivo y acelerados cambios tecnológicos». Por eso, al pretender cambiarlo todo de una vez, «el riesgo de equivocarse es elevado». En el espíritu del zorro, Jadresic recomendaba hacer cambios mediante un «enfoque evolutivo que permita avanzar gradualmente hacia objetivos compartidos».50 


			Una aclaración nos parece importante: Jadresic postulaba «avanzar gradualmente» porque al modificar un sistema complejo no podemos predecir bien los efectos y, por lo tanto, tampoco sabemos cuáles deberán ser los cambios subsecuentes. Es un gradualismo muy distinto del que proponían los dirigentes de la Nueva Mayoría. 


			En una columna publicada en El Mercurio en agosto del 2015, el exministro Francisco Vidal sostuvo: 


			 


			En el gobierno y la Nueva Mayoría todos están por el gradualismo. No existe ningún dirigente de ningún tipo que esté por la inmediatez. [...] De hecho, todas las reformas estructurales de este gobierno tienen un diseño gradual: la reforma tributaria; todos los temas atingentes a la reforma educacional e incluso la reforma laboral, cuyo proyecto de ley establece que una vez aprobada, empezará a regir seis meses después.51 


			 


			Su excolega de coalición, el también exministro Ignacio Walker, dijo algo parecido: 


			 


			El programa de gobierno se pone un objetivo ambicioso, que es dar gratuidad para el 70 por ciento de los alumnos de menores ingresos. Eso ya sabemos que no va a ser posible [...] por ello prefiero ser gradualista y no partidario de las metas inalcanzables.52 


			 


			Si Vidal y Walker no iban más rápido no es porque no querían, sino porque no podían. A Vidal le preocupaba la viabilidad política de avanzar más rápido. A Walker le preocupaba la viabilidad económica: «La gratuidad universal es imposible de financiar», también había declarado por esos días.53 Pero se colige de sus palabras que si hubieran tenido la plata y el poder político, Vidal y Walker habrían hecho todo de sopetón. 


			Obviamente, implementar gradualmente una serie de reformas improvisadas es menos malo que implementarlas todas de golpe, pero eso no es suficiente para hablar de «gradualismo» o «incrementalismo». Lo que se necesita son reformas secuenciales que, a través de una serie de cambios parciales y aprendizajes acumulados, vayan generando, a lo largo del tiempo, el deseado cambio. 


			En cambio, enviar al Congreso una gran reforma, como la tributaria, o bien una serie de proyectos paralelos, como en la educacional, pero que en ambos casos buscaban cambiar casi todos los parámetros del sistema simultáneamente, no es un enfoque gradual, por mucho que la entrada en vigor de los cambios luego tomara algún tiempo. El big bang se produce igual, pues no hay espacio para el aprendizaje en el diseño del siguiente paso. Una retroexcavadora que avanza lentamente sigue siendo una retroexcavadora. 


			A pesar de todo lo que Chile Vamos criticó este enfoque cuando fue oposición, en algunos aspectos lo ha hecho suyo ahora que está en el gobierno. La reforma llamada «Admisión justa», de la que ya hablamos en un capítulo anterior, es un claro ejemplo. Sin siquiera intentar evaluar los efectos de la reforma del 2015 sobre la admisión escolar (la mal llamada «tómbola»), la ministra Cubillos ha planteado en la práctica una contrarreforma que no recoge ningún aprendizaje relevante de estos años, sino que simplemente busca revertir la situación al statu quo anterior en todo lo posible. Si el proyecto no va más lejos es simplemente por razones de factibilidad política, no por un deseo de construir sobre lo avanzado o por ganas de esperar para aprender qué funciona y qué no. Si este modo de hacer política se consolida en Chile, estaremos más lejos, no más cerca, de alcanzar el desarrollo, la justicia y otros objetivos compartidos. 


			Perdone el lector la insistencia: este no es un asunto meramente estético sobre «estilos» distintos pero igualmente válidos de hacer reformas. Tampoco tiene que ver con que las reformas tipo big bang sean ambiciosas y las graduales sean pusilánimes, como les gusta pensar a los defensores del big bang. El punto es que las reformas graduales funcionan mejor y producen más cambios en el largo plazo. 


			Investigaciones recientes reafirman las virtudes del incrementalismo por sobre las de la retroexcavadora y del big bang. Por ejemplo, la politóloga Katherine Bersch analiza los procesos de reforma reciente en Argentina y Brasil y concluye que las reformas incrementales —que ella denomina «solucionadoras de problemas»— producen mejores resultados que reformas tipo big  bang (que ella llama reformas «propulsoras»).54 Ello por dos razones: primero, porque se pueden ajustar y modificar producto del aprendizaje previo; y segundo, porque el enfoque incremental produce reformas más durables y que ayudan a preservar la autonomía o no-politización de la burocracia estatal.55 En las palabras de Bersch, los «cambios incrementales secuenciados a lo largo del tiempo resultan más efectivos en promover la rendición de cuentas, aumentar la transparencia y fortalecer las instituciones que reestructuraciones globales [o drásticas] impulsadas por voluntad política».56 Así las cosas, las reformas graduales terminan siendo más profundas que las reformas que buscan cambiarlo todo al mismo tiempo. Estas últimas son mucho más frágiles de lo que parecen, porque la mayoría de las veces producirán cambios que se revertirán, debilitarán las instituciones, y no irán mejorando y adaptándose producto del aprendizaje. 


			 


			¿Y LA CONSTITUCIÓN?


			 


			La discusión constitucional, si bien en el gobierno de Piñera ha sido marginada, aún no desaparece completamente del debate. Y ella presenta una disyuntiva similar. Hay muchas rutas para efectuar cambios constitucionales y algunas son decididamente más graduales e incrementales que otras. Por ejemplo, el mismo Fernando Atria argumentó hace un tiempo que si se cambiaban ciertos dispositivos contramayoritarios de la Constitución actual, eso ya contaría como una Constitución nueva.57 Nos parece un punto de partida razonable, que además abre la puerta a formas evolutivas de cambio constitucional.58 


			En cambio, si solo cuenta como una Constitución nueva una que se escribe desde cero y, sobre todo, si se procede en el espíritu de hacer tabla rasa con todo lo anterior, entonces la tentación de meter en esa hoja en blanco todos los cambios que cada grupo cree que Chile necesita y, por lo tanto, el riesgo de equivocarse crece en la misma medida. 59 


			La lista de temas constitucionales es larga: el régimen de gobierno (¿presidencial? ¿semipresidencial?); la relación política y fiscal entre el gobierno central y las regiones; las atribuciones de cada poder del Estado; la lista de derechos protegidos constitucionalmente y sus formas específicas de protección; la configuración orgánica del Estado, y así sucesivamente. Es toda la infraestructura básica del ordenamiento político. Si la educación superior es un «sistema complejo», tal como afirma Jadresic, el entramado constitucional es un sistema mucho más complejo aún. La relación entre todos sus elementos es difícil de predecir cuando se le contempla solo desde el aula académica o la asamblea constituyente. El potencial para que un cambio, al interactuar con otros, tenga efectos inesperados e indeseados, es alto. 


			En vez de hacer una serie de reformas secuenciales bien estudiadas y discutidas en su mérito, tendrían que discutirse y negociarse todos los temas simultáneamente y en un periodo muy acotado. Las reformas del segundo gobierno de Bachelet revelan lo difícil que es hacer eso bien. 


			Cuando la Constitución es vista como una gran reforma para ahorrarse todas las otras reformas más chicas —que no son nada de chicas—, uno sospecha que eso tendrá tanto éxito como cuando los líderes belicosos llaman a librar una gran guerra porque con ella después no habrá que pelear más guerras. 


			Y una Constitución mal hecha, igual que una guerra mal peleada, puede causar daño duradero a un país. En ciertos círculos pareciera existir la implícita creencia de que cualquier cosa que se escriba en su lugar será mejor que lo que hay ahora. Con todos los defectos que pueda tener la Constitución actual, nos parece que esa postura peca de un optimismo injustificado.60 


			Nos parece importante resaltar lo delicado que puede ser —en la política no menos que en la economía— aplicar tratamientos de shock al complejo entramado institucional que hemos construido en casi treinta años de práctica democrática.61 Por ello, cuando se trata de discutir mecanismos de cambio constitucional, preferimos la flexibilidad del zorro a las certezas inmutables del erizo. 


			 


			CERTEZAS, DENME CERTEZAS


			 


			En el cuento «La lotería en Babilonia», Jorge Luis Borges escribió: 


			 


			Como todos los hombres de Babilonia, he sido procónsul; como todos, esclavo; también he conocido la omnipotencia, el oprobio, las cárceles (...) He conocido lo que ignoran los griegos: la incertidumbre».62 


			 


			En la Babilonia de Borges, una lotería determina si un hombre es pobre o rico, dichoso o desdichado. Seguramente, más de un académico habrá calificado este relato de sutil crítica a la incertidumbre imperante en las sociedades de mercado. Acaso esos académicos no estén tan perdidos. 


			La incertidumbre es inherente al mercado, y también a la democracia, como veremos más adelante. Y a los seres humanos no nos gusta la incertidumbre. No hay que ser un acérrimo crítico del mercado para entender que esa tensión no tiene solución fácil. 


			Para entender mejor el asunto, veamos un ejemplo. 


			Desde hace muchos años, algunos puertos de Chile sufren una alta cesantía. Valparaíso, San Antonio y Coronel, entre otros, suelen tener tasas de desempleo de 10 por ciento de la fuerza laboral, o más. ¿Qué solución ha ofrecido nuestro sistema político para el problema de estos puertos, o para ciudades secularmente deprimidas en materia económica, como Vallenar o Lota? Los planes de empleo de emergencia. En esos planes, el municipio u otro ente estatal contrata a una persona por el salario mínimo y le encomienda alguna labor sencilla, ya sea puertas adentro en una oficina pública o puertas afuera regando el pasto, por ejemplo. Gracias a estos planes varios miles de chilenos y chilenas han tenido trabajo por años, o décadas. 


			Sí, efectivamente... «décadas». Ahí está la raíz del problema. Los planes de empleo de emergencia son cualquier cosa menos de emergencia. Una vez que una persona se emplea de este modo, es improbable que en el futuro logre emplearse de ningún otro modo. Estos planes no enseñan destrezas que se puedan utilizar en otro trabajo, ni ayudan a construir redes que permitan encontrar otro empleo. Usar exclusivamente estos planes para combatir el desempleo extremo conlleva el riesgo de crear una clase de ciudadanos de segunda, condenados a vivir de la dádiva estatal. 


			Más de algún experto ha propuesto una alternativa como cambiar los planes de empleo estatales por un subsidio a la contratación, de modo que sean los privados quienes contraten, sumado a un plan especial de capacitación para que los desempleados adquieran las habilidades que necesitan. La ventaja, por supuesto, es que al ser contratada la persona regresa al mundo del trabajo y puede volver a aspirar a una carrera laboral, con avances y oportunidades.63 


			Estos intentos de reforma han fracasado. No son muchas las autoridades, ni en el parlamento, ni en las intendencias, ni en los municipios, que estén dispuestas a acabar con sus planes de empleo. Todos ellos enfrentan una alternativa clara. Los planes crean empleos de baja calidad, pero ciento por ciento ciertos; los subsidios crean empleos de mayor calidad, pero muy inciertos.64 


			Los políticos no se pierden: casi siempre eligen la certidumbre. Y en ello representan bien los intereses de sus votantes, que con alta probabilidad también preferirían seguir con los empleos que ya tienen, por imperfectos que sean. 


			Otra manera de apreciar el punto es la siguiente: un mercado no es otra cosa que un conjunto de reglas de funcionamiento; reglas para comprar y vender, para prestar y tomar prestado, para firmar contratos y después asegurar que esos contratos se firmen. Siguiendo esas reglas, millones de seres humanos fijan de modo descentralizado una infinidad de precios y cantidades. Por eso, y como ya vimos, la pregunta ¿cuántos tornillos grandes y cuántos pequeños se fabricarán este año?, solo puede tener una respuesta imprecisa. 


			Lo mismo ocurre con las políticas públicas. El subsidio a la contratación del ejemplo anterior también consiste en un conjunto de reglas: quién puede postular, cómo se elige a los que obtienen el subsidio, cuánto se paga, cómo se paga. Los resultados no los determina el gobierno, sino que surgen de la interacción descentralizada de miles de trabajadores con decenas o cientos de empresas. Y por eso es muy difícil dar una respuesta muy precisa a la pregunta ¿cuántos empleos adicionales generará el subsidio este año? 


			La institucionalidad del mercado y la institucionalidad de las políticas públicas que usan el mercado solo fijan los insumos del proceso socioeconómico: leyes, reglas, contratos. Y, eso, la verdad sea dicha, solo le interesa a un puñado de expertos. A los ciudadanos comunes y corrientes nos interesan los resultados: cuántos tornillos y a qué precio, cuántos empleos y con qué sueldo. Y, sobre esto último, no es fácil estar muy seguros. 


			Ese es un punto en contra para quienes se preocupan de la viabilidad política del sistema de mercado. 


			 


			ESA INCIERTA DEMOCRACIA


			 


			Pero la incertidumbre no es exclusiva del mercado, ni tampoco de la economía. Hay otra institución humana —esta vez de la esfera de la política— que también convive con la incerteza: la democracia. 


			Un sistema democrático parte por su Constitución, que no es otra cosa que la norma fundamental que crea los poderes del Estado y regula lo que estos pueden y no pueden hacer. Así se fijan, por ejemplo, las reglas sobre cómo se eligen los parlamentarios, cuáles son sus atribuciones y cómo elaboran las leyes. Esas leyes, a su vez, establecen qué pueden y no pueden hacer los ciudadanos y cuáles son sus derechos y deberes. 


			Una vez establecido este marco legal, suena el silbato de la democracia y los ciudadanos salen a la cancha a jugar. Millones de personas interactúan siguiendo las reglas de la democracia. Pero... ¿saldrán buenas leyes de este proceso? ¿Se elegirán buenos gobiernos, que gobiernen con sabiduría? ¿Prosperará la nación? ¿Se cultivarán las artes y las ciencias? ¿Serán felices las ciudadanas y los ciudadanos? 


			Quién sabe. Al respecto, la teoría democrática tiene poco que decir. 


			Thomas Jefferson, ya en el siglo XVIII, estaba consciente del punto. Por algo, al redactar la Declaración de Independencia de los Estados Unidos, partió afirmando tres derechos inalienables: a la vida, la libertad y la «búsqueda de la felicidad». Con esa declaración, y con la Constitución norteamericana que la seguiría, Jefferson y sus colegas fundadores buscaban garantizar el derecho de las personas a esmerarse por ser felices. ¿Puede la nueva nación independiente garantizar también la felicidad, el estado en que alguien se siente feliz? Imposible, habría respondido Jefferson. A otro perro con ese hueso. 


			Adam Przeworski, el influyente cientista político polaco —vivió en Chile por un corto periodo a comienzos de los años setenta— ha ido más allá, definiendo la democracia como «la institucionalización de la incertidumbre». Dice Przeworski: 


			 


			En democracia, no hay grupo que sea capaz de intervenir cuando el resultado de los conflictos democráticos afecta lo que percibe como sus intereses. La democracia significa que todos los grupos deben estar sujetos, en lo que a sus intereses concierne, a la incertidumbre. Precisamente este acto, en el que se abandona el control sobre el resultado de los conflictos, constituye el paso esencial hacia la democracia.65 


			 


			Przeworski, uno de los grandes teóricos de la democracia moderna, temía precisamente que esta característica de la democracia le impidiera extenderse y consolidarse. En sus escritos sobre las transiciones a la democracia en América Latina y Europa Central, vuelve sobre el punto una y otra vez. La democracia ofrece la incertidumbre que la gente teme. Esa fue una dificultad crucial a la hora de dejar atrás las experiencias autoritarias, sostiene. 


			Los autores de la campaña del No para el plebiscito de 1988 en Chile entendieron el problema con suma claridad. Detrás de la frase «La alegría ya viene» no estaba, por supuesto, la promesa de alegría y felicidad para todos. Eso no habría sido creíble. Al llamar a votar «Sin miedo, sin violencia», la franja del No daba a entender, ni más ni menos, que la incertidumbre asociada a la democracia no sería tan terrorífica como el Capitán General y sus compinches vaticinaban. Ese fue el verdadero genio de la tan alabada campaña del No. 


			Un sistema descentralizado de toma de decisiones económicas —llamémosle mercado— y un sistema descentralizado de toma de decisiones políticas —llamémosle democracia— son las piedras angulares del orden liberal. Ambos —democracia y mercado— consagran procedimientos y se abstienen de garantizar resultados. Son sistemas que los angloparlantes calificarían de open ended o indeterminados. Institucionalizan la incertidumbre y nos invitan a vivir con ella. Por eso resultan incómodos para quienes poseen el temperamento del erizo. Incluso para los zorros —que acaso duerman bien ignorando el sentido de la vida, pero no ignorando si al día siguiente tendrán trabajo— vivir con tan pocas certezas resulta cuesta arriba. 


			Por supuesto que aprender a convivir con la incertidumbre no es lo mismo que renunciar a limitarla o reducirla. Hay incertidumbre evitable e inevitable. Antes discutimos en detalle la evolución en Chile del seguro de desempleo. Ese es un buen ejemplo de cómo un Estado moderno de Bienestar puede ponerle límites a la incertidumbre que las familias enfrentan respecto de sus ingresos futuros. El mismo propósito sirven los sistemas de transferencias condicionadas a los hogares más pobres. Y, por supuesto, los seguros de salud, y cualquier otro sistema de seguros, ya sea contra los incendios y los terremotos. Un Estado de Bienestar moderno limita drásticamente la incertidumbre asociada a una economía de mercado. 


			Lo mismo aspiran a lograr las instituciones políticas en democracia. Los derechos individuales inviolables, las protecciones a favor de las minorías, la independencia de los poderes del Estado, las mayorías calificadas para tomar ciertas decisiones, todos los pesos y  contrapesos de las democracias modernas tienen como propósito, entre otros, limitar la inestabilidad política y la volatilidad en las políticas públicas. Pretenden, por lo tanto, limitar la incertidumbre. 


			De hecho, no parece aventurado afirmar que las sociedades en que conviven la democracia liberal y el mercado, regulado allí donde corresponda, son más estables y, por lo tanto, menos inciertas en sus resultados que las autocracias que pretenden controlarlo todo.66 


			¿Cuántos regímenes autocráticos y/o estatistas pueden equiparar las décadas de paz, estabilidad política y crecimiento económico de los países de Occidente en la posguerra? Para los ciudadanos de esos países, la vida hoy es menos «nefasta, brutal y corta» —la frase, por supuesto, es de Hobbes— que para ningún otro grupo de seres humanos en ningún otro episodio de la historia. 


			La dupla democracia-mercado, entonces, puede acotar mucho la incertidumbre, pero no puede ni pretende eliminarla. Los regímenes iliberales, por contraste, ofrecen certidumbres totales, aunque estas terminan siendo más ilusorias que verdaderas. 


			Eso pone al liberalismo en desventaja política. Por algo ha tardado tanto en extenderse más allá de sus reductos iniciales en Europa Occidental y América del Norte. Y por algo le ha costado tanto echar raíces perdurables en el terruño agreste de América Latina. 


			 


			«DESPACITO»


			 


			Albert O. Hirschman, un observador agudo de la política latinoamericana, fue muy crítico de la rage de vouloir conclure —la frase es de Flaubert— o la obsesión que muestran algunos políticos de América Latina por tratar de llevar todo a una conclusión inmediata. En su lugar, Hirschman llamó a los líderes latinoamericanos a «vender las reformas poco a poco», pacientemente. 67 


			Lo de proceder «poco a poco» es clave porque, como dijo un empresario chileno, las «prisas pasan y las cagadas quedan».68 Hay que darse tiempo para hacer las cosas bien. Y hacer las cosas bien, importa. 


			Los chilenos algo sabemos de la excelencia en lo público. Por algo fuimos ejemplo de democracia en América Latina en buena parte del siglo XX. Y ejemplo de cómo recuperar la democracia en las postrimerías de ese siglo. Por alguna razón expertos de todo el mundo vienen a Chile a aprender cómo un país pequeño y apartado, de ingresos medios, logró reducir tanto la mortalidad infantil, o alargar tanto la esperanza de vida al nacer, o digitalizar el sistema de pago de impuestos, o mantener tan ordenadas las cuentas públicas. 


			Pero los chilenos también sabemos que a veces hacemos las cosas mal. Basta para eso ser víctimas de un robo allí donde deberíamos estar más seguros —en nuestra propia casa— o visitar —y ser maltratado en— una oficina pública; o tener que aguantar una lista de espera interminable para sacarse la vesícula u operarse una cadera; o contemplar los basurales y los vertederos ilegales al costado de tantas calles o caminos, en el campo o en la ciudad. 


			Algunos quieren hacernos creer que esto de las buenas políticas públicas es asunto de tecnócratas, que es propio de quienes están más interesados en las estadísticas de desempeño que en el bienestar de las personas. Quienes sostienen eso no podrían estar más equivocados. Hacer las cosas bien es una obligación moral. Las acciones tienen consecuencias. Y como argumentó Max Weber hace casi exactamente un siglo, la «ética de la responsabilidad» respecto de las consecuencias de una acción es superior a la «ética de la convicción» que hace caso omiso de las consecuencias de dicha convicción.69 


			El burócrata que regula mal el mercado agrícola y causa una hambruna, o calibra mal la política monetaria y causa una hiperinflación, o administra mal un hospital y le causa la muerte a un paciente porque los procedimientos de emergencia no están disponibles, hace mal. 


			No solo comete un desliz tecnocrático, sino que causa daño, provoca dolor humano contante y sonante. Y el dolor humano evitable es inmoral. O mejor dicho, no evitarlo haciendo mejor las cosas es profundamente inmoral. 


			Para hacer bien las cosas en la esfera de lo público también hay que partir definiendo con precisión qué vamos a hacer. Solo podemos proponernos lograr aquello que es posible. Por eso el llamado de Hirschman a desarrollar una «pasión» por lo posible. Proponerse hacer lo posible no es una renuncia. Al contrario, es un acto de lucidez. Y es profundamente ético. Por eso se le puede acometer con pasión. 


			 


			LA CERTEZA DE LOS POPULISTAS


			 


			Mientras escribimos este libro, los populistas de derecha se pasean por el mundo infundiendo temor. Donald Trump en Estados Unidos, Marine Le Pen en Francia, Viktor Orbán en Hungría. Todos ellos y varios otros hacen carrera política vaticinando que los inmigrantes se tomarán las calles y las volverán inseguras, se harán de los empleos y volverán insegura la vida de la gente decente y trabajadora. A estos nuevos temores los populistas contraponen viejas certezas. Vote por mí y construiremos un muro que deje fuera todo aquello que es amenazante del resto del mundo. 


			En América Latina, hasta hace poco ha campeado otro tipo de populistas, que se definen de izquierda. Pero al igual que sus colegas europeos, Chávez, Maduro, Kirchner (Néstor y Cristina), Ortega y Correa se nutren, o nutrían, del temor a la pobreza, la marginalidad, el desempleo, la globalización, el cambio. A ese temor contraponen la promesa de un Estado omnipotente que, premunido de abundantes petro-dólares o soya-dólares, todo lo puede resolver. 


			La amenaza de los populistas es potente, pues apunta a un flanco débil de la modernidad. Al decir del sociólogo británico Anthony Giddens: 


			 


			La modernidad es un orden postradicional, pero no uno en que las certezas de la tradición y el hábito han sido reemplazadas por la certidumbre del conocimiento racional. La duda es una característica persistente de la razón crítica moderna, y permea tanto la vida cotidiana como la conciencia filosófica.70 


			 


			No es fácil acostumbrarse a vivir con la duda. Por eso las falsas certezas del populismo son siempre una tentación para los votantes. 


			Frente a la arremetida del «erizo populista», el «zorro liberal» plantea —modestamente— que vivir es sinónimo de vivir con incertidumbre, y que por eso hay que desconfiar de quienes prometen un mundo de certezas y soluciones simples, porque a la postre esas promesas resultan falsas. 


			Un surrealista reclamaba que a los derechos fundamentales del hombre había que agregar el derecho a la contradicción. De manera similar, el zorro es capaz de considerar muchos paradigmas parciales al mismo tiempo, aun si entran en tensión y descree de la gran teoría que explica todo. Al zorro le gustaría, por supuesto, que una gran teoría aclarara todos los acertijos de la existencia y nos ahorrara los costos de vivir en la incertidumbre. Pero el zorro sabe muy bien que esas teorías, a la postre, también suelen resultar falsas. 


			Prefiere el gradualismo (o incrementalismo) porque la realidad es compleja y las políticas públicas tienen consecuencias inesperadas. Por eso se declara pragmático, respeta la evidencia y no le tiene miedo al ensayo y al error. Es mejor aprender poco a poco que no aprender del todo, aclara. Algunos de los mayores despropósitos de la historia humana han sido perpetrados por líderes que pretendían saber mucho más de lo que realmente sabían. 


			Es grande el desafío que enfrenta el zorro. Y es especialmente grande en nuestro continente. América Latina ha sido líder mundial en la producción de políticos populistas, vendedores de certezas absolutas y de proyectos políticos totalizantes. 


			Pero junto a una tradición populista también ha existido en estas tierras, a veces de forma precaria pero persistente, una tradición liberal que le ha hecho frente.71 Y su cultura política ha echado raíces. 


			Haciendo campaña en el sur de Chile durante el verano del 2013, uno de nosotros le preguntó a una feriante su opinión respecto de un candidato populista a la presidencia. Su respuesta: «Tengo casi setenta años. Fui madre sola pero saqué a mis tres hijos adelante. Mi vida ha sido muy difícil. Todo me ha costado mucho. Por eso cuando escucho a un político decir que todo es fácil, que me resuelve los problemas en cinco minutos... A ese político no le creo». 


			En ese escepticismo hay un germen de libertad. También hay un potente ejemplo del talante reformista y liberal. 
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			La dicha de Enrique: hacia una épica liberal 


			 


			EL DESAMOR EUROPEO 

            
			 


			La Unión Europea es una de las construcciones políticas más formidables de la historia humana. Sin embargo, los europeos no la quieren. 


			La Unión Europea acabó con los conflictos armados entre naciones que en el siglo XX libraron dos guerras mundiales; estableció instituciones democráticas comunes que los países de Europa del Este se desviven por integrar; alcanzó estándares de prosperidad, desarrollo humano y calidad de vida que son la envidia de la humanidad. 


			A pesar de todo esto, en junio del 2016 —sorprendiendo a encuestadores y expertos—, los británicos votaron por abandonar la Unión Europea. El gobierno, los principales políticos conservadores y laboristas, los líderes de los sindicatos y las agrupaciones empresariales, todos los medios escritos del establishment, casi todas las grandes figuras de las artes y la cultura, ellos y muchos otros estaban a favor de permanecer. Economistas y politólogos repitieron hasta el cansancio que el Brexit sería fatídico para las finanzas públicas y el empleo, y para la influencia de Gran Bretaña en el mundo. «Me importa un pepino», respondieron millones de ciudadanos, especialmente en Inglaterra, y se pronunciaron por hacer sus maletas y partir. 


			El desencanto no se limita a los británicos. A fines del 2015, incluso antes de la reciente crisis migratoria y de la ola populista en países como Italia o Gran Bretaña, el 61 por ciento de los ciudadanos de Europa tenía una opinión neutra, negativa o muy negativa respecto de la unión. La cifra era 73 por ciento en la República Checa y 78 por ciento en Grecia.1 


			Hoy viven un auge los partidos populistas —el Frente Nacional en Francia, el Partido de la Libertad en Austria, el Partido por la Libertad de Holanda, Alternativa para Alemania, los Verdaderos Finlandeses, Podemos y Vox en España, Syriza en Grecia y varios otros—, escépticos respecto de la Unión Europea o derechamente antieuropeos. 


			Aquello que engendra libertad y prosperidad, no parece engendrar amor. ¿Por qué? 


			 


			«NI CHICHA NI LIMONÁ»


			 


			Hagamos política-ficción e imaginemos un debate televisivo entre tres líderes políticos. El de derecha apela a los valores de patria, familia, tradición. Afirma que la nación es una gran familia, que debe regirse por valores tradicionales —cariño, respeto, disciplina—, y da a entender, sin mucha sutileza, que él es ese padre fuerte que toda familia necesita. 


			La líder de izquierda también esgrime una tesis moral. Repite las palabras igualdad, justicia, protección. Dice que todos somos iguales y que en el principio de la igualdad se finca una sociedad buena. Agrega que no hay una familia sino que muchos tipos de familia, y da a entender, también con escasa sutileza, que ella es la madre cariñosa que esas familias necesitan. 


			Le llega finalmente el turno al líder de centro liberal. Parte afirmando que todos los valores son respetables. Enfatiza que las buenas políticas públicas, técnicamente diseñadas, nos han hecho progresar. Echa mano a la metáfora del pisco sour, argumentando que son tres partes de pisco a una de limón, y que las mezclas extremas nunca quedan bien. Concluye que la moderación y el equilibro constituyen la mejor alternativa para Chile. 


			«¡Este tipo no es ni chicha ni limoná!», acota alguien en Twitter. Miles de «tuiteros» se hacen eco. Las encuestas online dan al centrista como perdedor incuestionable del debate. 


			 


			ATANDO CABOS


			 


			¿Qué tienen en común estos dos episodios? A primera vista, no mucho. Uno es real y el otro, política-ficción. Uno tiene que ver con falta de amor por unas instituciones; el otro, con la falta de amor por un político. Uno ocurre en la próspera Europa; el otro, en nuestro Chile de clase media. 


			Pero hay un sustrato común. La Unión Europea no es cualquier sistema político; es un sistema fundado en los principios liberales de la tolerancia, la diversidad, las instituciones representativas y las buenas políticas públicas que nuestro ficticio líder centrista también propugna en Chile. Y en ambos lugares, a esos líderes les cuesta generar entusiasmo o pasión por los principios que enuncian y las instituciones que expresan esos principios. 


			Hay al menos tres razones para ello. 


			El liberal siente respeto por todos los modos de vida. La sociedad liberal permite y promueve que cada uno viva como quiere vivir. ¿Significa eso que no hay una concepción liberal de cómo vivir una «vida buena»? 


			Esa es la primera dificultad, que resulta ser no solo filosófica, sino también política. Volvamos por un instante a nuestro debate ficticio. Los políticos de la derecha e izquierda tradicional propugnan —más explícitamente a veces, más implícitamente otras— una visión de cómo se vive bien: con qué tipo de familia, de sociedad, de relaciones sociales. Cuando un político se trepa a un cajón de manzanas y propone con pasión un modelo de vida y sociedad —por algo en Estados Unidos dicen que la presidencia es un púlpito—, los ciudadanos escuchan. Cuando no lo hace, arriesga que le digan —por Twitter o en su cara— que no es «ni chicha ni limoná». 


			El discurso del reformismo liberal suele apelar a la razón. Es razonable respetar a quienes no profesan la misma religión. Es razonable analizar, medir y calibrar antes de emprender una política pública. Es razonable también evitar las soluciones simplonas para los problemas complejos. Pero en política es mucho más fácil apelar a la pasión, y aquí yace la segunda dificultad política para el liberalismo. Aquella pasión puede ser noble, como el amor que sentimos los chilenos por nuestro terruño y nuestra gente. Pero también puede adoptar formas crueles, como ocurre cuando los populistas de derecha en Chile o en Europa apelan a prejuicios raciales para denostar a los inmigrantes. 


			Es la pasión, y no la razón, la que atrae la atención de las cámaras. Por algo el exdiputado Gaspar Rivas tuvo sus quince minutos de fama en abril del 2016 cuando, en el hemiciclo de la Cámara, tildó a un prominente empresario de «hijo de puta». A pesar de que la acusación versaba sobre el impacto de un proyecto de energía sobre el agua potable, no se vio ese día al diputado discutir las sutilezas de la política de libre competencia ni las complejidades del proceso de evaluación ambiental de inversiones. Con un insulto bastó. 


			La tercera razón emana de la tensión entre duda y certeza. Vimos en el capítulo anterior que la capacidad de convivir con la duda y la resignación a no tener todas las respuestas es propia del temperamento del zorro liberal. Los erizos populistas —ya sean de derecha o de izquierda— a menudo ofrecen certezas y prometen soluciones fáciles para todo. 


			El columnista Héctor Soto planteó muy bien el asunto a raíz de una visita a Chile de Mario Vargas Llosa. Según Soto, el Nobel encontró en el liberalismo democrático 


			 


			un espacio de remanso y sensatez, una experiencia formidable de reencuentro con la realidad. En esas aguas encontró justo lo que nunca halló al otro lado: un lugar receptivo a la duda, una exhortación a reconocer los límites de la política, una fuerte conciencia de la posibilidad de estar equivocado, una resuelta convicción acerca de que no hay modelos para una sociedad perfecta [...] [Pero] frente a las utopías que prometen el oro y el moro al alcance de la mano, las sobrias verdades del liberalismo, claro, parecieran competir en desventaja, porque requieren una cierta racionalidad y madurez que no se compra en las boticas. Ni siquiera en las boticas populares.2 


			 


			Este, pues, es el problema: pareciera que el liberalismo es incapaz de proponer opciones morales, o de generar entusiasmo por sus instituciones y propuestas. No es un problema menor. Pero creemos que es más aparente que real, y que tiene solución. 


			Una tesis de este capítulo es que vivir una «vida buena» requiere hacerlo en el marco de una «sociedad buena», y el liberalismo ofrece una concepción clara y convincente de cómo debe ser esa sociedad justa y buena. Esta concepción se funda en argumentos éticos que apelan no solo al intelecto y a la razón, sino que también a la emoción. Y por ello, el liberalismo también puede configurar una épica. Esta puede engendrar emociones, pasiones y —por qué no— amor. 


			El argumento, al igual que en el capítulo anterior, es filosófico. En este caso comienza con Aristóteles. 


			 


			LA VIRTUD, LA BONDAD Y OTRAS YERBAS


			 


			¿Qué diantres es esto de la «vida buena»? Según Aristóteles es aquella que cultiva la virtud. No cualquier vida es buena. Solo las vidas virtuosas merecen ese calificativo. 


			Al igual que sostendrían utilitaristas como Jeremy Bentham y James Mill (padre de John) veintidós siglos más tarde, Aristóteles admite la felicidad como meta o telos de la vida. Pero, en contraste con la versión utilitarista, la felicidad según Aristóteles no es un estado pasajero de placer, sino «una actividad del alma de acuerdo a la virtud».3 


			Hoy a menudo pensamos que una sociedad es justa si distribuye correctamente los ingresos, la riqueza o las oportunidades. Aristóteles no está de acuerdo. Para él —sostiene el filósofo de Harvard Michael Sandel, a quien ya mencionamos—, justa es la sociedad que distribuye reconocimientos y honores a quienes viven vidas virtuosas. Si es virtuoso que un soldado dé su vida para defender la libertad de su patria, o que un joven se dedique a la filosofía, formulando preguntas que lo acercan a la verdad, entonces la sociedad debe reconocer y premiar tal comportamiento. 


			Hasta aquí todo bien. Pero hay un elefante en la habitación que resulta imposible ignorar: ¿quién y cómo decide en qué consiste la virtud? ¿Y con qué autoridad moral una persona le impone su versión de lo que constituye una vida virtuosa —y por lo tanto «buena»— al resto de la sociedad? 


			Los filósofos liberales, desde John Stuart Mill a John Rawls, han respondido que las personas deben ser libres para construir su propia definición de la virtud. Y que la sociedad justa es la que garantiza las libertades necesarias para aquello. Los liberales temen, por supuesto, darle primacía a las posturas morales o religiosas de uno en desmedro de las posturas de otro, pavimentando así el camino a la opresión. 


			A primera vista el contraste entre Aristóteles y los liberales no puede ser más dramático. Sandel plantea que esta es una de las grandes preguntas de la filosofía política: 


			 


			¿Una sociedad justa debe promover la virtud de sus ciudadanos? ¿O debe la ley ser neutral con respecto a concepciones alternativas de la virtud, de modo que los ciudadanos puedan decidir por sí mismos cuál es el mejor modo de vivir? (...) Las teorías de justicia de la Antigüedad comienzan con la virtud, mientras que las teorías modernas de la justicia comienzan con la libertad.4 


			 


			Echando mano a argumentos aristotélicos, Sandel rechaza este relativismo. A ciertos debates éticos, sostiene, no es ni posible ni deseable sacarles el cuerpo. Aristóteles condonaba moralmente la esclavitud. En el mundo moderno nadie lo hace. Transitar de una conclusión a la otra requiere definir qué entendemos por libertad y autonomía, y qué tipos de control es lícito que un ser humano ejerza sobre otro. 


			Esta lógica se extiende a las controversias de la actualidad. Una justificación para el matrimonio igualitario es que las personas deben ser libres para casarse con quien les parezca. Sandel no cree que ese sea el punto central. La pregunta, afirma, es si «los matrimonios del mismo sexo merecen el honor y reconocimiento por parte de la comunidad [si cumplen con el propósito de la institución social del matrimonio]». El filósofo de Harvard lo cree y, por lo mismo, sostiene que el argumento puede y debe plantearse para convencer a los escépticos.5 


			La postura de los aristotélicos contemporáneos no solo es filosófica, sino que también es política. Sostienen —con razón, a nuestro juicio— que la política fructífera debate sin miedo cuestiones morales. Y que los políticos que lideran con éxito son aquellos que no le tienen miedo a enfrentar estas cuestiones y a delinear sus propias convicciones acerca de cómo es una sociedad buena. 


			A veces el esfuerzo por hacerlo linda en lo patético, como en el caso del candidato presidencial norteamericano John Kerry —más tarde Secretario de Estado de Obama— quien, para demostrar que tenía convicciones morales, usó las palabras «valor» o «valores» treinta y dos veces en el discurso en que aceptó la candidatura. 


			Pero otras veces el esfuerzo adquiere ribetes épicos. Por ejemplo, en el discurso del entonces candidato presidencial Robert F. Kennedy —asesinado poco después—, donde les tiró las orejas a los estadounidenses por dedicarse a la «mera acumulación de cosas»: 


			 


			El Producto Interno Bruto no incorpora la salud de nuestros hijos, la calidad de su educación o la dicha de sus juegos. No incluye la belleza de nuestra poesía o la solidez de nuestros matrimonios, la inteligencia de nuestro debate o la integridad de nuestros servidores públicos. No mide ni nuestro ingenio ni nuestro coraje, ni nuestra sabiduría ni nuestros conocimientos, ni tampoco nuestra compasión ni nuestra dedicación al país. Lo mide todo, en breve, menos aquello que hace que valga la pena vivir la vida.6 


			 


			Nadie podría acusar a Kennedy de ser tímido al plantear su versión de la vida buena, ni de hacerlo con palabras que carezcan de belleza. 


			 


			EMOCIONES RACIONALES


			 


			Michael Sandel, ciertamente, no es el único que enfatiza la conexión entre moral y política. Una generación contemporánea de sicólogos, neurólogos y lingüistas —Steven Pinker de Harvard, António Damásio de la Universidad de California del Sur, George Lakoff de Berkeley, Drew Westen de Emory, y también consultores políticos latinoamericanos como Jaime Durán Barba7— usa los descubrimientos recientes de cómo funciona la mente para argumentar que existe un instinto moral afincado en las estructuras del cerebro, que guía lo que hacemos y dejamos de hacer en política. 


			El punto de partida es la constatación de que la mente no es una «tabla rasa», como le gustaba creer a John Locke y a otros filósofos empiristas del siglo XVIII tales como el irlandés George Berkeley o el escocés David Hume. Si entonces se creía que en ese trozo de mármol virgen pueden esculpirse conocimientos y creencias sin restricción alguna, hoy —fruto de décadas de investigación científica— se sostiene algo muy distinto. Afirma Lakoff que «no se puede entender la política del siglo XXI con un modelo de la mente del siglo XVIII».8 


			No hay separación entre la mente y el cuerpo, dicen Pinker y Damásio. El «dualismo» en filosofía está muerto. El libro que hizo famoso a Damásio se titula El error de Descartes, en alusión al «yo pienso luego existo», que implícitamente postula una brecha entre mente y cuerpo.9 La mente, añade Pinker, no es un fantasma dentro de una máquina.Somos esa máquina, por mucho que nos «moleste concebirnos a nosotros mismos como engranajes y resortes glorificados».10 Una máquina, a diferencia de una tabla rasa, tiene estructuras predeterminadas, y no se puede modificar a destajo. 


			Una de esas estructuras predeterminadas en la mente es un «sentido moral». Según Pinker, el sentido moral es «un ensamblaje de circuitos neurales reunidos de entre partes antiguas del cerebro primate, al que la selección natural ha dado forma para ejecutar una cierta labor».11 El sentido moral surge porque comportarse moralmente da frutos. Un ejemplo es la literatura sobre la evolución de la colaboración: los organismos que colaboran mutuamente se desempeñan mejor y tienden a perpetuarse en el proceso de selección natural.12 El altruismo recíproco evolucionó, sostiene Pinker, porque «a quienes cooperan les va mejor que a los ermitaños o los misántropos».13 


			Pero que en los seres humanos exista un sentido moral no significa, bajo ningún punto de vista, que siempre prime la razón, o que las emociones no tengan papel que jugar. O, mejor dicho, la razón y las emociones no son los polos opuestos que la visión del ser humano propia del siglo XVIII sugería. Al revés, tanto las emociones como la razón son parte de un sistema de supervivencia que se ha perfeccionado evolutivamente a lo largo de milenios. «El sentimiento y el pensamiento evolucionaron juntos, y la naturaleza los «diseñó» para que funcionaran juntos», concluye Drew Westen.14 


			La emoción del miedo es precisamente lo que uno necesita al encontrarse con un puma en medio de una bella caminata por el bosque. En un sentido muy preciso, es «racional» asustarse y correr. O, en otros casos, enfrentar al adversario y dar batalla. Es como si estuviéramos equipados con un programa, dice Pinker, que responde a una afrenta a nuestros intereses o nuestra dignidad con una «desagradable sensación de quemadura» que nos motiva a castigar o a extraer compensación.15 


			Nótese el uso de la palabra «dignidad». La amenaza no tiene por qué ser solo a nuestra integridad física. Una amenaza a nuestro sentido de lo que es moralmente correcto, a lo que inspira dignidad, ya sea propia o ajena, también provoca emociones. Si alguien en la calle nos grita un epíteto racista o clasista, ese ataque también gatillará esa «desagradable sensación de quemadura». 


			Y esas emociones «racionales» pueden tener que ver —y este es el punto clave para nuestro argumento— con asuntos de moral colectiva, en el plano de lo que llamamos la política. «El cerebro político es un cerebro emocional», afirma Westen.16 Lo político, lo moral y lo emocional están vinculados de modo inextricable. 


			En su influyente ensayo La mente política, George Lakoff lo ejemplifica así: 


			 


			Es racional escandalizarse por la tortura, la corrupción o la difamación... Si ciertas políticas hacen felices a las personas, entonces sentir dicha y esperanza es racional. Si el planeta Tierra está en peligro inminente, entonces sentir miedo es racional.17 


			 


			Por lo tanto, la emoción no puede estar ausente de la persuasión política. Al revés, sostiene Lakoff, en este plano la emoción «es central y legítima. Su uso no es una apelación ilícita a la irracionalidad».18 


			El punto es clave, pues la apelación a las emociones es, en la postura convencional, propia solo de los populistas o de los regímenes fascistas, mientras los políticos sensatos, liberales o de otra índole, se distinguirían por apelar exclusivamente a la razón. Tal postura, enseñan los neurocientíficos modernos, no tiene fundamento alguno en la visión moderna de cómo funciona la mente humana. 


			Tampoco tiene justificación práctica. Así como la guerra es demasiado importante para dejársela a los generales, las emociones son demasiado importantes para dejárselas a los populistas o los demagogos. Dicho de otro modo, quien pretenda hacer política abstrayéndose de las emociones está condenado al fracaso. La filósofa norteamericana Martha Nussbaum expresa muy bien esta conclusión: 


			 


			Todas las sociedades necesitan pensar acerca de la compasión motivada por la pérdida, la ira motivada por la injusticia y acerca de cómo limitar la envidia y el disgusto en aras de la empatía colectiva. Ceder el terreno en que toman forma las emociones a las fuerzas antiliberales les otorga una tremenda ventaja en el corazón de las personas, y corre el riesgo de que esas personas piensen que los valores liberales son tibios y aburridos.19 


			 


			Este, entonces, es un desafío central para cualquier proyecto político liberal. 


			 


			EL CEREBRO DERECHISTA... Y EL IZQUIERDISTA


			 


			Partimos este capítulo con el ejemplo ficticio de dos candidatos que usaban imágenes de la familia en un debate. Ese ejemplo no fue arbitrario. Las imágenes del padre autoritario preferidas por los conservadores y de la madre protectora favorita de los progresistas ilustran estructuras mentales propias del pensamiento de derecha e izquierda. 


			El lingüista George Lakoff los llama «modelos». En el caso del padre autoritario, dice que: 


			 


			la familia necesita un padre estricto porque el mal existe en el mundo, y el padre debe defender a la familia de ese mal... El padre estricto también es necesario porque los niños... no pueden distinguir el bien del mal. Deben ser castigados estricta y dolorosamente cuando se portan mal, de modo que tengan un incentivo para portarse bien y evitar el castigo. Así se desarrolla la disciplina interna, que es necesaria para hacer el bien y no el mal. 


			 


			Por todo ello, concluye Lakoff, al conservadurismo le obsesionan los conceptos de autoridad, obediencia, disciplina y castigo. Por su parte, los progresistas enfatizan las ideas de protección, empatía y respeto mutuo, más propios de la imagen tradicional de la madre. La madre «nutre» a sus hijos, en un sentido literal y también metafórico. El punto de partida es distinto. Basta un estímulo leve, no una disciplina de hierro, para que los hijos aprendan a distinguir el bien del mal. Esto se presta para que los conservadores se mofen de los progresistas, refiriéndose al Estado de Bienestar como el «Estado maternal» y al Partido Demócrata en los Estados Unidos como el partido «mamón».20 


			El uso de la familia y de las figuras del padre y la madre como metáforas revelan, según Lakoff, que «el pensamiento metafórico es natural». Las metáforas primarias se desarrollan temprano en la vida, cuando dos experiencias distintas ocurren juntas regularmente y, por lo tanto, activan simultáneamente dos áreas distintas del cerebro. 


			El niño o niña siente la experiencia placentera del abrazo y el calor del cuerpo de la madre, y por eso —no porque sea literalmente verdad— decimos que una persona cariñosa es «cálida». Del mismo modo, nos sentimos mal cuando consumimos alimentos podridos y nos sentimos bien cuando consumimos alimentos frescos y puros, lo que lleva a la metáfora que «moralidad es pureza; inmoralidad es podredumbre».21 


			Nuestras primeras experiencias de autoridad ocurren al interior de la familia. Por eso, la metáfora de una nación y su gobierno como una familia ocurre naturalmente, y resulta más natural que otras imágenes que a veces se utilizan para describirlos, como por ejemplo, un equipo, una comunidad o un ejército. Los dos modelos idealizados de la familia —padre autoritario, madre que nutre— se transforman, vía la metáfora, en «dos y muy diferentes visiones de la nación».22 


			La metáfora de la familia se extiende mucho más allá de la familia. Por algo la oración principal del cristianismo es el Padre  nuestro. A los sacerdotes católicos se les dice «padre», a las monjas, «madre», y a los monjes en una abadía, «hermanos». El mismo término se usa para describir a los miembros de una «hermandad», que puede ser cualquier organización donde los vínculos son horizontales y solidarios. 


			Advierte Lakoff que «esta no es una metáfora que a mí, como científico cognitivo, me guste o disguste. Simplemente, es. Los mapas neuronales existen tal como la gravedad o las especies existen. Yo no inventé esta metáfora. Solo la describo».23 


			El punto clave es lo frecuente del pensamiento metafórico en nuestro razonamiento y comportamiento moral y político. La metáfora de la familia obviamente no es la única; hay cientos de otras. «Nuestros modelos de pensamiento moral y político son tomados de estos modelos», dice Lakoff. Y añade: «la narrativa moral es física, en el sentido de estar alojada en las estructuras del cerebro, de comienzo a fin».24 Narrativa, dice Lakoff. Efectivamente, las metáforas políticas se combinan en narrativas o, como está de moda decir en Chile, en «relatos». Y muchos de esos relatos también están enraizados profundamente en nuestras estructuras mentales. 


			En las teleseries venezolanas o mexicanas la protagonista suele ser una muchacha pobre del campo que llega a la ciudad, se enamora de un jovencito privilegiado y, después de sufrir múltiples percances y sufrimientos, alcanza tanto el amor como la fortuna. 


			Los políticos exitosos usan la misma estructura narrativa. El video que presentó Bill Clinton cuando era candidato a la convención del Partido Demócrata partía relatando su nacimiento pocos días después de la muerte de su padre biológico, en un pequeño pueblo llamado Hope (Esperanza); enfatizaba la pobreza de su madre y el alcoholismo de su padrastro y concluía que, a pesar de toda esa adversidad inicial, el joven Clinton había logrado estudiar derecho, entrar a la política, convertirse en gobernador de su estado natal de Arkansas y, finalmente, candidato a presidente. 


			Barack Obama utilizó una narrativa muy parecida. Hijo de un inmigrante keniano y de una mujer blanca de clase media, sus padres se separaron cuando Barry era apenas un niño; la vida itinerante y sacrificada de su madre, vuelta a casar, lo llevó a residir en la lejana Indonesia; al final, sus abuelos lo criaron en Hawái. «Solo en los Estados Unidos», ha dicho Obama una y otra vez, «podría alguien con esa historia personal llegar a ser presidente de la república». 


			Estos son ejemplos de lo que los estadounidenses llaman la narrativa de «los harapos a la riqueza» (rags-to-riches). Cualquier ciudadano, ya sea un aficionado a las teleseries latinoamericanas o la política estadounidense, entiende su lógica y es receptivo a su carga emotiva. Otra narrativa es la del «pecado y redención» —con claros subtextos religiosos—, que usó George Bush hijo para relatar cómo dejó el alcohol cuando encontró a Dios y se convirtió a una religión cristiana evangélica. 


			Estas narrativas apelan a experiencias primigenias, alojadas en las profundidades de nuestros cerebros, que todos compartimos o al menos comprendemos. Pero no solo eso, tales narrativas o relatos también proveen marcos conceptuales que guían, y también limitan, nuestra comprensión de y reacción ante ciertas problemáticas. 


			En los Estados Unidos, el mito del individuo que en forma solitaria conquista el Oeste y sale adelante sin ayuda de nadie —tampoco del Estado— determina cómo se discuten los impuestos en ese país, y ayuda a entender por qué tiene una de las cargas tributarias más bajas de los países ricos. Cuando los republicanos se refieren al impuesto a la herencia como un «impuesto a la muerte» —porque se paga tras la muerte del contribuyente—, definen los términos del debate.25 


			En Chile ocurre algo no muy distinto. El concepto de «libertad», escribe Lakoff, está muy ligado a la experiencia de movilidad física, la que a su vez todos experimentamos muy temprano en nuestras vidas. Por eso la mención de la palabra «libertad» gatilla reacciones positivas.26 Y por eso no hay que sorprenderse —como vimos en un capítulo anterior— de que la derecha describa sus ideas como «las ideas de la libertad». Es un marco conveniente, por mucho que dependa, como ya vimos, de una definición muy particular y limitada de lo que significa la libertad. 


			La izquierda más extrema hace lo mismo. El debate sobre educación en Chile pudo haber enfatizado conceptos como aprendizaje, conocimiento, currículum o valores. No ha ocurrido así. El movimiento estudiantil logró encerrar la conversación nacional en un solo concepto, de claras connotaciones religiosas: el «lucro». La acusación de que alguien «lucra», en la educación, la salud o las pensiones, no es el comienzo del debate, es el fin. Nada más que se pueda decir importa. 


			Los demócratas en Estados Unidos han perdido la pelea al permitir que los conservadores definan el debate afirmando que todo impuesto es una expropiación y que el tributo a la herencia es un death tax. Si en Chile permitimos que la derecha más conservadora se apropie del concepto de libertad, o que la izquierda más radical enmarque todo debate sobre política social en los términos cuasi religiosos de la presencia o ausencia de lucro, perdemos todos. 


			 


			LIBERALES CONTRA RESTO DEL MUNDO


			 


			Si este capítulo fuese uno de esos partidos de fútbol de décadas atrás, en que se enfrentaba un equipo local con la Selección Resto del Mundo, hasta el momento el marcador de goles indicaría: 


			 


			Liberales 0 


			Resto del Mundo 3 


			 


			En la Selección Resto del Mundo juegan ni más ni menos que Aristóteles, pensadores de la talla de Sandel y los neurólogos, lingüistas y gurúes políticos contemporáneos. Estos plantean tres puntos cruciales: 


			 


			• La política es por definición un debate acerca de cómo vivir nuestras vidas y, por lo tanto, la política atractiva y exitosa no puede ser neutral respecto a la concepción de cómo, cuándo y dónde se vive mejor. 


			• Esa concepción —y las alternativas rivales— naturalmente genera emociones. Cuando los políticos liberales reniegan o desconfían de las emociones, les conceden a sus adversarios una ventaja que puede llegar a ser irremontable. 


			• Los políticos iliberales transmiten sus ideas utilizando metáforas, arquetipos y narrativas que calan profundo en las estructuras de la mente humana. Si los liberales no son capaces de hacer lo mismo, están condenados al fracaso. 


			 


			Frente a todo esto, ¿qué responden los liberales? ¿Es admitir una derrota la única respuesta posible? De ningún modo. Hay ideas y argumentos de sobra para un contraataque liberal. De eso se trata la segunda parte de este capítulo. 


			 


			ME PARECE QUE NO SOMOS FELICES


			 


			En el año 1900, Enrique Mac Iver pronunció un famoso discurso. En un tono poco común para un político chileno, especialmente de esa época, advirtió: «me parece que no somos felices». Y añadió: 


			 


			Se nota un malestar que no es de cierta clase de personas ni de ciertas regiones del país, sino de todo el país y de la generalidad de los que lo habitan. La holgura antigua se ha trocado en estrechez, la energía para la lucha de la vida en laxitud, la confianza en temor, las expectativas en decepciones. El presente no es satisfactorio y el porvenir aparece entre sombras que producen la intranquilidad. 


			No sería posible desconocer que tenemos más naves de guerra, más soldados, más jueces, más guardianes, más oficinas, más empleados y más rentas públicas que en otros tiempos; pero ¿tendremos también mayor seguridad, tranquilidad nacional, superiores garantías de los bienes, de la vida y del honor, ideas más exactas y costumbres más regulares, ideales más perfectos y aspiraciones más nobles, mejores servicios, más población y más riqueza y mayor bienestar? En una palabra, ¿progresamos?27 


			 


			Mac Iver era un intelectual y político liberal de tomo y lomo. Pero ello no le impidió tomar partido sin ambigüedades por un tipo de sociedad. No conmueven a Mac Iver los soldados, guardianes o navíos que el país ha adquirido desde la independencia; sí lo convocan la tranquilidad, el honor y los servicios. En eso se parece al discurso, ya citado, que Robert Kennedy pronunciaría sesenta y cinco años más tarde, y que tanto entusiasma a Michael Sandel. Mac Iver y Kennedy, cada uno a su manera, tenían muy claro qué cosas hacen que valga la pena vivir la vida. 


			Mac Iver y Kennedy eran liberales. Patricio Aylwin —presidente demócrata cristiano, católico practicante, hombre de temperamento más bien conservador— en un sentido estrecho no lo era. Pero Aylwin gobernó con estilo liberal, desechando los ideologismos extremos, y tomando el camino del pragmatismo en materia de política económica. 


			Nada de eso le impidió a Aylwin hablar en términos morales. En el discurso del Estadio Nacional el día que asumió, llamó a trabajar por una patria «libre, justa y buena». 


			El adjetivo «libre» suele omitirse de esa frase histórica, pero es el calificativo «buena» el que llama la atención. No todas las patrias imaginables son —da a entender Aylwin— igualmente «buenas». Algunas son mejores que otras. Saliendo de una dictadura cruenta, esa constatación puede haber sido obvia. Pero que Aylwin planteara así las cosas, con ese lenguaje —antes en el mismo discurso le había pedido a Dios que le diera «amor» a los chilenos para tratarnos mejor—, no resultaba ni resulta nada de obvio. 


			Barack Obama, otro liberal, tiene clara la película en este punto. Por algo ha dicho que los norteamericanos «quieren un propósito, un arco narrativo en sus vidas» y que por eso los políticos progresistas no deben temerle a comunicar «sus esperanzas y valores de un modo que sea relevante a los de los ciudadanos». 


			La conclusión es que uno puede ser tolerante, pragmático, liberal, y varias cosas más, y aun así tener claro en qué consiste una sociedad buena y expresarlo con convicción y emoción. Más aún, esa sociedad buena tiene características liberales, como la libertad, la tolerancia y la diversidad. 


			Esa conclusión es importante. Pero no emana solo de los dichos de Mac Iver, Kennedy, Aylwin u Obama, sino que de los escritos de los filósofos liberales del siglo XIX y XX. Veamos cómo y por qué. 


			 


			EL CONTRAATAQUE LIBERAL


			 


			Las sociedades contemporáneas —aquí y en la quebrada del ají— son sociedades plurales. Es decir, sociedades donde los ciudadanos tienen diversas —y a veces incompatibles— visiones sobre qué es una vida buena y virtuosa. En Chile convivimos católicos, protestantes, judíos, agnósticos, ateos y una multiplicidad de otros credos; personas de diversos orígenes culturales y cosmovisiones; y, por cierto, tenemos entre nosotros muy diversas concepciones sobre cuestiones morales de todo tipo. 


			¿Tendría el Estado que optar por una religión, cosmovisión o doctrina moral y convertirla en la religión o doctrina de Estado? Sería, evidentemente, una solución que dejaría en desmedro —como ciudadanos de segunda categoría— a todos quienes no compartieran la religión o doctrina oficial. De ahí que se suela decir que los liberales le exigen «neutralidad» al Estado entre diversas visiones comprehensivas de la vida buena, para que este le dé a todos los ciudadanos garantías de «igual respeto y consideración» por sus intereses y concepciones del bien. 


			Sandel y otros críticos han acusado que esta neutralidad termina por enmudecer a los liberales en cuestiones morales: estarían atados de manos, o amordazados, para defender su posición sobre cuestiones morales controvertidas que afectan el tipo de vida que queremos vivir y/o el tipo de sociedad que queremos ser. Por miedo a no ser neutrales entre distintas concepciones del bien, los liberales terminarían hablando simplemente de libertad y no de lo que es moralmente bueno. Así enmudecidos, se quedarían sin criterios y sin lenguaje para explicar, al menos en público, por qué cierto tipo de vida o de sociedad podría ser preferible a otro. 


			Sería una neutralidad muy cercana simplemente al relativismo moral o al escepticismo —es decir, una tolerancia basada en un no saber si cierto modo de vivir es mejor o no que otro. No sería de extrañarse, entonces, que el escenario político se lo tomen aquellos que sí se atreven a hablar de valores y de sentimientos. 


			Pero ¿es esto así? 


			Creemos que no. 


			Por cierto que la tolerancia a distintos modos de vida es un valor sagrado para los liberales, y que tener un Estado que no adopte una doctrina oficial de vida buena es un requisito político fundamental. Pero estas definiciones no rehúyen una apuesta moral, sino que la encarnan y expresan. Esto en al menos dos sentidos: 


			Primero, porque un momento de reflexión nos hace advertir que el orden político liberal básico —el constitucionalismo democrático— encarna y expresa una serie de valores muy concretos y fundamentales sobre la vida buena y la sociedad buena. Los derechos humanos están lejos de ser neutrales: expresan con claridad que la tortura es inadmisible, por ejemplo, y que la dignidad humana es inviolable y debe ser socialmente protegida. La democracia es una expresión —y protección— de nuestra igualdad política. La libertad misma es un valor moral de primerísimo orden, parte esencial de una vida buena, y no solo un instrumento para lograr otras cosas. Todo esto es obvio; pero es tan obvio, que a veces se olvida. 


			Ahora bien, lo interesante es que este marco básico que nos garantiza a todos dignidad, libertad e igualdad básicas no es moralmente neutral, pero tampoco es una imposición, a pesar de todas nuestras profundas diferencias sobre cuál es la vida buena. Esto, porque las democracias liberales descansan sobre un acuerdo básico de valores que las hace posibles, a pesar de su tremendo pluralismo. Y —esto es lo clave— dichos valores pueden ser abrazados y justificados desde distintas concepciones de la vida buena. 


			Así, por ejemplo, uno de los redactores de la Declaración Universal de los Derechos Humanos fue el pensador católico francés Jacques Maritain. Pero su catolicismo no impidió en absoluto que la Declaración aspirara a ser «universal», porque como el mismo notó, los derechos humanos son plenamente justificables tanto desde el pensamiento de la Iglesia como desde muchas otras tradiciones religiosas y doctrinas humanistas. 


			John Rawls articuló esta intuición en una idea muy simple pero poderosa: las sociedades democráticas modernas descansan —en la esfera política al menos— en un «consenso coincidente o traslapante» (overlapping consensus). Es decir, en un conjunto de valores morales que son aceptados y defendidos por todos los ciudadanos a pesar de que las concepciones del bien de esos ciudadanos sean, en un sentido más profundo, incompatibles. 


			Dicho de otra forma, dado el dato del pluralismo, el marco político común que acordamos no descansa en teorías «espesas» del bien (como podría ser una religión), sino en una teoría «delgada» del bien (en el original en inglés, a thin theory of the good), es decir, en aquellos valores que compartimos a pesar de que nuestras concepciones «espesas» del bien difieren. 


			Será un acuerdo mínimo, pero no por ello trivial. 


			Ni tampoco neutral. El liberalismo moderno no es neutral, ni pretende serlo, entre la tortura y el respeto, entre la libertad y la opresión, entre la igual ciudadanía y la discriminación. El liberalismo apuesta entonces por una forma muy clara de «sociedad buena». 


			 


			EL OTRO SENTIDO


			 


			Hay también un segundo sentido en que la tolerancia liberal es una apuesta moral y no un escepticismo anodino. Martha Nussbaum ha señalado que como ciudadanos podemos sentirnos bastante seguros de que nuestra teoría «espesa» del bien es mejor que las alternativas, y/o que muchas de estas últimas son en realidad muy malas. 


			Por ejemplo, alguien que es ateo puede no compartir ni una coma de la fe de los creyentes religiosos, pero no por eso necesariamente buscará imponer a través del Estado la prohibición de las religiones. 


			Y al revés, un católico practicante no tiene por qué creer, a pesar de que considere objetivamente correctas la teología y doctrina social católicas, que estas debieran ser parte del currículo obligatorio en los colegios. 


			En estos casos, la tolerancia a otras visiones del bien no surge de una falta de convicción sobre qué es lo bueno, sino que descansa en la convicción moral de que imponer nuestras creencias viola el respeto que le debemos a nuestros conciudadanos y que les niega el espacio de autonomía para decidir por sí mismos su visión de la vida buena. 


			Si nuestro ateo no busca prohibir las religiones ni nuestro católico busca obligar al resto a aprender su doctrina, entonces son políticamente liberales en el sentido «rawlsiano» porque, a pesar de sus fuertes convicciones personales respecto a la vida buena, no buscan que el Estado las imponga a todos. 


			En otras palabras, los liberales afirman que una sociedad buena es una sociedad que descansa políticamente en un «consenso coincidente», no porque no sepamos cuáles modos de vida son mejores, sino simplemente porque le debemos respeto a nuestros conciudadanos. Afirma Nussbaum: 


			 


			El respeto por las personas no es un estado emocional subjetivo, como un sentimiento de admiración. Es una forma de considerar y tratar a las personas, estrechamente relacionada con la idea kantiana de tratar a la humanidad como un fin en sí mismo y nunca como un mero medio. El respeto está así muy ligado a la idea de dignidad, a la idea de que la humanidad no tiene precio, sino un valor. El igual respeto es así el respeto que reconoce la igual dignidad y valor que las personas tienen en cuanto fines.28 


			 


			Así, la tolerancia está íntimamente ligada a las ideas de dignidad, respeto e igualdad moral. Toleramos múltiples formas de vida, incluso las que nos desagradan o que no compartimos, porque respetamos al otro como un igual. Este es el segundo sentido en que el liberalismo es una apuesta moral acerca de la vida y la sociedad buenas. 


			Además, una sociedad buena es una que fomenta el diálogo y la persuasión antes que la mera lucha de intereses o la imposición fáctica de las posiciones que cuentan con más poder en un momento dado. Y, justamente, este marco común, este «consenso coincidente», es el que nos permite dialogar políticamente de forma productiva a pesar de nuestras diferencias morales subyacentes. 


			Así, por ejemplo, un parlamentario católico bien puede pensar que el aborto es inmoral porque las Escrituras lo dicen, pero sabe que ese argumento difícilmente convencerá a sus colegas ateos. Por respeto a esas diferentes creencias, tiene la obligación moral de articular su oposición en términos de argumentos que no dependan de sus creencias religiosas no compartidas e inversamente los ateos tienen el deber de articular sus razones en términos que el católico pueda aceptar. Esto en ningún caso significa anular ni esconder las diferencias morales, sino ponerlas en un lenguaje y en un marco que sean conducentes al diálogo productivo y que eventualmente puedan generar consenso. 


			 


			MÁS ALLÁ DEL CONSENSO


			 


			Pero algún lector o lectora escéptica se preguntará: Está muy bien este consenso coincidente, pero es apenas el mínimo de los mínimos... ¿No será que esta teoría «delgada» del bien es demasiado delgada para despertar los afectos y lealtades de los ciudadanos? ¿No se necesitará algo más? 


			Dicha lectora tiene un punto válido. Efectivamente, si la cultura pública de un país descansa en una teoría del bien demasiado delgada —demasiado aguada como para tener sabor—, difícilmente puede generar los afectos y lealtades que requiere. Para que el orden liberal sea estable, debe poder resistir los embates de las poderosas emociones que hay detrás —por ejemplo— de los impulsos nacionalistas y de aquellas fuerzas que buscan siempre convertir a algún «otro» (el imperio, la oligarquía, los inmigrantes, los pobres, los ricos, las minorías étnicas o religiosas, etc.) en el enemigo. 


			¿Qué más, entonces, se puede hacer? 


			Varias cosas. 


			Partamos por no subestimar el poder que tienen los valores liberales recién descritos, cuando son defendidos apelando justamente al sentido moral de las personas y no solo a argumentos técnicos o legales. Si queremos convencer de lo contrario a alguien que cree que las parejas del mismo sexo no deben casarse, no lo haremos diciéndole simplemente que es reaccionario o retrógrado. Eso sería profundamente irrespetuoso. El argumento debe plantearse en los términos morales de igual dignidad, igual ciudadanía y de respeto por las vidas y elecciones de otros. Asimismo, la manera de combatir los prejuicios raciales que a veces están detrás de la aversión a la inmigración —o a ciertos tipos de ella— no es gritándoles en la oreja a sus defensores que son intolerantes. Tampoco es mostrándoles cifras, o al menos no solo así. 


			El argumento debe ser planteado moralmente. Así lo hizo no hace mucho Jesse Klaver, el joven líder del Partido Verde, en una campaña electoral holandesa. A lo largo de la campaña el ultraderechista Geert Wilders había concitado mucha atención al describir la inmigración como un problema que estaba volviendo a Holanda menos holandesa. En un debate televisado, los candidatos debieron confrontar esta postura. 


			Para sorpresa de todos, Klaver dio vuelta el argumento: es el populismo de derecha, dijo, lo que está minando las tradiciones holandesas, no la inmigración. En una entrevista posterior elaboró: «Los valores que Holanda representa, por muchas, muchas décadas... siglos, de hecho, son la libertad, la tolerancia, la empatía... ellos están destruyendo eso».29 Por cierto estaba aludiendo a la larguísima tradición holandesa de tolerancia religiosa y de bienvenida a los refugiados de otras latitudes, que está en el corazón de la identidad nacional holandesa al menos desde el siglo XVII.30 


			En otras palabras, Klaver apeló a un valor central de la cultura pública holandesa, de su «consenso coincidente», y lo conectó con la identidad política de los holandeses. Invirtió así los términos del debate: lo poco holandés resulta ser la intolerancia. 


			Lo mismo hizo Justin Trudeau, el Primer Ministro de Canadá, en las afirmaciones que citamos en el primer capítulo de este libro. Al argumentar que son muchos los países diversos, pero que Canadá va un paso más allá al convertir esa diversidad en su fortaleza moral, Trudeau toma un elemento del «consenso coincidente» canadiense y le da carácter épico.31 


			Todo esto muestra que la defensa moral del orden liberal no tiene por qué ser débil o pusilánime. Lo que debe ser es suficientemente inteligente para saber aprovechar, como hicieron Klaver y Trudeau, esos principios generales en los que estamos casi todos de acuerdo para explicar por qué las sociedades que lideran son «sociedades buenas». 


			 


			LIBERALES QUE TOMAN VITAMINAS: LA VIDA BUENA LIBERAL


			 


			En el campo liberal ha habido además esfuerzos por articular una visión no solo de las reglas de una sociedad justa sino, derechamente, de qué constituye una vida buena. Este liberalismo no es meramente político, como el de Rawls, sino que también ético. Es un liberalismo que va más allá de las teorías «delgadas» del bien, delineando asimismo teorías «espesas» del bien, capaces de inflamar los corazones. 


			A John Stuart Mill, por ejemplo, ser liberal no le implicó ser para nada tímido a la hora de vocear su propia concepción de la vida buena. En su libro El utilitarismo se abocó derechamente al punto. Los utilitaristas, como Jeremy Bentham, o su propio padre, James Mill, sostenían que el propósito de una sociedad exitosa es maximizar la utilidad del mayor número de personas, y que esta utilidad no es otra cosa que un sentimiento de placer. 


			Sin embargo, añadió John Stuart Mill, contradiciendo a su padre, no todos los placeres son iguales; algunos son más «elevados» que otros. Es mejor, escribió, ser «un humano insatisfecho que un cerdo satisfecho; mejor ser Sócrates insatisfecho que un necio satisfecho».32 Es decir, la curiosidad, la inteligencia y el conocimiento son bienes en sí, que ninguna sociedad puede ni debe pisotear. 


			Más aún, que el liberalismo sea individualista desde el punto de vista metodológico, es decir, que postule que son los individuos quienes toman decisiones y ejercen así su voluntad, no entra en contradicción con la idea de que la solidaridad y los sentimientos de altruismo recíproco tienen valor en sí mismos y ayudan a que una sociedad funcione mejor. Mill concluyó —plantea Edmund Fawcett en su historia de las ideas liberales— que «una gradual extensión de la empatía y del interés propio que incorpora a otros podrían convertirse en un sentimiento de solidaridad social».33 


			Ronald Dworkin, un pensador liberal mucho más reciente, también enfatizó que el liberalismo encarna una idea no solo de la justicia sino también de la vida buena. Es perfectamente posible reconciliar la idea de una vida buena —sostiene en un influyente libro titulado Justicia para erizos— con la diversidad y la tolerancia propias del liberalismo democrático. 


			Los liberales escépticos, sostiene Dworkin, conciben el bien sustantivamente, como una cosa u objeto al que aspirar. Definidas así las cosas no puede existir acuerdo acerca del bien o la virtud en una sociedad liberal. Pero hay una alternativa: concebir el bien no como una meta, sino como una manera de vivir la vida.34 Afirma Dworkin: 


			 


			Alguien vive bien cuando percibe y busca una vida buena, y lo hace con dignidad: con respeto por la importancia de otras vidas, y por la importancia ética de esas vidas así también como la propia.35 


			 


			La vida no se mide por sus logros o resultados, sino por la dedicación, habilidad y dignidad con que se buscan esos resultados. «Uno vive mal si no intenta vivir bien con suficiente ahínco», concluye Dworkin.36 


			Redefinir así el bien y la virtud tiene dos implicancias para los asuntos que nos ocupan en este capítulo. Primero, la idea de la vida buena deja de ser incompatible con el pluralismo liberal. Carlos Peña, en un notable ensayo sobre Dworkin, lo plantea así: 


			 


			esta forma [...] de concebir lo bueno resulta compatible con la pluralidad y la magnífica diversidad de que es posible la vida humana. Esa pluralidad no sería un fenómeno que acredite nuestra imposibilidad de vivir bien; sería una muestra de que somos capaces de hacerlo.37 


			 


			En segundo lugar, esta concepción del bien permite que el liberalismo deje de ser moralmente neutro entre distintos modos de vivir la vida, y pase a defender una versión específica de la vida virtuosa. Dworkin postula que una sociedad justa debe mostrar igual preocupación por el bienestar de cada uno de sus miembros. Al mismo tiempo, debe «respetar plenamente la responsabilidad y el derecho de cada persona para decidir por sí misma cómo hacer de su propia vida algo valioso».38 


			La autonomía es para Dworkin un valor capital. Y una vida plenamente autónoma solo puede darse en una sociedad democrática y liberal. Es decir, el liberalismo es en sí mismo parte de aquella anhelada definición de una vida buena. 


			Desde este punto de vista, la pregunta de cómo vivir está muy relacionada a la pregunta de cómo convivir. Peña una vez más lo dice con elegancia: 


			 


			Sabemos que una vida vivida en medio de la tolerancia y la pluralidad es una vida mejor que otra vivida en medio del autoritarismo y la uniformidad [...]. La tolerancia, en fin, no sería una muestra de relativismo, sino una tesis fuertemente ética, porque solo en una sociedad plural, donde cada hombre y cada mujer ejercitan con libertad o con imaginación el oficio de vivir, puede florecer el bien. 39 


			 


			Esta es una tesis muy atractiva, en particular para los que ya simpatizan con el liberalismo como corriente filosófica. Pero si bien la concepción de la vida buena que defiende Dworkin no apunta a doctrinas religiosas o a una versión especial del bien, sino a un modo de vivir la vida, sí se acerca a una forma de perfeccionismo liberal que está en tensión con la idea del mero «consenso coincidente» de Rawls. 


			La fortaleza de la concepción de Rawls radica precisamente en su minimalismo: incluye solo los elementos indispensables para que podamos vivir juntos con respeto y autonomía; pueden ser aceptados incluso por quienes adhieren a doctrinas religiosas o valores morales distintos al liberalismo. Dworkin va más allá y postula un orden de valores que conecta la vida buena y las instituciones justas, que le agrega fuerza al mensaje liberal. Esa unidad fundamental hace de la suya una justicia para erizos. 


			 


			EMOCIONES POLÍTICAS


			 


			El liberalismo, pues, no es moralmente neutral: es un proyecto político con un fuerte contenido ético que orienta y define el tipo de sociedad que busca promover. En el corazón de la sociedad buena liberal están las ideas de tolerancia, igualdad política y moral, respeto y libertad, todas las cuales pueden ser defendidas desde concepciones del bien estrictamente liberales —como las de Mill o Dworkin— y también desde otras tradiciones filosóficas y religiosas que formen un «consenso coincidente». 


			Esta es nuestra respuesta, entonces, al primero de los tres goles, o tres objeciones, con que la Selección Resto del Mundo derrotaba a la Liberal. Pero ¿qué pasa con los otros dos? ¿Es el liberalismo capaz de comunicar emociones en un lenguaje que no sea puramente lógico o racional? ¿Es capaz así de despertar afectos, pasiones y lealtades? 


			Aunque pueda parecer sorprendente, algunos liberales advirtieron este desafío tempranamente. El mismo John Stuart Mill entendió en el siglo XIX que no basta con alabar la tolerancia, la diversidad y otras virtudes liberales. Tanto o más clave es asegurar que esos valores efectivamente imperen en la sociedad. Y para eso los ciudadanos tienen que abrigar afecto por esos valores. Sentir emociones positivas cuando observan, por ejemplo, que alguien se sobrepone a circunstancias adversas y logra actuar con libertad. 


			La pregunta, entonces, es cómo se desarrollan esos afectos y esas emociones. Mill observó que en algunas sociedades tradicionales este papel lo juega la religión. Por eso propuso que las naciones promovieran algo así como una «religión de la humanidad» que se enseñara en los colegios y pregonara el altruismo y el sacrificio personal. 


			Algo similar propuso décadas más tarde el poeta y político indio Rabindranath Tagore, quien propuso una «religión del hombre» con principios universales, que se expresarían en los símbolos de las repúblicas y en el arte que allí se produjera. Por algo Tagore, figura clave en la independencia del subcontinente indio, fue el autor del himno patrio de las repúblicas de la India y de Bangladesh. 


			Tanto Mill como Tagore, nos dice Martha Nussbaum en su libro Emociones políticas, a su vez fueron influenciados por el sociólogo Auguste Comte, quien propuso que los rituales republicanos impartieran valores comunes a la población.40 


			El mismo John Rawls tampoco fue enteramente ajeno a esta preocupación. Como vimos en un capítulo anterior, en la Teoría de la justicia de Rawls, en un experimento mental se consulta a los ciudadanos cuánta desigualdad tolerarían en la sociedad, sin que cada uno sepa qué lugar le tocará ocupar. Establecidos los principios de justicia que guiarían a una sociedad justa, Rawls se pregunta cómo se podrán aplicar en la práctica dichos principios o valores, y llega a una conclusión que no es muy distinta a la de Mill. 


			Las instituciones de la justicia social, dice Rawls, deben ser «estables». Y para conseguir dicha estabilidad las personas deben actuar «por las razones correctas», no por mero hábito u obligación. Eso implica que desarrollen emociones favorables respecto de los principios de la justicia y las instituciones que los representan. Anticipándose a las investigaciones y conclusiones de neurólogos y filósofos décadas más tarde, Rawls imagina cómo las emociones que emanan inicialmente de los lazos familiares pueden eventualmente convertirse en emociones acerca de la justicia y sus principios.41 


			 


			EL DESAMOR EUROPEO UNA VEZ MÁS


			 


			Partimos este capítulo con un acertijo: si Europa es tan próspera y libre, ¿por qué los europeos desconfían de la Unión Europea? Añadamos ahora otra pregunta: ¿Qué deberían hacer las instituciones europeas para engendrar afecto entre sus ciudadanos? 


			Estos interrogantes se vienen formulando desde la creación de los antecesores de la Unión Europea, en especial la Comunidad Económica Europea, en la década de los cincuenta. También se han planteado al interior de los países, especialmente Alemania, que experimentaron grandes transformaciones políticas como resultado de la Segunda Guerra Mundial. En la Alemania de posguerra, algunos intelectuales se preguntaban cómo podrían volver los alemanes a sentir afecto por un Estado —el alemán— que causó tanto sufrimiento e hizo tanto mal. Otros intelectuales se planteaban si es que los alemanes podrían llegar a sentir afecto por las nuevas instituciones de la República Federal (Alemania Occidental), diseñadas durante la ocupación aliada. 


			En 1979, con ocasión del trigésimo aniversario de la república, un filósofo liberal, Dolf Sternberger, ofreció una respuesta: el «patriotismo constitucional». Apoyándose en Aristóteles y en su propio maestro, el también liberal Karl Jaspers, Sternberger desarrolló una tesis bastante similar a la que venimos hilvanando en este capítulo: los ciudadanos de la nueva república se deberían poder identificar «militantemente» (el término es suyo) con la democracia y sus valores. 


			La propuesta de Sternberger no recibió mucha atención fuera de Alemania hasta que Jürgen Habermas —heredero y crítico de la Escuela de Frankfurt— tomó la idea, la desarrolló, y la aplicó a la problemática de la Unión Europea. 


			Habermas planteó dos preguntas: ¿Cómo compatibilizar el universalismo de los valores liberal-democráticos con el amor por una patria en particular? ¿Cómo se consigue que «personas que están distantes se sientan políticamente responsables la una de la otra?»42 La segunda interrogante adquiere especial importancia en el contexto de la Unión Europea, donde las personas pueden estar distantes en una dimensión geográfica, cultural, y también étnica o religiosa, después de la integración de los países de la Europa Central, y en especial con la llegada de inmigrantes que vienen de fuera de Europa. 


			La respuesta de Habermas parte reconociendo lo que resultaría obvio, años más tarde, a los neurocientíficos como Pinker, Westen y Lakoff: no basta con un apego racional, sino que es necesario que las instituciones políticas compartidas generen emociones —afecto, en este caso— en la mente y el corazón de los ciudadanos. Pero la clave, nos dice Habermas, es que ese afecto transcienda los aspectos «particularistas» de una comunidad, una religión o una etnia, y alcance los aspectos «universalistas» de la patria o la comunidad de naciones. Así, en el «patriotismo constitucional» por el que aboga Habermas, se siente amor por la patria porque esta encarna valores universales como la libertad y la justicia. 


			En otras palabras, para ser exitosa, la política debe contener un elemento explícitamente moral respecto a lo que constituye una sociedad buena. 


			El problema con Habermas, sostiene Cécile Laborde, una filósofa y politóloga francesa avecindada en la Universidad de Oxford, es que los valores liberal-democráticos son abstractos, pero se expresan en instituciones —constituciones, parlamentos— específicas y en culturas políticas particulares. Los ciudadanos se enamoran de lo particular —los hábitos cívicos de mi pueblo, con su asamblea local y sus integrantes, y los ricos cafés y sabrosos croissants que compartimos tras las sesiones— y no de lo general, como la democracia como concepto abstracto que enseñan los filósofos. 


			Por eso, el «patriotismo constitucional» de Habermas es satisfactorio en lo conceptual, pero peca de lo que Aristóteles llamó «motivación acuosa».43 Cabe preguntarse cuánto impacto tendría en lo práctico para ayudar a resolver, por ejemplo, la oleada populista, iliberal y xenófoba que por estos años azota a Europa. 


			Laborde y otros seguidores/críticos de Habermas proponen como alternativa lo que ellos llaman el «patriotismo cívico».44 Esta es una postura similar a la de Habermas, pero que reconoce que los valores universales toman formas particulares en culturas y comunidades particulares, y los afectos se adhieren a estas últimas, no a las abstracciones. Por eso, el patriotismo liberal no debe temerle a lo local, sino buscarlo como su aliado. 


			La clave, dice Laborde, es que las identidades que así se forjan sean primariamente «políticas», y no étnicas o religiosas. Es el afecto que se desarrolla y llega a sentir por una práctica política y democrática particular lo que permite reconciliar el patriotismo con los valores universales del liberalismo. 


			Las dificultades de la Unión Europea y la crítica de Laborde apuntan a un asunto clave. Esas «emociones políticas» de las que habla Nussbaum no se generan en el aire; se generan al interior de una comunidad humana, de un «nosotros». Y en el mundo contemporáneo ese «nosotros» está radicado casi siempre al interior del Estado-nación. Por eso, para ser efectivas las ideas liberales deben tener una expresión «nacional». Ese no es un sinónimo del nacionalismo xenófobo sino que un antónimo: el amor a la patria precisamente porque la patria es acogedora y buena. 


			Lo dijo George Orwell hace más de setenta años: 


			 


			No hay que confundir el nacionalismo con el patriotismo. Ambas palabras suelen ser usadas de modo tan vago que cualquier definición resulta controvertida, pero uno debe distinguir entre ambas, porque involucran ideas muy distintas, incluso opuestas.45 


			 


			Volvamos al ejemplo de los políticos de Holanda y Canadá que vimos antes. Dicen esos líderes: nosotros, como holandeses y canadienses —no como meros miembros de la raza humana— tenemos una cultura y tradición local de tolerancia que nos distingue y también nos une. Del mismo modo, Emmanuel Macron puede decir con orgullo que él es un patriota francés porque Francia le dio al mundo liberté, égalité, y fraternité. Ese es patriotismo cívico inyectado a la vena. Y como argumenta Philip Stephens, columnista del Financial Times, los liberales exitosos son aquellos que saben defender el patriotismo frente al nacionalismo.46 


			 


			LA JUSTICIA Y EL AMOR


			 


			Recapitulemos: los valores y las ideas acerca de qué es una sociedad buena no son antitéticos al liberalismo político. Al contrario, son partes de él. Esta conclusión tiene antecedentes en el pensamiento de una pléyade de filósofos como Mill, Rawls, Habermas y Dworkin. 


			Resulta ser Martha Nussbaum quien ha reflexionado más y mejor sobre cómo gatillar emociones que hagan posible el desarrollo, estabilidad y supervivencia de esas sociedades tolerantes, libres y, por lo tanto, buenas. 


			En su extraordinario texto Emociones políticas, afirma que el abandono de las emociones constituye «un problema en la historia del liberalismo». En especial le carga la mano a Locke y a Kant por haber construido éticas liberales que dejan poco o ningún espacio para la emoción. A continuación Nussbaum plantea una pregunta que ya resulta conocida: 


			 


			¿Cómo puede una sociedad decente hacer más por la motivación y la estabilidad de lo que Locke y Kant hicieron, sin convertirse en autoritaria e iliberal a la manera de Rousseau?47 


			 


			Construye su respuesta utilizando argumentos muy distintos a los de Dworkin, para llegar sin embargo a una conclusión que tiene algunos elementos en común con él. La sociedad debe defender, sostiene Nussbaum, el «consenso coincidente» de Rawls, que, como veíamos, incluye «los principios básicos de la cultura política [...] en que se puede esperar que los ciudadanos estén de acuerdo». Pero, añade, «para que [...] sean eficaces, el Estado debe fomentar el amor y la devoción respecto de esos ideales».48 


			Sería sectario y objetable, argumenta, que una sociedad diversa engendrara emociones favorables respecto de las celebraciones religiosas de un grupo particular, no compartidas por todos. Pero es perfectamente liberal, por contraste, celebrar el natalicio de Martin Luther King, o de otra figura unitaria que simbolice los ideales de igualdad o respeto (entre otros) con los que la sociedad se ha comprometido. Al celebrar así, la nación se «rededica» a esos ideales. 


			El proyecto de Martha Nussbaum es ambicioso. No le basta a ella con sentimientos tibios de tolerancia renuente. Lo que busca es ni más ni menos que amor. Así es. Amor por los principios en los que se funda una sociedad liberal: 


			 


			Las emociones centrales que sostienen a una sociedad decente tienen sus raíces en, o son formas de, el amor —que para mí significa un vínculo intenso con cosas que están fuera del control de nuestra voluntad—.49 


			 


			Planteadas así las cosas, Nussbaum —al igual que Mill, Rawls y Habermas— debe explicarnos cómo se fomenta ese amor sin recurrir al lavado de cerebro —al estilo de 1984 de George Orwell— que sería inaceptable en una sociedad liberal. Su respuesta: a través de la palabra, el arte, la belleza y los ritos republicanos. 


			 


			AMORES SON PALABRAS


			 


			¿Qué tienen en común la marcha de la sal de Gandhi, los trajes de Washington, el discurso fúnebre de Lincoln en Gettysburg, las peroratas cuasi religiosas de Martin Luther King y los discursos de campaña de Obama? Todos son esfuerzos deliberados por crear un sentido de comunidad, unido por el amor a ciertas virtudes compartidas, a través de los símbolos y la palabra. 


			George Washington juró como presidente de la nueva república vistiendo no un uniforme militar, como sugerían sus adláteres, sino un traje de lana gruesa obra de un tejedor local. Gandhi solo vestía khadi, tela hecha a mano por artesanos locales. Lo mismo hicieron los miles que en 1930 marcharon con él, por veintitrés días y a lo largo de casi cuatrocientos kilómetros, contra el impuesto a la sal. En ambos casos crearon un sentimiento de orgullo y unidad de los locales contra el imperio más poderoso del mundo, el británico. 


			En esos casos, los gestos hablaron con más fuerza que las palabras. En otros, las palabras, bien elegidas, bastan. En Gettysburg, Abraham Lincoln solo pronunció 276 palabras, que le tomaron apenas tres minutos. 


			 


			Hace ochenta y siete años nuestros padres crearon en este continente una nueva nación concebida bajo el signo de la libertad y consagrada a la premisa de que todos los hombres nacen iguales. 


			Hoy [...] vinimos a consagrar parte de este campo de batalla al reposo final de quienes han entregado su vida por la nación [...]. Sin embargo, en un sentido más amplio, no podemos dedicar, no podemos consagrar, no podemos glorificar este suelo. Los valientes hombres que aquí combatieron, vivos y muertos, lo han consagrado muy por encima de nuestro escaso poder de sumar o restar méritos. 


			Nos corresponde a los que estamos vivos, en cambio, completar la obra inconclusa que tan noblemente han adelantado aquellos que aquí combatieron... Declarar aquí solemnemente que quienes han perecido no lo han hecho en vano; que esta nación, bajo la guía de Dios, vea renacer la libertad, y que el gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo no desaparezca de la faz de la tierra.50 


			 


			Lincoln parte —así lo resalta Nussbaum— aludiendo a la fundación de la república. Crea un continuo entre ese hecho y la lucha por abolir la esclavitud, guerra civil mediante. Ya en el primer párrafo del discurso, Lincoln enuncia «la premisa de que todos los hombres nacen iguales» y una expresión concreta de esa afirmación: el sacrificio de quienes combatieron y perecieron ahí. La formulación de la tarea futura —que el gobierno del pueblo, por el pueblo y para el pueblo no desaparezca de la faz de la tierra— es tan bella como memorable. 


			Hay en este discurso suficiente patriotismo constitucional para dejar contentos «a los defensores del principio abstracto como Rawls y Habermas». Pero es la pasión de las palabras la que logra engendrar amor por estos principios, «poniendo carne histórica y contemporánea sobre estos huesos morales».51 


			Martin Luther King Jr. comenzó su famoso discurso «Tengo un sueño» —pronunciado a los pies del monumento que honra a Lincoln— aludiendo a ese mismo presidente que, tras una sangrienta guerra civil, abolió la esclavitud: 


			 


			Hace un siglo, un gran norteamericano, bajo cuya simbólica sombra nos encontramos, firmó la Proclamación de Emancipación. Este trascendental decreto llegó como un gran faro de esperanza para millones de esclavos negros y esclavas negras, que habían sido quemados en las llamas de una injusticia aniquiladora. Llegó como un amanecer dichoso para acabar con la larga noche de su cautividad. Pero cien años después, las personas negras todavía no son libres.52 


			 


			Al igual que Lincoln, King traza un arco narrativo e histórico que señala: nosotros que vivimos juntos tenemos una historia juntos. Que los afroamericanos sigan viviendo sin plena libertad no le impide a King reconocer esa continuidad. Sin embargo, luego afirma: 


			 


			Cien años después, la vida del negro es todavía minada por los grilletes de la discriminación. Cien años después, el negro vive en una solitaria isla de pobreza en medio de un vasto océano de prosperidad material. Cien años después, el negro todavía languidece en los rincones de la sociedad estadounidense y se encuentra a sí mismo exiliado en su propia tierra.53 


			 


			Si King se hubiese limitado a esa denuncia, quizá no recordaríamos el discurso. El texto transciende y se vuelve memorable por la hermosura de sus imágenes: 


			 


			Hoy es el tiempo de elevarnos del oscuro y desolado valle de la segregación hacia el iluminado camino de la justicia racial. Hoy es el tiempo de elevar nuestra nación de las arenas movedizas de la injusticia racial a la sólida roca de la hermandad... Este sofocante verano del legítimo descontento del negro no terminará hasta que venga un otoño revitalizador de libertad e igualdad.54 


			 


			La alusión («el invierno de nuestro descontento») a las conjuras del Ricardo III de Shakespeare —resalta Nussbaum— expresa sin ambigüedades la furia legítima y justificada de los afroamericanos por las injusticias a las que han sido sometidos. Pero de la mano de esa ira viene el llamado elocuente a la no violencia: 


			 


			No saciemos nuestra sed de libertad tomando de la copa de la amargura y el odio... No debemos permitir que nuestra protesta creativa degenere en violencia física. Una y otra vez debemos elevarnos a las majestuosas alturas de la resistencia a la fuerza física con la fuerza del alma.55 


			 


			King sueña que «mis cuatro pequeños hijos vivirán un día en una nación donde no serán juzgados por el color de su piel sino por el contenido de su carácter». Y —aquí culmina el discurso «todos los hijos de Dios, hombres negros y hombres blancos, judíos y cristianos, protestantes y católicos» podrán algún día gozar de la libertad. 


			Las virtudes que King proclama, como también las que proclama Lincoln, son universales y se expresan en un modo particular de organizar la vida en sociedad. Ambos —Lincoln y King— practican una versión especialmente apasionada y conmovedora del patriotismo constitucional. 


			Barack Obama hacía lo mismo. A menudo se le criticó por ser frío y distante. Sin embargo, no hay nada de frío en la forma en que promovió la capacidad de vivir juntos, en paz y con respeto mutuo, como la virtud liberal más admirable de todas. 


			«Cada uno de nosotros tiene creencias profundas», afirmó en el discurso que pronunció luego de ser reelegido en 2012. «Y al pasar por momentos difíciles, cuando tomamos decisiones importantes como país, ello necesariamente despierta pasiones, da origen a controversias», lo que llamó «un distintivo de nuestra libertad». Sin embargo, 


			 


			a pesar de todas nuestras diferencias, la mayor parte de nosotros comparte ciertas esperanzas para el futuro de Estados Unidos... Creemos en unos Estados Unidos generosos, en unos Estados Unidos compasivos, en unos Estados Unidos tolerantes, abiertos a los sueños de la hija de un inmigrante que estudia en nuestras escuelas y jura ante nuestra bandera.56 


			 


			Esta última línea revela que Obama está consciente del desafío que deben superar las democracias liberales: conformar un «nosotros» que sea creíble. Los populistas de derecha, como Trump, hacen política en torno a la identidad racial; los populistas de izquierda, como Pablo Iglesias, en torno a los ingresos. Ya se trate de exportadores chinos, inmigrantes mexicanos, supuestos terroristas islámicos o codiciosos banqueros, esos populistas crean «un otro claro, al cual se puede dirigir la ira», ha escrito recientemente Dani Rodrik.57 


			Los demócratas liberales sabemos que culpando a los otros no se llega a ninguna parte, y que asumir una responsabilidad compartida es el primer y necesario paso en el largo camino para construir un mejor futuro compartido. Indispensable es la convicción moral, expresada con pasión, de que «la hija de un inmigrante que estudia en nuestras escuelas» es un miembro genuino, con plenos derechos, de ese «nosotros» común. Indispensables también son las reformas políticas y económicas para que esa afirmación sea creíble, y para que ese sueño de integración social sea realidad. 


			 


			GRANDES CHILENOS


			 


			El año 2008, la teleaudiencia de Televisión Nacional de Chile eligió, en un programa del mismo nombre, a los más Grandes Chilenos. Los dos ganadores, con casi idéntica votación, fueron Arturo Prat y Salvador Allende. 


			Entonces se tejieron muchas teorías acerca de por qué estos dos serían, según los telespectadores, los más grandes de los grandes. Una teoría apuntaba al supuesto amor chileno por los héroes trágicos que, derrotados, entregan su vida. Otra tesis creía ver reflejada en este par la polarización política del país, con Prat representando a la derecha y Allende a la izquierda. 


			Una interpretación que en su momento nadie defendió, pero que a los autores de este libro nos parece plausible, es que recordamos a Allende y a Prat porque supieron hablarnos. Practicaron, de modo muy distinto, pero también muy efectivo, el arte de la palabra. Y en sus palabras, querámoslo o no, nos reconocemos. 


			Todo escolar chileno sabe que al acercarse el fin del Combate Naval de Iquique, Prat preguntó a sus marineros: «¿Ha almorzado la gente?» Un líder se gana nuestra simpatía solo con el gesto de preguntar, minutos antes de que se hunda el barco, si sus subalternos están debidamente alimentados. Luego, Prat largó la mejor arenga —buena en parte por ser breve y directa— que conozca nuestra historia: 


			 


			¡Muchachos! La contienda es desigual [...]. Pero como sabéis, nuestro pabellón nunca ha sido arriado ante el enemigo, y espero que no sea esta la ocasión de hacerlo. Mientras yo viva, os aseguro que esa bandera flameará en su lugar; y si yo muero, mis oficiales sabrán cumplir con su deber. ¡Viva Chile!58 


			 


			En unas pocas frases, Prat logra ir al meollo de la situación («La contienda es desigual»), crear un sentimiento colectivo aludiendo a la historia común («nunca ha sido arriado»), fijar un estándar ético («no sea esta la ocasión»), y dar luces acerca del futuro, pase lo que pase («mientras yo viva [...] si yo muero»). 


			No hay en la arenga ni una palabra difícil ni una oración sintácticamente compleja. Prat no dice «fallecer», como es común en estos casos; va al grano y dice «si yo muero». Su propósito era ser entendido por una tripulación de marinos sin mayores estudios, y Prat lo logra perfectamente. De paso, crea una identidad común, logra que lo recordemos y, al hacerlo, sintamos orgullo y emoción. 


			Allende, por su parte, se ganó un espacio en el corazón de incluso sus más enconados adversarios por las palabras supremamente bellas con que concluyó su gobierno. En el siglo XX ninguna pieza de oratoria política chilena llega a los talones de esta: 


			 


			Seguramente esta es la última oportunidad en que me pueda dirigir a ustedes [...]. Mis palabras no tienen amargura sino decepción, y serán ellas el castigo moral para los que han traicionado el juramento que hicieron [...]. Ante estos hechos, solo me cabe decirle a los trabajadores: ¡Yo no voy a renunciar! Colocado en un tránsito histórico, pagaré con mi vida la lealtad del pueblo. 


			Y les digo que tengo la certeza de que la semilla que entregáramos a la conciencia digna de miles y miles de chilenos no podrá ser segada definitivamente. Tienen la fuerza, podrán avasallarnos, pero no se detienen los procesos sociales ni con el crimen ni con la fuerza. La historia es nuestra y la hacen los pueblos [...]. 


			Seguramente radio Magallanes será callada y el metal tranquilo de mi voz no llegará a ustedes. No importa, lo seguirán oyendo. Siempre estaré junto a ustedes. [...] Mi recuerdo será el de un hombre digno que fue leal a la lealtad de los trabajadores. El pueblo debe defenderse, pero no sacrificarse. El pueblo no debe dejarse arrasar ni acribillar, pero tampoco puede humillarse. 


			Trabajadores de mi patria: tengo fe en Chile y su destino. Superarán otros hombres este momento gris y amargo, donde la traición pretende imponerse. Sigan ustedes sabiendo que, mucho más temprano que tarde, de nuevo abrirán las grandes alamedas por donde pase el hombre libre para construir una sociedad mejor.59 


			 


			Allende lo advierte al comienzo: «mis palabras [...] serán [...] el castigo moral». El tono es combativo pero, por sobre todo, es ético. Su propósito es más de profeta, o mártir, que de político de trinchera. En el momento del cisma más violento de nuestra historia, con el ruido de la metralla de fondo, Allende logra dar una nota de transcendencia y unidad. 


			Hay, claro está, pasajes vitriólicos que no hemos incluido, como el de «Mendoza, general rastrero...», el «raspacacho» a los colegios profesionales, «colegios de clase», y la mención certera a ese «sector social que hoy estará en sus casas esperando con mano ajena reconquistar el poder para seguir defendiendo sus granjerías y sus privilegios». 


			Pero esas palabras quedan chicas frente a «la historia es nuestra y la hacen los pueblos» o «se abrirán las grandes alamedas por donde pase el hombre libre para construir una sociedad mejor». Allende termina afirmando, en medio de la balacera, que tiene «fe en Chile y su destino», y se las arregla para que la afirmación no parezca hueca, sino heroica. 


			Martha Nussbaum sostiene que es la belleza de la palabra la que genera pasión por las ideas. En el discurso de Allende hay belleza a raudales. La semilla plantada no será «segada», dice al comienzo, y el atractivo extraño de esa palabra nos invita a seguir prestando atención. Al advertir que los chilenos no podrán seguir escuchando «el metal tranquilo de mi voz», Allende da con la metáfora perfecta que expresa la serenidad de quien tiene el derecho de su parte ante el asedio de la violencia. Describe el momento fatídico del golpe como «gris y amargo», evitando toda grandilocuencia. Y, por supuesto, la imagen de las «grandes alamedas» resulta tan evocadora que hasta los conservadores la usan hoy. 


			 


			AMPLITUD DE CORAZÓN


			 


			A nadie se le pasaría por la mente decir que Prat o a Allende fueron liberales. Pero sus palabras muestran cómo una narrativa hecha en un momento histórico particular puede trascender su tiempo y convertirse en parte de un «nosotros» inspirador y compartido. 


			En Chile, ¿dónde está la retórica propiamente liberal-democrática que pueda inspirarnos? ¿Dónde está la identidad compartida, fincada en los valores comunes de la libertad y la democracia, y expresada elocuentemente a través de la palabra? 


			Hay atisbos de ello en las palabras de Mac Iver y Aylwin citadas en este capítulo. Y en los aportes fundamentales de intelectuales desde Lastarria hasta Peña. Pero el grueso de esa narrativa y de esa retórica está aún por construirse. 


			Esa construcción avanza al articular en qué consisten los valores liberales y democráticos aplicados a Chile, hoy. Nos parece que la concepción liberal igualitaria desarrollada en capítulos anteriores ofrece una formulación particularmente atractiva para la defensa de dichos valores.60 Veíamos ahí que esos valores constituyen una teoría —y una práctica— de la justicia. Esta palabra es importante porque, en Chile al menos, no siempre se le asocia a la visión liberal. 


			Una sociedad es justa si concilia libertad e igualdad. La libertad, afirman filósofos liberales como Rawls y Anderson, es el bien supremo de una sociedad. Pero ejercer la libertad requiere, como planteó Sen, ciertas «capacidades». Una sociedad es justa y las personas son libres cuando cuentan con las capacidades para vivir la vida que quieren vivir, no la que les tocó vivir. 


			Que alguien haya nacido alto o bajo, fuerte o débil, rico o pobre no puede servir de base legítima para justificar una sociedad jerárquica donde haya ciudadanos de primera y segunda clase. Al contrario, los movimientos políticos liberal-igualitarios se oponen a esas jerarquías injustificadas, y afirman el «igual valor moral de las personas». Buscan acabar, en la frase de Los Prisioneros, con la «estrechez de corazón». 


			El desafío es formular estos ideales con palabras nuevas y potentes. Tal cosa no es posible en términos puramente abstractos. Al revés, solo es posible cuando anclamos esos principios en casos colectivos o casos particulares suficientemente representativos. 


			Asimismo, la potencia de estos discursos depende de una ocasión dramática que dota de sentido específico a esas palabras generales y así las fija en la memoria colectiva: Lincoln en el campo de batalla, Martin Luther King situándose a la vera de Lincoln en el momento culminante de la lucha por los derechos civiles, Prat y Allende mirando cara a cara a la muerte, dispuestos a entregar sus vidas por un ideal. El talento de los grandes líderes consiste en identificar al vuelo esas ocasiones, y saber qué decir y cómo decirlo, allí, en ese momento y en ese lugar. 


			El reto para los líderes liberales —en Chile o en cualquier país— es ilustrar, con palabras vívidas, en qué consiste una sociedad «buena», donde se pueden vivir vidas «buenas». 


			Y el reto también es pronunciar esas palabras no con la grandilocuencia de quien se dirige a decenas de miles de personas reunidas en la calle —esa es la política del pasado—, sino con la amabilidad exigida de quien se entromete en el living familiar a través de la televisión, o con el toque personal e intimista propio de las redes sociales. 


			Solo así podrán demostrar esos líderes que las ideas liberales pueden engendrar pasión y —por qué no— amor. 
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			Las promesas de Norberto: el desafío democrático 


			 


			EL DESCONTENTO CON LA POLÍTICA 


			 


			La política no es otra cosa que la mejor alternativa a la violencia. Cuando dejamos de lado los machetes, las picotas y las subametralladoras, a través de la política nos ponemos de acuerdo sobre los asuntos de interés común. 


			Cuando la política es buena, nuestras decisiones colectivas son buenas. Por el contrario, en un país donde la política está fragmentada y donde todo es permanente confrontación, los avances son mucho más difíciles de lograr y sustentar. 


			No solo eso. Mientras en Chile seguimos hablando —legítimamente, sin duda— de crecimiento e igualdad, el siglo XXI nos espera con desafíos nuevos. El cambio climático, la escasez del agua y la degradación de los océanos; la robotización, la inteligencia artificial y el futuro del trabajo; la congestión, contaminación y segregación en las ciudades. Estos son solo apenas ejemplos de los desafíos nuevos que requerirán respuestas diferentes, y por lo tanto de una política robusta y creativa que permita dar con esas respuestas. 


			La buena política, entonces, es más necesaria que nunca. 


			Sin embargo, la buena política enfrenta obstáculos crecientes. En los años noventa muchos pensaron que la historia llegaba a su fin con el triunfo de la democracia liberal en todo el planeta, pero no fue así. Por el contrario, los años recientes han traído consigo el resurgimiento del integrismo religioso, el autoritarismo y, lo que es más relevante para los propósitos de este libro, el populismo en sus diversas variedades. 


			 


			LAS PROMESAS INCUMPLIDAS DE LA DEMOCRACIA


			 


			El populismo es políticamente potente porque se aprovecha de lo que Norberto Bobbio denomina «las promesas incumplidas de la democracia».1 


			La democracia moderna es representativa. Y esa representación la ejerce el político cumpliendo la labor para la cual fue elegido: si es parlamentario, legislando en el Congreso; si es un cargo municipal, ejerciendo las labores de la alcaldía. Al encerrarse en una oficina no está faltando a su deber, sino que llevando a cabo sus funciones. No obstante, la retórica de la democracia moderna afirma lo contrario; resalta el contacto en la calle y la cercanía, a veces más aparente que sustantiva, con los votantes y sus preocupaciones. 


			Es fácil que la credibilidad de estos representantes se debilite por falta de conexión con la realidad cotidiana de sus propios electores. Quien se haya presentado como candidato, habrá oído el reiterado reparo de los votantes: «A ustedes, los políticos, los vemos solamente para las elecciones». Los políticos parecen distantes y poco fiables, según los ciudadanos manifiestan a los encuestadores. Esta brecha la explotan los populistas. 


			Una manera esclarecedora de concebir la política en los sistemas democráticos es la siguiente: los políticos son representantes que actúan conforme al mandato de los votantes. Pero es muy posible que un representante tenga intereses propios que chocan con los de los votantes. O bien que la falta de información impida identificar a un representante inmoral o corrupto, o distinguir a uno idóneo de uno incompetente. En consecuencia, los ciudadanos tienen amplia razón para desconfiar de los políticos. Y los políticos fácilmente pueden perder su credibilidad, como parece ocurrir hoy en muchas democracias de Occidente, entre ellas Chile.2 


			Bobbio subraya que la falta de confianza en los políticos democráticos obedece también a otras dos dificultades. Una es que las sociedades modernas son pluralistas, y dentro de ellas hay muchos intereses que compiten por ser representados; no hay una «voluntad general» que un político pueda representar. Y esto, ya vimos, es precisamente lo que populistas como Trump y Maduro niegan. Para ellos la política y sus instituciones naturales —los partidos políticos— no son necesarias, pues la intermediación entre los intereses diversos y el proceso de deliberación democrática es inútil al existir una sola voluntad general y un representante único de ella, ya sea un partido como el Podemos español o un caudillo como Trump. 


			La dificultad adicional es que en una democracia representativa no existe — por muy buenas razones— un «mandato vinculante» que obligue al elegido a actuar de una manera determinada. Una vez en su cargo, el político es libre de decidir por sí solo en qué consiste el bien de la sociedad y qué políticas pueden promoverlo. El problema es que cuando las circunstancias cambian, como dijo Keynes, lo único sensato es cambiar de opinión, y de políticas. 


			Por ejemplo, un programa de gasto social que parecía aconsejable y financiable, cuando la economía crecía y las finanzas públicas estaban boyantes, deja de ser aconsejable, y financiable, cuando la economía sufre un shock externo y entra en crisis. Pero, inevitablemente, la conexión entre volatilidad externa, crecimiento económico y finanzas públicas es compleja y opaca incluso para los expertos, y más aún para un votante desinformado. Aunque un político competente actúe de manera «correcta» al cancelar o postergar el programa de gasto social, lo más probable es que el electorado concluya que fue engañado y que el político simplemente tiró sus promesas electorales por la borda. 


			Un factor final: la tecnología aumenta enormemente la velocidad con la que los ciudadanos transmiten sus diversas demandas. El alcalde de una ciudad se enterará de modo casi instantáneo, a través de Twitter, Instagram y Facebook, cuando no se ha recogido la basura en cierta calle. Al mismo tiempo, los mecanismos de consulta y contrapeso democrático frenan la velocidad de las respuestas. Supongamos que el alcalde quiere crear un nuevo sistema de recolección de basura y eliminación de desechos. Esto exigirá evaluaciones de impacto ambiental y extensas consultas ciudadanas. Durante los años que lleve la puesta en práctica del nuevo sistema, en ocasiones no se recogerá la basura. Lo que agudizará, día tras día, el conflicto entre lo que la ciudadanía espera y lo que la democracia es capaz de proporcionar. 


			Las democracias se esfuerzan por procurar, a través de medios institucionales, que los intereses de los políticos y de los votantes coincidan. En Gran Bretaña, los distritos electorales que eligen a los miembros del parlamento son relativamente pequeños, mientras que en Estados Unidos los diputados deben ir a la reelección cada dos años. Pero estas soluciones conllevan sus propios problemas, entre ellos el riesgo de que la frecuencia de las elecciones haga que algunos políticos no deban rendir cuentas ante los votantes, sino ante los intereses especiales que financian sus campañas, o que los representantes estén más preocupados de su próxima elección que de ejercer debidamente el cargo. 


			Bobbio concluye que algunas promesas de la democracia se han incumplido. «Pero», pregunta, «¿se trataba de promesas que realmente podrían haberse cumplido? Yo diría que no». 


			 


			LA RESPUESTA DE LOS DEMÓCRATAS


			 


			La democracia representativa y liberal, en consecuencia, es inherentemente frágil. Los populistas se aprovechan de esta fragilidad. 


			¿Cómo debe responder el liberalismo democrático ante la asonada populista? Una cosa está clara: esa respuesta no puede ser solo tecnocrática. 


			A medida que las sociedades se vuelven más complejas y que aumenta la dificultad para evaluar y decidir sobre políticas públicas, se eleva la importancia social de los tecnócratas que poseen los conocimientos necesarios para tomar decisiones complejas, pero su estima ante la sociedad se reduce. Recordemos lo dicho por el ex ministro de justicia del Reino Unido, Michael Grove, en medio del debate sobre el Brexit: «los británicos están hartos de los expertos». O, según lo expresa Bobbio, «la tecnocracia y la democracia son la antítesis: si el experto es el protagonista de la sociedad industrial, ello excluye todo papel central que el ciudadano de a pie pueda desempeñar». Tiene toda la razón: la tecnocracia y el populismo de hecho coinciden en creer que los problemas tienen una sola respuesta correcta: la de los expertos, en un caso, la del líder populista, en el otro. Son dos formas opuestas pero simétricas de negar la diversidad y el pluralismo de visiones e intereses propio del debate democrático. 


			Esto no quiere decir, por supuesto, que las decisiones colectivas puedan o deban olvidarse del saber técnico. Al fin y al cabo, si se revienta una cañería uno recurre a un gásfiter, y si duele una muela es de elemental sentido común visitar a un dentista. Lo mismo corre para las políticas públicas. 


			El punto es otro. La legitimidad de esas decisiones colectivas no puede estar fincada exclusivamente en el saber técnico. En una sociedad diversa, no basta decir «esta es la decisión correcta» para que todo el mundo acate esa decisión sin chistar. 


			Cuando se trata de decisiones que tienen implicancias normativas —y la mayoría las tiene—, esto es obvio. Los ciudadanos diferimos legítimamente en nuestros juicios sobre lo que es justo y lo que no lo es, sobre el balance entre distintos objetivos sociales, sobre la prioridad que le asignamos a distintos valores y a distintos fines. El disenso es inescapable, incluso entre personas enteramente razonables. Dicho de otra forma, el desacuerdo es la realidad permanente de la vida social, y por eso necesitamos la política y no solo a los expertos. 


			Pero incluso cuando los desacuerdos son más bien técnicos, en el sentido de que el fin es compartido y solo se busca el mejor medio para alcanzarlo, los expertos por sí mismos no bastan. 


			Argumentamos anteriormente que es inevitable que el ciudadano desconfíe de la infalibilidad del experto. ¿Cómo puedo estar seguro, pregunta el votante, que de todas las alternativas con aparente sustento técnico que el mercado político ofrece, esta es la correcta? 


			Peor aún, es natural que el ciudadano cuestione las motivaciones del supuesto experto. ¿Cómo puedo estar cierto de que tienes mis intereses en mente y no los tuyos al recomendar esta política pública? ¿Cómo puedes garantizar que no actúas para favorecer algún interés oculto o algún lobby poderoso? 


			Dos estudios realizados recientemente por investigadores de Harvard y del MIT explican el surgimiento del populismo precisamente en estos términos.3 Los políticos exitosos, sostienen estos estudiosos, adoptan posturas populistas precisamente para demostrar a los electores que no están en el bolsillo de algún interés poderoso. Así, aunque las políticas populistas reduzcan el bienestar económico general, los votantes racionales optan por ellas porque son el precio de distinguir entre diferentes tipos de políticos. Como se señala en uno de los estudios: «una vez que los líderes dejan de ser necesariamente honestos, es posible que valga la pena contratar a los que son incompetentes».4 


			Si el saber técnico, entonces, es indispensable, ¿cómo lograr, en la acertada descripción de Daniel Innerarity, «que el juicio de los expertos sea tenido en cuenta pero que no nos sometamos a él»?5 ¿Cómo adoptar y legitimar decisiones colectivas que sean ajenas al populismo y a la tecnocracia? 


			Esas decisiones colectivas solo pueden estar fincadas en dos factores: la legitimidad de los mecanismos institucionales y de las prácticas utilizadas para adoptarlas, y la fuerza de la narrativa democrática e igualitaria que sustenta a esas instituciones. 


			 


			LA POLÍTICA CERCA DE CASA


			 


			Si a la política los ciudadanos la ven lejana... es porque muchas veces es lejana. En Chile la política, como tantas otras cosas, es centralista. Un vecino de Antofagasta, Chillán o Coyhaique que ve las noticias en uno de los canales de televisión nacional tendrá que tolerar largos minutos de cobertura de los dichos, maniobras y tácticas de la clase política en Santiago o en Valparaíso. Y las declaraciones de un ministro a la salida de una cita con un gremio empresarial, o los dichos de un diputado sobre un proyecto de ley que pasa de la comisión legislativa a la sala de la Cámara parecen inevitablemente ... lejanos. Distantes, ajenos, desconectados de la vida y realidad cotidiana de los ciudadanos. 


			Así las cosas, las «promesas incumplidas de la democracia» de las que hablaba Bobbio se vuelven aún más difíciles de cumplir. 


			Si la gente no se acerca a la política, la alternativa es acercar la política a la gente: trasladar ciertas decisiones del nivel nacional al regional o municipal, y convertir «lo local» en el nuevo foco del debate político. 


			Hay cierta evidencia de que las personas son menos escépticas de la política local que de la nacional, y que depositan más confianza en los alcaldes que en los diputados, senadores o ministros. En la Encuesta Criteria de enero del 2019, cuatro de los diez potenciales presidenciables con mayor apoyo son alcaldes, lo que resulta algo sorprendente dado que los ediles —especialmente los de comunas relativamente pequeñas, como Recoleta— no tienen la exposición mediática nacional de los ministros o de las principales figuras del parlamento.6 


			Una hipótesis es que los alcaldes son los responsables de servicios muy concretos —salud en los consultorios, educación en los colegios municipalizados, pavimentación de calles y pasajes, recolección de basura, entrega de subsidios—, que resultan más tangibles y comprensibles para las personas que las discusiones sobre alianzas electorales o estrategias legislativas que dominan la política nacional. Una hipótesis complementaria es que los alcaldes —y también los intendentes—, al tener que resolver problemas concretos en plazos breves, se vuelven más pragmáticos y menos propensos a la retórica y a la ideología que los políticos nacionales. 


			También hay abundante evidencia de que las personas se declaran más satisfechas con su realidad familiar o local que con el estado de las cosas en el país. La encuesta CEP viene haciendo preguntas al respecto desde 2004, y los resultados apuntan siempre en la misma dirección. Por ejemplo, el porcentaje de personas que dicen sentirse satisfechas con su situación económica personal siempre es mayor que el porcentaje de quienes están satisfechos con el estado de la economía nacional, y la brecha entre los dos indicadores se ha acentuado de manera rápida desde 2010.7 Algo parecido ocurre con los asuntos urbanos: son muchas más las personas que se declaran satisfechas con su barrio o ciudad que con su región o con el país en su conjunto. 


			La devolución de ciertas decisiones al nivel local ayuda a la eficiencia. No puede ser eficiente que el diseño de una costanera en Chañaral o una plaza en Osorno se haga en Santiago; los vecinos saben qué les hace falta mucho mejor que un funcionario en la capital. 


			Pero la descentralización tiene mucho más que ver con afectos, identidades y un sentido de orgullo y de control. Las decisiones que se toman por allá, lejos, no son —dicen los residentes de regiones— «nuestras» decisiones. No somos «nosotros» —afirman— los que controlamos plenamente nuestros destinos. 


			La socióloga Saskia Sassen argumenta que mucha gente se opone a la globalización porque siente que le ha hecho perder control sobre sus vidas: eventos que ocurren a miles de kilómetros de distancia determinan el precio del pan que comemos o del combustible que necesitamos para movilizarnos.8 El psicólogo Martin Seligman ha venido acumulando por décadas evidencia de que la sensación de pérdida de control suele ser un antecedente de la desdicha e incluso de la depresión.9 


			Por todo lo anterior, son muchos los analistas que argumentan que la descentralización de las decisiones es una herramienta clave para devolverle el sentido y la credibilidad a la política.10 En Chile, con su tradición de centralismo exacerbado, ello tiene aún más sentido. 


			En octubre de 2020 los chilenos y chilenas elegiremos a los gobernadores regionales por primera vez en nuestra historia. Es un hito importante. Pero, como siempre, el diablo está en los detalles. Hay muchas maneras de descentralizar y no todas producen efectos positivos. 


			El proceso no está exento de riesgos: si las competencias que se les transfieren a los gobernadores son exiguas, o si la repartición de funciones entre lo central y lo regional es poco clara o queda mal diseñada, la expectativa de eficacia y control local puede verse severamente frustrada. El riesgo de conflicto y parálisis entre un gobernador de un color político y un gobierno central de otro color es obvio. También es posible que diferencias en gestión y recursos incrementen la desigualdad entre regiones y perjudiquen a las más necesitadas. 


			Además, la experiencia reciente de otros países de América Latina muestra que la descentralización mal hecha puede exacerbar la corrupción y el clientelismo, fragmentar todavía más la política y los partidos y dar espacio a caudillos con tendencias autoritarias.11 


			Estos son los riesgos. Pero ellos no son razón para no intentar la descentralización, sino para entender que la elección de los gobernadores debe ser parte de un proceso integral, gradual y de largo aliento para descentralizar de modo inteligente. Frente a los riesgos, también es posible imaginar las oportunidades: que con la elección de gobernadores la política empiece a dejar de ser reducto exclusivo de la verbosa escena nacional y se traslade a las regiones, las ciudades y las comunidades —allí donde vive y trabaja la gente—. 


			 


			LAS INSTITUCIONES ¿FUNCIONAN?


			 


			Los escándalos recientes en Carabineros y el Ejército, sumados a la epidemia de abuso sexual en la Iglesia, los reiterados intentos de manipular precios por parte de empresas grandes y pequeñas y los embrollos múltiples de la política han venido a confirmar que en Chile ya no queda títere institucional con cabeza. Alguna vez los chilenos, cegados por la soberbia, creímos que nuestro país era distinto al resto de la región, que «esas cosas no pasan en Chile». Hoy debemos reconocer, con la cola firmemente plantada entre las piernas, que nuestras instituciones adolecen de muchos de los mismos vicios que las del vecindario. 


			Es justo constatar, en todo caso, que la clase política chilena ha recogido el guante, y que variadas reformas —muy necesarias todas— han sido aprobadas por el Congreso siguiendo las recomendaciones de la criteriosa Comisión Engel.12 Acabar con el financiamiento electoral provisto por las empresas; mejorar las declaraciones de patrimonio e intereses de políticos y funcionarios; sincerar el largo efectivo de las campañas electorales; regular el lobby; refichar a los militantes de los partidos políticos y requerir que estos practiquen la democracia interna, profesionalizar el servicio público y limitar el rol de los partidos políticos como agencias de empleo para sus militantes —estos y muchos otros son cambios necesarios para relegitimar a nuestras instituciones y las elites políticas, profesionales, académicas, empresariales y sindicales que las conducen—. 


			Son necesarios, pero no suficientes. Además de modificaciones a las reglas formales, se requerirán cambios en muchas prácticas informales que por largo tiempo perpetuaron una toma de decisiones excluyente y reducida a un pequeño grupo. Como ha descrito agudamente el politólogo estadounidense Peter Siavelis, en Chile estas prácticas y entendimientos tácitos le dieron el poder de decisión real a pequeñas cúpulas de dirigentes. La persistencia de estos «enclaves de la transición» ha dificultado el desarrollo de una democracia más robusta y efectiva.13 


			Pero en una sociedad cada vez más horizontal en su trato y en sus expectativas, la ciudadanía ya no se conforma con formas puramente jerárquicas de representación. Una postura ya no es necesariamente deseable o legítima simplemente porque la respalda el senador tal o el partido cual. Tampoco basta con que la adopte un gremio, sindicato o Iglesia, por prominente que sea. 


			Nuestra política se está volviendo más compleja y pluricéntrica. 


			En buena hora. 


			Esta nueva etapa necesitará cambios culturales, además de los legales. Nuestra política requerirá de una capacidad de diálogo y entendimiento mayor que cuando bastaba con alinear a un puñado de dirigentes partidistas para alcanzar una decisión. 


			Y —el punto es clave— deberemos construir una clase política menos autorreferente y más porosa. La discriminación, el prejuicio y su resultado, la exclusión, son dolorosamente comunes en el mundo de la política y lo público. La retórica de la igualdad repleta los discursos políticos, pero rara vez se observa en la práctica de la política. 


			Connotados dirigentes partidistas pronuncian encendidos discursos a favor de la igualdad y luego se comportan como clásicos discriminadores y hostigadores con sus propios equipos de trabajo. No es casualidad que las mujeres, los pueblos originarios, las personas de regiones, las personas con capacidades diferentes y el mundo gay estén groseramente subrepresentados en las dirigencias partidistas y el Congreso. 


			Aquí resulta útil recordar la definición de populismo que planteamos al comienzo de este libro: un modo de hacer política que reniega del pluralismo y de las instituciones mediadoras tan propias de la democracia liberal, y que se finca en una relación directa —no institucional— entre el líder populista y el pueblo, unidos por su furia común contra «otros» —elites, minorías, inmigrantes— a quienes niega toda legitimidad política y moral. 


			Poco importa que en el discurso «chavista» o «trumpista» esas elites sean más propiamente un recurso retórico que una realidad empíricamente comprobable. Lo que importa desde la óptica política es que la descripción de una elite segregada, ya sea social o política, y a la que solo se llega a pertenecer por el apellido o los contactos, no por el talento o el mérito, sea verosímil. 


			Y en Chile lo es. 


			Elizabeth Anderson argumenta que en la educación y en el empleo la llamada «acción afirmativa» —o discriminación positiva a favor de grupos históricamente discriminados— se justifica no solo para que a los cargos de liderazgo lleguen los mejores en un sentido técnico. Una elite social, cultural y racialmente diversa también es necesaria para que los líderes entiendan los problemas de los ciudadanos, les den la importancia requerida y tengan las habilidades para interactuar eficazmente con todos los grupos sociales.14 


			Chile tuvo cuatro pares de presidentes padre e hijo en el siglo XIX, y dos pares en el siglo XX. Es de esperar que las cosas sean distintas en lo que queda del siglo XXI. Mientras la elite de Chile no sea un razonable reflejo del rostro de Chile, el único espejo en que podremos contemplarnos será el de la legitimidad democrática imperfecta. Y la amenaza populista nos seguirá acechando a la vuelta de cada esquina. 


			 


			EN BUSCA DEL BIEN COMÚN


			 


			Decíamos que la buena política requiere de cambios en las instituciones y en las prácticas informales de la política, como los hábitos cupulares y el elitismo. 


			También requiere ideas que doten de sentido profundo la acción colectiva. 


			¿Por qué? 


			Porque sin ellas la política decae rápidamente en una simple lucha entre intereses y poderes fácticos por ganar un pedazo más grande de la torta. Solo las narrativas (o «relatos») con consistencia y densidad teórica pueden entregar a las personas razones de interés público para legitimar sus demandas y también, crucialmente, para aceptar cuando sus propias demandas deben ser postergadas o quedar insatisfechas. 


			Sin una apelación al interés público y, por lo tanto, sin una explicación de qué es este y qué le sirve y qué no, la política democrática no puede reclamar la legitimidad asociada con estar al servicio de todos. 


			La apelación al interés común es absolutamente vital para los partidos políticos en un sistema democrático sano. Sin esta narrativa que articule un sentido de justicia que ilumine su actuar legislativo y político, los partidos caen rápidamente en el oportunismo y las luchas en que el poder se justifica a sí mismo. 


			No hay que ser ingenuos: los partidos políticos existen para conquistar el poder. Siempre, hasta en los sistemas políticos más virtuosos, estarán llenos de cálculos electorales, declaraciones altisonantes que enmascaran intereses pedestres y movidas tácticas de todo tipo. 


			Pero cuando la política deja de ser —además de todo eso— el cultivo del interés común, los partidos también se empiezan a deslegitimar. 


			Un propósito de las ideologías es definir los contornos de lo que constituye el bien común. Y así como en Chile hubo causas institucionales para el declive de los partidos y la política, también las hubo propiamente ideológicas. Ha sido notorio el déficit de esfuerzo intelectual a lo largo de todo el espectro político por pensar, debatir y actualizar sus ideologías políticas. 


			Como vimos, parte del problema que sufren hoy los socialdemócratas y los democratacristianos es que durante los años de la Concertación evitaron el debate de principios para no alienar a los socios de la coalición que tenían una visión mucho más crítica de las políticas que la misma Concertación aplicó. 


			Y en la derecha, hasta hace poco el panorama intelectual era simplemente desértico. 


			Todo esto ha empezado a cambiar en los últimos años. 


			La aparición de partidos nuevos con un fuerte componente ideológico, como Revolución Democrática, y la contribución de intelectuales como Fernando Atria o Carlos Ruiz Encina, ha sido un aporte para construir una política basada en la articulación de ideas de fondo, antes que en simples intereses. Un esfuerzo análogo empieza a despuntar en parte de la derecha con el surgimiento de intelectuales como Hugo Herrera, Daniel Mansuy y Pablo Ortúzar. Tenemos diferencias fundamentales con esas perspectivas, pero la buena política consiste precisamente en precisar esas diferencias ante la ciudadanía. 


			Este libro ha intentado ser una contribución de ideas a nuestra discusión política. 


			Creemos que la «igualdad democrática» —tal como la hemos explicado en este libro— puede fundar un proyecto político distintivo y que entrega respuestas claras y coherentes a los dilemas fundamentales de la vida colectiva, y que ni en la izquierda ni en la derecha chilena actuales encuentran esas respuestas satisfactorias. 


			La igualdad democrática responde tanto a las carencias del Chicago-gremialismo de Jaime Guzmán —en el que sigue atrapada la derecha— como a la fijación «descomodificadora» de Fernando Atria que hoy por hoy monopoliza buena parte de los debates de la izquierda. 


			Una de las debilidades de estas dos posturas es que no proveen instrumentos conceptuales para ponerle atajo a la arremetida populista. Por eso muchos seguidores de Guzmán y de Atria —y aunque las ideas de estos últimos no sean en sí mismas populistas— en vez de oponerse con firmeza a las posturas populistas suelen ceder ante ellas. 


			El populismo es por definición iliberal, antipluralista y contrario a la inclusión: se nutre de la división entre «ellos» y «nosotros». Por eso mismo, el mejor antídoto contra el populismo es el liberalismo. 


			Un centro liberal puede reivindicar la libertad y el pluralismo y al mismo tiempo articular en detalle cómo alcanzar la igualdad relacional entre las personas. Ese centro liberal puede impulsar sin complejos el muy necesario crecimiento económico y al mismo tiempo aplicar el enfoque pragmático que se requiere para corregir fallas de mercado y ayudar a quienes el mercado deja rezagados, dejándolos vulnerables ante las falsas promesas populistas. 


			Para hacer flamear muy alto las banderas liberales, el centro político es el candidato natural. Pero la derecha y la izquierda también podrían beneficiarse de una infusión de liberalismo. 


			Una derecha liberal no se dejaría arrastrar por el populismo nacionalista y excluyente que campea hoy en el mundo si afirma como valor central la igualdad de consideración y respeto que todas las personas merecen. Es decir, si no olvida que el liberalismo democrático es aquel que extiende su protección y reconocimiento a todas las personas y grupos, evitando la creación de ciudadanos de segunda clase. 


			Por su parte, una izquierda liberal no sucumbiría ante la izquierda populista si reconoce que la vida social no es un juego de suma cero donde lo que unos ganan lo pierden otros, sino un esquema de cooperación social establecido para la ventaja mutua. Esto lleva a entender que no todo mercado, no toda desigualdad ni todas las elites son necesariamente malos. Lleva también a apreciar que la mejor respuesta a la injusticia es el cambio gradual y persistente, que permite construir relaciones sociales más horizontales, elites más abiertas y una democracia más robusta. 


			De todo esto se trata, precisamente, la «igualdad democrática». 


			Los últimos años no han sido buenos para el liberalismo en el mundo. Hoy estamos, qué duda cabe, en medio de una fase iliberal. Pero ella no nos acompañará para siempre. En su espléndida historia de las ideas liberales, Edmund Fawcett enfatiza que el liberalismo ha sufrido abundantes altibajos. A los ciclos de optimismo sobre las perspectivas de las ideas liberales han seguido, muchas veces, ciclos de pesimismo. Pero los ciclos duran, anota Fawcett parafraseando a Popper, «lo que duran».15 Una y otra vez, explica, la flexibilidad del liberalismo para reinventarse ha frustrado a sus críticos y dado ánimo a sus partidarios. Tenemos confianza en que volverá a ocurrir lo mismo. Y en ese momento el concepto de «igualdad democrática» —creemos— resultará indispensable para alumbrar el camino de regreso hacia los valores del liberalismo. 


			 


			LA IDENTIDAD COMPARTIDA


			 


			La política pensada como la búsqueda del bien común es el polo opuesto de la fragmentación identitaria que empujan los populistas. 


			Mientras más globalizada se vuelve la economía, más depende la política de identidades muy locales. ¿Qué tienen en común los partidarios del Brexit, los nacionalistas rusos y los fundamentalistas islámicos? Que sus posturas políticas giran principalmente en torno a la identidad. ¿Y qué es la violenta reacción contra la inmigración si no la afirmación de la primacía de una identidad sobre otra? 


			No toda forma de política identitaria es nociva. En una era de falta generalizada de confianza en los políticos, es de celebrar que un elector se identifique con un candidato. La familiaridad (y la similitud) puede dar origen a la confianza en lugar de al desprecio. Es más probable que una votante mujer se identifique con una candidata mujer; y lo mismo vale para miembros de minorías étnicas o religiosas. 


			Pero también existe un aspecto negativo. Un sistema político marcado por diferentes identidades fácilmente puede fragmentarse. Y si las preferencias o intereses de dichas identidades son muy diferentes, no habrá mayor brecha entre la fragmentación y la polarización. En Irlanda del Norte, católicos y protestantes ciertamente tenían identidades fuertes, al igual que los hutus y los tutsis en Ruanda. Lo que no fue parte de la solución sino del problema. 


			El otro gran peligro es que las identidades pueden manipularse para obtener ventajas políticas. En esto precisamente se especializan los populistas. En la historia abundan los ejemplos de líderes carismáticos que avivan el tóxico fuego del chauvinismo. Cada vez que el presidente de Bolivia, Evo Morales, enfrenta algún problema político interno emite una proclama contra Chile. Lo que parece haberle dado resultados: lleva más de doce años en el poder y, según dice la prensa, pronto se postulará a un cuarto periodo. 


			Políticos como Nelson Mandela y Barack Obama son admirados, y con razón, por haber practicado una política y un lenguaje de la inclusión. Todos —blancos y negros, ricos y pobres— tenían cabida en las grandes carpas que erigieron. Sin embargo, hoy parecen llevar la delantera quienes practican la retórica de la división: el muro de Donald Trump y las fronteras cerradas de Viktor Orbán atraen a gran número de votantes. 


			Vimos que Obama tiene muy claro el desafío capital que enfrentan las democracias liberales para ponerle atajo al populismo: conformar un «nosotros» creíble. Y ese «nosotros» no puede ni debe estar basado en el chauvinismo ni en la promoción de la superioridad de un grupo por sobre el otro. No puede ser un «nosotros» basado en «la tierra y la sangre», como les gusta corear en sus marchas a los grupos racistas blancos del sur de Estados Unidos. 


			¿Cuál debe ser ese «nosotros» chileno cuyo bien común buscamos a través de la política? En el capítulo precedente dimos algunas pistas. Debe ser un nosotros que se construye sobre aquellos valores que compartimos y de los del cuales nos enorgullecemos. Vimos que líderes políticos liberales en Canadá, Francia y Holanda se declaran patriotas precisamente porque a su juicio sus países encarnan los valores de la apertura, la inclusión y la tolerancia. Chile es el «asilo contra la opresión», según reza nuestro himno. Estamos orgullosos de nuestra tradición democrática de casi dos siglos y de la recuperación de nuestra democracia hace treinta años. Sabemos que habitamos un territorio agreste, y que cuando nos azotan terremotos y tsunamis despunta en nuestros corazones un innegable sentimiento solidario. Nos concebimos como un pueblo esforzado, madrugador, serio hasta bordear el aburrimiento (al menos si nos comparamos con los vecinos). Sabemos que si hemos progresado, ha sido a punta de trabajo. 


			Esas virtudes nos identifican y nos convocan. ¿Podemos aspirar a una suerte de «patriotismo liberal» para Chile, basados en esas virtudes, que nos una en nuestra diversidad? Creemos que la respuesta es sí, por grande que sea el desafío. 


			 


			UNA FRANQUEZA RADICAL Y REALISTA


			 


			Una cosa más se necesita para recuperar la credibilidad de la política y para cumplir esas «promesas incumplidas de la democracia» de Bobbio: que los políticos le hablen con franqueza a la gente. 


			A lo largo de su campaña, el hoy presidente de Francia Emmanuel Macron dijo a los votantes lo que muchos de ellos no querían oír: que Francia ha perdido competitividad, que sus industrias ya no lideran al mundo y que para prosperar los franceses tendrán que trabajar más, ahorrar más, innovar más, y abrir más —no menos— su economía al mundo. 


			No era un mensaje fácil de entregar ni grato de recibir. Pero los franceses lo comprendieron y muchos votaron por Macron, que obtuvo dos de cada tres votos emitidos en la segunda vuelta. 


			La experiencia de Macron sugiere que una respuesta a la crisis de la democracia liberal es la franqueza radical por parte de sus líderes. En un capítulo anterior reparamos en la importancia de los arquetipos de padre, madre —y de la sociedad como una familia— en las narrativas políticas. En la medida en que subsisten esas imágenes parentales de modo inconsciente, ellas deben adaptarse para estar a tono con los tiempos. Tal como padres y madres modernos, los líderes políticos de un proyecto liberal democrático deben ser capaces de hablar con la verdad. Deben ser capaces de persuadir, no imponer. 


			Los populistas tratan a los votantes como niños; los infantilizan. Suponen que cada antojo, cada vaivén de la opinión pública, cada pulsión de la calle debe convertirse en una política pública. No reconocen que los seres humanos, jóvenes o mayores, estamos sujetos a humores y expuestos a tentaciones, y que transitar a la categoría de adulto y, por lo tanto, de ciudadano exige gobernar esos humores y ejercer criterio frente a esas tentaciones. 


			La izquierda mojigata infantiliza a los ciudadanos adultos suponiendo que cualquier campaña de marketing los engaña y que, por lo tanto, no son capaces de elegir con libertad qué estudiar, dónde educar a sus hijos, qué comer o qué música escuchar. La derecha mojigata también infantiliza a los ciudadanos, pero en otro plano: supone que no son capaces de elegir con quién meterse a la cama, con quién casarse o cuándo descasarse. 


			Lo opuesto a la infantilización es tratarnos los unos a los otros como adultos. Con la convicción de que somos perfectamente capaces de tomar decisiones como adultos. A nuestros líderes los elegimos para que nos hablen con la verdad y para que tomen decisiones, aunque estas puedan parecer impopulares. Los adultos sabemos que hay cosas que se pueden y deben hacer, y otras que no. 


			La buena política encarna los valores de la madurez, que es lo contrario del infantilismo. Consiste, en las palabras del filósofo español Fernando Savater, en «abandonar la complacencia fanática de los absolutos excluyentes y entrenarse en la cordura de lo relativo y lo posible».16 


			 


			LA MAGNÍFICA PLENITUD DEL PRESENTE


			 


			La expectativa de «progresar» es un antídoto potente contra el inmediatismo tan propio de los populistas. Si el país va progresando, si mi ciudad y mi barrio mejoran, y mi familia y yo vamos a vivir mejor, entonces los sacrificios del presente cobran sentido en aras de ese futuro mejor. Cuando la posibilidad de progresar se debilita, la promesa vana del populismo, que sacrifica el futuro en aras de la satisfacción presente, se fortalece. 


			Algo así ha ocurrido en Chile en años recientes. 


			Según la encuesta CEP, en agosto del 2009, en medio de la crisis financiera internacional, el 57 por ciento de los consultados pensaba que el país estaba progresando, 36 por ciento pensaba que el país estaba estancado y apenas 5 por ciento, que el país estaba en decadencia. 


			Por contraste, en septiembre/octubre del 2017, las cifras eran, respectivamente, 18, 65 y 15 por ciento. Es decir, en ocho años el porcentaje de chilenos que piensa que el país avanza cayó y mucho, mientras que el porcentaje que piensa que el país decae se multiplicó por tres.17 


			Es cierto que, en las encuestas que se efectúan mes a mes, los índices de optimismo han subido abruptamente desde la elección de Sebastián Piñera. Pero también es cierto que aún no está nada de claro si se trata solo de la «luna de miel», con expectativas al alza, que acompaña la llegada de todo nuevo gobierno, o de un cambio más estructural de tendencia. 


			Nuestra conjetura es que se necesitará bastante más que un cambio de administración —dado el profundo descrédito de las instituciones y las élites que revisamos anteriormente— para recuperar la sensación de posibilidad frente al progreso sostenido y compartido. Y mientras el progreso parezca improbable, la tentación populista parecerá atractiva y plausible. 


			Ahora, poner la mirada en el futuro no es lo mismo que convertirse en profetas que, al revés de los populistas, llaman a sacrificar el presente en aras del futuro. Son varias las ideologías utópicas e iliberales que ofrecen la redención en el «más allá», en un futuro ideal y no en el presente imperfecto. 


			Marx y Engels, por ejemplo, no dudaron en afirmar en El manifiesto comunista que «a la vieja sociedad burguesa, con sus clases y sus antagonismos de clase, la sustituirá una asociación en que el libre desarrollo de cada uno condicione el libre desarrollo de todos».18 La ilusión del futuro inmaculado condiciona la percepción del presente y lo que en el presente es lícito hacer. 


			El problema es que los que aspiran a la redención a veces están dispuestos a sacrificar los derechos y la dignidad de las personas que viven aquí y ahora con tal de alcanzar ese estado transcendente y utópico. Millones perdieron la vida en los gulags soviéticos y la revolución cultural china con la excusa de que así —solo así— se podía alcanzar la sociedad sin clases. 


			Antonio Bascuñán es el crítico contemporáneo más incisivo de esas posturas que prometen la plenitud, dejando atrás el presente concebido como «un estado radicalmente deficitario».19 Esta manera de ver el mundo explicaría algunas prioridades políticas recientemente en boga. Tras la denuncia del lucro en la educación o la demanda de una Constitución enteramente nueva, hecha desde cero, está «la aspiración a la redención».20 


			No se trata de negar el déficit de las instituciones chilenas ni de nuestras prácticas políticas o económicas. Frente a la ilusión de una transformación radical que todo lo resuelve, está la alternativa preferible de «ejercer la libertad como adultos reflexivos y modestos» y aclarar, plantea Bascuñán, «cómo es que entendemos este déficit y cómo nos proponemos corregirlo».21 


			En resumen: perder la fe en el futuro es peligroso; aceptar la radical descalificación del presente a cambio de promesas de redención futura también lo es. 


			 


			PASIÓN Y MESURA


			 


			Estamos convencidos de que es posible modificar el presente y convertirlo en un futuro mejor. Pero precisamente porque el cambio duradero es lento y difícil, para tener éxito necesitamos una «pasión por lo arduo».22 Este libro ha tratado acerca de cómo construir, a través de la política, ese futuro mejor. Y la política, afirmó Max Weber en una famosa charla, 


			 


			consiste en una ardua y prolongada penetración a través de tenaces resistencias, para la que se requiere, al mismo tiempo, pasión y mesura.23 


			 


			Pasión y mesura. La mesura exige paciencia. Pero no cualquier tipo de paciencia: 


			 


			Al amanecer, armados de una ardiente paciencia, entraremos a las espléndidas ciudades. 


			 


			Es la profecía de Rimbaud que Neruda citó en su discurso de Estocolmo al recibir el Premio Nobel. Armados no de una paciencia resignada, sino ardiente. 


			Es una certera y bella descripción del espíritu —creemos— que anima a las chilenas y los chilenos. Y del espíritu que debe animar al nuevo proyecto político liberal, igualitario, progresista, reformista y democrático que deseamos para Chile. 
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